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Abstrae 

El objetivo de la presente investigación es analizar desde una visión crítica que 

involucra diversos componentes, lo que significó en su momento y lo que en la 

actualidad representa la recepción del derecho al ambiente sano en el ordenamiento 

constitucional colombiano; ello implica examinar el desarrollo de este derecho y deber 

constitucional recurriendo, como referente comparativo, a textos constitucionales de 

otros Estados. La orientación metodológica propuesta se fundamenta en abordar la 

dimensión ambiental como problema juridico-constitucional, desde una perspectiva 

holística, sistémica e interdisciplinaria. Se propuso el tipo de investigación aplicado y 

los métodos de estudio fueron el jurídico-comparativo, el jurídico-descriptivo y el 

deductivo. 

El presente trabajo consta de tres capítulos. El capítulo primero tiene por objetivo 

determinar desde un aspecto interpretativo la significación del derecho al ambiente en el 

sistema normativo constitucional. Se estudió mediante el método jurídico-comparativo 

la conceptualización y los fundamentos de la recepción del derecho al ambiente sano en 

ciertas constituciones conforme los sustentos teóricos que los soportan. El segundo 

capítulo tiene por objetivo entender lo que es el ambiente sano para el ordenamiento 

constitucional de Colombia, se ahonda en el contenido material y formal del derecho al 

ambiente sano y la estructura de las normas constitucionales que lo reconocen y 

garantizan. En el tercer capítulo se analiza los mecanismos de protección constitucional 

al ambiente sano, el objetivo fue indagar si éstos han asegurado la protección de este 

derecho; para ello se propone conocer cuál ha sido el grado de eficacia alcanzado por 

estos mecanismos en un período que va desde su reconocimiento en la constitución 

política de Colombia en 1991 hasta el año 2008 fecha de cierre de esta investigación. 
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INTRODUCCIÓN 


Una de las mayores preocupaciones que ocupa la atención, tanto en el ámbito 

internacional como en el nacional, es la defensa del derecho al ambiente sano. En las 

últimas décadas por causa del uso irracional de los recursos naturales y por el conjunto 

de conductas que afectan el ambiente, se han intensificado los efectos nocivos que 

siendo acumulativos e irreversibles, ocasionan graves daños al entorno. Es por ello 

que el ambiente, recurriendo a la expresión de ORTEGA Y GASSET, se ha 

convertido en el "tema de nuestro tiempo ". 

Tanto los órganos internacionales como los mismos Estados han procurado, desde 

lo nonnativo constitucional, regular la protección del ambiente; ello implica, entre 

otros aspectos, reconocer en los textos constitucionales su contenido y alcance, es 

decir, comprender los derechos y obligaciones que tienen los Estados y los Sujetos 

con el entorno, así como las garantías previstas para su protección. Esta labor no ha 

sido fácil para el ordenamiento constitucional porque supone el reconocimiento de una 

categoría de derechos que divergen con la tradicional concepción de derechos de corte 

liberal o con aquellos de orden social, insertos en los textos constitucionales. 

Con el fin de superar esta falta de correspondencia, y lograr la plena vigencia del 

derecho al ambiente sano, se plantea desde lo teórico-constitucional la adopción de 

una visión amplia, contextualizada y progresista de los derechos ; una visión que 

permita entender los derechos más allá de su contenido fonnal y más allá de las 

limitaciones construidas por centros de poder para evitar, paradójicamente, su 

efectividad. 
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El objetivo de la presente investigación es analizar desde una visión crítica que 

involucra diversos componentes -histórico, social, económico, cultural- lo que 

significó en su momento y lo que en la actualidad representa la recepción del derecho 

al ambiente sano en el ordenamiento constitucional colombiano; ello implica examinar 

el desarrollo de este derecho y deber constitucional recurriendo, como referente 

comparativo, a textos constitucionales de otros Estados. 

En Colombia el derecho al ambiente sano ha sido reconocido en el texto 

constitucional de 1991 en forma profusa; a este reconocimiento le anteceden hechos o 

circunstancias que ponen de manifiesto los intereses del Estado y de la sociedad en e! 

uso y aprovechamiento de los recursos naturales y de! ambiente en general; está 

conjunción de intereses incide, con el pasar del tiempo, en el proceso de 

fundamentación y recepción del derecho al ambiente sano y su garantía. En este 

último aspecto y de manera puntual para el caso colombiano se intentará indagar y 

constatar el alcance que tiene la garantía constitucional prevista para la protección del 

derecho al ambiente sano. 

La orientación metodológica propuesta en este trabajo se fundamenta en la 

necesidad de abordar la dimensión ambiental como problema jurídico-constitucional, 

desde una perspectiva holística J
, sistémica e interdisciplinaria2

. El análisis jurídico no 

puede limitarse a lo estrictamente técnico-normativo, esto es a la tarea reduccionista 

de analizar la norma haciendo abstracción del contexto y desconociendo otros ámbitos 

1 	Desde el punto de vista holístico, la dimensión ambiental es reconocida de manera integral e 
integradora, donde cada uno los componentes son más que partes de un sistema. Cada componente se 
relaciona directamente con los demás y estas relaciones sinérgicas se combinan o se multiplican en un 
radio de afectación tan amplio que pocas veces el hombre es capaz de controlar. 

2 Diferentes autores destacan la relevancia del análisis sistémico e interdisciplinar, dada la contribución 
que este puede generar en el desarrollo del conocimiento. La pertinencia del planteamiento sistémico 
desde la óptica jurídica-ambiental se manifiesta porque al constatar desde lo ontológico, teleológico y 
axiológico su interrelación se da un movimiento de conciencias a nivel global y local y que se 
empieza a manifestar, entre otros aspectos, con la creación y consolidación de políticas públicas en 
países desarrollados y en vías de desarrollo. Ver: Cesar Navas Escudero, Estudios ambientales, 
Universidad Nacional Autónoma de México, México D.F., 2009, pp. 118 Y 127. 
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o áreas del conocimiento que también le dan su sentido y razón de ser; más aún, si el 

estudio propuesto tiene como fundamento la dimensión ambiental-constitucional 

habrá que entender el ambiente, ante todo, como un sistema complejo en el cual 

confluyen e interactúan diversos componentes -el natural, social, cultural- de manera 

dependiente; un todo que requiere además de una mirada de conjunto, de una nueva 

forma de análisis a través del denominado pensamiento complejo, conceptual izado por 

autores como MORIN 3 o FOUST 4 quienes defienden la interrelación entre el 

individuo, la naturaleza y los factores sociales como elementos que condicionan la 

vida y la realidad cambiante. Para el desarrollo del presente trabajo se propuso el tipo 

de investigación aplicado y los métodos de estudio fueron el jurídico-comparativo, el 

jurídico-descriptivo y el deductivo. 

En términos de estructura, el presente trabajo consta de tres capítulos. El capítulo 

primero tiene por objetivo determinar desde un aspecto interpretativo la significación 

del derecho al ambiente en el sistema normativo constitucional. Se estudió mediante el 

método jurídico-comparativo la conceptualización que sobre el ambiente ha 

desarrollado la doctrina comparada para confrontar los fundamentos o características 

de la recepción del derecho al ambiente en ciertas constituciones conforme los 

sustentos teóricos que los soportan. 

El segundo capítulo se desarrolla, a través de un estudio descriptivo-analítico, lo 

que es el ambiente sano para el ordenamiento constitucional de Colombia. Este 

análisis tiene como punto de partida la ratio que llevó al constituyente de 1991 

reconocer la importancia del ambiente, en este sentido, se ahonda en el contenido 

material y formal del derecho al ambiente sano y la estructura de las normas 

3 Edgar Morin, Introducción al pensamiento complejo, Gedisa, Barcelona, 1994, p. 118. 
4 D Foust, El pensamiento complejo y la flexibilidad curricular, alojado en: 

http: //www2.uaem.mxJdculgaceta/7/pensamiento.html, citado por Aracelis Arana, "Representando la 
complejidad ambiental : Dos estudios de caso.", en Revista: Investigación y Posgrado, Vol. 22 No. 1, 
Universidad Pedagógica Experimental, Venezuela, 2007, p. 16. 

http://www2.uaem.mxJdculgaceta/7/pensamiento.html
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constitucionales que lo reconocen y garantizan, para posterionnente crear una 

tipología que pennita entender la estructura y el sentido de las nonnas constitucionales 

que regulan el ambiente sano con el fin de establecer parámetros para el ejercicio 

interpretativo y desarrollo nonnativo de este derecho. 

En el tercer capítulo se analiza los mecanismos de protección constitucional 

al ambiente sano, el objetivo fue indagar si éstos han asegurado la protección de este 

derecho; para ello se propone conocer cuál ha sido el grado de eficacia alcanzado por 

estos mecanismos en un período detenninado, que va desde su reconocimiento en la 

constitución política de Colombia en 1991 hasta el año 2008 fecha de cierre de esta 

investigación. En esta parte del trabajo se recurrió al estudio descriptivo y analítico de 

algunas sentencias de acción popular y de grupo, a partir de las cuales se fonnularon 

recomendaciones dirigidas a los operadores jurídicos y a las autoridades 

administrativas para facilitar, en los primeros, el mejor ejercicio de dichas garantías y, 

en los segundos, señalar ciertos referentes importantes para la adecuada fonnulación 

de políticas públicas en lo que a la temática ambiental se refiere. 

Desarrollados los capítulos antes descritos se presentan las conclusiones de 

este trabajo . A través de este acápite se demuestra la transfonnación que, desde el 

ámbito nonnativo constitucional, se ha gestado con relación a la concepción, alcance y 

garantías del derecho al ambiente sano en Colombia. La transfonnación que se intenta 

demostrar es relacional, es decir, implica trascender en la percepción de nuevos 

paradigmas en entorno a valores morales, sujetos, concreción de derechos, y 

mecanismos de protección. Se busca dejar abierta la discusión y, en lo posible, aportar 

elementos que sirvan para problematizar en un tema que, como se dijo desde el inicio, 

es y seguirá siendo un "tema de nuestro tiempo ". 
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CAPITULO 1. EL DERECHO AL AMBIENTE SANO 

El objeto del presente capítulo es determinar de manera genera) desde un aspecto 

descriptivo e interpretativo la significación del derecho al ambiente en el sistema 

normativo constitucional. Como primer nivel de análisis se propone examinar los 

principales hitos que, de una u otra manera, han influido progresivamente para que se 

dé el reconocimiento de éste derecho en los textos constitucionales. Transversalmente 

se estudia la conceptualización que sobre el ambiente ha desarrollado la doctrina 

comparada para confrontar los fundamentos o características de la recepción del 

derecho al ambiente en ciertas constituciones e identificar los puntos de encuentro o 

desencuentro conforme a las realidades que les son propias.5 

Este estudio de derecho comparado tiene en esencia una dimensión constitucional 

pero también involucra elementos que confluyen y que hacen parte de otras áreas del 

derecho y, dado el caso, de otras áreas del conocimiento. Esta interrelación permite 

abordar la significación del tema objeto de estudio desde un análisis interdisciplinar 

que implica, como lo señala MARTIN MA TE06
, comprender el funcionamiento de 

los sistemas naturales y sociales para categorizar adecuadamente las técnicas y los 

mecanismos jurídicos que permitan la protección eficaz de éste derecho; pues sin un 

adecuado conocimiento de cada uno de los sistemas las normas que se dicten y los 

instrumentos de protección no cumplirían los fines trazados. Esta interdisciplinariedad 

5 No resulta loable implantar técnicas homogéneas de protección ecológica cuando existe una evidente 
divergencia de las realidades socio-económicas y culturales de los Estados; esto hace que, en últimas , 
la eficacia de las normas ambiéntales sea diferente en los distintos ordenamientos jurídicos. Ver: 
Gerardo Ruiz -Rico Ruiz, comp., Derecho comparado del medio ambiente y de los espacios 
Naturales Protegidos, Comares, Granada, 2000, p. 11. 

6 	Ramón Martin Mateo, Derecho Ambiental, Madrid, EIAL, 1977, p. 26. En igual sentido, " ... La 
concreción de los aspectos del medio ambiente es ardua y más si se pretende abordar desde una sola 
disciplina, habiendo sido suficientemente destacado su carácter multidisciplinar. Pues es 
generalmente aceptado que esta concreción tiene que ser fruto de sociólogos, biólogos, ecólogos, 
geógrafos, jurista otros muchos ..." Ver: Javier Domper Ferrando, "El medio ambiente: 
planteamientos constitucionales", en Germán Gómez Olfanel , comp., Derecho del medio ambiente, 
Centro de Estudios Jurídicos de la Administración de Justicia, Madrid, 1995, p. 17. 
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que se comparte es también entendida por BETANCOR RODRIGUEZ 7cuando al 

referirse al derecho ambiental-ciencia jurídica hace notar que el núcleo jurídico de 

reflexión y de análisis parte del derecho; el cual además está rodeado de otros núcleos 

que le irradian iriformación, dándose así un flujo fundamental para su comprensión. 

En otras palabras , abordar el tema ambiental desde la dimensión constitucional 

implica, en primer lugar, reconocer el texto fundamental como el núcleo jurídico de 

análisis, por cuanto constituye el "plan estructural ,,8 que contiene el conjunto de 

prinCIp IOS y elementos básicos del ordenamiento jurídico de la comunidad y, en 

segundo lugar, entender la complejidad existente en el sistema natural y humanizado 

que es a su vez objeto de regulación a través del denominado plan estructural. Esta 

regulación que se realiza mediante la consagración del ambiente a través de derechos 

concretos o diferenciados será efectiva, entre otros aspectos, si existe una 

comprensión interdisciplinar tanto del sistema natural como del sistema humanizado. 

En cuanto a la pertinencia de este capítulo es oportuno su desarrollo por varios 

aspectos: el primero, porque permite acceder a la complejidad que representa la 

significación y categorización del derecho al ambiente conforme a las bases teóricas 

que le sustentan y, el segundo aspecto, porque es el punto de partida para analizar la 

recepción constitucional del derecho al ambiente y vislumbrar los niveles de similitud 

o divergencia existentes entre distintos ordenamientos constitucionales, con el fin de 

identificar las formulas que podrían resultar idóneas para su recepción constitucional. 

7 Andrés Betancor Rodríguez, Estudios interdisciplinares de gestión ambiental. Instituciones de 
derecho ambiental, Editorial la Ley, Madrid, 2001, pp. 19-38. . 

8 Konrad Hesse, et al., "Constitución y Derecho constitucional", Manual de Derecho constitucional, 
Marcial Pons, Madrid, 1996, pp. 1-15. 
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Esta elaboración de similitudes o divergencias que HABERLE describe como "lo 

afín o desigual" ayuda no sólo a conocer los avances y retrocesos de los marcos 

constitucionales ajenos sino también a comprender mejor el propi09
. 

Para abordar la significación y alcance del derecho al ambiente, como objetivo 

general del presente capítulo, se plantean los siguientes interrogantes que, a su vez, 

serán el hilo conductor para el desarrollo de este trabajo: a.) En cuanto a la irrupción 

del ambiente como derecho, ¿cuáles han sido los orígenes de la protección al ambiente 

en el ámbito constitucional?, b.) Confoni~e a la teoría de la clasificación de derechos, 

¿es el ambiente un principio fundamental o un derecho individual o colectivo?, c.) 

Con relación al objeto de protección y su sustantividad como derecho, ¿cómo ha sido 

entendido el derecho al ambiente y de qué forma se ha dado su reconocimiento 

constitucional? Para dar respuesta a estos interrogantes se aborda, de forma 

transversal, en térm inos de temporalidad tres escenarios: lo que era, lo que es, y lo que 

será; pues es preciso entender el proceso de evolución que ha tenido este derecho en el 

tiempo y en diversos contextos. 

La orientación metodológica propuesta en esta parte del trabajo se fundamentó en 

abordar la dimensión ambiental como problema complejo jurídico-constitucional; ello 

implicó en el ejercicio analítico, reconocer la participación de otras áreas del 

conocimiento que como las ciencias experimentales 10 han constatado la necesidad de 

modificar las acciones del hombre para disminuir y, en el mejor de los casos, evitar el 

daño ambiental, suministrando fundamentos científicos fiables que evidencian para la 

ciencia jurídica, primero, la necesidad de regular las conductas de los individuos 

9 El citado autor considera el derecho comparado, como el quinto método de interpretación que se suma 
a las cuatro posturas hermenéuticas gramatical, lógica, histórica y sistemática elaboradas por Savigny. 
Ver: Peter Haberle, "Derecho Constitucional Comt n Europeo", traducido al verso Castellano por 
Emilio Mikunda Franco, en Revista de Estudios POlÍticos, No.79, Madrid, 1993, p. 11 . También en, 
Antonio Pérez Luño, comp., Derechos humanos y constitucionalismo ante el tercer milenio, Editorial 
Marcial Pons, Ediciones Jurídicas y Sociales, Madrid, 1996, p. 23. 

IOManuel Pinar Diaz, El derecho a disfrutar del medio ambiente en la jurisprudencia, Comares, 
Granada, 1996, pp. 80 Y 81. 
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frente al entorno y, segundo, propiciar la actuación del constituyente primario y del 

Estado a través de sus órganos para consagrar la protección del ambiente a partir de 

los textos constitucionales y demás leyes que desarrollan dicho precepto. 

Para concebir la complejidad que encierra lo ambiental se requiere de la 

construcción de un nuevo paradigma, se necesita del concurso y del diálogo de saberes 

económico, político y cultural11que permita abordar la problemática ambiental desde 

diferentes frentes 12
, es decir, desde las distintas formas de sentir la vida, y, así, a partir 

de esta pluralidad de diálogos identificar desde el ámbito constitucional, como aporte 

desde lo jurídico notmativo, el qué y cómo se regula el derecho al ambiente sano; en 

últimas es en términos de CASONA USERA, desentrañar el sentido normativo de las 

disposiciones constitucionales que se refieren al entomo l3 
• 

Es posible que las regulaciones normativas se presenten desde la existencia del 

derecho al ambiente en el texto constitucional como derecho diferenciado que detenta 

una sustantividad propia, o como derecho que deviene de la preexistencia de otros 

derechos -vida, salud, paisaje, propiedad- que incorporan explícita o implícitamente 

condicionamientos en procura de proteger el ambiente dándose así su reconocimiento 

extensivo, o a través de lo que se ha denominado la defensa cruzada de los derechos 

que consiste en la existencia de mecanismos indirectos para el reconocimiento y 

protección del ambiente mediante la garantía de otros derechos reconocidos y 

codificados14
• 

11 José Esteve Pardo, comp., "El componente técnico del derecho al medio ambiente: Limitación y 
posibilidades de los entes locales", Derecho del Medio Ambiente y Administración Local, Civitas, 
Espafi~ 1995, pp. 452. 

12Esta posición ha sido construida y defendida por los miembros del Grupo del Área de Gestión 
Ambiental de la Facultad de Ingeniería de la Universidad del Valle-Colombia. Ver: Universidad del 
Valle, Plan de Desarrollo Area de Gestión Ambiental, Cali, 2003. 

13 Raúl Casona Usera, "Aspectos constitucionales del derecho ambiental", en Revista de Estudios 
Políticos, No. 94, Espafia, 1996, p. 5. 

14Lorenzo Mal1Ín Retol1illo Baquer, "Derechos fundamentales y medio ambiente", en Revista Redur, 
No. 4, Espafia, 2006, p. 23. 
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1.1 EL AMBIENTE COMO DERECHO: ORÍGENES DE LA CUESTIÓN 

1.1.1 Evolución histórica de los derechosfundamentales 

Las sociedades a lo largo de su desarrollo histórico han nutrido en forma 

progresiva el catálogo de derechos humanos como respuesta a las necesidades o 

reivindicaciones que les son propias. Este reconocimiento de derechos tiene su 

fundamentación en los valores morales que las sociedades adoptan en el curso de su 

evolución. 

Para autores como PECES-BARBA, LffiORlO HIERRO y EUSEBIO 

FERNANDEZ J5 el desarrollo de los derechos humanos hace parte de la historia de las 

sociedades; ello implica que el alcance de los derechos se extienda en cada momento a 

ciertos aspectos que se consideran determinantes para la vida humana. Siendo así, los 

derechos humanos deben concebirse y entenderse con relación a las necesidades o 

problemas de los seres humanos en un determinado período histórico, ejemplo de esta 

afirmación es el surgimiento del ambiente sano como derecho; si bien en épocas 

pasadas su protección legal carecía de trascendencia porque era irrelevante para el 

sistema de valores morales, hoy su regulación resulta necesaria por cuanto simboliza, 

para la continuidad, uno de los aspectos determinantes de la vida; esta aseveración 

representa lo que BOBBIO denomina la "razón y el argumento irresistible" que brinda 

los fundamentos posibles para que este derecho pueda entenderse como tal y por ende 

pueda realizarse en el actual contexto social. 

Si el derecho al ambiente es primordial para la existencia de los seres vivos y 

además es el presupuesto previo y necesario para el ejercicio y vigencia de otros 

derechos fundamentales y sociales como el derecho a la vida, a la salud, al trabajo, al 

desarrollo; no es fácil entender por qué siendo tan evidente dicho postulado, su 

15Eusebio Fernández, "Los derechos humanos y la historia", en Revista del Instituto Nacional de 
Filosofía, p.7. Alojado en: http://www.ifs.csic.es/postgrad/jurlog/BI-derhu.pdf 

http://www.ifs.csic.es/postgrad/jurlog/BI-derhu.pdf
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reconocimiento en algunos ordenamientos constitucionales no es claro o se presentan 

serios problemas cuando de su eficacia se trata. 

El interés por proteger el ambiente en el ordenamiento jurídico surge ante la 

constatación del deterioro progresivo e irreversible16 de los elementos que lo integran; 

aunque existe una amplia e interesante literatura que explica las causas que originan 

los daños ambientales y las consecuencias para los seres vivos, en el presente capítulo 

de manera intencional se omite ahondar en estos aspectos dada la complejidad y 

amplitud del tema que excedería los límites establecidos. 

Resulta preciso enfatizar que la constatación de catástrofes ambientales 

acaecidas en diversos puntos globales y los daños 17 que pueden afectar a los seres 

vivos actuales y futuros ha llevado, en las últimas décadas, a la sensibilización de un 

porcentaje de la población mundial que ve necesario encausar acciones en el ámbito 

internacional tendientes a reivindicar el derecho que les asiste a gozar de un ambiente 

sano, bajo la responsabilidad de permitir a las generaciones presentes y futuras que 

puedan disfrutar de un ambiente sustentable l8 
, como condición sine qua non para la 

16Paradójicamente numerosos avances científicos y tecnológicos que contribuyeron al mejoramiento de 
las condiciones de vida de ciertos sectores de la población mundial, hoy empujan a la humanidad a un 
proceso de involución, en donde el desarrollo y el incremento en la producción industrial, entre otros, 
ha dado origen a devastadores e irreversibles daños en la biosfera -contaminación atmosférica e 
hídrica-. En términos ambientales un número considerado de la población mundial sufre actualmente 
a causa de las consecuencias negativas originadas por la utilización incontrolada de la producción 
industrial y de la implementación de armas nucleares y químicas. Veamos algunas consecuencias. 
Primero, La lluvia radioactiva global, se produce cuando gran cantidad de residuos provenientes de 
las bombas de hidrógeno son impulsados a latitudes estratosféricas y permanecen en suspensión por 
años para luego volver a caer generando daños en la atmósfera terrestre. Segundo, La lluvia ácida se 
forma cuando la humedad en el aire interactúa con el óxido de nitrógeno y el dióxido de azufre 
emitido por, centrales eléctricas y fuentes móviles como los automotores que queman carbono o 
aceite. Esta interacción de gases con el vapor del agua forma el ácido sulfúrico y los ácidos nítricos 
que caen a la tierra en forma de precipitación o lluvia ácida, provocando un grave deterioro al 
ambiente. Tercero, El debilitamiento y la destrucción de la capa de ozono, que se origina por el uso 
recurrente de los CFCs (Clorofluorocarbonos), lo que incrementa el ingreso de los rayos UV y la 
radiación causando daños devastadores al ambiente. Entre otros, Ver J. Domper, "El medio ambiente: 
planteamientos constitucionales ", 18. 

17Joan Egea Fernández, "Relaciones de vecindad , desarrollo industrial y medio ambiente", en Derecho 
del Medio Ambiente y Administración Local, Civitas, Madrid, 1996, p. 64. 

ISLa conciencia social que progresivamente se crea para la protección del ambiente, ha permitido desde 
el Derecho, el surgimiento y desarrollo de una disciplina normativa encargada de estudiar, analizar y 
poner en práctica los instrumentos jurídicos que permiten la protección del ambiente. Ver: Demetrio 
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existencia y efectividad de otros derechos 19. Este reconocimiento internacional del 

derecho al ambiente resulta relevante porque es a través de las mismas Declaraciones 

Internacionales que se van a establecer los principios que, a su vez, definirán los 

criterios o políticas para la protección del ambiente en el ámbito constitucional. 

Pese a sostenerse que el derecho al ambiente es de reciente creación2o, para 

muchos este, en parte, se deriva de otros derechos fundamentales como el derecho a la 

vida o la salud21 
. Sin embargo su reconocimiento y grado de autonomía, conforme lo 

advierte RIVEROS SERRATO y LEON NAVAS22
, se manifiesta cuando se amplía 

su naturaleza y se extiende la titularidad a una pluralidad de sujetos como el Estado, 

los grupos sociales o colectivos, e inclusive las generaciones futuras. Por tanto, el 

reconocimiento y grado de autonomía que lo sitúa como un derecho humano surge 

cuando el individuo y el colectivo comprende que la existencia y mantenimiento de 

los parámetros físicos y biológicos que han permitido su desarrollo, y que están 

vinculados a su propia existencia, pueden ser modificados por causas antropogénicas 

afectando en forma directa o indirecta la vida, especialmente la humana23 
. 

Precisamente el grado de autonomía que tiene el derecho al ambiente y su 

relación directa con la vida del ser, hace que su protección no dependa de otros 

Loperena Rota, Los derechos al Medio Ambiente adecuado ya su protección, Civitas-Ivap, Madrid, 
1996, pp. 25-39. 

19Mercedes del Pozo Franco, "El derecho humano a un medio ambiente adecuado" , en Cuadernos 
Del/sto de Derechos Humanos, No. 8, Universidad de Deusto, Bilbao, 2000, p. 12. 

20" ... El cuidado, la defensa, y protección del medio ambiente sería hoy, sin falta, uno de los signos de 
nuestro tiempo, una de esas exigencias de racionalidad en que caen de vez en cuando las sociedades 
organizadas y con sensibilidad para llegar a la conclusión de que son de inexcusable búsqueda y 
afianzamiento, sabiendo, al mismo tiempo, que constituye una de esas causas nobles por las que vale 
la pena empeñar sacrificios y esfuerzos .. . " Ver: Lorenzo Martin Retol1illo Baquer, " Administración 
Local y Medio Ambiente", en J. Esteve Pardo, Derecho del Medio Ambiente ... , 24, . J. Domper 
Ferrando, Derecho del medio ambiente, 17. 

21 Vladimir Kartashkin, "Derechos Económicos, Sociales y Culturales", en Karel Vasak, The 
international dimensions of human rights, vol. 1, Estados Unidos de América, Unesco, 1982. Las 
dimensiones internacionales de los derechos humanos, trad . en verso castellano por Hemán Sabate y 
María José Rodaller, Ediciones Serbal, Barcelona, 1984, p. 184. 

22Héctor Riveros Serrato, Laura León Navas, Perspectiva constitucional de la gestión ambiental, 
Corporación Autónoma Regional - CAR y Centro de Pensamiento Político Milenio, Bogotá, 1997, p. 
44 . 

23D. Loperena Rota, Los derechos al Medio Ambiente, 25. 
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derechos que han surgido a través de todo un desarrollo histórico, y que hoy conforma 

el catálogo de los derechos humanos24 
. Éste catálogo de derechos humanos conforme 

a la teoría, en cuanto a su aparición en el tiempo, se clasifican en tres tipologías: los 

derechos de primera, segunda, y tercera generación. 

1.1.2 	 La tipología de derechos y el reconocimiento constitucional del derecho al 
ambiente. 

Sobre la tipología de los derechos existen varias conceptualizaciones. Ya se ha 

dicho que la tipología de los derechos se expresa como manifestación de la evolución 

histórica de los derechos que surgen como respuesta a las necesidades humanas, una 

expresión o reflejo histórico-moral que exterioriza el concepto de dignidad que se 

tiene en un momento determinado. Así, para GA VIRIA DIAZ el reconocimiento de 

los derechos es el producto de todo un desarrollo históric025 que pone en evidencia el 

incremento del catálogo de los derechos humanos de acuerdo a las pretensiones o 

reivindicaciones que en su momento envuelve el paradigma de la dignidad humana. 

El desarrollo histórico manifiesta un conjunto dinámico de acciones y 

reacciones, causas y efectos, que de acuerdo a MESA CUADROS "son reflejo de las 

formas transformadoras de resistencias sociales emancipadoras contra la imposición 

de una única verdad impuesta, frente a las cuales se reacciona para proponer y llevar 

a la acción nuevas prácticas sociales" 26 a favor de los débiles27 
• De esta manera, el 

24 Son considerados como: d __ unos atributos o exigencias que el hombre, en cuanto sujeto de las 
relaciones sociales, proyecta sobre éstas con carácter condicionante y constrictivo, y cuya fuerza es 
reconocida por la generalidad de los hombres ___ " Ver: Benito de Castro Cid, El reconocimiento de 
los derechos humanos, Editorial Tecnos, Madrid, 1982, p. 25. 

2sCarlos Gaviria Díaz, "La Constitución del 91 y los derechos humanos_ Prodigalidad en libertades, 
derechos y garantías", en Revista Credencial Historia, Edición 156, Bogotá, 2002. Entre otros, ver 
José Asensi Sabater, "El contenido de la Constitución Los derechos y libertades", en 
Constituciona/ismo y Derecho Constitucionar materiales para una introducción, Editorial Tirant lo 
Blanch, Valencia, 1996, pp. 97-133. Pedro de Vega García, "Constitución y democracia", en A. 
López Pina, edit, La Constitución de la Monarquía parlamentaria, Editorial Fondo de Cultura 
Económica, México, 1983, pp. 43-73. 

26 Gregario Mesa Cuadros, Derechos ambientales en perspectiva de integralidad: concepto y 
fundamentación de nuevas demandas y resistencias actuales hacia el Estado ambiental de derecho, 
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conjunto de acciones y reacciones estructura y llena de contenido, en fonna 

progresiva, la particular concepción de dignidad humana que se pueda llegar a tener 

en un momento detenninado, pero además condiciona el elemento sustancial y el 

alcance de los derechos. 

Para entender el por qué y el cómo se da la incursión de la protección al 

ambiente sano en el ámbito constitucional se debe analizar la evolución que ha tenido 

la clasificación de los derechos humanos y el proceso de su constitucionalización; este 

estudio permitirá encontrar las motivaciones o razones que impiden o justifican la 

inclusión del derecho al ambiente en cada una de las tipologías o clasificación de 

derechos. 

El proceso de constitucionalización de los derechos humanos en palabras de 

DE CASTRO CID ha ocurrido básicamente en dos fases: la primera, a través de un 

reconocimiento exclusivamente nacional, y, la segunda en una fase de reconocimiento 

supranacional 28. La primera fase -reconocimiento nacional- se inicia con la 

Constitución Norteamericana y con los textos de las Declaraciones de Independencia 

de las Colonias Norteamericanas (las Declaraciones de Virginia, Maryland y 

Pensilvania de 1776) que inspiraron en Europa el movimiento revolucionario francés 

de 1789. 

Con el triunfo de la Revolución Francesa, que abrió una época en la historia de 

la humanidad 29, se reconocieron una serie de derechos esenciales para el ser humano 

como el derecho a la libertad individual frente al Estado, la consolidación de una 

sociedad política fundada sobre los principios de justicia e igualdad, y el predominio 

del individualismo económico y el establecimiento de barreras o límites al poder del 

Universidad Nacional de Colombia, Bogotá, 2007, p. 38. 
27Luigi Ferrajo1i, Razones jurídicas del pacifismo, Editorial Trotta, Madrid, 2004, p. 103. 
28B. de Castro Cid, El reconocimiento de los derechos humanos, 19. 
29Eduardo García De Enterria, La lengua de los derechos: la formación del derecho público europeo 

tras la revolución francesa, Editorial Alineza, Madrid, 2001, p. 17. 
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Estado para impedir la invasión a la autonomía privada necesaria para el desarrollo de 

la producción mercantil. Esta trilogía -libertad, igualdad y propiedad- que se 

positiviza en los textos constitucionales conforman la primera tipología denominada 

derechos de primera generación o derechos fundamentales. 

Precisamente, en la doctrina constitucional hay quienes advierten que "el 

modelo positivista transforma los derechos humanos en derechos fundamentales,,30; 

en otras palabras, los derechos humanos al ser incorporados en las constituciones 

como principios básicos de organización del régimen político, y como elemento 

esencial del sistema jurídico con fuertes garantías para su respeto, adquieren ese rango 

que los hace fundamentales. En este mismo orden, para ALEXY los derechos 

humanos sólo pueden desenvolver su pleno rigor cuando se les garantiza a través de 

normas de derecho positivo" ... como es el caso de su incorporación como derecho 

obligatorio en el catálogo de los derechos fundamentales en una constitución ... ,,31. 

Esta positivización representa 10 que DÍEZ-PICAZO denomina el contenido formal de 

los derechos fundamentales, es decir, solo son fundamentales siempre y cuando estén 

declarados en normas constitucionales o supralegales32 
. En este sentido, la apelación 

de un derecho fundamental solo tiene virtualidad ante los poderes públicos si éstos 

han sido previamente positivizados en la constitución. 

Sin embargo, no hay que olvidar, de acuerdo a 10 expuesto por BASTIDAS 

FRElJED033 
, que la formación de los derechos fundamentales desde sus inicios no 

responde, en sí, a un modelo eminentemente positivista; pues conforme a la teoría 

iusracionalista hay unos derechos naturales del individuo preexistentes al Estado, 

30 B. de Castro Cid, El reconocimiento de los derechos humanos, 24. 
31 Robert Alexy, Juristische Interpretation und Rationaler Diskurs y Diskurstheorie und 

Menschenrechte, trad. en verso castellano por Luis Villar Borda, Universidad Externado de 
Colombia, Bogotá, p. 98 . 

32 José María Díez - Picaso, Sistema de derechos fundamentales, Editorial Thomson-Civitas, Madrid, 
2003, 1 a . ed ., p. 33 . 

J3 Francisco 1. Bastidas Freijedo, "Concepto y modelos históricos de los derechos fundamentales" , en 
Teoría General de los Derechos Fundamentales, Editorial Tecnos, Madrid, 2004, p. 18. 
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entendidos como atributos o exigencias que dimanan de la propia naturaleza del ser 

humano que son anteriores a la constitución de la sociedad civil y, que siendo previos 

y superiores al derecho estatal, deben ser reconocidos y garantizados por éste34 
. Es por 

ello que el Estado Liberal los reconoce en el texto constitucional como anteriores a él 

Y los dota de instrumentos de amparo o protección. Siguiendo esta misma línea, para 

PEREZ ROYO los derechos fundamentales son los derechos naturales 

constitucional izados democráticamente 35. Esta concepción de atributos, que 

pertenecen al hombre en cuanto persona como derechos naturales, fue asumida en la 

etapa inicial de las Declaraciones de reconocimiento de derechos y ha sido mantenida 

por las diversas doctrinas iusnaturalistas36 
. 

BASTIDAS FREIJEDO plantea dos niveles para caracterizar la 

fundamentalidad de los derechos de primera generación el "metajurídico" y el 

''jurídico-positivo,,3? En términos explicativos, bajo el primer nivel, los derechos 

fundamentales se caracterizan por su contenido antropocéntrico al ser concebidos 

como los "derechos más elementales o esenciales del ser humano ", por cuanto son 

derechos que emanan del ser del individuo, son inherentes al desarrollo de su 

personalidad y se configuran como un límite para el legislador ordinario pues éste no 

puede vulnerar el contenido esencial de los derechos sino, tan sólo, desarrollarlos o 

regularlos; son derechos que gozan de eficacia directa, basta el reconocimiento 

constitucional para que los derechos fundamentales tengan aplicación inmediata; son 

considerados como derechos reaccionales o de defensa, en cuanto son libertades 

privadas cuya única relación con el poder público es de defensa frente a la injerencia 

que carezca de cualquier sustento legal. 

34Entre otros, ver: Imre Szabo, "Fundamentos históricos de los derechos humanos y desarrollos 
posteriores", en K. Vasak, The international ... , 37 . 


35Javier Pérez Royo, Curso de Derecho Constitucional, Marcial Pons, Madrid, 1996, 3". ed., p. 259 

36B . de Castro Cid, El reconocimiento de los derechos humanos, 25. 

37F. Bastidas Freijedo, Concepto y modelos históricos ... , 28. 
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Para el segundo nivel ''jurídico-positivo'' los derechos son fundamentales por 

el hecho de estar insertos en la Constitución. Esta inclusión les permite participar de 

ese estado de supremacía que deviene del Texto Constitucional lo que, a su vez, los 

hace inviolables frente a cualquiera que no sea el órgano de reforma constitucional, y 

además, los dota de una eficacia directa o disponibilidad inmediata para lograr su 

eficacia. En otras palabras, para el nivel ''jurídico-positivo, la causa jurídica de la 

validez de los derechos fundamentales está en la posición normativa suprema que la 

Constitución les otorga; así, cualquier derecho que no tenga la calificación de 

fundamental en el Texto Constitucional será objeto de la libre disposición o 

configuración por parte del legislador. 

Conforme a los anteriores argumentos y asumiendo una posición crítica, los 

derechos fundamentales, bajo la premisa 'jurídico-positiva" dejarían de ser en 

esencia antropocéntricos por cuanto su carácter no depende de quién sea el titular, ni 

tampoco de una determinada estructura normativa; en este sentido, cabe plantear que 

al no ser condición esencial que los derechos fundamentales, para serlo, sean derechos 

inherentes a la persona y, por tanto, su titular sea exclusivamente el ser humano 

podría, en un momento dado, atribuírsele capacidad iusfundamental a los naciturus e 

incluso a los animales38
. 

Bajo el criterio "jurídico-positivo" los derechos fundamentales son un haz de 

facultades de disposición atribuida a sus titulares a través del Texto Constitucional, 

para hacer frente a cualquier situación que pueda vulnerar el disfrute del objeto del 

derecho. Siendo así, el mismo constituyente podrá decidir qué derechos son o no 

catalogados como fundamentales, abstrayéndose del principio básico que sólo son 

derechos fundamentales los inherentes al ser humano. Esta tesis no deja de ser 

polémica para la doctrina tradicional, pero sentaría las bases para justificar el derecho 

38F. Bastidas Freijedo, Concepto y modelos históricos ... , 33. 
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al ambiente como un derecho de rango fundamental dependiendo, como se ha 

expuesto, de la inclusión que haga el constituyente en el Texto Constitucional 

respetando el procedimiento especial establecido para ello. Esta argumentación se ve 

materializada en ciertas constituciones como la de Chile, Argentina y Ecuador que 

serán, más adelante, objeto de análisis. Se podría creer que estos dos niveles, el 

"metajurídico " y el "jurídico-positivo" resultan apropiados para justificar, en el 

devenir, el surgimiento de nuevos derechos fundamentales, entre los que podría caber 

el derecho al ambiente. 

Por su parte, la doctrina jurisprudencial del Tribunal Español y de la Corte 

Constitucional de Colombia han entendido que la "fundamentalidad" de los derechos 

fundamentales no descansa únicamente en su ubicación formal dentro del Texto 

Constitucional, sino, por el contrario, deviene de la autodisposición que tiene el titular 

del derecho y, también, por la indisponibilidad que tiene el legislador frente a los 

mismos39
. En contraste con esta posición, y en el contexto del constitucionalismo 

actual, otros autores consideran que la fW1damentalidad de los derechos 

fundamentales se advierte cuando a éstos se les dota de una tutela efectiva a través del 

amparo constitucional o del mecanismo de la acción de tutela; lo que llevaría a pensar 

que si bien, en algunos textos constitucionales el derecho al ambiente es catalogado 

como un derecho fundamental al no existir un mecanismo efectivo para su 

reconocimiento, éste derecho perdería el status de derecho fundamental4o. 

Por el contrario, hay quienes argumentan que la fundamentalidad de un 

derecho no depende solamente de su nivel de eficacia ni de su protección institucional 

o procesal, sino de su relación con la dignidad y libertad de la persona. En este 

sentido, cuando una norma logra velar por la dignidad y libertad de vida de la persona, 

39Francisco J. Freijedo Bastida, "El fundamento de los derechos fundamentales" , en Revista electrónica 
Redur, No. 3, 2005, p. 13, en http: //unirioja.es/dptos/ddlredur/numero3/bastida.pdf. 

40J. Asensi Sabater, "El contenido de la Constitución . . . ", 97. 

http://unirioja.es/dptos/ddlredur/numero3/bastida.pdf
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ésta se erige en derecho fundamental. Para esta corriente aceptar que las garantías 

convierten los derechos en fundamentales sería como admitir que estos no cuentan con 

elementos propios que los definan, e implicaría limitar su existencia a un elemento 

externo que es, precisamente, la garantía41 
• 

De acuerdo con los argumentos planteados, se comparte la tesis que define la 

categorización de los derechos fundamentales conforme su ejercicio logre el respeto 

por la dignidad y por la libertad de la vida del sujeto. Precisamente, es la búsqueda 

permanente del principio de dignidad que en el devenir justificará el reconocimiento 

de derechos que, aunque no estén explícitamente establecidos, son esenciales para el 

fin propuesto, esto es la garantía de la dignidad del ser. Sin embargo, es esencial 

sumar a ello la adopción de garantías que logren su cumplimiento, más aún en 

aquellas sociedades en las cuales se desconoce el verdadero significado y alcance de 

los derechos fundamentales. 

Retomando la tipología de los derechos, el desarrollo del modelo liberal que 

había generado profundas asimetrías sociales condujo, a finales del siglo XIX y 

primer tercio del siglo XX, a la formación de un movimiento que demandaba el 

bienestar de las condiciones de vida para los colectivos humanos en situación más 

desventajosa. Esta creciente conflictividad dio lugar a pronunciamientos como la 

Declaración Rusa del Pueblo Trabajador y Explotado, y, posteriormente, a la 

consagración constitucional de los derechos sociales a través de la Constitución de 

México de 1917 y la Constitución Alemana de Weimar 191942
. Estas constituciones 

erigieron una nueva concepción de Estado -Estado Social de Derecho43 -sentando así las 

41Rubén Vasconcelos Méndez, Una Corte de Justicia para la Constitución. Justicia constitucional y 
democracia en México, Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 2004. 

421. Szabo, "Fundamentos históricos de los derechos . . . , 47 . 
43En 	el ámbito de la teoría constitucional este concepto se encuentra desarrollado en varios estudios. 

Ver entre otros: Hans Peter Scheneider, "Democracia y Constitución", en Revista de Estudios 
Políticos, No.7, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, Madrid, pp. 7-36. Manuel Aragón 
Reyes, Constitución y Democracia, Editorial Tecnos, Madrid, 1989. Ramón Cotarelo, Del Estado de 
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bases para el surgimiento de una nueva tipología de derechos conocidos como 

derechos de segunda generación o derechos sociales, económicos y culturales44 
. En 

consonancia con esta nueva concepción de Estado se busco la consagración de 

obligaciones positivas de intervención, por parte del mismo, con el fin de asegurar 

condiciones de vida adecuadas y dignas para todos los asociados; superando así la 

filosofía liberal por una concepción política interventora que ubica al Estado como 

promotor de los derechos sociales en busca del tránsito de una justicia formal a una 

justicia material. 

En este proceso histórico después de la segunda guerra mundial (1939-1945) 

la Organización de las Naciones Unidas, con el fin de alcanzar el respeto universal y 

efectivo de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, se dio a la tarea 

de formular y adoptar un catálogo de derechos. Así, a través de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos proclamada por la Asamblea General de las 

Naciones Unidas ellO de diciembre de 1948, se consolida el proceso de 

internacionalización de los derechos humanos llevando a término la incorporación de 

los derechos económicos, sociales y culturales, o derechos de segunda generación. 

Con la Declaración Universal de Derechos Humanos se proyectan en el ámbito 

supraestatal los principios de la dignidad, el valor supremo de las personas, y la 

igualdad básica de los hombres. Es justamente en éste momento, donde se da la 

segunda fase de la constitucionalización de los derechos humanos a la que hace 

alusión DE CASTRO CID. Es decir, cuando se produce su reconocimiento 

bienestar al Estado de Malestar, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1990, p. 63. José Pico 
López, Teorías sobre el Estado del bienestar, Siglo XXI, Madrid, 1987. 

44Para algunos autores los denominados derechos económicos, sociales y culturales son considerados 
como derechos de tercera generación . El argumento que justifica dicha afirmación se basa en la 
imposibilidad de integrar en una sola generación los derechos individuales y civiles con los derechos 
políticos, la inviabilidad surge porque los objetivos y estructura de estos derechos son diferentes. Por 
tanto y conforme a este argumento, los derechos individuales y civiles son de primera generación y 
los derechos políticos de segunda generación. Ver: Gregorio Peces-Barba., Derechos sociales y 
positivismo jurídico, Editorial Dikinson, Madrid, 2004, pp. 61 Y ss. 
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supranacional en la Declaración de los Derechos Humanos y cada uno de sus Pactos 

de 196645 como: el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) y el 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC). Sin 

olvidar previamente el reconocimiento regional hecho en la Declaración Americana de 

los Derechos y Deberes del Hombre y posteriormente en otros instrumentos como la 

Convención Europea para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 

Fundamentales de 1950, la Carta Social Europea de 1961, la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos de 1969 y la Carta Africana de Derechos Humanos y de los 

Pueblos de 1981 46 
. 

La importancia de estas Declaraciones deviene en que los derechos 

contenidos, universalmente reconocidos, deben penetrar en la teoría y práctica de los 

derechos fundamentales nacionales y, consecuentemente, estos últimos deben ser 

interpretados a partir los derechos humanos universalmente reconocidos, mediante un 

criterio de articulación útil47
. 

Retomando los derechos sociales, económicos y culturales, en cuanto a su 

fundamentalidad, se ha argumentado que éstos derechos, en principio se caracterizan 

por no ser directamente justiciables, es decir, no son fácilmente exigibles por sus 

4SB. de Castro Cid, El reconocimiento de los derechos humanos, 25 -26. 
46La Carta Social Europea adoptada en Turín el 18 de octubre de 1961 y que entro en vigor el 26 de 

febrero de 1965, ha asumido la protección conjunta y sistemática de los derechos económicos, 
sociales y culturales. Contiene una proclamación concisa de los derechos y una amplia gamas de 
medidas que garantizan la efectividad de los mismos . La Convención Americana sobre Derechos 
Humanos, conocida también como Pacto de San José de Costa Rica o CADH, que entro en vigencia 
el 18 de julio de 1978, se constituye en una de las bases del Sistema Interamericano de Protección de 
los Derechos Humanos . Los Estados Parte en la Convención se han comprometido a respetar los 
derechos y libertades en ésta se reconocen; y, también a garantizar a toda persona su libre y pleno 
ejercicio dentro de los parámetros de su jurisdicción . La Carta Africana de Derechos Humanos y de 
los Pueblos enumera un catálogo de derechos individuales y de los pueblos, la novedad de esta carta 
radica en la enumeración de deberes que concierne a los individuos en relación a su familia, la 
sociedad, el Estado e incluso la w1idad africana . Ver: Carlos Fernández de Casadevante Romani, 
comp., Derecho Internacional de los Derechos Humanos, Editorial Diles S.L., Madrid, 2000, p. 89. 
Entre otras obras : Javier Hervada y José M . Zumaquero, Textos Internacionales de Derechos 
Humano, Vo. 1. I (1776-1976), Editorial Universidad de Navarra -Eunsa, España, 1992, 2" ed ., p. 
381. Miguel Carbonell, Sandra Moguel y Karla Pérez Protilla, Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos, Editorial Porrúa, México, 2002. 

47 Antonio Pérez Luño, comp. , "Derechos humanos y constitucionalismo ante el tercer milenio", 
Monografías Jurídicas, Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales, Madrid, 1996, p. 30. 
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titulares en forma directa ante los tribunales de justicia, sino que dependen para su 

efectividad del desarrollo legislativo que obligaba a los poderes públicos a su 

prestación. Para algunos autores, estos derechos se limitan a establecer garantías 

institucionales o programas y directrices dirigidas al legislador para orientar su 

accionar 48; en ciertas ocasiones, su eficacia queda condicionada o subordinada a la 

reserva económica o condiciones materiales que los hace posibles. 

Conforme a los argumentos antes expuestos, es oportuno advertir que el 

sustento teórico de la falta de exigibilidad inmediata de los derechos económicos, 

sociales y culturales, deviene del mismo Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC) cuando consagra obligaciones de 

carácter progresivo para los Estados cuyo acatamiento o logro depende de los recursos 

existentes; en este sentido, se estipuló que los Estados para cumplir con sus 

obligaciones debían adoptar medidas especialmente económicas y técnicas a través de 

la asistencia y la cooperación internacional para lograr progresivamente los medios 

apropiados, incluyendo la adopción de medidas legislativas, y asegurar la plena 

efectividad de los derechos. 

En los últimos años, se ha ido consolidando una corriente doctrinal que se 

opone a la falta de exigibilidad inmediata de los derechos económicos, sociales y 

culturales 49 así como, a la carencia de concreción normativa so y a la cláusula de 

4BLuis Prieto, "Los derechos sociales y el principio de igualdad sustancial", en Miguel Carbonell, Juan 
Antonio Cruz Parcero y Rodolfo Vázquez (comps.), Derechos sociales y derechos de las minorías, 33 

edición, IIJ-UNAM, Porrúa, México, 2004, p. 46. 
4"Nicolás Espejo Jasik, "¿Quién debería creer en los Derechos Económicos, Sociales y Culturales?", en 

Juan Carlos Gutiérrez Contreras, comp., Memorias de Seminario Internacional sobre Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, Programa de Cooperación sobre Derechos Humanos México­
Comisión Europea, México, p. 27. Entre otros, Víctor Abramovich y Christian Courtis, Los derechos 
sociales como derechos exigibles, Editorial Trotta, Madrid, 2002. Tara Melish, La Protección de los 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales en el Sistema Interamericano: Manual para la 
Presentación de Casos, Orville H. ScheJl, Jr. Center for Intemational Human Rights, Yale Law 
School y Centro de Derechos Económicos y Sociales (CDES), Quito, 2003. 

sOChristian Courtis y Víctor Abramovich, "Hacia la exigibi lidad de los derechos económicos, sociales y 
culturales. Estándares internacionales y criterios de aplicación ante los tribunales locales", en M. 
Abregú, C. Courtis (eds.), La aplicación de los tratados sobre derechos humanos por los tribunales 
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aplicación progresiva de los PIDESC. Esta postura obedece a la necesidad de atender 

el reconocimiento que la comunidad internacional ha dado a la indivisibilidad e. 

interdependencia de los derechos humanos 51 que exige brindar a los derechos la 

misma atención en su aplicación, promoción y protección 52. Para autores como 

GUTIERREZ eONTRERAS la exigibilidad de los DESe ante las autoridades 

políticas y su justiciabilidad ante los tribunales jurisdiccionales, implica valorar la 

fundamentación filosófica, normativa y constitucional de estos derechos en el marco 

del Estado Social y Democrático de Derecho, en este sentido, el autor expone: 

"Desde la perspectiva de su fundamentación filosófica, los DESe aparecen como 

garantías económico-sociales básicas, necesarias para el pleno ejercicio de la 

autonomía individual colectiva; desde el punto de vista normativo, los DESe son 

derechos legales positivos, establecidos en el derecho internacional, que 

constituyen obligaciones directas de los Estados que han ratificado los 

instrumentos internacionales en la materia; desde su fundamento constitucional, 

el respeto de los DESe, a partir de su reconocimiento interno en un Estado 

Social y Democrático de Derecho, implica que el Estado, como garante de estos 

derechos, debe asumir de forma efectiva su realización, reconociendo que su 

consagración genera una obligación jurídica, que conlleva posibilidades de 

exigibilidad ante las autoridades políticas y de justiciabilidad, mediante la 

utilización de recursos efectivos, ante los tribunales jurisdiccionales53 

locales, Del Puerto-CELS, 1997, pp. 283-350. 
SI Asamblea General de las Naciones Unidas, Resolución 32/130 de diciembre 16 de 1977. 
52 Rodolfo Arango, El concepto de derechos sociales fimdamenlales, Universidad Nacional de 

Colombia, Legis, Bogotá, 2005, pp. 37-9/1 07-13. Entre otros, Mauricio García Vi llegas, "Derechos 
Sociales y Necesidades Políticas . La Eficacia Judicial de los Derechos Sociales en el 
Constitucionalismo Colombiano", en Boaventura de Sousa Santos y Mauricio García Villegas, El 
caleidoscopio de las justicias en Colombia. Análisis socio-jurídico, t. 1, Varios Editores, Bogotá, 
2001, pp. 455-83. 

53 Juan Carlos Gutiérrez Contreras , "Los Derechos Económicos, Sociales y Culturales", en Juan Carlos 
Gutiérrez Contreras (comp.), Memorias de Seminario Internacional sobre Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, Programa de Cooperación sobre Derechos Humanos México-Comisión 
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La justificación referida a la exigibilidad y justiciabilidad de los DESe ha 

llevado que los Estados incorporen o mejoren de manera progresiva mecanismos o 

cauces procesales que permitan hacer también exigibles estos derechos ante las 

autoridades del gobierno y por vía jurisdiccional ante el juez o el tribunal. 

En ciertos textos constitucionales, como se habrá de referir más adelante, se ha 

configurado el derecho al ambiente dentro del catálogo de los derechos sociales, 

económicos y culturales; es posible que con esta inclusión se busque acentuar aún más 

el carácter de "obligación " que tienen los poderes públicos para la protección 

ambiental, sin embargo, esta recepción no deja de plantear ciertas contradicciones o 

problemáticas. 

En efecto, una de las contradicciones tiene que ver con la nueva 

responsabilidad que debe asumir el titular del derecho, pues a diferencia con los 

derechos sociales, económicos y culturales en los cuales el titular solo es beneficiario 

de una actividad prestacional por parte del Estado, en el derecho al ambiente el titular 

resulta, además, destinatario de una serie de obligaciones entre las cuales se encuentra 

el deber de respetar el ambiente, evitar su degradación y preservarlo para el goce de 

las generaciones futuras. Bajo esta nueva perspectiva, la concepción -asistencial- que 

subyace en los derechos sociales, económicos y culturales, es superada por una noción 

de solidaridad que deviene de la existencia recíproca de derechos y obligaciones tanto 

para el Estado como para sus asociados. 

Otra de las contradicciones se presenta en la doble connotación del derecho al 

ambiente sano en el que no solo se involucra la esfera jurídico-pública, sino también, 

diversos ámbitos de la libertad del sujeto en el terreno de lo privado; puede notarse 

que se conjugan a la vez dos clases de intereses: el público y el privado que, en ciertos 

casos, se pueden presentar en forma simultánea. Un aspecto adicional que puede 

Europea, México, 2005, p. 16. 
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resultar problemático desde una perspectiva jurídica-constitucional es que la inclusión 

del derecho al ambiente sano en la categoría de derechos sociales, culturales y 

económicos, hace que éste pierda la posibilidad de ser directamente justiciable, de esta 

manera, si no existe previamente configuración legal y tratamiento infraconstitucional 

serán limitadas las posibilidades de invocar cualquier procedimiento jurisdiccional 

para su protección. 

Siguiendo la evolución de la clasificación de derechos como consecuencia de 

las dos guerras mundiales, cuando la supervivencia de la especie humana estuvo en 

serio peligro y aparecen progresivamente otros signos perjudiciales para la 

conservación del entorno y la supervivencia de la humanidad en general, se revelan 

nuevas exigencias de la comunidad internacional que hace necesario, como afirma 

VASAK, K Y PEREZ LUÑO, el reconocimiento y la consagración positiva de un 

nuevo conjunto de derechos " .. .el derecho al desarrollo; a la autodeterminación de 

los pueblos; a la paz y a gozar de un ambiente sano ... ,,54. Esta naciente tipología de 

derechos conocidos como derechos de tercera generación 55, denominación atribuida 

por VASAK, K., hace parte de la nueva concepción del Estado Democrático y Social 

de Derecho. 

En cuanto a las características de los derechos de tercera generación, que 

imprimen el rasgo diferenciador frente a las otras tipologías de derechos, se encuentra 

la responsabilidad personal y social que hace que el hombre sea visto en una relación 

de solidaridad e interdependencia con los otros. Este concepto de solidaridad se opone 

diametralmente a la concepción voluntarista de los derechos de base lockiana­

kantiano-hegeliana de primera generación y lleva a defender los derechos de Jos que 

54 A. Pérez Luño, Monografías Jurídicas, 14. Vittorio Frosini , "Los derechos humanos en la era 
tecnológica" Monografías Jurídicas, Marcial Pons Ediciones Jurídicas y Sociales, Madrid, 1996, p. 
57. 

ss Antonio Enrique Pérez Luño, "Las generaciones de derechos fundamentales", en Revista del Centro 
de Estudios Constitucionales, No. 10, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1991, p. 203. 



31 

no son actualmente autoconscientes y libres, como es el caso de las futuras 

generaciones56 . 

En los derechos de tercera generación en relación con el derecho al ambiente, 

prevalece el derecho a la calidad de vida entendida como mesura o "frugalidad,,57 en 

la utilización de los recursos; lo cual resulta contrario a la visión productivista, propia 

del Estado Liberal y en parte del Estado Social, donde el eje central es la "elevación 

del nivel de vida material" que subyace en la misma clasificación de los derechos de 

primera y segunda generación en los que se pone en riesgo la preservación y 

conservación de los recursos naturales y el bienestar ambiental. 

El reconocimiento de esta nueva clasificación de derechos, no ha sido del todo 

bien recibida por alguna parte de la doctrina, por un lado, se argumenta que las nuevas 

demandas sociales tienden a desvirtuar la natural esencia de los derechos humanos; 

toda vez que el titular no es el hombre o el individuo sino una colectividad -nación, 

pueblo, sociedad, comunidad internacional- difícilmente determinable lo que se opone 

a la tradicional noción de los derechos del hombre, no sólo a los derechos 

estrictamente individuales, sino incluso a los derechos colectivos, que, a menudo, no 

son más que "derechos individuales que se ejercen colectivamente,,58. 

Pese a estas críticas, hay quienes consideran que desconocer las demandas 

sociales, en su condición de derechos humanos, significaría negar cualquier forma de 

tutela jurídica fundamental a las reivindicaciones sociales 59 entendidas como las 

necesidades de los hombres y del pueblo. Para cierta corriente doctrinal, el catálogo de 

derechos humanos debe incrementarse conforme avanza la sociedad y surgen nuevas 

56Jesús Ballesteros, Ecologismo personalista, Tecnos, Madrid, 1995, pp. 86-90. 
57J. Ballesteros, Ecologismo personalista, pp86-90. 
58 Ignacio Ara Pinilla, Las Transformaciones de los Derechos Humanos , Editorial Tecnos, Madrid, 

1990, p. 135. 
59Antonio Pérez Luño, "Las generaciones de derechos humanos", en Revista del Centro de Estudios 

Constitucionales, No 10, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid, 1991, p.210. 
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necesidades propias de la misma dinámica evolutiva, lo que conlleva a que la sociedad 

contraiga nuevas obligaciones para promover el florecimiento de una nueva moralidad 

y el desarrollo de su integridad6o
. Frente a esta apreciación, y de manera crítica, hay 

quienes estiman que en cuanto más se multiplica la nómina de los derechos humanos, 

menos fuerza tendrán en cuanto a su exigencia61 
• 

Con fundamento en los argumentos expuestos se comparte la tesis del catalogo 

inacabado de los derechos humanos, que implica entender que la concepción 

generacional de los derechos humanos nunca será, en sí, una obra terminada o cerrada. 

Por tanto, los Estados Democráticos y sus sociedades, deberán estar abiertos al 

surgimiento de nuevas necesidades y reivindicaciones que fundamenten la aparición 

de otros derechos. Por ello, se ha dicho que cada generación de derechos no es una 

negación a la anterior sino que, por el contrario, cada generación sirve para descubrir 

las limitaciones de la que le antecede con el fin de suplirlas y así adaptarlas a la 

aparición de nuevas necesidades que fundamentan, a la vez, el surgimiento de otros 

derechos que van evolucionando en dirección al presente y conforme a las necesidades 

sociales, Jo que es entendido por PEREZ LUÑO como "la acumulación del pasado 

pero integrándolo con cada innovación al presente,,62. 

Como respuesta a las nuevas exigencias sociales, es decir, al reconocimiento 

internacional de los derechos de tercera generación, se formuló la Declaración 

Universal de los Derechos Humanos de las Generaciones Futuras; propuesta que 

surgió de la reunión de expertos UNESCO- Equipo Cousteau, organizada por el 

Instituto Tricontinental de la Democracia Parlamentaria y los Derechos Humanos de 

la Universidad de la Laguna (Tenerife- España). En este documento, el primero que 

601. Szabo, "Fundamentos históricos de los derechos . .. , 48. 
6JFrancisco Laporta , "Sobre el concepto de derechos humanos", en Doxa NoA., 1987, p. 21. Entre 

otros, Adela Cortina, "Bioética y nuevos derechos humanos" , en Problemas actuales de los derechos 
fundamentales, Universidad Carlos m, Edición de J.M. Sauca, Madrid, 1994, p. 427. 

62A. Pérez Luño, comp. , "Derechos humanos y constitucionalismo ... , 15. 
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adopta de manera explícita la inclusión de derechos de tercera generación, se consagró 

que: 

(. .. ) la vida humana digna de ser vivida sobre el planeta, sólo es posible de forma 

duradera si desde ahora se reconoce a las personas pertenecientes a las generaciones futuras 

ciertos derechos que les corresponden en la cadena de vida, sin tener que soportar las 

consecuencias de los atentados a veces irreversibles, a la libertad, igualdad y fraternidad de 

los seres humanos, cometidos en el futuro ( ... ) y concluye, afirmando, que ( ... ) la existencia 

de éstos derechos se justifica por la indispensable solidaridad intergeneracional que supone 

el cumplimiento de unos deberes a cargo de las generaciones presentes (./3 

Infortunadamente, la Declaración Universal de los Derechos Humanos de las 

Generaciones Futuras no tuvo el suficiente eco para la concreción unánime de un 

nuevo catalogo de derechos o la expedición de un nuevo protocolo adicional a las 

cartas de derechos existentes. 

Para concluir con el desarrollo intergeneracional de derechos humanos, 

conviene problematizar desde una visión histórico-crítica el trasfondo que ha tenido 

dicha evolución para demostrar o no la validez de la tesis que plantea que cada 

generación de derechos representa implícitamente los intereses políticos de una clase 

emergente. Como advierte TOVAR y DUQUE, en la clasificación de derechos los 

63En la Declaración se consagra la toma de conciencia de los pueblos y naciones respeto de sus deberes 
para con las personas futuras lo que va a permitir la conservación de la tierra y una vida humana en 
libertad y dignidad. En forma puntual, se reconoce el derecho de las generaciones a una tierra 
preservada; al desarrollo individual y colectivo de la tierra; a un medio ambiente ecológicamente 
equilibrado, puntualizando en este último, que las personas pertenecientes a las generaciones futuras 
tienen derecho a un Medio Ambiente sano y ecológicamente equilibrado, propicio para su desarrollo 
económico, social y cultural; por consiguiente los Estados, los individuos y todas las entidades 
públicas y privadas tienen el deber de no aportar modificaciones desfavorables a las condiciones de 
vida, especialmente a las condiciones de vida climáticas y a la biodiversidad, y, de modo general, de 
vigilar constantemente y en todos los dominios, el progreso científico y técnico, para que sus 
consecuencias no perjudiquen a la vida sobre la tierra, a los equilibrios naturales y al bienestar de las 
generaciones futuras. Además, se consagra la obligación de los Estados de vigilar la calidad y 
diversidad del medio ambiente y de determinar en particular las consecuencias de los grandes 
proyectos sobre las generaciones futuras. Ver: Kenneth Mac Falane Leupin, "Los derechos humanos 
de las generaciones futuras (La contribución jurídica de r. Costeau)", en Ultima Década.' revista 
Centro de Investigación y Difusión Poblacional de Achupalla, No.OOS , Viña del Mar, 1997, p. 12. 
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intereses de grupo logran establecer una estructura política y económica para su 

propio benefici064 que, en últimas, inciden en el proceso de percepción y tratamiento 

que se da al derecho al ambiente en general. 

Para demostrar el trasfondo que ha tenido la evolución de los derechos 

humanos, se retoma el proyecto liberal que, como ya se ha dicho, reconoció el 

principio universal de legitimación del orden social bajo los principios de libertad, 

igualdad y propiedad y, en el ordenamiento jurídico, acogió el establecimiento de los 

denominados derechos de primera generación . Con el pasar del tiempo la 

constatación de ciertos sucesos, en los ámbitos sociales, económico y político 

demostraron el fracaso de la promesa liberal65 
. En este escenario existe una relación 

compleja y problemática con el ambiente, a partir de la sobre explotación tanto de 

energía como de materias primas para soportar los crecientes niveles de 

industrialización y la demanda del mercado, cuyas repercusiones se van a traducir en 

altos índices de contaminación (suelo- aire- agua) con graves efectos nocivos para la 

salud y la vida de los seres humanos. 

El fracaso de la promesa liberal permite una nueva transformación social y 

económica impulsada, esta vez, por nuevos sujetos sociales: la clase trabajadora y las 

empresas monopolísticas del capital que dan surgimiento a los derechos de segunda 

generación. En términos cuantitativos, nunca antes había existido un grupo 

mayoritario dedicado a la industria extractiva de energía que impulsaba el 

funcionamiento industrial para la producción de bienes de consumo. 

64" .. .. La libertad religiosa corresponde al deseo del individuo de liberarse de la tutela clerical y de la 
coacción externa sobre su conciencia; la consagración del derecho de propiedad y la libertad 
contractual legitimaron el orden económico del laissez faire, prolegiéndolo conlra la intervención 
estatal de tipo dirigista o corporativista y , finalmente, la liberlad política mostró ser, en todas sus 
manifestaciones instrumento útil contra los antaí'io privilegios feudales y la prerrogativa real ... " Ver: 
Luis Freddyur Tovar y Osear Duque Sandoval, Derecho de la excepcionafidad constitucional: De los 
derechos del hombre al orden constitucional, Colección Sapientia No.IO, Editorial Universidad San 
Buenaventura, Cali , 2003, p. 35. 

65Desestabilización económica, altos niveles de intolerancia que agudizan la problemática del racismo y 
la xenofobia, y la irrupción de gobiernos absolutistas. 
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Los trabajadores como nuevo grupo mayoritario, con aspiraciones de plena 

participación en los procesos políticos y con pretensiones de ser reconocidos como 

parthers en el proceso económico, exigirán la concreción efectiva de los derechos en 

condiciones mínimas de seguridad económica y justicia social. Así, se expresa la 

necesidad de reclamar del Estado su atención para garantizar la reproducción social 

de la clase trabajadora mediante la satisfacción de ciertas prestaciones sociales, o 

derechos a la protección vital como la salud, la vivienda y el agua, entre otros. 

Por su parte, las empresas monopolísticas del capital van a reclamar del 

Estado la construcción y mantenimiento de la infraestructura, el control micro y 

macroeconómico e inversión para investigación y desarrollo; beneficios que no 

precisamente se destinarán para la implementación de tecnologías limpias con el fin 

de disminuir los niveles de contaminación, o mejorar las condiciones ambientales en 

pro de Jos trabajadores y la sociedad en general, sino para mejorar su acción 

económica y aumentar su expansión, ahora bajo la regulación del Estado. 

Así, cuando el Estado satisface las demandas tanto de la clase trabajadora 

como de las empresas monopoJísticas, surge una especie de triangulación entre 

capital, trabajo y Estado. Esta triangulación significa la existencia de un Estado 

garante de la plataforma reivindicatoria de los dos nuevos sujetos, que busca a través 

de su nuevo rol intervencionista, eliminar por parte de aquellos -clase trabajadora y 

empresas monopolísticas- cualquier tipo de manifestación extrasistema que pudiera 

ponerlo en riesgo. Sin embargo, en ningún momento se plantea a través del Estado 

intervencionista tomar medidas para la protección del ambiente y/o tener injerencia 

directa para controlar los altos niveles de explotación de los recursos que imprimen las 

dos fuerzas, empleadores y trabajadores. 
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En cuanto a los derechos de tercera generación PALACIOS 66 plantea que, 

específicamente, el derecho al ambiente sano no reformula las relaciones entre el ser 

humano y la naturaleza; más bien, a través de ellos, se reconoce explícitamente la 

importancia y el contenido esencial que tiene la naturaleza para el desarrollo del 

sistema productivo y para la salud humana, además, se pone en evidencia los efectos 

que puede causar las intervenciones del hombre sobre la naturaleza, sobre la vida 

humana, la salud de los trabajadores y el planeta en general. 

Parecería, en términos del autor, que el énfasis de lo ambiental como política 

social sea el relevo de las políticas sociales de vieja data fundadas en el Estado-

Providencia más que un nuevo derecho que refleje la reformulación de la relación 

entre ser humano y naturaleza; porque si el derecho al ambiente, como derecho de 

tercera generación, reformulara esta relación, tendría que transformar necesariamente 

la visión antropocéntrica de los derechos humanos al ambiente. 

Dicha transformación implica para el sistema jurídico-normativo modificar 

ciertas nociones clásicas del derecho por nuevos y polémicos conceptos jurídicos, 

tales como la subjetivización de la naturaleza, que encuentra su fundamento teórico-

filosófico en el utilitarismo de BENTHAM y en el ecologismos profundo de 

LEOPOLD; y la reactualización de la clasificación jurídica de los bienes -comunes y 

res nullius- para determinar la titularidad, los derechos y responsabilidades que se 

ejercen sobre los mismos y, la redefinición de los objetos sobre los cuales recae la 

protección. 

Todas estas transformaciones requieren de la apertura mental necesaria para 

dar un salto cualitativo en términos culturales que permita, a su vez, entender y 

66Germán Palacios, "Notas preliminares sobre la redefinición jurídica de las relaciones sociales con la 
naturaleza", en Derecho y Medio Ambiente JI, Corporación ecológica y cultural penca de sábila, 
Medellín, 1994, p. 27 . 
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redefinir la concepción política de las relaciones sociales con la naturaleza67 
, pero 

además, exige del compromiso político de los sujetos y de los Estados para hacer 

posible estas transfonnaciones. 

De lo planteado anteriormente se infiere, en primer orden, que la evolución de 

la generación de derechos es el reflejo de las necesidades, de los anhelos y de los 

intereses del individuo, de los grupos sociales y del colectivo, como artífices en un 

determinado tiempo y lugar de la realidad social, una constante lucha dialéctica que 

demuestra en algunos casos un derecho vivo que se transfonna para responder a las 

necesidades de los actores sociales que adquieren relevancia. En otro sentido, la 

evolución de la generación de derechos refleja el contenido instrumental que sirve 

para respaldar por parte de los centros de poder el status quo establecido. En todo 

caso, y cualquiera que sea su manifestación, existe un hecho cierto y es la destrucción 

a pasos agigantados del entorno del ser vivo; un entorno que permite el ejercicio de 

derechos esenciales como la vida, la libertad y la dignidad humana. Sin la existencia 

de un entorno adecuado, las generaciones de los derechos no tendrán vigencia. 

En un segundo orden, de las distintas posturas doctrinales se deduce la 

complejidad de lograr la efectividad de los derechos al ambiente sano. En este punto, 

y en consideración a que el ambiente ha sido catalogado en algunos Estados -como en 

Colombia- como un derecho de tercera generación, se ha argumentado que el carácter 

plural de los sujetos depositarios del derecho hace compleja la recepción y la 

legitimación del mismo, así como el procedimiento para ser demandados ante la 

jurisdicción. 

En el ámbito de la interpretación y aplicación del derecho, se presenta otra 

divergencia con relación a las posiciones extremas que defienden, por un lado, la 

naturaleza normativa del derecho y, por ende, la posibilidad de intervenir 

67G. Palacios, "Notas preliminares sobre la redefinición . . . , 37. 
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judicialmente en el supuesto de una omisión legal que viole de manera evidente los 

derechos de las personas y, por otro lado, la posición que defiende la naturaleza 

programática de los derechos colectivos que cuya eficacia depende de la intervención 

legislativa. Estas dos posturas han sido, de cierto modo, resueltas por la Corte 

Constitucional de Colombia que, en ténninos de GARClA VILLEGAS, ha optado por 

dar una solución adecuada a estos casos, pennitiendo que el juez aprecie las 

circunstancias específicas de la realidad que se presenta y sopese los valores, 

principios y derechos constitucionales para encontrar la solución adecuada; en otros 

ténninos, en los derechos de tercera generación "es la realidad la que ilustra la 

norma en este caso y no, como sucede en los derechos clásicos, la norma la que 

ilustra la realidad" 68; esto demuestra el salto cualitativo que ha tenido la 

interpretación y aplicación del derecho en los últimos tiempos. 

La sumatoria de las diversas posturas, en cuanto al ambiente sano como 

derecho colectivo y sus implicaciones, no necesariamente niega la existencia de su 

reconocimiento explícito en algunos ordenamientos constitucionales, sino que plantea 

ciertos inconvenientes que desde el ámbito simbólico pueden afectar, en el orden 

técnico-jurídico, el ejercicio efectivo del derecho al ambiente sano, toda vez que 

suponen en el imaginario colectivo cierta falta de credibilidad en este derecho y sus 

garantías. 

1.1.3 El reconocimiento del derecho al ambiente en el ámbito internacional. 

De acuerdo a la evolución de los derechos humanos, actualmente en la gran 

mayoría de textos constitucionales, a los que se hará alusión más adelante, se han 

previsto mecanismos para su interiorización a través del mismo reconocimiento 

68Mauricio García Vil legas, "La acción de tutela en la protección del medio ambiente: Desarrollos 
jurisprudenciales", en Derecho y Medio Ambiente JI, Corporación Ecológica y Cultural Penca de 
Sábila, Medellín, 1994, p. 273 . 
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explícito en las constituciones69
. Es por ello, y de manera puntual que la protección al 

derecho al ambiente va a quedar en algunos casos, cuando no está consagrada 

explícitamente en el texto constitucional, subordinada a disposiciones provenientes de 

instrumentos y organismos internacionales, que se encuentran fortalecidas por 

principios de prevalencia e inmediatez 70. En este punto, vale la pena abordar las 

diversas posturas doctrinales que cuestionan el grado vinculante de los instrumentos 

internacionales tales como las Declaraciones -la propia Declaración de Rio-, las 

Resoluciones de la Asamblea General de las Naciones Unidas, y las directrices y 

recomendaciones de las organizaciones internacionales. 

En el contexto del derecho internacional existen normas de diversos grados de 

persuasividad y consenso que son incorporadas en Acuerdos que suscriben los 

Estados. Así, existen normas como las Declaraciones que se caracterizan porque su 

contenido y significado es de carácter abierto o general, además, no crean derechos ni 

deberes aplicables, es decir, carecen de fuerza vinculante. 

En contraposición con las Declaraciones, hay otras reglas de derecho como los 

Tratados que envuelven claras obligaciones que los Estados deben cumplir, por tanto, 

tienen fuerza vinculante. Bajo estas características, la mayoría de acuerdos 

internacionales de tipo "medioambiental" se han desarrollado a través de 

Declaraciones; lo que ha llevado a que las partes que participan en esta clase de 

acuerdos excluyan la aplicación del derecho internacional de los tratados, en forma 

especial del principio del Pacta Sunt Servanda y, con ello, las consecuencias que en 

términos legales pueden resultar del incumplimiento del acuerdo o convenio. 

69En la misma Declaración Universal de Derechos Humanos se proclama como ideal común que tanto 
pueblos como naciones (individuos e instituciones), promuevan el respeto a los derechos y libertades, 
y aseguren a través de medidas progresivas, de carácter nacional e internacional, su reconocimiento y 
aplicación universal. 

70G. Ruiz-Rico Ruiz, El derecho constitucional al medio ambiente, 99. 
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A pesar que las Declaraciones no son vinculantes para las naciones que la 

adoptan, pueden catalogarse en prácticas subsiguientes para ser tomadas en cuenta en 

el proceso de interpretación de un tratado internacional, así como en el proceso de 

celebración de tratados posteriores o de la configuración de una práctica 

consuetudinaria, conforme se desprende del artículo 31 numeral 3 literal b) de la 

Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados 71. 

En otros términos, la Declaraciones son instrumentos que sin ser vinculantes 

tienen relevancia jurídica porque albergan diversas manifestaciones de acuerdos 

interestatales y consensos, que sin considerar su valor jurídico, se incorporan en el 

discurso internacional y, además, pueden producir efectos en el ámbito interno de los 

Estados porque podrían servir de inspiración a los parlamentos para la 

implementación de legislaciones internas, así como de pauta interpretativa para los 

poderes jurisdiccionales. Visto así, una mejor forma de lograr, en un futuro, la 

protección efectiva del ambiente es mediante su inclusión explícita en el catálogo de 

derechos humanos, específicamente en las Convenciones porque al ser éstas 

instrumentos multilaterales de derecho internacional los Estados participantes, al 

ratificarlas, se comprometen expresamente a garantizar los derechos en ellas 

contenidos, y a introducir en las leyes nacionales los derechos humanos consagrados. 

En otras palabras, las Convenciones señalan explícitamente las obligaciones que 

deben asumir los Estados firmantes 72. 

71Luis Guillermo Colin Villavicencio, El Soft Law, ¿una fuente formal más del Derecho Internacional?, 
alojado en http ://www.tuobra.unam.mxlpublicadas/030330 120008.html#fn2. Entre otros: Ivan 
Mauricio Del Toro Huerta, "El fenómeno del Soft law y las nuevas perspectivas del derecho 
internacional", en Anuario Mexicano de Derecho Internacional, Volumen 6, Biblioteca Jurídica 
Electrónica del Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM, México, 2006, pp. 538- 542- 543 . José 
Juste Ruiz, Derecho internacional de medio ambiente, Editorial Mc Graw Hill, Madrid, 1999, pp. 39­
56. 

721. Szabo, "Fundamentos históricos de los derechos ... , 69. 

http://www.tuobra.unam.mxlpublicadas/030330
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1.1.3.1 Reconocimiento del derecho al ambiente en las Declaraciones 
Internacionales. 

El reconocimiento internacional del derecho al ambiente sano tiene como 

punto de partida la Declaración Universal de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas de 194873 que, aunque no reconozca explícitamente el derecho al ambiente 

sano, contempla en el artículo 25 el derecho que tiene toda persona y su familia a un 

nivel de vida adecuado que le asegure la salud y el bienestar 74. Para muchos, la 

omisión de este reconocimiento explícito se debió a la falta de conciencia que en aquel 

entonces existía sobre la necesidad de preservar el ambiente para asegurar la 

existencia de las diferentes especies 75. 

Así, puede notarse que la primera manifestación de protección al ambiente 

como derecho humano, aunque no explícita en el sentido de la palabra, se encuentra 

en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, adoptado a 

través de la resolución 2200A (XXI), de 16 de diciembre de 1966 que entró en vigor 

el 3 de enero de 1976. Este instrumento jurídico internacional, consagra en el artículo 

12 numeral 2 que los Estados Parte deben adoptar medidas, como el mejoramiento de 

la higiene del trabajo y del medio ambiente para garantizar la efectividad del derecho 

que tiene toda persona al disfrute de su salud física y mental. Como se puede apreciar, 

infortunadamente el ambiente quedo subordinado al derecho a la salud sin que exista, 

en sí, un articulado propio que proclame el derecho a poder disfrutar de un ambiente y 

73La Declaración Universal de los Derechos del Hombre no es un tratado internacional y por tanto, 
carece de efectos obligatorios. No obstante, para buena parte de la doctrina, este instrumento posee un 
valor jurídico que se deriva del artículo 56 de la Carta de las Naciones Unidas donde los miembros se 
comprometen a tomar medidas, conjuntas o separadamente, en cooperación con la Organización para 
la realización de los propósitos. Además, la aceptación general de Estados con relación a su 
contenido, da lugar a una opinio juris, una norma consuetudinaria que se convierte en fuente del 
derecho internacional. 

74Declaración Universal de los Derechos del Hombre. Artículo 25 "Toda persona tiene derecho a un 
nivel de vida adecuado que le asegure, así como a sufamilia, la salud y el bienestar, y en especial la 
alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene 
asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez y otros 
casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntael'. 

75Alberto A. Herrero de la Fuente, La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Una 
perspectiva pluridisciplinar, Fundación Rei Alfonso Enriques, Zamora, 2003, p .115. 
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lo reconozca en su valor esencial. Sin embargo, a través del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se realizaron las primeras conexiones 

objetivas entre el ambiente y la salud, pero además, ha servido de instrumento para 

legitimar aquellas operaciones de interpretación constitucional que llegan a configurar 

un nuevo derecho al ambiente sano o adecuado para la salud. De cierta manera, el 

vinculo salud-medio ambiente justificó la concreción que se hizo durante la década de 

los 70 Y parte de los 80, de normativas nacionales que asignaban al ambiente un 

contenido eminentemente salubrista, lo que conllevo, a su vez, a una interpretación 

limitada en cuanto al contenido del derecho al ambiente. 

En sí la idea de elevar el ambiente a un derecho humano fundamental aparece 

reflejada por primera vez en el Principio 1 de la Declaración de Estocolm076 de junio 

16 de 1972. Vale recordar que la Declaración fue adoptada en ocasión a la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Ambiente Humano que se realizó 

en Estocolmo entre el 5 al 16 de junio de 1972. Este foro internacional, como es 

sabido, tuvo como mérito crear una conciencia mundial sobre el deterioro del 

ambiente, ahondando sobre las causas y consecuencias del mismo 77 y, además 

coadyuvo a poner los temas ambientales en la agenda mundial y generar un proceso de 

institucionalización, en la gestión ambiental, que empezó a reflejarse en los cambios 

de las políticas públicas y los regímenes jurídicos de los Estados78 
. 

76Principio I de la Declaración de Estocolmo "El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, la 
igualdad y el disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le pennita 
llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el 
medio para las generaciones presentes y futuras ..." Ver ONU, Doc.A/CO~Tf:48/14/rev l 

77La Conferencia de Estocolmo es el primer espacio que logra una convocatoria universal entorno a la 
necesidad de implementar políticas ambientales y, además, se transforma en el instrumento que 
reconoce de una manera planetaria, el derecho a un ambiente sano. Ver José María Borrero, "Los 
derechos ambientales: una visión desde el sur" , en Derecho y Medio Ambiente JI, Corporación 
Ecológica y Cultural Penca de Sábila, Medellín, 1994, p. 4l. 

7BLos cambios en los sistemas jurídicos consistieron en la creación de nonnas que tenían un claro y 
explícito propósito de proteger el ambiente sano y promover el desarrollo sostenible. Estas nonnas 
han recibido el nombre de legislación propiamente ambiental; conformada por las constituciones que 
han sido expedidas en los últimos años y que contienen apartes específicos para la protección 
ambiental; así mimos, se encuentran los códigos o las leyes propiamente ambientales. 
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Dentro de las orientaciones incorporadas, progresivamente a través de políticas 

públicas se encuentran, entre otras: la adopción de normas y medidas apropiadas para 

hacer frente al crecimiento descontrolado de la población del planeta; la incorporación 

de un enfoque integrado y coordinado de planificación como instrumento para hacer 

compatible el desarrollo y la protección ambiental; y la implementación de políticas 

de ciencia y tecnología para combatir o evitar los riesgos y daños que puedan afectar 

el ambiente. En cuanto a los derechos, la Declaración de Estocolmo consagra que, 

además de la libertad y la igualdad, el hombre tiene el derecho fundamental a disfrutar 

de unas condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le pennita 

llevar una vida digna y gozar de bienestar y le impone la obligación de proteger el 

medio para las generaciones futuras 79. 

Por su parte los principios 23 y 24 contenidos en la Declaración de Estocolmo 

permiten dejar abierta la opción de consagrar, confonne se establezca en las 

legislaciones nacionales, la posibilidad que tiene toda persona de participar de manera 

individual (subjetiva) o colectivamente (grupal) cuando el ambiente haya sido objeto 

de deterioro o daño pudiendo ejercer ésta o éstas los recursos para obtener una 

indemnización; con lo cual, se desprende un reconocimiento al ambiente como 

derecho fundamental pero también como derecho colectivo, en consideración a la 

clasificación que el mismo Estado otorgue a este derecho. 

Ahora bien, una vez expuesta la libre opción que plantea la Declaración de 

Estocolmo para que los Estados consagren, como a bien lo tengan, de manera 

subjetiva o colectiva el derecho y protección al ambiente, a continuación se exponen 

los efectos que se manifiestan cuando el reconocimiento del ambiente se da como un 

79 Principio 1 de la Declaración de Estocolmo: "El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, a 
la igualdad y al disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita 
llevar a una vida digna y gozar de bienestar y tiene la solemne obligación de proteger y mejoror el 
medio para las generaciones presentes y futuros. " Ver ONU. Doc. NCONF 48/ 14, Rev.l 
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derecho de tercera generación o colectivo. Primero: el ambiente se erige como marco 

de referencia a través del cual se puede proteger y exigir el cumplimiento de otros 

derechos constitucionales, configurándose de esta manera lo que para muchos es una 

interdependencia necesaria para el ejercicio de los restantes derechos -individuales, 

sociales y colectivos. Segundo: la efectividad de estos derechos depende del concurso 

tripartito del Estado, de la sociedad en su conjunto y del individuo pues cabe resaltar 

que los principios contemplados en la Declaración de Estocolmo carecen de 

efectividad jurídica directa, por ello, desde una lectura amplia, se colige que la misma 

Declaración exalta a los Estados, ciudadanos, comunidades, instituciones, empresas 

nacionales y locales para que acepten las responsabilidades que les incumbe en el 

manejo ambiental y a participar equitativamente en la protección al ambiente, esta 

exaltación hace evidente la voluntad tripartita que debe lograrse para el cumplimiento 

de la Declaración. 

Pese a estos argumentos que resaltan los efectos relevantes de consagrar el 

ambiente como derecho de tercera generación o colectivo, no hay que olvidar las 

dificultades que se presentan al momento de exigir su protección judicial; por ello, la 

misma Declaración de Estocolmo deja abierta la posibilidad para que los Estados 

procedan a recepcionar el ambiente como derecho fundamental. 

Visto lo positivo que trajo consigo la Declaración de Estocolmo, sería prudente 

abordar el aspecto negativo de su concepción que es, precisamente, centrar toda 

atención en el medio humano junto con el medio artificial o tecnósfera, es decir, 

persiste una concepción antropocéntrica que se traduce en que: la protección y el 

mejoramiento del medio humano es una cuestión fundamental. Bajo esta concepción 

no se da el cambio esperado, como es la integración armónica de los seres humanos 

con la naturaleza. 
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Posteriormente a la Declaración de Estocolmo, diez años más tarde, la 

Asamblea General de las Naciones Unidas proclama mediante resolución 37/7 la 

Carta Mundial de la Naturaleza de 28 de octubre de 1982 a través de la cual dispone 

que: " ... la humanidad es una parte de la naturaleza y la vida depende del 

funcionamiento ininterrumpido de los sistemas naturales que aseguran el suministro 

de energía.. . " Lo relevante de esta Carta es el cambio de perspectiva al pasar de un 

concepto antropocéntrico a un concepto cosmológico de ambiente; por ello, la 

filosofía que inspira la Carta Mundial de la Naturaleza se fundamenta en considerar a 

los seres humanos como parte de la naturaleza, la cual deja de ser simplemente el 

"medio" o "escenario" donde los seres humanos desarrollan su plenitud. Además de 

esta relación material, existe otra relación que podría llamarse espiritual o cultural a 

través de la cual se pone de manifiesto cómo la naturaleza ha moldeado la cultura 

humana y ha influido en su capacidad creadora. La confluencia de estas dos relaciones 

material - espiritual o cultural, hace que se empiece a gestar una noción de ambiente 

que involucra elementos como el paisaje, el patrimonio cultural o el espacio público, 

entre otros. 

Siguiendo con el desarrollo cronológico del reconocimiento internacional del 

derecho al ambiente, en 1987 la Asamblea General de las Naciones Unidas aprueba el 

infonne elaborado por la Comisión Mundial sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 

intitulado "Nuestro Futuro Común" conocido como el informe Brundtland . La 

importancia de este informe radica, en primer lugar, en el avance del concepto de 

desarrollo sostenible8o y en incorporar una propuesta que, a manera de anexo, contiene 

8o:Es aquel que satisface las necesidades de las generaciones presentes sin comprometer la capacidad de 
las generaciones futuras de satisfacer las suyas propias. Este desarrollo debe ser entendido como "un 
proceso de cambio en el cual, la explotación de los recursos, la orientación de la evolución 
lecnológica y la modificación de las insliluciones, están acordes y acrecienlan el polencial aclual y 
futro , para salisfacer las necesidades y aspiraciones humanas". Ver Comisión Mundial de medio 
ambiente y desarrollo, Nueslro Futuro Común, Editorial Alianza, Madrid, 1988, p. 67. 
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los principios legales para la protección del ambiente y el desarrollo sostenible en la 

que se declara expresamente "el derecho humano fundamental de todos los seres 

humanos a un medio ambiente adecuado para la salud y el bienestar". En este punto, 

es necesario traer a colación la reunión mundial de Asociaciones de Derecho 

Ambiental celebrada en Limoges en 1990 que igualmente pone de manifiesto que el 

derecho del hombre al ambiente deviene, cada vez más, en un derecho personal en los 

ámbitos nacionales, regionales e internacionales, como nueva estrategia de protección 

ambiental. 

Como resultado de la reunión mundial de Asociaciones de Derecho Ambiental 

se formulan cuatro recomendaciones para lograr la protección ambiental. Primero, el 

derecho del hombre al medio ambiente debe ser reconocido a nivel nacional e 

internacional de una manera explícita y clara y los Estados tienen el deber de 

garantizarlo. Segundo, el contenido de este derecho debe comportar el derecho a una 

información adecuada para los particulares y para las asociaciones, así como el acceso 

y la participación en las decisiones que puedan tener un impacto ambiental. Tercero, 

reconocer a los particulares de manera individual o por vía asociativa un derecho de 

recurso ante las instancias administrativas y judiciales; y cuarto, someter los conflictos 

en materia ambiental a una instancia internacional de jurisdicción abierta tanto a los 

particulares como a los Estados, sin perjuicio de los posibles procesos de conciliación. 

Como elemento importante de las recomendaciones, se colige, de nuevo, que pueden 

existir simultáneamente dos mecanismos de protección al derecho al ambiente que 

podrían darse desde el ámbito particular como mecanismo de protección individual o 

colectivo sin que sean excluyentes uno del otro. 

Conforme al desarrollo del reconocimiento internacional , el 14 de junio de 

1992 en ocasión a la celebración en Rió de Janeiro de la Conferencia Mundial sobre 
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Medio Ambiente y Desarrollo Sostenible o Cumbre de la Tierra, se suscribe la 

Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y Desarrollo 81, Y también otros 

documentos como un plan de acción entre ellos la Agenda 21; la Declaración sobre 

Bosques, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre Cambio Climático y el 

Convenio sobre Diversidad Biológica. En cuanto a la Declaración de Río, además de 

contener los derechos y las obligaciones básicas de los Estados con respecto al 

ambiente y al desarrollo, centra su atención en los aspectos necesarios para alcanzar el 

desarrollo sostenible, considerando la protección del ambiente como una parte 

sustancial del proceso de desarrollo. 

Uno de los principios relevantes consagrados en la Declaración de Río es el 

número 11 que reconoce la importancia que tiene el Derecho como instrumento de 

protección ambiental, al definir que "los Estados deberán promulgar leyes eficaces 

sobre el medio ambiente". Este reconocimiento ha sido, complementado con la 

Agenda 21 que consignó un plan de acción por áreas de problemas. Justamente dentro 

de los compromisos básicos asumidos por los Estados se encuentra, en el Capítulo 8 

de la Agenda 21, la integración del medio ambiente y el desarrollo a través de la 

adopción de un marco jurídico y reglamentario eficaz. La eficacia de este marco 

jurídico va a depender que en la elaboración de las leyes y en su aplicación se 

consideren los principios sociales, económicos, ecológicos y científicos. Por tanto, las 

normas como los objetivos de ordenación y las prioridades ambientales, deben reflejar 

el contexto ambiental y las particularidades de las sociedades destinatarias de estas 

regulaciones; estas exigencias son válidas pues cuando en los Estados se implementan 

normas ambientales desconociendo los contextos y las diversas variables sociales, los 

resultados son ineficaces. 

81 ONU, Doc. NCoNF .151/26/rev .l 
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A manera de crítica, podría decirse que la Declaración de Rio no fue tan 

contundente como la Declaración de Estocolmo en consagrar el derecho al ambiente 

como un derecho humano fundamental. En cuanto a la relación hombre-naturaleza, 

como ya se tuvo ocasión de analizar en la Declaración de Estocolmo y en la Carta de 

la naturaleza, se pude advertir en cierta medida que la Declaración de Río supuso un 

retroceso con relación a ésta última, pues centró su atención en las preocupaciones 

relacionadas con el desarrollo sostenible y omitió cualquier referencia sobre la 

posición de los seres humanos en la naturaleza. Con relación a la Declaración de 

Estocolmo, la Declaración de Río independiza la Naturaleza de los seres humanos y 

establece un puente mediante el cual insiste en la armonía entre aquella y éstos82 
. 

Infortunadamente estas dos Declaraciones no previeron mecanismos para hacer 

efectivos los principios en ellas contenidos. 

En 1993 se celebra en Viena la Conferencia Mundial de Derechos Humanos y 

se suscribe la Declaración y el Programa de Acción de Viena. La importancia de esta 

Declaración radica en reconocer explícitamente que el carácter universal de los 

derechos humanos y las libertades fundamentales no admiten dudas, además consagra 

la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de todos los derechos humanos; 

sin embargo, no consagró de manera explícita el derecho humano al ambiente sano, 

tan solo, en el artículo 11, reconoció que el derecho al desarrollo debe realizarse de 

manera que satisfaga equitativamente las necesidades en materia de desarrollo y 

ambiente; además, y de manera particular, enfatizó que el vertimiento ilícito de 

sustancias y desechos tóxicos y peligrosos constituía una amenaza grave para el 

derecho de todos a la vida y a la salud, para lo cual, exaltó a los Estados al 

cumplimiento de las Convenciones existentes referidas a vertimiento de productos, 

desechos tóxicos y peligrosos. 

82A. Betancor Rodríguez, Estudios interdisciplinares .. , 315. 
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En el ámbito de! Consejo Económico y Social (ECOSC) de las Naciones 

Unidas, la Subcomisión sobre Prevención de Discriminación y Protección de 

Minorías, creada mediante Resolución 1995/24 de 3 de marzo de 1995 que depende de 

la Comisión de Derechos Humanos, realizó importantes trabajos sobre los efectos 

nocivos generados por e! traslado y vertimiento ilícito de productos y desechos tóxicos 

y peligrosos para el goce de los derechos humanos y el ambiente . Conforme a estos 

trabajos, se propuso el reconocimiento de los derechos ambientales como derechos 

humanos y se argumentó, para tal cometido, los efectos negativos directos que 

ocasiona el daño ambiental para el disfrute de otros derechos humanos -vida, salud, 

alimento, vivienda, educación, trabajo y cultura-o 

Así, en 1994 se presenta un proyecto borrador intitulado "Declaración de 

Principios sobre Derechos Humanos y Medio Ambiente,,83 en el cual se proclama que 

todos los derechos humanos, el medio ambiente, el desarrollo sostenible y la paz son 

interdependientes e indivisibles; pero además, se enfatiza en el derecho que tienen 

todas las personas a un ambiente saludable que satisfaga equitativamente las 

necesidades de las generaciones presentes y futuras. Este documento ha sido 

catalogado como el primer instrumento que estudia en minuciosidad la conexión entre 

derechos humanos y el ambiente. 

Como una nueva apuesta para lograr e! reconocimiento de un derecho humano 

al ambiente en 1999 bajo los auspicios de la UNESCO se suscribe la Declaración de 

Bizkaya sobre el Derecho al Medio Ambiente 84 
. En cuanto a lo sustancial de la 

83Este documento fue redactado el 16 mayo de 1994, por un grupo internacional de expertos en 
derechos humanos y protección al ambiente reunidos en la sede de las Naciones Unidas de Ginebra. 
La Declaración describe la dimensión ambiental que tienen los derechos humanos reconocidos en la 
Declarac ión Universal de los Derechos Humanos (DUDH) y los derechos que deben ser reconocidos, 
es decir, los derechos denominados de tercera generación, como los derechos ambientales y 
ecológicos (seguridad ecológica), así como los derechos de cuarta generación, como los derechos 
biológicos y genéticos (seguridad biológica). 

84La Diputación Foral de Bizkaia aprobó el 5 de junio de 1998 una Declaración Institucional ante el Día 
Mundial del Medio Ambiente; en ella se insta al reconocimiento del derecho al "medio ambiente" 
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Declaración se confirma la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de todos 

los derechos humanos. Se consagra que el derecho al medio ambiente es inherente a la 

dignidad de la persona y se encuentra estrechamente vinculado con la garantía de los 

demás derechos humanos en forma especial con el derecho al desarrollo, además se 

reivindica que sea reconocido en un instrumento de alcance universal. 

La Declaración de Bizkaya al concebir en su artículo 1 el derecho al medio 

ambiente como "el derecho de toda persona, tanto individual como en asociación con 

otras, a disfrutar de un medio ambiente sano y ecológicamente equilibrado ", evitó 

pronunciarse sobre un derecho colectivo al medio ambiente por las discusiones 

doctrinales que despierta esta categoría de derecho. Finalmente, en el artículo 2.1 se 

consagró el deber de toda persona, tanto a título individual como en asociación con 

otras, de proteger el medio ambiente y fomentar dicha protección en el ámbito 

nacional e internacional. Por último, se asignó a los poderes públicos y a las 

organizaciones internacionales la responsabilidad de proteger y, en su caso, restaurar 

el medio ambiente. En cuanto a los mecanismos de garantía el artículo 5 reconoció 

que cuando el medio ambiente sea vulnerado se tendrá derecho a un recurso efectivo 

ante una instancia tanto nacional como internacional; en esta misma lógica, el artículo 

6 proclama el derecho a la reparación cuando se hayan ocasionado daños85 
. 

Pese a los antecedentes anteriores, en el ámbito internacional existe la 

divergencia que alimenta un interesante debate entre quienes consideran que el 

derecho a un ambiente sano no debe ser consagrado como un derecho colectivo, 

dotado de una protección especial y otros que justifican la constitución del ambiente 

como un nuevo derecho humano. Posteriomlente, entre ellO y el 13 de febrero de 1999 en Bilbao se 
lleva a cabo el Seminario Internacional de Expertos, con el patrocinio del Director General de la 
UNESCO, en este espacio se aprobó la Declaración de Bizkaia sobre el derecho al medio ambiente. 

85Felipe Gómez Isa, "E l derecho al medio ambiente y el derecho al desarrollo: hacia una necesaria 
vinculación", en Declaración de Bizkaia sobre el derecho al medio ambiente , IVAP-Diputación Foral 
de Bizkaia, Bilbao, 1999, pp . 277-286. 
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sano como derecho fundamental con una tutela especial sólo cuando se encuentre en 

conexidad con otro derecho fundamental. 

En este sentido, la conexidad o interdependencia entre los derechos 

fundamentales, consagrados en fonna expresa y el derecho al ambiente sano, ha sido 

interpretada de dos maneras: en la primera, se concibe el derecho al ambiente como 

prerrequisito del disfrute de los derechos fundamentales y, en la segunda, el derecho al 

ambiente sano se consagra como un derecho fundamental. Esta última posición ha 

sido acogida en diversos instrumentos intemacionales y regionales de derechos 

humanos, que de cierta manera, han desarrollado lo contenido en la Declaración de 

Estocolmo de 1972. Si bien, estas Declaraciones contienen todas las aspiraciones de 

protección al derecho al ambiente, lo que podría llamarse la conciencia universal 

ambiental, infortunadamente carecen de fuerza jurídica vinculante en strictu sensu, sin 

embargo, trazan las pautas para un proceso posterior de positivación a través de los 

tratados intemacionales. 

Pese al carácter no jurídico de las Declaraciones intemacionales de protección 

al derecho al ambiente, en materia de responsabilidad intemacional, se ha generado 

avances relevantes . Así, junto a la responsabilidad por actos ilícitos se ha ido 

configurando la responsabilidad por consecuencias perjudiciales de actos no 

prohibidos por el derecho intemacional. Esta situación ha hecho que la Comisión de 

Derecho Intemacional de las Naciones Unidas haya tipificado el denominado crimen 

internacional86 
, dentro del cual se incluye el denominado crimen ecológico que puede 

resultar, entre otras cuestiones, de la trasgresión grave de una obligación de 

importancia esencial para la salvaguardia y protección del medio humano como las 

que prohíben la contaminación masiva de la atmósfera o de los mares. La debilidad de 

86Definido como el hecho internacionalmente ilícito resultante de una violación por un Estado de una 
obligación internacional tan esencial para la salvaguardia de intereses fundamentales de la comunidad 
internacional que su violación está reconocida como crimen por esa Comunidad en su conjunto. 
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esta disposición radica en que ni los actos contrarios a Derecho Internacional que 

generan responsabilidades ni los crímenes internacionales, aglutinan todas las 

actividades que afectan en forma grave al ambiente. Además, habría que concluir, que 

si las actividades que afectan el ambiente y el medio humano no generan un daño 

actual, específico y evaluable, el mecanismo de la responsabilidad objetiva no se 

activa quedando, así, un sin número de actividades que siendo altamente peligrosas y 

nocivas para el ambiente, se sustraen de dicha regulación 87 
. 

Por lo antes expuesto, subsiste la preocupación de no contar explícitamente 

con mecanismos garantistas de protección, con esto, no se niega la importancia de las 

Declaraciones, como escenarios válidos de discusión y de fijación de políticas. 

Finalmente, habrá que advertir que no existe una fórmula estandarizada del derecho 

humano al ambiente, es decir, en las Declaraciones antes expuestas se ha ido 

desarrollando este derecho humano al ambiente sano con variada amplitud y rangos 

jurídicos disímiles que dificultan de cierta manera el eficaz cumplimiento de este 

derech088 
. Es necesario advertir que el contenido de la Declaración de Estocolmo, en 

lo atinente a reconocer el derecho humano al ambiente, ha sido posterionnente 

integrado a otros instrumentos jurídicos de carácter internacional como el Protocolo 

Adicional de San Salvador de 1988, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos y el Convenio NO.169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes en 1989. 

87A. Herrero de la Fuente, La Carta de Derechos Fundamentales ... , 468. 
88Enrique Santander Mejía, Instituciones de Derecho Ambiental, Editorial Ecoediciones, Bogotá, 2002, 

pp.32 Y 34. 
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1.1.3.2 Reconocimiento del derecho al ambiente en los Tratados Internacionales. 

Siguiendo un hilo conductor para el reconocimiento del derecho humano al 

ambiente en el ámbito internacional ; se encuentra una interesante reflexión entre lo 

que es la necesidad de "integrar la positividad efectiva del derecho al ambiente y la 

tensión utópica capaz de legitimarlo "; en otros términos, es la necesidad de adoptar la 

protección del derecho al ambiente en instrumentos normativos vinculantes como 

sería los Tratados Internacionales. En tal sentido, BELLVER CAPELLA89 plantea dos 

niveles de explicación que permitirán justificar la concreción del derecho al ambiente 

en un instrumento vinculante, bien sea como un derecho humano de primera 

generación o como un derecho de tercera generación que se sustenta específicamente 

en el derecho al desarrollo sostenible de todos los habitantes del planeta. 

Bajo estos dos niveles, el autor argumenta que el contenido del desarrollo 

sostenible no es igual para todos los habitantes del planeta en razón de las grandes 

asimetrías en los niveles de desalTollo existentes entre los Estados. Para los países 

desarrollados el derecho al desarrollo sostenible tendrá como contenido la 

conservación y la calidad de vida, en tanto que, para los países en vías de desarrollo el 

contenido estará dado por el derecho al desarrollo, a la supervivencia y a la 

satisfacción de las necesidades básicas. Así, dependiendo las distintas necesidades 

básicas vitales, se generarán unas obligaciones determinadas de las que, a su vez, 

surgirán los respectivos derechos . Por tanto, en el caso de los países en vías de 

desarrollo la protección del derecho al ambiente a través de los derechos humanos de 

primera generación parecería, en términos del autor, la manera más adecuada de 

reconocer y tutelar este derecho porque se convierte en un derecho esencial para su 

propia existencia. 

89 Vicente Bellver Capella, Ecología: de las razones a los derechos, Cornares, 1994, pp. 288-292. 
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Este escenario bastante heterogéneo en el ámbito internacional se traslada de 

igual manera al ámbito constitucional de los Estados pues se presentan diversas 

manifestaciones que hacen que el espacio de acción que tiene este derecho sea 

complejo. En términos explicativos para SANDRA MORELU90
, el espacio de acción 

está conformado por el contexto social, político y económico, al que se debería incluir 

un elemento adicional y es, justamente, la adopción o recepción que en cada uno de 

los Estados se le otorga al ambiente bien sea, en el orden de derecho fundamental, 

como derecho colectivo, o como principio fundamental. 

Una vez expuestos los argumentos que permiten diferenciar las necesidades y 

exigencias de los Estados dependiendo de su grado de desarrollo, así como la urgencia 

de reconocer el derecho al ambiente sano en instrumentos vinculantes, vale la pena 

demostrar y entender cómo en la actualidad se abre paso a este reconocimiento en los 

ámbitos regionales a través de Tratados Internacionales. 

Así, en el contexto americano el reconocimiento internacional del derecho al 

ambiente se encuentra en el Artículo 11 numerales 1 y 2 del Protocolo Adicional de la 

Convención Americana de Derechos Humanos en materia de derechos económicos, 

sociales y culturales, más conocido como Protocolo de San Salvador adoptado el 17 

de noviembre de 198891 
. El articulado en mención consagra el derecho que tiene toda 

persona a vivir en un medio ambiente sano y a su vez, consagra que los Estados Partes 

promoverán la protección, preservación y mejora del mismo. Este instrumento aunque 

reconoce el derecho que le asiste a todo ser humano de vivir en un ambiente sano, no 

hace mención explícita a su carácter de derecho fundamental. Sin embargo, hay que 

90Sandra Morelli, "La protección de la diversidad e integridad del ambiente: un mandato constitucional 
en el derecho colombiano", en G. Ruiz- Rico Ruiz, comp., Derecho comparado del medio 
ambienle ... , 332-394. 

91Establece que toda persona tiene derecho a vivir en un ambiente sano. Los Estados parte de esta 
convención están en la obligación de promover la protección, la preservación y el mejoramiento del 
medio ambiente en condiciones que permitan la adecuada convivencia del conglomerado social. 
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reconocer la obligación que de manera expresa le asigna a los Estados para lograr el 

mejoramiento ambiental, relacionando el derecho al ambiente con la convivencia 

social. 

Ni el ámbito europeo, ni el Convenio de Roma de 1950 ni en la Carta Social 

Europea de Derecho adoptada en Turín en 1961 existe precepto alguno de protección 

ambiental. La toma de conciencia por parte de la Comunidad Europea sobre la 

necesidad de proteger la naturaleza comenzó a asumirse en 1987 a través del Acta 

Única Europea que incorpora al Tratado CEE un nuevo Título VIII sobre "medio 

ambiente" y, además, asignó a la Comunidad la competencia definitiva en esta materia 

a través de los artículos 130 R, 130 S Y 130 T que con ciertas modificaciones 

constituyen, por hoy, los artículos 174 y 176 del Tratado constitutivo de la Comunidad 

Europea tras la revisión de Ámsterdam de 1997. 

No obstante, vale la pena mencionar que la CE no reconoce un derecho 

explicito de protección al ambiente, sino que adopta políticas sobre medio ambiente; 

es por ello que en 1973 la Comunidad Europea inicia su política de "medio ambiente" 

con la aprobación del Primer programa de acción medioambiental y en 1975 adopta 

las primeras directivas en la materia. Ahora bien, con la revisión de Ámsterdam de 

1997 se introdujo en el artículo 2 del Tratado de Roma como objetivo de la 

Comunidad Europea el logro de "un alto nivel de protección y mejora de la calidad 

del medio ambiente" y en el artículo 6, del mismo, se consagró que "las exigencias de 

la protección del medio ambiente deberán integrarse en la definición y en la 

realización de las políticas y acciones de la Comunidad" . De esta manera, se 

configura un marco para la conservación de la naturaleza que va a establecer las 

pautas que deben seguir las legislaciones internas de los Estados Partes. Estos 

principios de acción ambiental comunitaria son considerados como criterios 
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esencialmente técnicos y orientadores en la producción y aplicación del derecho 

Comunitario. 

La Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea92
, adoptada en el 

2000, no reconoce el derecho al ambiente como un derecho subjetivo de valor 

fundamental para la persona ni, mucho menos, contempla la posibilidad de que el 

individuo pueda iniciar un procedimiento tendiente a la protección del ambiente, solo 

establece un marco de tutela ligado a la acción de las instituciones93 
; lo anterior se 

infiere del contenido del artículo 37 que consagra que la protección al "medio 

ambiente" constituye un objetivo de las políticas de la Unión94 
. Es posible que esta 

omisión tenga su origen en que los derechos sociales consagrados en la Carta de 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea proceden de la Carta Social Europea de 

1961 junto con su Protocolo adicional de 1988 y de la Carta Comunitaria de Derechos 

Sociales de 1989; en tal sentido, el artículo 37 de la Carta de Derechos Fundamentales 

no tiene precedente en los instrumentos citados y es por ello que su contenido se 

inspira en los artículos 2 y 6 anterionnente referidos. 

En el ámbito del continente africano, el reconocimiento al ambiente sano se 

hace el 27 de junio de 1981 a través de la Carta Africana de los Derechos Humanos y 

de los Pueblos que establece en su artículo 24 el derecho de todos los pueblos a un 

ambiente satisfactorio y global, propicio para su desarrollo. Además, el artículo 21 

literal 1 consagra el derecho de los pueblos a la 1ibre disposición sobre sus recursos 

naturales favorable para su desarrollo. Este instrumento internacional vinculó de 

manera explícita los derechos humanos y la protección al ambiente. 

92A. Herrero de la Fuente, La Carta de Derechos Fundamentales ... , 116. 
93 A. Herrero de la Fuente, La Carla de Derechos Fundamenlales ... , 119. 
94El artículo 37 de la Carta de Derechos Fundamentales en su tenor literal consagra que "Las políticas 

de la Unión integrarán y garantizarán con arreglo al principio de desarrollo sostenible un alto nivel 
de protección del medio ambiente y la mejora de su calidad" . 
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1.1.3.3 Reconocimiento del Derecho al ambiente por las jurisdicciones 
internacionales de protección de derechos. 

Por la vía de interpretación, los Jueces han protegido el derecho a un ambiente 

sano en estrecha conexión con otros derechos de carácter fundamental. Es así, como 

mediante el control jurisdiccional o cuestiones prejudiciales, los Altos Tribunales 

actúan sentado precedentes a través de los cuales se suple la ausencia de la norma o, 

en otros supuestos95 
, se logra la interpretación de la norma en forma coherente con los 

Tratados Internacionales o con el texto constitucional. En tal sentido, es de resaltar la 

labor de los órganos jurisdiccionales que operan ante el incumplimiento de los 

derechos humanos; es el caso del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la 

Comisión Interamericana de Derechos y la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos. Con la existencia y trabajo jurisdiccional de estos organismos las 

Declaraciones de Derechos dejan de ser simples manifestaciones de buena voluntad, y 

se configuran en lo que ha denominado DE CASTRO CID como el conjunto 

normativo institucionalizado por el funcionamiento del Estado de Derecho para 

garantizar el ejercicio de una serie de facultades relevantes para la vida de los sujetos 

jurídicos y para el desarrollo del sistema de relaciones jurídicas96 
. 

Pese al limitado reconocimiento del ambiente sano en la Carta de Derechos 

Fundamentales de la Unión Europea, es necesario resaltar los desarrollos del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos para la protección del ambiente al ir progresivamente 

consolidando una relevante doctrina jurisprudencial, a través de la cual, por vía de 

conexión le asigna al ambiente un valor esencial para el disfrute de otros derechos 

fundamentales -derecho a la intimidad y la vida privada familiar- que se encuentran 

expresamente consagrados en el Tratado de Roma. Es relevante traer a colación la 

9S Antonio Barrera Carbonell, "Los jueces y la justicia ambiental", en Doctrina, conceptos y opiniones: 
revista Juris dictio , No.l, Bogotá, 2006. 

96Benito De Castro Cid, El reconocimiento de los derechos humanos, Editorial Tecnos, Madrid, 1982, 
p.21. 
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sentencia TEDH (Estrasburgo) 9/12/94 en ocasión al caso López Ostra contra España 

que va a significar deducir la existencia de un derecho subjetivo del ambiente cuando 

los atentados en contra de este puedan afectar el bienestar de una persona y privarla 

del goce de su domicilio perjudicando su vida privada y familiar 97 
. Por último, es 

importante destacar que la doctrina del Tribunal de Estrasburgo contiene un expreso 

reconocimiento del valor cuasi-constitucional de los Tratados y Convenios 

internacionales en materia de derechos humanos 98, razón esta, que justificaría, aún 

mas, la importancia que deviene de la inclusión expresa de la protección al ambiente 

como derecho humano. 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos y la Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos reconocen igualmente el derecho al ambiente sano en conexión 

directa con el derecho a la vida, a la preservación de la salud y el bienestar. En su 

línea de argumentación ha incorporado elementos útiles para fundamentar la 

97En cuanto a los supuestos de hecho se señala que en julio de 1988 comienza a funcionar, en Lorca una 
planta de tratamiento de residuos sólidos y líquidos, construida sin licencia y bajo una subvención 
pública. Debido a un defectuoso funcionamiento, la planta de tratamiento empezó a emitir gases, 
humos y malos olores, ocasionando problemas de salud a muchas personas. El 8 de septiembre de 
1988 el Ayuntamiento ordenó el cese de una de las actividades de la planta, pero , sin embargo, se 
continuó con la actividad de tratamiento de aguas residuales. Ante estos hechos Gregoria López Ostra 
acude al proceso de protección de derechos fundamentales , el cual resulta contrario a sus pretensiones 
en virtud de la sentencia de la Audiencia Territorial de Murcia de 31 de enero de 1989. Asimismo El 
Tribunal Supremo de España desestimó el recurso de apelación bajo el argumento que el proceso 
especial para la protección de los derechos fundamentales que la recurrente escogió no era el 
mecanismo idóneo para plantear cuestiones de legalidad ordinaria o controversias de naturaleza 
científica sobre los efectos de una planta de tratamiento de residuos; de esta manera, el Tribunal 
Constitucional declara inadmisible el recurso de amparo, por ser, a su juicio, manifiestamente 
infundado . En cuanto a los fundamentos jurídicos de la demanda ante el Tribunal Europeo la 
recurrente alegó que se produjo una violación de los artículos 8 y 3 del Convenio de Derechos 
Humanos que consagran en su orden que « l. Todos tienen el derecho al respeto a su vida privada y 
familiar , su domicilio y su correspondencia. 2. Ningún poder público puede interferir en el ejercicio 
de este derecho excepto cuando se ajuste a la ley y sea necesario en una sociedad democrática en 
interés de la seguridad nacional, seguridad pública o bienestar económico del país, para prevenir el 
desorden o el crimen, para la protección de la salud o la moral, o para la protección de los derechos 
y libertades de otros». y «Nadie puede ser sometido a tortura ni a ningún tratamiento o castigo 
inhumano o degradante» El Tribunal Europeo de Derechos Humanos, conforme a las pruebas 
aportadas, consideró que el recurso interpuesto solicitando la protección de los derechos 
fundamentales ante la Audiencia Territorial de Murcia, era un medio efectivo y rápido para obtener 
amparo en el caso de sus denuncias relativas al respeto a su domicilio y a su integridad psíquica, 
especialmente desde que la demanda no tuvo el éxito ante los dos Tribunales que intervinieron en el 
caso (Audiencia Territorial de Murcia y Tribunal Supremo). 

98G . Ruiz -Rico Ruiz, El derecho constitucional al medio ambiente, 110. 
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protección del ambiente, así, la Corte Interamericana consideró que ciertas obras 

generadoras de impacto ambiental podían menoscabar la protección y el bienestar, la 

vida y la cultura de las comunidades afectadas; bajo otros supuestos de hecho, 

preceptúo también que la contaminación o degradación del ambiente constituía una 

amenaza para la vida y para la salud del ser humano, y que las afectaciones 

ambientales menoscaban los derechos humanos; por cuanto el derecho a la vida, 

además de ser entendido como la privación arbitraria de la vida, también debe ser 

concebido como el derecho que se tiene a impedir situaciones que nieguen o dificulten 

el acceso a una existencia digna99
. 

Autores como PUENTES RlAÑO, advierten la especificidad que han tenido 

los faIJos 100 de la Corte Interamericana toda vez que el reconocimiento de la 

afectación al ambiente en conexión con el derecho a la vida y a la propiedad en la 

mayoría de casos se fundamenta en las reivindicaciones de las comunidades indígenas 

que habitan en zonas rurales. En este caso, resulta interesante como tal como lo 

advierte CUADRADO QUESADA que aunque existe el Protocolo Adicional a la 

Convención Americana de Derechos Humanos en materia de derechos económicos, 

sociales y culturales en el cual se consagra el derecho a vivir en un ambiente sano, 

éste no se ha reclamado de manera directa ante la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, por el contrario, su protección a obedecido mediante otros derechos 

relacionados lOl. 

99Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. 
Sentencia 17 de junio de 2005. pp. 51, 124, 13l. 

100 Astrid Puentes Riaño, "Elementos de discusión acerca de la exigibilidad y la justiciabilidad del 
ambiente como derecho humano" , en Juan Carlos Gutiérrez Contreras, comp., Memorias de 
Seminario Internacional sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Programa de 
Cooperación sobre Derechos Humanos México- Comisión Europea, México, 2005, p. 447. 

10lGabrie l Cuadrado Quesada "El reconocimiento del derecho a un medio ambiente sano en el derecho 
internacional y en Costa Rica" en Revista Cejil: Debates sobre derechos humanos y sistema 
inleramericano, N° 5,Costa Rica, diciembre, 2009, p. 104. 
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Precisamente en la sentencia del 1 de febrero del año 2000 dictada en el caso 

de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awa Tingni contra Nicaragua y relativa a las 

excepciones preliminares dictamino que: 

. El Estado de Nicaragua no ha demarcado las tierras comunales de la 

Comunidad Awas Tingni, ni de otras comunidades indígenas. Tampoco ha 

tomado medidas efectivas que aseguren los derechos de propiedad de la 

Comunidad en sus tierras. Esta omisión por parte del Estado constituye 

una violación a los artículos 1, 2 Y 21 de la Convención, los cuales en su 

conjunto establecen el derecho a dichas medidas efectivas. Los artículos 1 

y 2 obligan a los Estados a tomar las medidas necesarias para 

implementar los derechos contenidos en la Convención. (. . .) El Estado de 

Nicaragua es responsable por violaciones al derecho a la propiedad en 

forma activa, consagrado en el artículo 21 de la Convención, al otorgar 

una concesión a la compañía SOLCARSA para realizar en las tierras Awas 

Tingni trabajos de construcción de carreteras y de explotación maderera, 

sin el consentimiento de la Comunidad Awas Tingni. (. . .) El Estado de 

Nicaragua no garantizó un recurso efectivo para responder a las 

reclamaciones de la Comunidad Awas Tingni sobre sus derechos a tierras 

y recursos naturales de acuerdo con el artículo 25 de la Convención .. . " 

La Corte reiteró que cualquier acción que suponga el desconocimiento del 

derecho de propiedad sobre la tierra de la comunidad o menoscabe su territorio, 

implica un desconocimiento a la relación espiritual que tienen las comunidades sobre 

sus tierras y, por ende, un menoscabo a la diversidad. Como se infiere de texto citado, 

pese a estar conculcado el derecho al ambiente sano, se reclamó en primer orden el 

derecho que tienen las comunidades indígenas a su autodeterminación. A manera de 
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conclusión las jurisdicciones internacionales de protección a los derechos han 

adoptado providencias que llevan a lograr de manera progresiva la efectividad de los 

derechos recurriendo de manera significativa a la interdependencia y conexidad 

explicita del derecho al ambiente sano con otros derechos humanos. 

1.2 	 RECONOCIMIENTO DEL DERECHO AL AMBIENTE EN EL 

DERECHO POSITIVO NACIONAL 

Como ya se ha puesto de manifiesto la Convención de Estocolmo de 1972 y, 

posteriormente, el Informe sobre Nuestro Futuro Común, pese a que no se 

constituyeron en instrumentos internacionales, influyeron en el desarrollo del derecho 

ambiental internacional y en el proceso progresivo de sensibilizar a los gobiernos de 

los diversos Estados para que empezaran a adoptar mecanismos e instrumentos de 

protección ambiental desde lo jurídico a lo científico. Partiendo de esta premisa se 

destacan ciertas consecuencias que tuvieron lugar con posterioridad a la 

implementación de dichos acuerdos internacionales; la primera deviene en el ámbito 

normativo de los Estados, con la explosión de numerosas piezas legislativas, muchas 

de ellas, carentes de relación o coherencia con la cultura que pudiera tener la sociedad 

con relación al tema ambiental. 

Este efecto negativo, de inflación normativa incoherente, llevó a pensar que la 

misma constitucionalización del ambiente podría, en términos lógicos, organizar 

sistemáticamente la estructura jurídica normativa de protección del derecho al 

ambiente sano 102 
• En este sentido, para la implementación de mecanismos jurídicos 

102 Para BORRERO la inflación legislativa fue un punto negativo que devino posteriormente de la 
Convención de Estocolmo, claro está, sin desconocer la importancia que esta tuvo al reconocer el 
derecho al ambiente e impulsar los intentos legislativos de varios países; sin embargo la misma 
carencia de una cultura legal ambiental en algunos pueblos hizo la explosión de normas o códigos 
numerosos e incoherente. " ... como si a los gobernantes de países bananeros les hubiera llegado la 



62 

constitucionales se tuvo como precedente el duodécimo principio de la Declaración de 

Rio que exhortaba a los Estados a promulgar leyes efectivas sobre medio ambiente. 

Este llamado hizo, que aquellos países donde no existía una tradición legal en materia 

ambiental, y ante la oleada de procesos de reforma constitucional que se vivía 

específicamente en América Latina, elevaran a rango constitucional el derecho al 

ambiente y, a su vez, se implementaran sus garantías. 

Pero ¿por qué resulta importante constitucional izar el derecho al ambiente? Es 

posible que las respuestas que se intenten dar a este interrogante permitan dilucidar la 

relevancia que tiene elevar a rango constitucional éste derecho o, por el contrario, 

lleven a concluir que esta consagración no es suficiente por sí misma para garantizar 

el ejercicio pleno del derecho y, además, requiera de otros elementos para el logro de 

los fines propuestos. Para dar respuesta al primer interrogante, se han identificado, 

desde el ámbito normativo constitucional, cuatro argumentos que justifican la 

conveniencia de constitucional izar la protección del derecho al ambiente. 

El primer argumento se refiere a que el deber del Estado de proteger el ambiente 

legitima las funciones que este debe desarrollar para procurar la protección adecuada 

del ambiente, pues no son normas de carácter programático, son principios que 

otorgan y limitan los poderes del gobierno para hacerlos eficazmente operativos, pero 

también se constituyen en las directrices a los que deberá sujetarse el legislador al 

momento de regular la materia. 

El segundo argumento se sustenta en el deber que tiene el ciudadano de proteger 

el ambiente, lo que justifica la imposición a éstos de ciertas cargas y restricciones en 

el ejercicio de sus derechos fundamentales. 

noticia de que había mucho interés en el mundo por la legislación ambiental y que se había 
producido una conferencia muy significativa en Estocolmo en donde se consagraba el derecho de un 
ambiente sano. Entonces estos mandatarios de repúblicas bananeras les ordenaban a sus asesores, a 
sus comisiones técnica; les decían . Por fmlor, prepárenme una ley que diga alguna cosa sobre el 
ambiente, Y efectivamente se produjeron este tipo . Ver J. Borrero, "Los derechos ambientales ... ,43. 
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En cuanto al tercer argumento, la consagración del derecho al ambiente implica 

que a través de su tutela jurisdiccional las normas adquieran una efectividad que 

normalmente no poseen; por ello, el derecho a disfrutar de un ambiente tiene un 

contenido protegible que impone a los órganos competentes, en su interpretación, 

tener como fundamento el mandato constitucional de protección al ambiente y, así 

mismo, se impone a los poderes públicos el deber de velar por su efectivo ejercicio; en 

este punto, es preciso resaltar que al fijarse en la constitución los parámetros de 

protección al ambiente, los jueces tienen el deber de hacer respetar el contenido 

esencial de este derecho conforme al principio de supremacía constitucional. 

El cuarto, y último argumento, representa un mandato para los poderes públicos 

en términos de fijación y ejecución de políticas públicas como, entre las que se puede 

mencionar, la adopción del modelo de desarrollo que adopta el Estado y las 

prioridades en la inversión y en el gasto público. 

Vistas las razones que llevan a reafirmar la trascendencia de la plasmación 

constitucional del derecho al ambiente, en esta parte del trabajo, se analizan algunos 

textos constitucionales para conocer cómo se ha dado la inclusión de éste derecho. 

Para lograr tal fin, se propone seguir un modelo explicativo que permita identificar el 

grado de protección al ambiente. Este modelo está integrado por tres variables; la 

primera está conformada por aquellas constituciones que no contienen un grado de 

protección al ambiente; la segunda está conformada por la inclusión o recepción del 

derecho al ambiente mediante desarrollo jurisprudencial y, en un tercer plano, por el 

reconocimiento expreso en ciertos textos constitucionales. Este método explicativo 

permite entender en forma transversal el desarrollo propio de la protección al 

ambiente en términos -materiales normativos- como derecho de rango constitucional 

propiamente dicho. 
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1.2.1 Reconocimiento a nivel infraconstitucional 

Si se parte de la afinnación que el derecho al ambiente es de los denominados 

de nueva generación, o que es de reciente configuración y que su inclusión como 

derecho humano tiene como punto de partida la Declaración de Estocolmo de 1972 se 

podría afinnar, a priori, que las constituciones anteriores a la década de los 70 no 

contienen de fonna expresa el reconocimiento de este derecho, así como sus 

mecanismos de tutela. Sin embargo, y compartiendo lo expuesto por RAMIREZ 

ARRAY AS 103, la fuerza normativa del derecho a gozar de un ambiente puede 

encontrar su origen en virtud de la interpretación teleológica de la conjugación de 

otros valores que si son expresamente reconocidos constitucionalmente. 

Bajo este supuesto, los ordenamientos constitucionales anteriores a la década 

de los 70 de cierta fonna han incorporado de manera extensiva el derecho al ambiente 

a través de una interpretación armónica con otros valores constitucionales 

reconocidos, éste ejercicio interpretativo ha permitido la concreción de instrumentos 

jurídicos e institucionales para la recepción del derecho al ambiente y sus mecanismos 

de tutela. 

En un primer período cronológico se encuentran las constituciones en las que 

el derecho al ambiente sano no es consagrado como una situación jurídica subjetiva 

que sea protegida constitucionalmente; es decir, no existe un reconocimiento expreso 

del derecho a disfrutar o a vivir en un ambiente sano, adecuado, saludable o 

ecológicamente equilibrado. Esta omisión obedece, para algunos, a la falta de una 

conciencia ambiental que empieza a gestarse en ocasión a las Declaraciones 

Internacionales que tuvieron lugar en fechas posteriores. Infortunadamente, la falta de 

una regulación constitucional ha dado origen a una serie de situaciones complejas en 

103 José Antonio Ramírez Arana, "Derecho ambiental en Chile: Principales elementos de la 
institucionalidad e interpretación jurisdiccional de la evaluación ambiental", en G. Ruiz -Rico Ruiz, 
comp., Derecho comparado del medio ambiente ... , 201-235. 
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el plano jurídico como la dificultad para la armonización de los intereses 

constitucionales que tienen relación con el valor ambiental, la dificultad de ejercer la 

tutela eficazmente de este derecho y la complejidad en la coordinación de 

competencias políticas entre los niveles del gobierno y la administración. 

Para colmar el vacío que genera la falta de reconocimiento constitucional del 

derecho al ambiente, los órganos jurisdiccionales y legislativos van a reconocer y a 

delimitar el derecho al ambiente sano así como las garantías a través de sentencias o 

leyes . 

En el caso de las instancias jurisdiccionales cuando en sus sentencias recurren 

a una interpretación lógico-evolutiva, califican que el derecho al ambiente se 

encuentra implícito en las referencias constitucionales existentes en otros derechos. En 

cuanto a las instancias legislativas, éstas han tenido un papel protagónico, en 

principio, con la creación de toda una normativa orientada a la protección de la 

naturaleza y otras áreas (salud, ordenación del territorio, agricultura) que de manera 

conexa involucran la protección de los recursos naturales. A manera de crítica puede 

decirse que, la promulgación de leyes sectoriales y programáticas, pese a ser un 

comienzo importante para la protección del derecho al ambiente, condujo en su 

momento a un tratamiento fraccionado carente de un orden sistemático. 

Pasando a casos específicos de constituciones que no tienen una consagración 

del derecho al ambiente, se encuentra la Constitución francesa de 1958 (con su 

reforma de 2000 y modificaciones del 2003) que omite hacer referencia alguna sobre 

la materia. Ante este vacío, la tarea de delinear un derecho subjetivo al ambiente y un 

interés general de protección a la naturaleza, ha sido asumida por el legislador que a 

través de disposiciones legislativas 104 y reglamentarias, particularizó los elementos 

104 Ley sobre protección de la naturaleza de j ulio 10 de 1976 y modificada por la Ley NO.10 1 de febrero 
2 de 1995. 
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naturales considerados de interés general para su "protección, valorización, 

restauración y gestión .. 105. Este interés detallado de protección a la naturaleza es para 

PIERGIGLI VALERIA "equiparado al interés para el desarrollo económico y 

social. ,, 106 Así, se ha promulgado una legislación detallada que regula los diversos 

aspectos que pueden afectar la protección o tienen relación directa con el paisaJe, 

régimen forestal , parques nacionales, contaminación y el empleo de energía nuclear. 

Justamente la "Loi Barnier" de 1995 reconoce explicitamente el derecho a un " medio 

ambiente" como principio de interés general y delimita los recursos que hacen parte 

del mismo. Por su parte la doctrina Francesa se refiere al derecho de la persona o 

derecho de la personalidad, a un ambiente salubre y equilibrado exigiendo su 

plasmación positiva para un mayor grado de protección. 

1.2.2 Reconocimiento por la jurisprudencia Constitucional 

Como ya se ha puesto de manifiesto la carencia de reconocimiento explícito 

del derecho al ambiente en los textos constitucionales ha ocasionado ciertos vacíos 

que, en parte, han sido cubieltos por la jurisprudencia de los Altos Tribunales y 

desarrollos legislativos . 

DIAZ PINAR analiza los contrastes que presenta la jurisprudencia en torno a 

la función delimitadora del ambiente y lo que supone acoger la fenomenología en la 

que se desenvuelve la problemática ambiental adaptando el derecho a ésta y no a la 

inversa 107
. El autor identifica dos corrientes de reconocimiento jurisprudencial a través 

de las cuales se ha ido perfilado de manera indirecta o directa el reconocimiento del 

derecho al ambiente y su protección. Para la primera corriente jurisprudencial, el 

105 Valeria Piergigli , "La protección de I.a naturaleza en el ordenamiento francés" en G. Ruiz - Rico 
Ruiz, comp., Derecho comparado del medio ambiente ... , 118-127. 

106 Ibídem, p. 117. 
107 Manuel Piñar Díaz, El derecho a disfrutar del medio ambiente en las jurisprudencias, Editorial 

Comares, Granda, 1996, p. 15. 
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ambiente no es considerado como un objeto jurídico autónomo, con sustantividad 

propia, puede advertirse un control jurisdiccional indirecto en función de tutelar o 

proteger otros bienes jurídicos, que son los que en el fondo se debaten como es el 

derecho a la salud, a la propiedad o el planeamiento urbanístico y espacio público, 

entre otros. Cuando se establecen controles indirectos sobre el ambiente, la 

cualificación o valor atribuible al ambiente no tiene relevancia, lo que en realidad 

interesa es que ese status ambiental no resulte lesivo para otros bienes jurídicos, 

atribuyéndole una posición secundaria. 

Para la segunda corriente jurisprudencial el ambiente es considerado como un 

interés legítimo o como un derecho específico y concreto con autonomía propia; ésta 

corriente aborda referentes que hacen suponer la emancipación del derecho al 

ambiente de otras disciplinas y la autonomía que adquiere frente a otras áreas, y 

además construye las bases para la elaboración del derecho que tiene toda persona de 

disfrutar de un ambiente inmediato o próximo 108 
• 

En término prácticos lo que ha acontecido tradicionalmente es la existencia de 

controles indirectos que con el devenir, y a través de una interpretación sistemática de 

los preceptos constitucionales, los Altos Tribunales reconocen la existencia del 

derecho al ambiente, derivándolo de otros derechos ya constitucional izados. 

Como ejemplo de la primera corriente jurisprudencial, esto es cuando el 

ambiente no es considerado como un objeto jurídico autónomo y se advierte el control 

jurisdiccional indirecto en función de proteger otros bienes jurídicos, puede citarse el 

marco constitucional italiano donde no existe una regulación específica referente al 

108 El ambiente inmediato o próximo es entendido como aquella parcela del orbe ambiental que en cada 
instante y lugar está a su alcance para satisfacer sus necesidades ambientales . En tanto el medio 
remoto o mediato es aquel que no estando al alcance de su inmediato disfrute, es influyente y 
configurador del estado de propiedades de su medio inmediato futuro. Ver M . Piñar Díaz, El 
derecho a disfrutar del medio ambiente en las jurisprudencias, 21. 
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ambiente 109 
• Por tanto, la Constitución Italiana contiene algunos artículos, como el 9 y 

32 que sin hacer mención específica al ambiente guardan relación directa con este 11O
• 

Así, el artículo 9, en su inciso segundo, prevé la tutela del paisaje. En este punto, 

existen dos orientaciones divergentes sobre la noción constitucional de paisaje. La 

primera de ellas, le da al paisaje un valor eminentemente estético y limita el objeto de 

su tutela a algunos bienes de particular valor. La segunda, otorga al paisaje una 

significación más amplia extendiendo su contenido al territorio y al ambiente, por lo 

que se infiere que la tutela de este derecho no debe entenderse de manera restringida a 

lo meramente estético. Esta interpretación es compartida por la Corte Constitucional 

de Italia en las sentencias 24/72 , 39/86 Y 151/ 1986 a través de las cuales se da al 

término -paisaje- un valor amplio, entendido como el conjunto del territorio, flora, 

fauna; en general, el ambiente en el que vive el hombre, incorporando la expresión de 

bienes naturales. Igualmente, el artículo 32 referido al derecho a la salud ha servido 

para que se derive de manera extensiva la protección al ambiente. 

En este orden de ideas, la Corte Constitucional Italiana, a través de sus fallos 

ha orientado el quehacer de otros órganos del Estado que deben actuar en la creación 

de normas o en formulación de políticas públicas de protección al ambiente. Así, el 

Alto Tribunal ha instado al legislador para que sopese "el valor primario del ambiente 

con otros valores constitucionales" para evitar se sustraiga del contenido global de las 

109 D 'Tgnazio Gueirino,"La tutela del ambiente y la protección de las áreas naturales en Italia" en G. 
Ruiz- Rico Ruiz, comp., Derecho comparado del medio ambiente ... ,153. 

110 Para el autor el artículo 2 al reconocer y garantizar los derechos inviolables del hombre, se tutela los 
derechos conexos a la calidad de! ambiente en su globalidad . Igualmente, el artículo 3, en su inciso 
segundo, consagra e! pleno desarrollo de la persona humana, sobre el cual influyen las condiciones 
ambientales. Por su parte, el artículo 32 tutela la salud como derecho fundamental del individuo e 
interés de la colectividad, impidiendo las violaciones al ambiente que puedan generar un daño a la 
salud humana. En 10 referido a la actividad económica, el artículo 41, en su inciso segundo garantiza 
la iniciativa económica privada bajo la condición de que esta no ocasione daño a la seguridad , a la 
libertad y a la dignidad humana, valores estos que son conexos al ambiente. Ver D'Ignazio 
Gueirino, "La tutela del ambiente y la protección de las áreas naturales en Italia" en G. Ruiz -Rico 
Ruiz, comp., Derecho comparado del medio ambiente ... , 153. 



69 

normas constitucionales, el valor el ambiente, al momento de dictar leyes en materia 

ambiental. 

Para el Tribunal Constitucional Italiano los valores paisajísticos-ambientales 

deben encontrar en la legislación un equilibrio dinámico y una dependencia reciproca 

con otros valores constitucionales que en ocasiones pueden entrar en conflicto con los 

ambientales. La Corte Constitucional Italiana, pone como ejemplo el desarrollo 

económico que en varias ocasiones colisiona con el ambiente, pero que debe encontrar 

un equilibrio que permita un desarrollo armónico entre los dos derechos en conflicto. 

Con las sentencias 39/86 y 151/86 el Alto Tribunal Italiano además de interpretar de 

manera extensiva el concepto -paisaje- da al ambiente una noción unitaria como bien 

jurídico al cual el ordenamiento debe asegurar una adecuada protección en cuanto este 

se constituye como factor determinante para la calidad de vida. 

Siguiendo los planteamientos de la Corte Constitucional Italiana en la 

definición o calificación del ambiente, es preciso comentar el alcance de la sentencia 

641/87 que reconoce al ambiente como un bien jurídico, más no como objeto de 

situaciones subjetivas de tipo apropiativo. Más adelante, en la sentencia. 210/87 el 

Alto Tribunal califica la protección ambiental entre los derechos fundamentales de la 

persona e interés fundamental de la colectividad y, además, formula una concepción 

unitaria del bien ambiental que comprende todos los recursos naturales y culturales. 

En la sentencia 641/87 la Corte Constitucional Italiana consideró el ambiente 

como un bien inmaterial unitario; si bien con diversos componentes, cada uno de los 

cuales puede constituir, aislada y separadamente, un objeto de tutela, pero todos en su 

conjunto son reconducibles a una unidad. En la misma sentencia se hace notar que el 

ambiente pueda ser disfrutado de varias maneras y modos, o puede ser objeto de 

distintas normas que aseguren la protección de sus diferentes componentes. 
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En Francia el ordenamiento infra constitucional ha pennitido la configuración 

del ambiente como principio de interés general. Mediante sentencia CE 15/68 el 

Consejo de Estado admitió el carácter social y público de los elementos que 

componen el medio natural. Sin embargo, para algunos la jurisprudencia ordinaria 

sigue negando el valor que, como derecho subjetivo o libertad pública, puede llegar a 

tener el ambiente] 11. 

Por su parte en Alemania la Ley Fundamental de Bonn no incorporó un 

derecho o principio rector de tutela al medio ambiente. Sin embargo, con la reforma 

de 1994 el nuevo artículo 20-a de la Grundgesetz incorpora un enunciado 

programático con referencia a la protección ambiental; se hace expresa mención a los 

poderes del Estado en la tarea que les incumbe de cumplir un deber de protección 

ambiental a través de la legislación, el poder ejecutivo y la jurisdicción 112. 

De manera general habrá que advertir la significación de la doctrina 

jurisprudencial en otros supuestos, es decir, cuando pese a existir un reconocimiento 

expreso del derecho al ambiente, subsiste una indeterminación en cuanto a su 

contenido y tutela. En estos casos, los Altos Tribunales han intentado aclarar lo 

relativo al bien jurídico nuclear de protección y demás condiciones en cuanto al 

sujeto, objeto, y legitimación del derecho. Bajo estos supuestos, un ejemplo relevante 

se advierte en la decisión de la Corte Suprema de Chile que en su sentencia del 19 de 

marzo de 1997 definió el patrimonio ambiental y la preservación de la naturaleza 

como" ... todo lo que naturalmente nos rodea y que permite el desarrollo de la vida y 

tanto se refiere a la atmósfera como a la tierra y sus aguas, a la flora y la fauna, todo 

lo cual conforma la naturaleza con su sistema ecológico de equilibrio entre los 

organismos y el medio en que viven ... ". 

111 G. Ruiz -Rico Ruiz, El derecho constitucional al medio ambiente, 31. 
11 2 Francisco Velasco Caballero. , "Protección del medio ambiente en el constitucionalismo europeo", 

Noticias de la Unión Europea, No. 190, Madrid, 2000, pp 183 Y ss. 
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Para el Alto Tribunal la preservación de la naturaleza y la conservación del 

patrimonio ambiental tienen estrecha relación con consideraciones económicas, 

culturales y estéticas que se relacionan directa o indirectamente con la problemática 

ambiental. 

En cuanto a la naturaleza del derecho al ambiente, la Corte Suprema de Chile, 

lo ha definido como un derecho subjetivo público y como un derecho colectivo 

público, en otras palabras, como un derecho subjetivo (individual) de todo ciudadano 

y, además, como un derecho destinado a proteger intereses sociales de carácter 

colectivo cuyo resguardo interesa a toda la comunidad. Esta apreciación tiene 

relevancia en cuanto a la legitimación activa que tienen todas las personas naturales o 

jurídicas que habitan el Estado y que sufran una vulneración del derecho al "medio 

ambiente libre de contaminación" que asegura el artículo 19 ND 8 del texto 

fundamental chileno l13 
. 

1.2.3 Constitucionalización en algunos países de América Latina y Europa 

Existe un catálogo representativo de constituciones que establecen de manera 

diáfana el derecho al ambiente. Hay quienes consideran que este reconocimiento 

explícito deviene de la incorporación de una generación más amplia de derechos 

sociales y culturales plasmados en las reformas o nuevos textos constitucionales 

adoptados a partir de la década de los años setenta, en los cuales, se incluían 

demandas de sociedades más avanzada tecnológicamente, diferentes a las que existían 

durante el período de la segunda postguerra ll4. Esta aseveración tiene ciertas 

limitaciones si se analizan algunos textos constitucionales de países de América 

113 Andrés Bordalí Salamanca, "Empresa forestal trillium limitada", en Revista de Derecho, Vol. VIII, 
1997, pp. 123-150. 

114 G. Ruiz-Rico Ruiz, El derecho constitucional al medio ambiente, 33. 
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Latina en los que se encuentran las primeras manifestaciones de protección a los 

recursos naturales. 

1.2.3.1 Constitucionalización en algunos países de América Latina 

Las primeras manifestaciones de protección a los recursos naturales datan de 

fechas anteriores a las Declaraciones Internacionales de los años setenta, es el caso de 

países como México, Costa Rica y Bolivia donde los textos constitucionales preveían 

algunas disposiciones que regulaban ciertos elementos del entorno, posteriormente, a 

la década de los setenta, éstas cartas constitucionales fueron sometidas a reformas 

parciales en las que se introducen los principios trazados en las Declaraciones de 

Estocolmo y Río. 

Como precedente importante, se aprecia en el artículo 27 de la Constitución 

Mexicana de 1917 una regulación algo detallada sobre la preservación del ambiente. 

Dada la importancia de este artículo, en cuanto antecede a los instrumentos 

internacionales que regulan el tema, conviene transcribir su contenido para 

dimensionar el avance que esta carta fundacional contenía en lo relativo al manejo de 

los recursos naturales: 

" .. .La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad 

privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en 

beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 

apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza 

pública, cuidar de su conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y 

el de su conservación, y el mejoramiento de las condiciones de vida de la 

población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias 

para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas previsiones, 
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usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras 

públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y 

crecimiento de los centros de población; para preservar V restaurar el 

equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los latifundios; para disponer 

en los términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación 

colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la pequeí1a 

propiedad agrícola en explotación; para la creación de nuevos centros de 

población agrícola con tierras yaguas que les sea indispensables; para el 

fomento de la agricultura y para evitar la destrucción de los elementos 

naturales y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la 

sociedadIl5 
" (Se subraya parte del texto para resaltar su importancia) 

Es significativo que desde 1917 en América Latina, exista una manifestación 

constitucional precursora que prevé el uso racional de los elementos naturales, esto 

demuestra la sensibilidad de los pueblos Latinoamericanos por el respeto a los 

recursos ambientales, sensibilidad que deviene de la cosmovisión de sus propios 

antepasados. La regulación mexicana de 1917, entre otras, deja sin sustento el 

argumento que intenta justificar que la omisión de la protección ambiental en otras 

constituciones, anteriores al período de la segunda postguerra, obedecían a las 

limitaciones del catálogo de derechos sociales y culturales y a la poca sensibilidad que 

se mostraba en aquel tiempo por los recursos naturales y el ambiente en general. 

Así, es oportuno señalar, a modo de precedente, que la Constitución de Costa 

Rica de 1949, aunque en forma más limitada, consagraba en su artículo 6 la 

jurisdicción especial del Estado sobre los mares adyacentes a su territorio con el fin de 

lI S Universidad de Geortawn, Political Databese of the Americas, Geortawn University. Alojado en 
http//pdba.georgetown.edu. 

http:http//pdba.georgetown.edu
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" .. .proteger, conservar y explotar con exclusividad todos los recursos y riquezas 

naturales existentes en las aguas, el suelo y el subsuelo de esas zonas ". 

Igualmente, ya en las constituciones de Honduras de 1957 y de Ecuador de 

1967 se había previsto, desde entonces, la defensa y la conservación de los recursos 

naturales, limitando su uso y goce al interés social y a las necesidades de la economía 

nacional. En este mismo orden, la Constitución de Bolivia de 1967 en el artículo 170 

señaló el deber del Estado de regular el régimen de explotación de los recursos 

naturales renovables precautelando su conservación e incremento; y condicionó el 

fomento de los planes de colonización a la racional distribución y mejor explotación 

de los recursos naturales. Además, el artículo 133 reconoció que el régimen 

económico debería propender por el desarrollo del país mediante la defensa y 

aprovechamiento de los recursos naturales y humanos. Bajo esta misma orientación la 

Constitución de Paraguay de 1967 en su artículo 132 preveía la obligación del Estado 

de preservar la riqueza forestal del país y de los demás recursos naturales renovables. 

Es de notar que en estos marcos constitucionales pese a la explícita obligación 

del Estado en el manejo racional de los recursos naturales no se preveía el derecho 

que, en la actualidad, le asiste a la persona de vivir y desarrollarse en un ambiente que, 

dependiendo los calificativos, podría ser sano, saludable o equilibrado. 

Con las modificaciones introducidas en las constituciones de México, Costa 

Rica y Bolivia, en las fechas señaladas en la Tabla I infra, la protección al medio 

ambiente se adecua a los principios consagrados en las Declaraciones Internacionales 

ya los tiempos actuales logrando un reforzamiento mayor. 
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Tabla 1. Constituciones Latinoamericanas dictadas antes de 1972 

País Constitución 
M odiflcación 
Introducida 

México 
-­

1917 1998 (Art. 27 Y 25) 
2000 (Art. 4) 

Costa Rica 1949 
2001 
1996 (Art.46) 

Bolivia 1967 
1994 (Art. 170 Y 171) 
2009 (Art. 33 Y 34) 

Fuente: Elaboración Propia con datos de Constiruciones Latianoamericanas 

La Constitución de México de 1917 en 1998 adicionó al artículo 27, 

anterionnente citado, el dominio directo que tiene la nación sobre los recursos 

naturales renovables y no renovables que hacen parte del territorio, efectuando una 

enumeración exhaustiva de los mismos; y en el artículo 25 sujetó las actividades 

económicas, al uso de los recursos cuidando el "medio ambiente". Más adelante, con 

la modificación introducida en el 2000 se incluye en el Capítulo I, de las Garantías 

Individuales, el artículo 4 que consagró, junto con otros derechos, el derecho que tiene 

toda persona a un "medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar". 

Por su parte la Constitución de Costa Rica en la modificación 1996 de manera 

puntual en artículo 46 establece el derecho que tienen los consumidores y usuarios a la 

protección de su salud y ambiente, entre otros, y el deber del Estado en la consecución 

de la defensa de sus derechos. En la modificación realizada en el 2001 el artículo 50 

estipuló, en el Título V de Derechos y Garantías Sociales, el derecho que tiene toda 

persona a un "ambiente sano y ecológicamente equilibrado", legitimándola para 

denunciar los actos que lleguen a infringir tal derecho y reclamar el daño causado; así 

mismo, se asigna al Estado la garantía, defensa y preservación del "derecho al 

ambiente sano y ecológicamente equilibrado ", confiriendo a la ley la determinación 

de las responsabilidades y las sanciones correspondientes. 
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En la Constitución de Bolivia con la reforma acogida en 1994 se incorporan 

dos artículos el 170, mediante el cual el Estado regulará el régimen de explotación de 

los recursos naturales renovables precautelando su conservación e incremento, y el 

artículo 171 que garantiza el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales a los pueblos indígenas que habitan el territorio nacional. En estos dos 

articulados se introduce la idea del "aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales", acogiendo los lineamientos de las Declaraciones de Estocolmo y Río. Es 

conveniente resaltar el contenido que sobre el tema ambiental trae la nueva 

Constitución de Bolivia de 2009; en ella, se consagra en el Capítulo V de los Derechos 

Sociales y Económicos una Sección específica para el derecho al medio ambiente. 

Así, el artículo 33 establece que el ejercicio del derecho que tiene toda persona a un 

medio ambiente saludable, protegido y equilibrado debe permitir a los individuos y a 

los colectivos presentes y futuros, e incluso a otros seres vivos, su normal y 

permanente desarrollo. Además, en el artículo 34 se prevé que cualquier persona 

pueda a título individual o colectivo ejercer acciones legales de protección a este 

derecho, sin impedir que las instituciones públicas actúen de oficio para lograr el 

respeto del mismo. 

En una época más reciente, que va, desde 1972 a 1999, 16 de los 20 países que 

componen América Latina se han dado nuevas constituciones a través de las cuales se 

incorpora un número importante de disposiciones dedicadas a la preocupación por el 

ambiente. Doce de las constituciones de la Tabla 2 fueron promulgadas entre 1972 y 

1992; es decir, entre el período que va desde la Conferencia de Estocolmo y la 

Conferencia de Río. En el caso de las Constituciones de Cuba y Panamá los principios 

ambientales ya reconocidos constitucionalmente fueron profundizados. 
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A continuación, se presenta mediante la formulación de un análisis 

descriptivo-analítico la configuración que tiene el derecho al ambiente en los textos 

constitucionales que se encuentran relacionados en la Tabla 2 con el fin de hallar, 

mediante un método explicativo, los rasgos diferenciales de la recepción que se da a 

este derecho. En este análisis se exceptúa el texto constitucional de Colombia que será 

objeto de estudio en el Capítulo II del presente trabajo . 

Para elaborar la Tabla 2 se tuvo en cuenta la información de 16 países 

latinoamericanos que adoptaron sus nuevos marcos constitucionales a partir de 1972, 

y que posteriormente sufrieron modificaciones parciales que afectaron en cierto grado 

los artículos dedicados al ambiente sano, bien sea ajustando, complementado o 

llenando de contenido su regulación. Así mismo, en este ejercicio se incluyen las 

constituciones que fueron totalmente sustituidas y que se encuentran vigentes en la 

actualidad. 

Tabla 2. Constituciones Latinoamericanas a partir de 1972. Modificaciones y Sustituciones 
hasta 2008 

País Constitución Modificaciones Sustituida 

Panamá 1972 1978 - 2004 

Cuba 1976 1992-2002 (Art. 11) 

Perú 1979 1995 - 2005 1993 (Art. 66 - 99) 

Ecuador 1978 
1998 

2008 (Art. 14 Y 15) / (Art. 395 - 415) 

Chile 1980 1989 - 2005 

Honduras 1982 1984 - 2005 

Salvador 1983 1993 -2003 

Guatemala 1985 1993 
-­ - - - -
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Continuación 

Sustituida 
País Constitución Modificaciones 

Haití 1987 

Nicaragua 1993-20071987 

Brasil 1996 - 20051988 

Colombia 1991 1993 - 2005 

Paraguay 1992 

Argentina 1994 

Rep. Dominicana 1994 2002 

Venezuela 1999 
--- -1- - ­

Fuente: Elaboración Propia con datos de Constituciones Latianoamericanas 

Para facilitar el análisis se identifican 6 criterios explicativos que contienen los 

rasgos diferenciales a través de los cuales se demostrará la forma como se realiza la 

recepción del derecho al ambiente sano en los textos constitucionales de 

Latinoamérica. 

a. El primer criterio explicativo se refiere a la diversidad de métodos de 

recepción que tiene el derecho al ambiente sano . Por un lado, se le asigna un carácter 

de derecho subjetivo o colectivo, cuyo titular no solamente es el ciudadano ­

individualmente considerado- sino también la colectividad, o se le atribuye 

simultáneamente el carácter fundamental y colectivo. En el primer caso, esto es, 

asignarle a este derecho un carácter subjetivo o colectivo la Constitución Política de 

Chile de 1980 consagra el derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación con 

un doble carácter: de derecho subjetivo público y derecho colectivo público; esto 

implica, en el primer caso que su ejercicio corresponde a todas las personas, debiendo 

ser protegido y amparado por la autoridad mediante los recursos ordinarios y el 
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recurso de protección como se infiere del artículo 20. En el segundo caso, protege y 

ampara derechos sociales que interesan a toda la comunidad. Además, el constituyente 

otorgó al mandato constitucional de "vivir en un ambiente libre de contaminación" un 

valor de primacía frente a otros derechos o libertades que pueden ser limitados, entre 

los que se destaca la actividad económica y el derecho de propiedad, entre otros 11 6
• 

La actual Constitución del Paraguay de 1992 comprende un conjunto de 

disposiciones de naturaleza ambiental. En principio prescribe en el artículo 7 del 

Capítulo 1 de la Vida y del Ambiente, el derecho que tiene toda persona a habitar en 

un "ambiente saludable y ecológicamente equilibrado" . Además, se constituye como 

objetivo prioritario de interés social la preservación, conservación, recomposición y el 

mejoramiento del ambiente; acciones que deben orientar la legislación y la política 

gubernamental. Para la vigencia y efectividad de las normas de protección al 

"ambiente" , el artículo 38 de manera puntual regula el derecho a la defensa de los 

intereses difusos. Así mismo, se reconoce el derecho tanto individual como colectivo 

de reclamar a las autoridades públicas medidas para la defensa del "ambiente y la 

integridad del hábitat", este mandato se complementa con lo contenido en el artículo 

268 a través del cual es deber del Ministerio Público velar por el respeto de los 

derechos y las garantías constitucionales y promover la acción penal pública para 

defender el ambiente y otros intereses difusos. 

Por su parte, la Constitución de Venezuela dentro del Título III De los 

Deberes, Derechos Humanos y Garantías, ha dedicado el Capítulo IX para regular lo 

que ha denominado como "derechos ambientales" , así, el artículo 127 consagra que 

toda persona tiene derecho individual y colectivamente a disfrutar de una vida y de un 

ambiente seguro, sano y ecológicamente equilibrado, 10 que supone una íntima 

116 José Antonio RamÍrez Arrayas, "Derecho ambiental en Chile: Principales elementos de la 
institucionalidad e interpretación jurisdicciona l de la evaluación ambiental" en G. Ruiz - Rico Ruiz, 
comp. , Derecho Comparado del medio ambiente ... , 20 l. 
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relación de este derecho con otros de rango fundamental como el derecho a la vida y a 

la salud. 

b. El segundo criterio explicativo, es el reconocimiento reforzado que tiene el 

ambiente en sus dos dimensiones como derecho y como obligación cuyos 

destinatarios son, a la vez, el Estado y las personas en general o los ciudadanos de 

manera puntual. Puede inferirse una manifestación dual con relación a la titularidad 

activa y pasiva, por cuanto, en la mayoría de ocasiones el sujeto titular del derecho 

resulta igualmente destinatario de unas obligaciones que suponen, entre otras, el deber 

de respetar el ambiente. En tal sentido, el reconocimiento formal del derecho al 

ambiente no vincula sólo la esfera jurídica pública, sino, también, compromete 

ámbitos de la libertad privada del sujeto. 

La Constitución Política de la República de Panamá de 1972 incorpora en el 

artículo 110 el deber fundamental que tiene el Estado de velar por la conservación de 

las condiciones ecológicas, previniendo la contaminación del ambiente y el 

desequilibrio de los ecosistemas. Por medio de los actos reformatorios de 1978 y 1983 

se presenta un avance importante al reconocer en el Título III de Derechos 

Individuales y Sociales, Capítulo 7 del Régimen Económico, varios artículos que de 

manera explícita regulan el ambiente. Así, el artículo 114 señala como deber 

fundamental del Estado garantizar que la población viva en un ambiente sano y libre 

de contaminación en donde el aire, el agua y los alimentos satisfagan los 

requerimientos para el desarrollo adecuado de la vida humana. Igualmente, en el 

artículo 115 se asigna tanto al Estado como a todos los habitantes del territorio 

nacional el deber de propiciar un desarrollo social y económico que prevenga la 

contaminación del ambiente, mantenga el equilibrio ecológico y evite la destrucción 

de los ecosistemas. 
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En cuanto a la reglamentación y fiscalización de las medidas que garanticen la 

utilización de los recursos naturales -fauna terrestre, fluvial y marina, de los bosques, 

tierras y aguas- el artículo 116 asignó al Estado la aplicación de medidas que lleven a 

cabo el manejo racional de éstos recursos para evitar su depredación y asegurar su 

preservación, renovación y permanencia, encomendando a la ley reglamentar el 

aprovechamiento de los recursos naturales no renovables, a fin de evitar que, del 

mismo, se deriven perjuicios sociales, económicos y ambientales. 

La Constitución de Cuba de 1976 con la reforma introducida en 1992 

consagra, en el Capítulo 1 de los Fundamentos Políticos, Sociales y Económicos de! 

Estado, e! artículo 11 literal b. mediante el cual se atribuye al Estado la soberanía que 

ejerce sobre el "medio ambiente y los recursos naturales del país"; Además, se 

establece e! deber que tienen los ciudadanos de proteger los componentes de la 

naturaleza y el uso potencial de la misma 

En la Constitución de Perú de 1979 ya se plasmaba desde el preámbulo la 

preservación de los recursos naturales. El Título III Del régimen económico, en el 

Capítulo lI. De los Recursos Naturales, el artículo 119 le asigna la función al Estado 

de preservar y fomentar el uso racional de los recursos naturales para el desarrollo 

económico. Posteriormente, con la sustitución de esta Constitución por e! nuevo texto 

de 1993 se sigue respetando en términos generales el contenido de protección 

ambiental, aunque con algunas variables interesantes. La primera de ellas, es la 

omisión de éste derecho en e! preámbulo, pero se incluye en el Título 1 De la Persona 

y de la Sociedad, en el Capítulo 1 de los Derechos fundamentales de la persona, el 

artículo 2 numeral 22 donde de manera explícita se reconoce el derecho que tiene toda 

persona a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado para el desarrollo de su vida. 
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En el Texto Constitucional de Guatemala, dentro en el Capítulo 11 de Derechos 

Sociales, el artículo 97 señala la obligación que tiene Estado, las municipalidades y 

los habitantes de propiciar que el desarrollo social y económico mantenga el equilibrio 

ecológico y prevenga la contaminación del ambiente y, se señala además, una especial 

garantía para la utilización racional y el aprovechamiento de la fauna, flora, de la 

tierra y del agua. En los artículos 118 y 119 se asigna al Estado una doble obligación, 

la primera en orientar la economía para la utilización de los recursos naturales y la 

segunda, en adoptar medidas para la conservación, desarrollo y aprovechamiento 

eficiente de dichos recursos 1l7
. 

Por su parte la Constitución de Nicaragua dentro del Título IV De los 

Derechos, Deberes y Garantías del Pueblo Nicaragüense, el Capítulo III referido a los 

Derechos Sociales, artículo 60 consagra el derecho de los Nicaraguenses de habitar en 

un "ambiente saludable", siendo obligación del Estado la preservación, conservación 

y rescate del "medio ambiente" y de los recursos naturales, estos últimos, declarados 

en el artículo 102 como patrimonio nacional; por tanto, va a corresponder al Estado la 

preservación del ambiente y la conservación, desarrollo y explotación racional de los 

mismos. Del contenido del artículo 60 se infiere una limitación en cuanto a los 

destinatarios del derecho pues sólo se menciona a los nacionales; sería más acorde una 

redacción menos restrictiva que permita a "todos", en un amplio sentido, el goce de 

éste derecho 118. 

La Constitución de Venezuela dentro del Título III De los Deberes, Derechos 

Humanos y Garantías, ha dedicado el Capítulo IX para regular lo que ha denominado 

como "derechos ambientales", así, el artículo L27 contempla el derecho al ambiente 

117 Carlos Enrique Mansilla M., "Los temas ambientales en el Tratado de Libre Comercio" , en El 
balance humano del comercio, Centro de investigaciones humanismo y empresa, Universidad del 
Istmo, Guatemala, 2005, p. 203. 

118 Constitución Política de Nicaragua. 
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en sus dos dimensiones: como derecho y como deber, que tiene cada generación en 

proteger y mantener el "ambiente en beneficio de sí misma y del mundo futuro", 

haciendo eco al principio de solidaridad intergeneracional propio de la Conferencia de 

Río. En cuanto a la protección del ambiente, pasa a ser una obligación compartida 

entre el Estado y la sociedad. Dentro del mismo artículo 127 se asigna al Estado la 

labor de proteger ciertos elementos, que en principio harían palte del "ambiente" o 

tendrían una directa relación con éste 119, pero como obligación fundamental debe, 

además, garantizar que la población se desenvuelva en un ambiente libre de 

contaminación, estableciendo una especial protección al aire, el agua, los suelos, las 

costas, el clima, la capa de ozono y las especies vivas. 

La Constitución de Honduras de 1982 120 pese a atribuirle al ambiente tan sólo 

un valor de proteger la salud de las personas, contempla en el artículo 145 la doble 

dimensión del derecho, es decir, por un lado el deber del Estado de conservar un 

"medio ambiente adecuado" para el logro de dicho valor y el deber de todos en la 

promoción y preservación de la salud personal y de la comunidad. 

c. Un tercer criterio explicativo, consiste en elevar a rango constitucional la 

protección del ambiente, bien sea, como principio fundamental o como princIpio 

orientador de políticas sociales o económicas confiriéndole a este derecho un valor o 

carácter programático 121. Así, bajo este criterio se aprecia en la Constitución de 

Panamá en el artículo 110 que las políticas del desarrollo económico y social del país 

deben estar en armonía con el deber fundamental que tiene el Estado de velar por la 

conservación de las condiciones ecológicas . Así mismo, el artículo 115 asigna al 

119Diversidad biológica, genética, los procesos ecológicos, los parques nacionales y monumentos 
naturales y demás áreas de especial importancia ecológica. 


120 Constitución de la República de Honduras. Decreto No. 131 del II de enero de 1982. 

121 Constitución de España. 
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Estado y a los habitantes el deber de propiciar un desarrollo social y económico sin 

que altere el equilibrio ecológico. 

En la Constitución de Perú al Estado se le asigna la función de preservar y 

fomentar el uso racional de los recursos naturales, ello con el objetivo, lograr el 

desarrollo económico tal como se desprende del artículo 119. Así mismo, en el texto 

constitucional del Salvador se prevé que para garantizar el desarrollo sostenible el 

Estado tiene la obligación de proteger los recursos naturales y la diversidad e 

integridad del ambiente. En Nicaragua, con la reforma introducida en el 2000 al texto 

constitucional de 1987 se incluyó en el artículo 8 que para alcanzar un desarrollo 

económico en forma equitativa y sostenible el Estado se compromete a tutelar la 

preservación del "medio ambiente" y los "recursos naturales". 

Por su parte la Constitución del Paraguay de 1992 en el artículo 7 del Capítulo 

1 de la Vida y del Ambiente, se constituye como objetivo prioritario de interés social 

la preservación, conservación, recomposición y el mejoramiento del ambiente con el 

fin de orientar la legislación y la política gubernamental. 

De lo antes expuesto es notorio que para los Estados existe la necesidad de 

establecer nexos entre el ambiente y el desarrollo con el fin de formular políticas 

coherentes que permitan encontrar una armonía entre la protección de los ecosistemas 

y el incremento del capital, el mejoramiento en la calidad de vida y, por ende, el 

bienestar general. 

d. Un cuarto criterio explicativo se encuentra en la consagración, en ciertos 

ordenamientos constitucionales de una específica disciplina ambiental, es decir, la 

existencia de secciones o, incluso, de capítulos enteros dedicados a regular de manera 

rigurosa este tema. En la tabla 3 que se presenta a continuación se demuestra de 

manera explícita la inclusión detallada del derecho al ambiente sano; precisamente la 
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Constitución del Ecuador dedica numerosos apartados con relación a regular 

puntualmente los componentes del entorno como la biodiversidad, el patrimonio 

natural y ecosistemas, los recursos naturales, el agua, el suelo, la biosfera, ecología 

urbana y energías alternativas. 

Tabla 3. Constituciones Latinoamericanas que dedican Secciones o Capítulos al Medio 

Ambiente 


País 
Secciones ó Capítulos dedicados al Medio 

Ambiente 

Perú, Constitución de 1993 
Título 1II. Del Régimen Económico, Capítulo 1I. 
Del Ambiente ~ los Recursos Naturales. 

Venezuela, Constitución 
1999 

Título IJI. De los Derechos Humanos y Garantías, y 
de los Deberes, Capítulo IX. De los Derechos 
Ambientales. 

Brasil, Constitución 1998 Titulo VIII. Del Orden Social, Capítulo VI. Del 
con reformas a 2005 Medio Ambiente. 

Título Il. Derechos, Capítulo Segundo. Derechos 
del Buen Vivir, Sección Segunda Ambiente Sano. 

Titulo VII. Régimen del Buen Vivir, Capítulo 

Ecuador, Constitución 
Segundo Biodiversidad y Recursos Naturales. 

2008 
Esta Constitución regula de manera profusa cada 
uno de los componentes del entorno, desde 
biodiversidad, el patrimonio natural y ecosistemas, 
los recursos naturales, el agua, el suelo, la biosfera, 
ecología urbana y energías alternativas. 
Título 11. De los Derechos, Deberes y de las 

Paraguay, Constitución Garantías, Capítulo 1. De la Vida y del Ambiente, 
1992 Sección 1I del Ambiente. 

Fuente Elaboración Propia con datos de Constituciones Latianoamericanas 

e. El quinto criterio explicativo consiste en la confluencia entre los principios 

culturales y la protección al ambiente; en ocasiones, se funden estos dos principios en 

un mismo apartado, conformando un sólo bien jurídico constitucional. En otros casos, 

se produce una clara asociación constitucional entre la defensa de los bienes culturales 

y una específica y puntual defensa al ambiente. De esta manera, surgen dos corrientes 

la primera, otorga un carácter omnicomprensivo a la noción constitucional de 

ambiente que abarca expresiones históricas, naturales, y culturales que confonnan la 
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identidad de una comunidad l22 , una confluencia que resulta problemática al momento 

de determinar con precisión el objeto de protección dada la amplitud del mismo. 

La segunda corriente, busca una autonomía conceptual del ambiente con 

relación a la difusa noción constitucional de cultura. En este orden de ideas, puede 

notarse en la Constitución de Argentina que la reforma constitucional de 1994 

introduce en el Capítulo Segundo denominado "Nuevos Derechos y Garantías" un 

nuevo valor al apartado dogmático de la Constitución Nacional. ASÍ, el artículo 41 

reconoce que todos los habitantes gozan del derecho a un "ambiente sano, 

equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas 

satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las generaciones futuras y el 

deber de preservarlo". En tanto que las autoridades proveerán a la protección del 

"ambiente sano y equilibrado", a la utilización racional de los recursos naturales y a la 

preservación tanto del patrimonio natural y cultural, la diversidad biológica, la 

información y educación ambiental. Bajo este criterio se enmarcan las constituciones 

europeas que más adelante serán objeto de análisis. 

f. Un sexto criterio explicativo está dado por la concreción de ciertas 

problemáticas de la realidad ambiental que son propias de cada sociedad; es por ello, 

que surgen protecciones especiales a determinadas actividades como, por ejemplo, la 

regulación a la diversidad biológica 123, la extracción o manejo de ciertos recursos 

naturales no renovables 12\ a la protección de áreas de sensibilidad ecológica, y la 

declaración de "interés del Estado", "necesidad pública" o "urgencia nacional e 

interés social" en el manejo de ciertos recursos renovables como no renovables. Se 

enmarca dentro de este criterio la Constitución del Paraguay de 1992, en el artículo 8 

en lo referente a la protección de los componentes del " medio ambiente" se prevé la 


122 G. Ruiz -Rico Ruiz, El derecho constitucional al medio ambiente, 45. 

123 Constituciones de Brasil, Ecuador, Paraguay, Perú, Costa Rica. 

124 Constituciones de Guatemala, Nicaragua, Paraguay, Venezuela, Honduras, México y Venezuela . 
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orotecclOn puntual a los recursos genéticos, precautelando siempre los la 

nación. Igualmente se la prohibición la l"i;1l"IVll, 

comercialización, posesión o el uso armas nucleares, químicas y biológicas, y la 

introducción tóxicos. Por último esta Constitución, dentro normas 

que reconocen y el derecho los pueblos en la y 

desarrollo su identidad étnica, en el artículo 66 establece la obligación del ~~la.UV 

de atender a la los pueblos contra la '-'\.!<'''.dVU de su hábitat y 

la contaminación ambiental 125 • 

La Constitución Cubana coherente con su consagra en el 

artículo 11 la soberanía que sobre el medio y recursos 

del país; de esta definición se desprende que medio ambiente no es sólo recursos 

quedando la inclusión la como otro 

parte del ambiente. A su turno, la Constitución conforme a la importancia de 

zonas por su valor biodiverso reconoce un régimen protección al 

desarrollo de la Amazonía y le atribuye la obligación al el 

el desarrollo sostenible del y ae promover la conservación de la diversidad 

a traves del artículo biológica y de las 

de Honduras con sus reformas hasta el 2005, declara 

de utilidad y pública, la explotación racional recursos naturales 

con el interés social. Sólo de manera puntual la norma constitucional se 

a la conservación los bosques y la reforestación como conveniencia nacional 

e público. llamativo este concebido en fechas 

y por de Río, una regulación menosConferencia 

125 Raúl Brafíes, "Informe sobre el desarrollo del derecho ambiental latinoamericano y su aplicación 
UC."¡)IJ"" de diez afios de la Conferencia de las Naciones Unidas para el Medío en 

de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente Oficina Regional para 
América Latina y el Caribe (ORP AL) 2001, p. 48. 

a la 
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detallada frente a lo que se presenta en otras Cartas Fundamentales; pese a ello, el 

decreto legislativo 104/93 o Ley general del ambiente contiene una detallada 

regulación a través de la cual se reitera que la protección, conservación, restauración y 

manejo sostenible del ambiente y los recursos, son de utilidad pública y de interés 

social; en consonancia a estos intereses se fundamenta toda acción de defensa del 

ambiente, en cabeza del Estado y, a través, de las instancias técnico administrativas y 

judiciales 126
. 

La Constitución de Guatemala en los artículos 125 al 128 consagra una 

explícita regulación en áreas como los recursos naturales no renovables, la 

conservación de los bosques, de los recursos forestales e hídricos, a los que se le 

asigna un valor de "urgencia nacional" y de "interés social". La Constitución de 

Brasil en el artículo 13 numeral 1 consagra una protección especial a los municipios 

ricos en zonas biodiversas y que están siendo arrasados por la explotación irracional 

de sus recursos. 

En Argentina la reforma constitucional de 1994 al igual, como acontece en 

otras constituciones, contempla en el artículo 41 la prohibición expresa del ingreso al 

territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos, 

esto con el fin de controlar el acceso de sustancias que provengan de otros territorios y 

que resulten altamente contaminantes. Como un aspecto novedoso y prometedor, la 

Constitución de Ecuador de 2008 reconoce el agua como patrimonio nacional 

estratégico y como elemento vital para la vida de la naturaleza y para la existencia de 

los seres humanos. 

126 	 VV AA. "Intorme del Estado y Perspectivas del ambiente: Geohunduras 2005", Secretaría de 
Recursos Naturales y del ambiente, Programa de las naciones unidad para el medio ambiente 
Pnuma , Tegucigalpa, 2005. 
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1.2.3.2 Constitucionalización en algunos países de Europa 

En el derecho constitucional europeo países como Grecia, España, y Portugal, 

incorporaron en forma explícita el derecho de la persona al "medio ambiente". Así, la 

Constitución de Grecia de 1975, con las modificaciones de 1986 y 2001, estableció en 

el artículo 24 la obligación del Estado de proteger el ambiente natural y cultural, 

atribuyéndole al mismo la obligación de adoptar medidas para tales objetivos. Este 

articulado está estructurado básicamente en 6 numerales que contienen regulaciones 

específicas sobre temas como: la protección a los espacios forestales, la ordenación 

del territorio, el desarrollo, el urbanismo y la extensión de las ciudades y las regiones 

urbanizables. En este mismo artículo se establece que el Estado Griego deberá 

proteger los monumentos y los lugares históricos y sus elementos; de esta manera, se 

observa una estrecha relación entre el patrimonio cultural o histórico y el ambiente. 

Por su parte el marco constitucional de Portugal de 1976 en el artículo 66 

numeral 1 se reconoce que todos tienen derecho a un "ambiente humano de vida, 

saludable y ecológicamente equilibrado" y simultáneamente el deber de defenderlos. 

Contrariamente a la constitución Griega, el ambiente humano de vida, saludable y 

ecológicamente equilibrado recibe el status de bien jurídico autónomo respecto de 

otras bienes jurídicos como la salud 127. Sin embargo, el literal 2 del citado precepto 

constitucional consagra una serie de técnicas para proteger el ambiente entre las que 

se encuentra: prevenir y controlar la contaminación (poluicao) y sus efectos y las 

formas perjudiciales de erosión; la ordenación del espacio territorial de forma tal que 

resulten paisajes biológicamente equilibrados; la creación y desarrollo de reservas y 

parques naturales y de recreo, así como clasificar y proteger paisajes y lugares, de tal 

modo que se garantice la conservación de la naturaleza y la preservación de valores 

127 Se ha dado en denominar "mención sustantiva del medio ambiente" cuando en una única normativa 
se recogen todas las normas relativas al medio ambiente. 
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culturales de interés histórico o artístico; y, promover el aprovechamiento racional de 

los recursos naturales, salvaguardando su capacidad de renovación y la estabilidad 

ecológica. 

Tanto para la Constitución de Grecia y Portugal, se aplica el quinto criterio 

explicativo que consiste en la confluencia entre los principios culturales y la 

protección al ambiente, utilizado anteriormente para el análisis de las constituciones 

latinoamericanas. 

Con relación al régimen constitucional español de 1978, el derecho a un 

"medio ambiente adecuado" no es considerado como un derecho fundamental en 

estricto sentido. Este derecho se encuentra consagrado en el artículo 45 del Título 1. 

del Capítulo III dedicado a los principios rectores de la política social yeconómica J28 
. 

Dada la ubicación del derecho al ambiente en el texto constitucional, se advierte que 

el "medio ambiente adecuado" no hace parte de los derechos enumerados en la 

Sección 1 del Capítulo lI. De los Derechos Fundamentales y de las Libertades Públicas 

que tienen a su favor la garantía del amparo constitucional 129, sin embargo, hay 

autores que argumentan el carácter de derecho subjetivo que deviene del "medio 

ambiente adecuado" 130 . 

En el segundo apartado del citado artículo se prevé que para la defensa y la 

restauración del "medio ambiente adecuado" se requiere el apoyo indispensable de la 

solidaridad colectiva; esta correlatividad entre derechos y deberes acentúa la 

responsabilidad del colectivo; y trae como elemento de reflexión la cuestión de la 

dimensión comunicativa o social de la vida de los individuos 131. En otras palabras, la 

128 Como principio rector requiere para su desarrollo de la intennediación del legislador. 
129 Varios autores niegan que el derecho a disfrutar de un "medio ambienle adecuado" sea un derecho 

fundamental. Martín Mateo, Tralado de Derecho Ambienlal, Editorial Trivunm, Madrid, 1991, p. 
30. Javier Domper Ferrando, El medio ambienle y la inlervención adminislraliva en las aclividades 
clasificadas, Prensas Universitarias de Zaragoza y Ed. Civitas, Madrid, 1992. 

13 0 Demetrio Loperena Rota, El derecho ambiental adecuado, Civitas, Madrid, 1996, p. 49. 
131 Jesús González Amuchastegui, "Notas para la elaboración de un concepto de solidaridad como 
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comunicación entre individuos que asumen su condición de miembros activos de la 

sociedad y que sin renunciar a su individualidad, ni menoscabar el derecho a la 

diferencia, aceptan la subsistencia de responsabilidades y deberes positivos para con la 

comunidad que emanan del reconocimiento de la solidaridad social y de su imposición 

jurídica132. 

Si bien, conforme se desprende del Artículo 149 el Estado Español tiene 

competencia exclusiva en materias 133 que hacen parte del "medio ambiente 

adecuado ", existen competencias atribuidas a las Comunidades Autónomas para que 

potestativamente regulen, de igual manera, asuntos en materia ambiental o en sectores 

específicos que lo conforman134 tal como reza el artículo 148 de la CE. 

El desarrollo y manejo de los elementos o recursos del medio ambiente 

adecuado van a ser objeto de una atención sectorizada, y en este manejo no puede 

pasarse por alto el enorme peso de la historia española conforme lo expone MARTIN­

RETORTILLO BAQUER135
. Y, aunque el citado autor trata de justificar el manejo 

sectorizado que ha tenido el "medio ambiente adecuado" por causa, entre otras, de la 

misma estructura competencial existente en España, dicho argumento tendrá que 

superarse en términos generales. 

principio político" citado por Ernesto Vidal Gil, Los derechos de la solidaridad en el ordenamiento 
jurídico español, Tirallt lo Blanch, Valencia, 2002, p. 136. 

132 E. Vidal Gil, Los derechos de la solidaridad... , 136. 
133 Bases y coordinación general de la sanidad; pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en 

la ordenación del sector se atribuyan a las comunidades autónomas; la legislación ordenación y 
concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una 
Comunidad Autónoma; legislación básica de protección del medio ambiente, sin perjuicio de las 
facultades de las Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La 
legislación básica sobre montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias; bases del régimen 
minero y energético; defensa del patrimonio cultural y artístico. 

134 Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda; agricultura y ganadería; montes y 
aprovechamientos forestales; gestión en materia de protección al medio ambiente; proyectos, 
construcción y explotación de los aprovechamientos hidrául icos, canales y regadíos de interés de la 
Comunidad Autonómica; las aguas minerales y termales; la pesca en aguas interiores, el marisqueo, 
y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial; sanidad e higiene . 

135 Lorenzo, Martín-Retortillo Baguer, "Administración local y medio ambiente" en José Esteve Pardo, 
comp., Derecho del Medio A mbienle y A dminislración Local, p. 34. 
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Pese a existir una serie de competencias en el tema del manejo ambiental, 

especialmente de los recursos naturales, a cargo de las Comunidades Autónomas o 

Departamentos o Estados --entre otras formas de organización territorial- el Estado no 

puede vaciar la mayor parte de sus competencias, en materia ambiental a favor de los 

entes territoriales, pues cada uno de éstos por el mismo precepto constitucional, limita 

el campo de actuación a su base territorial y por ende busca en la administración de 

los recursos naturales el bienestar de su comunidad o territorio; en ocasiones, 

desvalorizando o desconociendo los intereses de otras bases territoriales. El ambiente, 

en lo que atañe a los recursos naturales, no se puede dividir, de acuerdo a las 

voluntades político-administrativa; por el contrario, su división deberá responder a un 

plan de ordenamiento ambiental coherente. Pues la naturaleza en su dinámica, fluye, 

se expande y no obedece a los límites artificiales dados por el hombre; su 

administración y manejo solo es posible si existe un dialogo coordinado entre el 

Estado y las entidades autonómicas o descentralizadas y en consideración a los 

intereses del medio, lo que lógicamente influirá en el bienestar de todos. 

Analizado los criterios explicativos y las variables que siguen el desarrollo de 

asimilación que ha tenido la constitucionalización del derecho al ambiente sano en 

algunos países de América Latina y Europa se concluye que si bien en algunos textos 

constitucionales no existe consagrada la protección del ambiente, ello no ha impedido 

para que, de manera creativa, se deduzca su existencia de otros derechos o principios 

constitucionales. Esta misma creatividad ha permitido que los Altos Tribunales 

jueguen un papel importante para lograr a través de sus sentencias la protección 

ambiental. 

Tampoco se puede desconocer que la constitucionalización de la protección 

ambiental es relevante, sin embargo, ello no implica que sólo su consagración asegure 
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la protección al ambiente; por el contrario, además de ello, debe existir una cultura de 

protección al ambiente o lo que BORRERO denomina cultura legal que es la 

equivalencia entre los propósitos de la nonna, entre lo que la nonna consagra, y las 

ejecutorias de la sociedad en su conjunto, así como, también, la implantación de la 

justicia constitucional para la protección del derecho al ambiente, es decir, que cuando 

el ciudadano sienta que su derecho constitucional está siendo amenazado o fue 

conculcado, cuente con los medios expeditos para que esa vulneración cese, se 

interrumpa o se indemnice 136
. 

Como se puso de relieve en alguno de los criterios explicativos, la existencia de 

una detallada regulación constitucional del ambiente sano lleva a preguntar si ¿resulta 

conveniente para la protección del derecho al ambiente sano una regulación detallada 

o profusa en el texto constitucional? Para dar respuesta a éste interrogante habrá que 

considerar y particularizar sobre cuál es el contexto en el que se pretende regular el 

derecho al ambiente y la existencia de mecanismos idóneos para su defensa. No se 

puede hablar de la misma situación socioeconómica ni la percepción o sensibilidad y 

protección que hacia el medio tienen los países del continente latinoamericano frente 

al europeo o, mejor aún, si estamos ante la regulación constitucional de países 

denominados desarrollados o en vías de desarrollado porque estas disparidades pueden 

influir en la regulación y defensa del derecho al ambiente sano. 

En el caso de los países en vías de desarrollo la existencia de una regulación 

detallada es pertinente y, además, se explica por varios motivos. Primero porque 

refleja el grado de interés de ciertas comunidades (indígenas-campesinos-negritudes) 

existentes en Latinoamérica que han jugado un papel importante en la protección del 

ambiente. Este grado de sensibilización, responde a la cosmovisión de respeto por la 

"madre naturaleza" propia de las comunidades ancestrales que, desde ciertos ámbitos, 

136 J. Borrero, "Los derechos ambientales: una visión desde el sur" . ", 59, 
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influyeron para la consagración del ambiente sano como derecho en los textos 

constitucionales. 

Segundo, porque existen numerosos recursos ambientales sensibles que han 

sido degradados como consecuencia de la sobreexplotación ejercida por la presión 

consumista de países desarrollados 137, cuya demanda de materias primas ha 

ocasionado la expoliación de dichos recursos; ya en su momento INDIRA GANDHI 

advertía, en la Conferencia de Estocolmo, la depredación que durante siglos ha sufrido 

el ambiente en los países del tercer mundo por causa de la expoliación de sus recursos 

y por las actividades productivas, que sin control ni precaución, adelantan desde 

tiempo atrás los países del primer mundo 138. Esto explica y justifica que ciertos 

componentes ambientales reciban una protección especial o se establezcan 

regulaciones específicas como se presenta en la Constitución de Brasil y la protección 

al Mato Grossense zona rica en biodiversidad pero expuesta a la explotación de 

empresas multinacionales. Sumado a lo anterior, es conveniente la profusa regulación 

del tema ambiental y las garantías para su protección, en consideración a las demandas 

para dar soluciones a diversos problemas que aquejan las sociedades más 

desprotegidas; por ello, algunos temas puntuales como el saneamiento ambiental o el 

régimen de licencias ambientales se incluyen en algunos textos constitucionales para 

reforzar su protección. 

Es de notar, igualmente, en las Constituciones de América Latina una 

tendencia a la conformación de todo un orden cultural - ambiental que se traduce en la 

137 	 Si las personas consumen recursos como lo están haciendo hoy, para el 2050 la humanidad 
necesitaría dos planetas Tierras para abastecer sus necesidades básicas. "China, el país más poblado 
del mundo, está en la mitad de los países que más consumen, pero podría aumentar 
significativamente. ¿Qué sucedería cuando los chinos estén al nivel de Estados Unidos?", 
Precisamente E.U. es el segundo que más consume por persona, después de Emiratos Árabes. Si 
bien en los países desarrollados el consumo de bienes se ha incrementado, siguen estando muy por 
debajo de los estándares del promedio mundial 

138 TIEZZI señala cómo "un ciudadano suizo consume lo de cuarenta somalíes" en Enza Tiezzi, 
Tiempos históricos, tiempos biológicos. La tierra o la muerte, el problema de la nueva ecología 
Fondo de Cultura Económica, México, 1990. 
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ampliación del bien jurídico protegido, que en principio tuvo como punto de partida 

los recursos naturales y que ahora se extiende a otros intereses de orden económico, 

social y cultural, entre los cuales se encuentra: el reconocimiento de espacios y 

poblaciones de un singular valor ambiental, así como la limitación del derecho de 

propiedad y el desarrollo productivo, por razones ecológicas o de protección al medio 

ambiente, como se aprecia en las constituciones de Brasil, Perú, Guatemala, 

Venezuela, Chile, Costa Rica y Paraguay. 

Es posible que esta concreción detallada y amplia de la cultura-ambiental se 

deba al cumplimiento de la Agenda 21. En ella se establece dentro de los planes de 

acción encaminados a la protección del ambiente, la inclusión en los textos 

constitucionales de factores adicionales a los componentes naturales, como son: los 

procesos que generan afectación a los recursos naturales, las actividades que se 

realizan a partir de ellos, los elementos dañinos que se integran el ambiente ­

sustancias químicas y desechos-, y las técnicas para lograr la protección del ambiente ­

educación ambiental, conciencia pública-. 

Igualmente la Agenda 21 recomienda que las regulaciones al ambiente deban 

atender los elementos sociales, culturales y económicos de cada país para lograr 

mayor eficacia en su aplicación; lo que implicaría adoptar el bien jurídico a las 

necesidades ecológicas de cada sociedad. Estos factores de cierta manera justifican la 

amplitud con que se aborda el tema del ambiente en las Constituciones de América 

Latina posteriores a 1992, cuya excepción ha sido la Constitución de Colombia que 

siendo anterior a la Conferencia de Rio y por ende a la Agenda 21 ya plasmaba dichos 

postulados. Es posible que la misma evolución del derecho constitucional al ambiente, 

y la sensibilización que se tenga, permita, en el devenir, asimilar sin dificultades el 

carácter omnicompresivo de su noción conceptual. Por ahora, deberá entenderse la 
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completa interconexión de normas cuyo propósito fundamental es la protección 

derecho al ambiente y su estrecha relación con otros valores de contenido universal 

como el desarrollo de la persona, la vida humana y la libertad personal de individuo, 

como ya se ha señalado en la jurisprudencia constitucional 139 
• 

1.3 EL AMBIENTE: ¿DERECHO A QUÉ? 

Una vez vista la importancia que ha tenido la preocupación internacional por 

salvaguardar el ambiente, en cuanto a la sensibilización para proteger los recursos 

naturales, y su incorporación en los textos constitucionales, es necesario problematizar 

teóricamente sobre qué se entiende por protección al ambiente en dichos 

ordenamientos. Esta delimitación resulta compleja por cuanto existen varios 

problemas que subyacen a este derecho como es su misma denominación, la 

indeterminación de su contenido, la falta de unanimidad al momento de definir los 

elementos que lo integran y la dificultad de determinar los destinatarios de la 

regulación ambiental y los mecanismos de protección jurisdiccional. 

En este sentido, cabe orientar el desarrollo de este tema respondiendo los 

interrogantes ¿derecho a qué? ¿A un ambiente adecuado o equilibrado? ¿A unos 

recursos naturales o algo más? ¿A un derecho ambiental de carácter subjetivo o 

colectivo? Es posible que las soluciones a estos cuestionamientos conduzcan a 

delimitar el significado del ambiente para su mejor comprensión o, por el contrario, se 

llegue a la conclusión que intentar una delimitación teórica supondría un obstáculo 

para la inclusión de nuevos elementos materiales que van surgiendo a través del 

tiempo y que se involucran en la noción de ambiente. 

119 Diversos pronunciamientos de la Corte Constitucional de Colombia entre los que se destacan las 
Sentencias T-547, T 002 de 1992 y C 495 de 1996. En el ámbito Europeo la citada Sentencia López 
Ostra. 
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El primer problema a resolver parte del interrogante ¿derecho a qué? ¿a un 

ambiente adecuado, equilibrado o sano? para responder a este interrogante es 

necesano abordar los orígenes de la denominación usual medio ambiente 140y el 

problema que se deriva en cuanto a su construcción. Se argumenta que fue en el 

ámbito de las ciencias sociales donde se le atribuyó al término medio un significado 

más amplio, del que se deriva de su raíz latina. MONTESQUIEU (1689-1755) y 

COMTE (1798-1857) plantearon la idea que el entorno natural era determinante en la 

configuración de los Estados. Para MONTESQUIEU, precursor del determinismo 

geográfico, el entorno era el clima, que explicaba la naturaleza del los hombres y de 

los pueblos. Más adelante, COMTE amplia la teoría del determinismo geográfico; 

para lo cual, recurre a la palabra milieu o medio que comprende, además del clima, 

otros aspectos como: la configuración del territorio y los recursos del mismo, la 

alimentación, y la fertilidad de la tierra. Posteriormente, TAINE (1828-1893) añade al 

medio dos factores como: la raza y el momentum y explica que un mismo pueblo tiene 

comportamientos muy distintos en diferentes momentos de su historia, a pesar de ser 

idénticos el medio y la raza. Estas disertaciones dieron lugar para que, desde las 

ciencias sociales, se anal izara de qué modo el "medio" contribuía a forjar hombres y 

pueblos 141 

En el ámbito de las ciencias naturales se aduce que el término medio ambiente 

fue utilizado por primera vez por los naturistas LAMARCK (1744-1829) SAINT ­

HILARE (1772-1874) al plantear la hipótesis de inducción de vanaclOnes por 

influencia directa del medio ambiente sobre los organismo 142. Actualmente, el 

140 La palabra medio procede del adjetivo latino rnedius, um, con sus derivados medium, i; mediare 
(part. medians, mediantis); medianum; mediatus, immediatus, promediatus. Por su parte, la palabra 
"ambiente" proviene del origen I.atino ambiens-entis; que significa rodear, cercar, entorno; se 
entiende como todo los que nos rodea - las circunstancias físicas y morales-o 

141 Mariano Amal, "Acepción a la palabra ambiente", en Revista electrónica el almanaque, VI 
No.1809, 2004, alojada en la http ://www.elalmanaque.comlJun04/5-6-04.htm. 

142 La hipótesis formulada consistía en demostrar que <das circunstancias influyen sobre la forma y 

http://www.elalmanaque.comlJun04/5-6-04.htm
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Diccionario de la Real Academia Española define la palabra medio como e! 

" ... Conjunto de circunstancias culturales, económicas y sociales en que vive una 

persona o un grupo humano ..." A su vez, el "ambiente" es definido como " ... Las 

condiciones o circunstancias de un lugar que parecen favorables o no para las 

personas, animales o cosas que en él están ... " 

En la literatura jurídica y en varios estudios cuyo objeto de análisis es el tema 

ambiental se ha recalcado e! problema tautológico o pleonasmo, que se deriva de! 

ténnino "medio ambiente"; figura de construcción en la que existe redundancia entre 

ténninos contiguos. En este punto, son varias las posturas que sustentan tal 

afinnación l43 
. Para PEREZ CONEJO " ... medio ambiente son expresiones distintas 

que semánticamente son idénticas: por un lado, medio fisico o entorno y, por otro, 

ambiente. Con lo que se termina hablando de medio (jisico o) ambiente ... ,,144. Esta 

misma percepción la tuvo el Tribunal Constitucional Español cuando advierte la 

redundancia en su construcción gramatical 145.y este problema tautológico o 

cacofónico tiene su origen, en el caso del ordenamiento Español, según lo expone 

SERRANO MORENO 146 desde el Reglamento de Actividades Molestas Nocivas, 

organización de los animales». Para Lamarck el medio hace al organismo modificarse por sí mismo 
para adaptarse a este; es decir, los grandes cambios en las circunstancias (medio ambiente) producen 
en los animales cambios en sus necesidades . Ver Mariano Arnal , "Acepción a la palabra ambiente" 
Revista electrónica el almanaque, VI No.1809. 2004. 

143 " .... La palabra ambiente de largo arraigo castellano no hace tanto que se usaba en el leguaje 
común la formula redundante de -medio Ambiente-, como lo referido al mundo social, lo que el 
hombre cuando sale de sí mismo encuentra a su alrededor. Hoy como fuego por un regato de 
pólvora, se ha extendido su uso para significar en concreto, ya no el mundo social en su conjunto, 
sino lo referente a la naturaleza, a los elementos naturales, precisamente desde la perspectiva de su 
defensa, control y vigilancia, que se intentará realizar mediante la técnica jurídica de incluir en el 
elenco de derechos del ciudadano, el que pasa a constituirse como el "derecho al medio 
ambiente ... ". Ver L. Martin Retortillo Baquer, "Administración Local y Medio Ambiente ... , 24. 

144 Lorenzo Pérez Conejo, La defensa de los intereses ambientales (Estudio especifico de la 
legitimación difusa en el proceso contencioso administrativo), Editorial Lex Nava, Valladolid, 
2002, p. 99. 

145 Tribunal Constitucional Español, sentencia Te. 102/95 "Este es el caso del medio ambiente, que 
gramaticalmente comienza con una redundancia y que, en el lenguaje forense, ha de calificarse 
como un concepto jurídico indeterminado con un talante pluridimensional y por tanto, disciplinar.". 
Ver igualmente Sentencia TC 64/1982. 

14 6 José Luis Serrano Moreno, Ecología y derecho: Principios de derecho ambiental y ecología 
Jurídica, Editorial Comares, Granada, 1992, p. 24. Ver entre otros: José Diez Mateo, "Sanidad, 
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Insalubres y Peligrosas (RAMNIP) aprobado por el Decreto 2414/ 1961, Y podría 

decirse que en Latinoamérica la utilización recurrente se debe a la inclusión del 

término en las Declaraciones Internacionales. Si se analizan las normativas sectoriales 

que datan de los años 70 es frecuente la utilización del término protección a los 

recursos naturales; pero una vez, cuando se entiende que el medio es más que 

recursos naturales, se empieza a utilizar de manera indiscriminada la denominación 

medio ambiente. Pese a las abiertas discrepancias entre si es o no ortodoxo o riguroso 

hablar del ténnino medio ambiente es habitual encontrarlo en algunos textos 

constitucionales 147 Y con más frecuencia en la legislación y en la jurisprudencia. 

Una vez expuestos los posibles antecedentes del concepto medio ambiente y el 

problema cacofónico y tautológico que deviene de su construcción; desde esta parte y 

a lo largo del presente trabajo se utilizará la denominación ambiente sano como 

aparece consagrado en la Constitución Política de Colombia, por ser justamente este 

texto constitucional el punto focal de análisis. No obstante, cuando haya de referirse 

textualmente a otros ordenamientos constitucionales se respetara la denominación 

adoptada en ellos. Hecha esta aclaración, a continuación se ahondará en el significado 

actual de ambiente sano, para luego, exponer los sustentos teóricos desde la doctrina 

jurídica que lo definen tanto de manera amplia como restringida; esto es importante, 

en términos metodológicos, porque de la delimitación previa del objeto analizado será 

mejor la capacidad analítica que se quiera hacer del mismo. 

Ahora bien, el término ambiente en su acepción general significa entorno, es 

decir, todo aquello que rodea o envuelve algo; y "todo" significa lo que no excluye 

nada. Para ALENZA GARCÍA, el aquello, entendido como un sistema, es la realidad 

natural que está conformada por un doble orden de elementos o subsistemas. El 

medio ambiente y normativa legal" , en Revista Electrónica de Información Veterinaria. Alojada en: 
http://www.colvet.es/lnfovetlene99/consejo.htm. 

147 El artículo 45 de la Constitución Española se refiere expresamente al medio ambiente. 

http://www.colvet.es/lnfovetlene99/consejo.htm
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primero, confonnado por los seres vivientes o bióticos; y el segundo, integrado por los 

elementos no vivientes o abióticos como la atmósfera, hidrosfera y litósfera, 

elementos esenciales para la vida. En tanto que, el algo está detenninado por el ser 

humano que se encuentra inmerso en el ambiente o realidad natural 148. 

Confonne a lo anterior, el ambiente debe entenderse como el ámbito donde se 

produce la interrelación entre los elementos bióticos y abióticos. Esta interrelación, 

denominada por algunos como naturaleza sistémica 149, consiste en la dependencia 

recíproca existente entre los organismos vivos y el espacio físico que éstos habitan. Es 

así como los seres vivos requieren el agua, el aire y la tierra para poder vivir. Pero, 

igualmente los seres vivos intervienen o influyen directamente en los elementos 

abióticos del ambiente, generándose de esta forma una completa interrelación. En este 

punto surgen las diversas posiciones doctrinales que definen el ambiente desde un 

sentido amplio o restringido. 

Así, para BRAÑES BALLESTEROS quien respalda la definición amplia del 

ambiente sano, no se pueden dejar por fuera de esta interrelación, elementos 

artificiales como la tecnósfera, la cultura y el patrimonio histórico, aspectos que 

rodean el medio humano y que influyen en él. Acorde con lo anterior, RAMÍREZ 

BASTIDAS expone que el ambiente es el escenario en donde interactúan 

dialécticamente el medio natural, el medio humano y el medio técnico 1so. 

Bajo esta percepción de ambiente que presenta BRAÑES BALLESTEROS y 

RAMIREZ BASTIDAS, vale hacer mención al comentario que presenta SERRANO 

MORENO en ocasión al Segundo Congreso de Derecho Ambiental realizado en la 

Universidad de Granada en 1990, en donde se planteó a manera de conclusión que el 

148 José Francisco Alenza García, Manual de derecho ambiental, Universidad Pública de Navarra, 
Pamplona, 2001, pp .33 Y 34. 

14 9 Ángel Maya, "Estudios de ética y filosofía ambiental", en Cuaderno de Epistemología ambiental IV, 
Universidad Nacional de Colombia-IDEA, Manizales, 1998, p. 16. 

150 Yesid Bastidas Ramírez, El Derecho Ambiental, Editorial Gustavo Ibáñez, Bogotá, 1998, p. 3. 
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ambiente estaba integrado por el "conjunto del medio natural, el medio urbano y el 

medio técnico, o sea el medio global, la biósfera, la tecnósfera y los bienes 

culturales". Frente a esta definición se manifestaron críticas como la de MARTIN 

MATEO para quien el ambiente sólo debe restringirse a ciertos elementos naturales, 

caracterizados como bienes comunes o res nullius, de manera especial, la atmósfera e 

hidrosfera; vehículos básicos de transmisión, soporte y factores esenciales para la 

existencia del hombre sobre la tierra. Para el citado autor, el incluir la tecnósfera o los 

bienes culturales debe darse tan solo si éstos contienen objetivos ambientales o 

técnicas de tutela para el equilibrio de los elementos 151 . En esta línea PEREZ 

CONEJO expone que los recursos naturales incluido el suelo , como elementos del 

ambiente, no deben confundirse con el patrimonio histórico o artístico, o situaciones 

jurídico - subjetivas, como la calidad de vida, que aunque se encuentran relacionadas 

con el ambiente, son bienes distintos ls2
. 

Una posición más radical en cuanto a desligar los elementos de carácter social, 

cultural o histórico del concepto de ambiente es la de JORDAN CAPITAN para quien 

la inclusión de estos factores denota en mayor medida una clara confusión o 

innecesaria mezcolanza que no hace más que contribuir a la deformación del 

concepto, pues dada su amplitud, nada resultaría ajeno al ambiente 153 
. En definitiva, 

para la autora el incluir el patrimonio artístico o arqueológico produce una amalgama 

que se fundamenta en una unidad conceptual nada coherente. No en vano, para esta 

corriente, la mayoría de constituciones se refieren al patrimonio histórico, cultural y 

artístico en preceptos distintos del que corresponde al derecho al ambiente sano: por 

tanto, desde la técnica constitucional resultaría improcedente tratar el ambiente como 

151 J. Serrano Moreno, Ecología y Derecho: principios de derecho ambiental y ecología jurídica, pp. 
25-27. 


152 L. Pérez Conejo, La defensa de los intereses ambientales . . . , 102. 

153 Eva Jordan Capitán, El derecho a un ambiente adecuado, Aranzadi, Navarra, 200 J, p. JI\. 
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un todo 154 pues si bien existen derechos diferenciados en los textos constitucionales 

éstos deben ser respetados en cuanto a su esencia. Bajo un tinte más humanista 

encontramos autores como BOFF 155 para quien lo ambiental es más que una cuestión 

puramente técnica- como garantizar la biosfera y la naturaleza en general- y más que 

una cuestión sólo social, económica, política, o jurídica. Es una cuestión cultural, es la 

concepción del mundo y una manera de comportarse. 

Es claro que desde las ciencias normativas se establecen parámetros objetivos 

a cumplir, so pena de incurrir en el "desconocimiento de las técnicas jurídicas" pero 

¿es válido aferrarse a formalismos jurídicos, o a discusiones sin acabar cuando está de 

por medio la preservación del ambiente sano y la existencia misma de los seres?, 

BOFF plantea algo esencial, y es el elemento cultural. Si en efecto estuviéramos frente 

a una verdadera cultura de respeto al ambiente sano, no existiría la grave afectación 

que hay sobre el mismo; por el contrario, las acciones de los sujetos estarían 

orientadas a la construcción y a la consolidación de una cultura de vida. 

En el documento titulado "Informe sobre el Desarrollo del Derecho Ambiental 

Latinoamericano" realizado por BRAÑES BALLESTEROS 156, por encargo del 

Programa de las Naciones Unidas para el Medio Ambiente, el autor al referirse a la 

noción de derecho ambiental expone que el derecho ambiental se ocupa de: 

"1.) Ciertas conductas humanas que pueden considerarse de interés ambiental; 

2.) Dichas conductas son aquellas que pueden influir en los procesos de 

interacción que tienen lugar entre los sistemas de los organismos vivos y sus 

sistemas de ambiente (el conjunto de las variables que directa o indirectamente 

interactúan en los sistemas de los organismos vivos); y, que las mismas 

154 J. Egea Fernández., "Relaciones de vecindad, desarrollo industrial y medio ambiente" , 68. 
155 Leonardo Boff, "Contradicción capitalismo y ecología" en revista electrónica Eco portal net: 

directorio ecológico natural. Alojada en web http ://www.ecoportal.net/content/view/fuI1/61633 
156 R. Brañes, "Informe sobre el desarrollo del derecho ambiental latinoamericano" ... , 11. 

http://www.ecoportal.net/content/view/fuI1/61633
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conductas interesan al derecho ambiental sólo en la medida en que generan 

importantes en las condiciones que hacen la vida y determinan su 

calidad", 

definición propuesta parecería, en principio, que se 

primordialmente al elemento humano; pues se deduce que cualquier regulación 

ambiental "conductas humanas" que se 

interés ambiental. 


Valdría la 
 si ¿sólo ser las el punto 

de partida para la protección y regulación ambiental? o que medien 

posible, reconocer también a la naturaleza exterior sus propios derechos ambientales? 

en un no muy a el 

que consagra que sólo seres racionales dotados libertad, y poder 

de decisión son únicos que detentan disquisiciones que darán lugar 

a opiniones, como se desarrollará van a en el 

adaptar o adecuar el nonnativo a los cambiantes desarrollos de la y 

del universo 157. 

Retomando la definición que BALLESTEROS se 

identificar como elementos ° componentes del ambiente: el humano, organismos 

vivos y en 	 se encuentran. Las 

denominadas "variables" como se nota son indeterminadas lo en 

el autor el ambIente sano en un 

Un problema a la 	 de la definición del 

ambiente tiene que ver con las posibles superposiciones con otros derechos que tienen 

157 	 Antonio Pérez "Las de derechos fundamentales", en Revista del Centro de 
Estudios Constitucionales, No. 10, Madrid, 1991, pp. 216-217. 
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un reconocimiento específico en el texto constitucional como: la salud, el espacio 

público, al paisaje, entre otros. Lo importante es no confundir una parte que tiene un 

reconocimiento específico con el "todo", en otras palabras, debe considerarse cuál es 

el núcleo esencial de cada derecho y respetar dicho contenido. De esta manera, la 

interconexión o nexo con otros derechos se derivará de los contornos que puedan 

existir entre el derecho al ambiente y los otros derechos como la salud, el espacio 

público. 

Pese a la problemática que puede generar la indeterminación del ambiente 

sano, no puede desconocerse que para abordar su complejidad y regulación, es 

incorrecto segmentar su tratamiento con una mirada reduccionistas e inmutable, so 

pretexto de no incurrir en lo que se ha denominado " conceptos jurídicos 

indeterminados" de raíz científico-técnica 158. Hay quienes sostienen que la finalidad 

de estos conceptos indeterminados es precisamente hacer posible la más exacta 

aplicación de la norma, por ello, para SAINZ MORENO: 

" .. . la función positiva que cumple la indeterminación de los conceptos jurídicos 

no es la de crear un vacío normativo dentro de cuyos límites cualquier decisión 

sea válida, sino, por el contrario dar a la norma la holgura necesaria para que, 

siendo más adaptable a la realidad, el resultado de su aplicación pueda 

ajustarse con mayor exactitud a la solución que la norma preconiza, al espíritu y 

finalidad de aquélla .. . ,,159 

158 La utilización que hace el legislador de los " conceptos jurídicos indeterminados" se origina por: a) la 
necesidad de introducir en la norma elementos de acoplamiento de una realidad variable o poco 
conocida; b) a la necesidad de hacer posible que la amplitud del objeto designado permita graduar 
las consecuencias de la calificación jurídica. Ver Fernando Sáenz Moreno, Conceptos jurídicos, 
interpretación y discrecionalidad administrativa, Editorial Civitas, Madrid, p. 70. 

159 F. Sáenz Moreno, Conceptos jurídicos ... , 70-71. 
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Este mismo autor concluye que la indeterminación de los conceptos no tiene 

otro alcance jurídico que el de hacer posible la más exacta aplicación de la norma. Si se 

parte de ese deber ser, que plantea SAINZ MORENO, sería una razón valedera para la 

adaptación de la norma a la realidad. Sin embargo, no hay que desconocer que la 

indeterminación de los conceptos jurídicos permite, en algunos eventos, que el 

legislador o el intérprete del derecho se puedan valer de ese espacio de indeterminación 

para sentar, en ocasiones, posiciones subjetivas que, en últimas, llevan a que se 

distorsione la norma, generando a su vez un problema de inseguridad jurídica. 

En todo caso y pese a los problemas que se plantean del concepto amplio e 

indeterminado de ambiente sano, se debe entender que el derecho al ambiente sano 

exige la permanente adecuación de la regla jurídica a los cambiantes progresos de la 

ciencia, es por ello que en términos de MAIM-GESBERT I60 
, la norma ambiental 

deviene incompleta y temporal. Incompleta porque el contenido de la norma se fija en 

atención a tales conocimientos científicos o técnicos, o los que se deban extraer del 

sustrato cultural, o se deriven de los distintos saberes y experiencias; y, temporal 

porque del desarrollo de esos conocimientos conduce a la revisión de la norma. 

En este punto y a manera de conclusión se comparte la concepción de 

ambiente sano en su sentido amplio; esta posición se sustenta al creer en el carácter 

sistémico y de concurrencia que subyace en este derecho . Por ello, se coincide con la 

elaboración teórica que propone VAN DE KERCHOVE 161 refiriéndose al carácter 

sistémico del derecho que supone la concurrencia de unas "notas " integradas por: las 

ideas de conjunto que definen el sistema como conjunto de elementos de organización 

y de estructura; las ideas de organización entendidas como los elementos del sistema 

-normativas y hechos sociales- que establecen relaciones de interdependencia, de 

160 A. Betancor Rodríguez, Estudios interdisciplinares de gestión ambiental . . . , 71. 

161 Michel Van De Kerchove y Fran~ois Ost, El sistema jurídico entre el orden y desorden, servicio de 


publicaciones Facultad de Derecho, Universidad Complutense, Madrid, 1997. 
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interacción y de solidaridad; y, por último la idea de estructura que se refiere a la 

caracterización de los sistemas -fundamentación- que consiste, a la vez, en la unidad 

interna y, también, en la diferenciación externa o del entorno. 

La elaboración teórica de VAN DE KERCHOVE encuentra relación con la 

formulada por GARCIA VILLEGAS sobre el sistema de derecho que se construye 

alrededor de la protección al ambiente; para el citado autor, al derecho ingresa una 

cantidad de información -leyes, códigos, constituciones y normas en sentido general-

que se sistematiza, organiza o relacionan con unos hechos y produce unas 

consecuencias 162. Las consecuencias del sistema jurídico son la manera como éste 

responde a unas demandas sociales provenientes del ambiente, del ámbito, del espacio 

dentro del cual se ubica este sistema; es por ello, que el derecho al ambiente sano es 

infonnacionalmente abierto al entorno, esta caracterización sistémica es relevante 

porque la falta de relación o la carencia de comunicación entre la información y los 

hechos puede provocar la degradación de las consecuencias, es decir, puede construir 

un sistema jurídico que no resuelve las necesidades sociales, lo que puede resumirse 

en la ineficacia o degradación del derecho al ambiente sano, como consecuencia del 

principio de entropía 163. 

1.3.1 Delimitación al contenido de ambiente sano: una propuesta metodológica 

El carácter indeterminado del ambiente sano ha llevado a la doctrina jurídica a 

incluir los más variados elementos 164, -lo que podría resultar problemático cuando no 

existe una clasificación coherente de los mismos- y esta polisemia obedece como lo 

162 M. García Villegas, "La acción de tutela en la protección ... 274. 
163 La palabra Entropía viene del griego entrope que significa transformación o vuelta. Es un proceso 

mediante el cual un sistema tiende a consumirse, desorganizarse y morir. Se basa en la segunda ley 
de la termodinámica que plantea que la pérdida de energía en los sistemas aislados (sistemas que no 
tiene intercambio de energía con su medio) los lleva a la degradación, degeneración, desintegración 
y desaparición. 

164 Germán Cifuentes Sandoval , "El medio ambiente: Un concepto jurídico indeterminado en 
Colombia" en: Revista Justicia Juris, Vol 9. Bogotá, 2008, pp. 37-49. 
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expone SERRANO MORENO a tres situaciones: primero; las diferentes ramas de la 

ciencia tienden a matizar el concepto de ambiente desde sus específicas perspectivas y 

toman sin elaboración adecuada los matices de otras ciencias. Segundo: La irrupción 

de una oposición al desarrollismo introduce en la problemática ambiental elementos 

como capital- trabajo- salud y territorio. Y tercero: la aparición de extensas zonas 

fronterizas con lo ambiental que exige al investigador colocarse un poco más fuera de 

los marcos epistemológicos convencionales de su parcela de saber. 

Igualmente ese carácter indeterminado del ambiente sano deviene del 

contenido programático de las mismas Declaraciones Internacionales que han dado 

lugar para que se incluya los más variados aspectos que conformarían el ambiente 

sano 165; aunado a ello, se suma el papel que han representado diversos sectores 

doctrinales que acogen las más diversas posturas, desde la inclusión como únicos 

elementos del ambiente sano el aire, el agua y la tierra, hasta los que incluyen un 

variado abanico de elementos como los espacios y paisajes naturales dentro de los 

cuales hacen presencia el patrimonio histórico y artístico, los recursos naturales, el 

ruido, las basuras, el urbanismo, las actividades industriales, los sistemas ecológicos y 

todo aquello que forme parte de la biosfera. 

165 Entre las que se puede citar la Convención sobre la protección del patrimonio mundial, cultural y 
natural , aprobada el 16 de noviembre de 1972 en el marco de la Conferencia General de la 
Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. A través de la 
Convención se asignó la obligación a los Estados Miembros de identificar, proteger, conservar, 
rehabilitar y transmitir a las generaciones futuras el patrimonio cultural y natural situado en su 
territorio. Igualmente se estableció que para el logro de tales fines los Estados deberían adoptar 
políticas generales y medidas jurídicas, científicas, técnicas, administrativas adecuadas. Es preciso 
anotar que en la referida Convención se define el patrimonio cultural como aquellas obras del 
hombre u obras conjuntas del hombre y la naturaleza así como las zonas, incluidos los lugares 
arqueológicos, que tengan un valor universal excepcional. En tanto que el patrimonio natural se 
definió como los monumentos naturales constituidos por formaciones fisicas y biológicas o por 
grupos de esas formaciones, las formaciones geológicas y fisiográficas y las zonas estrictamente 
delimitadas que constituyan el hábitat de especies animal y vegetal amenazadas, los lugares 
naturales o las zonas naturales delimitadas, todas ellas que tengan un valor universal excepcional 
desde el punto de vista de la ciencia, de la conservación o de la belleza natural, y tengan un valor 
universal excepcional desde el punto de vista estético o científico 
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Partiendo del interrogante ¿derecho a qué, a la protección de unos recursos 

naturales o a al go más?, se intentará llegar a la elaboración de un concepto jurídico-

constitucional de ambiente porque de su correcta y clara delimitación dependerá, 

como lo plantea SERRANO MORENO, la eficacia de su garantía 166. Por ello, resulta 

pertinente recurrir a una propuesta metodológica que permita como primera 

aproximación, identificar los elementos que hacen parte de lo ambiental e ir 

estructurando un sistema lógico que sirva para lograr una definición razonable . En 

este sentido, FERRANDO DOMPER expone categóricamente que " .. .una cosa es 

atender al factor protección desde el punto de vista de los elementos a proteger, otra 

atender a los instrumentos o medios idóneos para que ese objetivo se cumpla y otra 

muy distinta descubrir que agentes originan una perturbación en el objeto protegible 

y la causa de su protección .. . ". 

El citado autor propone básicamente tres categorías que sirven para abordar en 

fonna sistemática los elementos ambientales y, así, entender la conexión existente 

entre cada uno de estos y su concreción en algunos textos constitucionales 167 . La 

Primera categoría se refiera a los elementos del ambiente sano, es decir: la atmósfera, 

capa gaseosa que cubre el planeta tierra; la biósfera, constituida por todos los 

organismos vivos; la litosfera, conformada por el suelo, la corteza terrestre, y parte del 

manto superior; la hidrosfera, compuesta por el agua en sus diferentes estados que se 

encuentran en los océanos, las aguas continentales, los ríos, los lagos y en la críosfera, 

y por último, la antropósfera que incluye todas las formas de actividades de relaciones 

y de funciones dentro de la sociedad humana 168, refiriéndose a la capa terrestre donde 

166 J. Serrano, Ecología y derecho: Principios de derecho ambiental y ecología Jurídica, 24. 
167 Javier Domper Ferrando, "El medio ambiente: Planteamientos constitucionales" , en Derecho del 

medio ambiente. Centro de Estudios Jurídicos de la administración de justicia. Ministerio de 
Justicia e Interior Centro de Publicaciones, Colección de cursos Volumen 16, Madrid, 1995, p. 15. 

168 José Daniel Pabón y Rodrigo Chaparro, "Colombia en el medio ambiente global", en: El medio 
ambiente en Colombia, Instituto de hidrología, meteorología y estudios ambientales, IDEA M, 
Bogotá, 200 1, p. 2001. 
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el hombre ha creado un conjunto de hábitat y sistemas esta manera, es 

claro que unos elementos materiales que ser 

surgen discrepancias las jurídicas en 

cuanto a la inclusión de la antropósfera como elemento ambiente porque supone la 

indiscriminada desde lo ambiental que una regulación 

a través de otros derechos, sean económicos o manera 

las ambientales la inclusión de la rí\n"c:tpr~ no 

mayores porque se que las del hombre 

creado cambios constantes en el hábitat natural y artificial. 

La está conformada por las ol""U!UQ,';::' 

de protección al ambiente como la mejora, planificación, prevención, corrección, y 

sanción entre las se pueden identificar: la ordenación del t"' ....,t'w, en cuanto a su 

e la ambiental, que le al sujeto 

relaciones interdependencia con su entorno para crear 

comportamientos valoración y de respeto hacia el 

modificar las e incidir en las los 

agentes económicos con el fin de reducir los impactos ambientales para lograr el 

equilibrio entre desarrollo y la del y 

figuras jurídicas que consagran las garantías protección derecho al ambiente 

sano. 

algunos, estas lCO\wlll\wo,;:, o no se deben pnt"...rl" por 

si, como porque ciertamente se consideran 

gestión o de una ¡;;li:1\,;¡UlI o 

el ambiente y lograr su protección; estas .....111 ...0.;:, que el ser humano 

despliega y que tienen influencia con el medio que el componente 
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antroposférico deba considerarse como elemento del ambiente. La tercera y última 

categoría está integrada por los agentes contaminantes, entendidos como los efectos 

producidos por las actividades industriales; ésta categoría tiene un estrecho vínculo 

con el elemento antroposférico, toda vez que aquellos surgen como consecuencia de 

las actividades del hombre que, mal llamadas productivas, generan fuertes alteraciones 

a los ecosistemas. 

Identificadas las tres categorías que sirven de explicación para entender cómo 

se manifiesta la normativa o regulación ambiental, se puede concluir que el no admitir 

el componente antroposférico como elemento del ambiente es desconocer el concepto 

holístico y sistémico que fundamenta su concepción. Además, supone una 

interpretación funcional y utilitarista, porque por una parte se dice que el ambiente 

sano es para asegurar la vida del ser humano; pero, cuando hay que regular, restringir, 

limitar u ordenar las actividades del ser humano a favor del ambiente se sostiene que 

no debe incorporarse el componente antroposférico porque no encaja o resulta 

improcedente frente a los tradicionales criterios jurídicos. Tampoco se pretende que 

desde lo ambiental se regule "todo" o diversos temas que tienen una regulación 

específica a través de otros derechos; es claro que algo muy diferente son los 

elementos que conforman el bien jurídico protegido y los instrumentos para su gestión 

y tutela. Igualmente, tampoco es procedente que la normativa ambiental sea vista 

como reglas fraccionadas sin vínculo alguno con otros derechos, es necesario 

incorporar la interdependencia existente entre las normas ambientales y otros derechos 

que tienen estrecha relación con el ambiente sano como, por ejemplo, la educación 

ambiental, entre otros. 

Siguiendo la metodología propuestas por FERRANDO DUMPER se intenta 

en un primer nivel , identificar en algunos de los marcos constitucionales, antes 
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descritos, cómo se manifiesta la inclusión de estas tres categorías. En términos 

temporales se partirá del ahora, es decir, del hoy, de lo consagrado en ciertos textos 

constitucionales actualmente vigentes y la razón, para ello, es que cualquier 

argumentación no puede negar su punto de partida que es la norma constitucional en 

consideración a su valor normativo como marco de referencia conforme al principio 

de validez. 

Un primer punto de reflexión que surge de los textos constitucionales 

analizados es la diversidad con que se aborda la denominación ambiente y los 

distintos calificativos que le son asignados. Así, se encuentran tres clases de 

tipologías: la primera opta por la denominación ambiente incorporando un calificativo 

específico; la segunda incorpora de manera mixta la denominación medio ambiente y 

añade uno o más calificativos. Así, en el primero de los casos se encuentra ambiente 

sano en las Constituciones de Colombia 169 y Ecuador 170 ambiente saludable y 

ecológicamente equilibrado en la Constitución de Paraguay; 171 ambiente sano y 

ecológicamente equilibrado en la Constitución de Costa Rica l72 un ambiente 

169 Constitución de Colombia Titulo Il de los derechos, las garantías y los deberes, Capitulo III De los 
derechos colectivos y del ambiente. Artículo 79 " . .. Todas las personas tienen derecho a gozar de 
un ambiente sano. La ley garantizará la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e integridad del ambiente e, conservar 
las áreas de especial importancia ecológica y fomentar la educación para el logro de estosjines .. . " 

170 Constitución del Ecuador Titulo JI Derechos, Capítulo II Derechos del Buen Vivir, Sección Segunda 
Ambiente Sano. Artículos 14 "Se reconoce el derecho de toda la población a vivir en un ambiente 
sano y ecológica mente equilibrado, que garantice la sostenibilidad y el buen vivir, sumak Kawsay. 
Se declara de interés público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la 
biodiversidad, y el patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la 
recuperación de los espacios naturales degradados. 

171 Constitución de Paraguay Titulo II de los derechos, de los deberes y de las garantías, Capitulo II de 
la vida y del ambiente, Sección II del ambiente. Artículo 7 "... Toda persona tiene derecho a habitar 
en un ambiente saludable y ecológicamente equilibrado. Constituyen objetivos prioritarios de 
interés social la preservación, la conservación, la recomposición y el mejoramiento del ambiente, 
así como su conciliación con el desarrollo humano integral. Estos propósitos orientarán la 
legislación y la política gubernamental pertinente ... ". 

172 	Constitución de Costa Rica. Título V derechos y garantías sociales, Artículo 50 " ... El Estado 
procurará el mayor bienestar a todos los habitantes del país, organizando y estimulando la 
producción y el más adecuado reparto de la riqueza. Toda persona tiene derecho a un ambiente 
sano y ecológicamente equilibrado. Por ello, está legitimada para denunciar los actos que infrinjan 
ese derecho y para reclamar la reparación del daño causado. El Estado garantizará, defenderá y 
preservará ese derecho. La ley determinará las responsabilidades y las sanciones correspondientes. 
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equilibrado y adecuado en la Constitución de Perú 173. En el segundo caso se encuentra 

medio ambiente adecuado en las Constitución Mexicana 174 y Española 175; medio 

ambiente libre de contaminación para la Constitución de Chile 176; medio ambiente 

ecológicamente equilibrado en la Constitución de Brasil 177 
; ambiente humano de vida, 

salubre y ecológicamente equilibrado en el marco constitucional de Portugal 178 . 

De una primera lectura, se puede afirmar que del calificativo atribuido al 

ambiente, como: adecuado; sano, equilibrado, salubre o libre de contaminación, se 

desprende una función finalista que define y valora el contenido ambiental siempre y 

cuando permita el desarrollo o bienestar de la persona. Este calificativo que es 

extremadamente abstracto y amplio tiene en el fondo un marcado tinte antropocéntrico 

que debe ser superado. En este sentido, se comparte la tesis de FLOREZ 

MARGARlTA 179 al concebir que el derecho al ambiente sano trasciende a todas las 

dimensiones humanas para el equilibrio del medio en el cual se desarrolla la vida; y no 

sólo la vida humana, sino la animal, la vegetal, la de microorganismos y la regulación 

de los recursos que existen en la naturaleza en el ahora y potencialmente. En otras 

173 	 Constitución de Perú Titulo I de la Persona y la Sociedad, Capitulo I de los Derechos 
Fundamentales, artículo 2 " ... toda persona tiene derecho ... numeral 22. A la paz. a la tranquilidad, 
al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a gozar de un ambiente equilibrado y adecuado 
al desarrollo de su vida". 

174 	 Constitución de México, Titulo T Capítulo 1 De las Garantías Tndividuales. Artículo 4 " ... Toda 
persona tiene derecho a un medio ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar ... " Adicionado 
medíante Decreto publicado en el diario oficial de la Federación el 28 de junio de 1999. 

175 Constitución de España Titulo I De los derechos y deberes fundamentales, Capítulo tercero. De los 
principios rectores de la política social y económica " ... Todos tienen el derecho a disfrutar de un 
medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo .. . ,. 

176 Constitución de Chile, Titulo 1 bases de lnstitucionalidad Capítulo m de los Derechos yDeberes 
Constitucionales. Artículo 19 numeral 8 de la constitución política de Chile ·' ... La Constitución 
asegura a todas las personas ... " " ... El derecho a vivir en un medio ambiente libre de 
contaminación. Es deber del Estado velar para que este derecho no sea afectado y tutelar la 
preservación de la naturaleza; La ley podrá establecer restricciones especificas al ejercicio de 
determinados derechos o libertades para proteger el medio ambiente ... ., 

177 	 Capítulo VI del medio ambiente. Artículo 225 " Todos tienen derecho a un medio ambiente 
ecológicamente equilibrado, bien de uso común del pueblo y esencial para una sana calidad de 
vida, imponiéndose al Poder Público ya la colectividad el deber de defenderlo y preservarlo para 
las generaciones presentes y futuras ." 

178 Título lI1 de los derechos y deberes económicos, sociales y culturales. Capítulo III de los derechos y 
deberes sociales. Artículo 66 Del ambiente y la calidad de vida. "todos tendrán derecho a un 
ambiente humano de vida, salubre y ecológicamente equilibrado y el deber de defenderlo" 

179 Margarita Flórez, El derecho al ambiente, lLSA, Bogotá, 1997, p. 30. 
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palabras, la vida humana no sólo se desarrolla en el medio, existen otros elementos 

vivos que también interactúan, crecen, se desarrollan y se extinguen en ese medio; 

esto supone que el ser humano, en sí, no sólo debe ser el centro de atención o de 

preocupación de la normatividad ambiental; sino que por el contrario, existen otros 

seres, que no siendo racionales les asiste derecho de vivir. 

1.3.2 	 Elementos o factores ambientales que son objeto de protección en algunas 
constituciones 

Dada la riqueza pluricultural y pluriétnica, así como, la diversidad biológica y 

genética que se concentra en el territorio Latinoamericano es común encontrar en los 

textos constitucionales la inclusión de normas ambientales que van más allá de 

proteger o regular los recursos que conforman la atmósfera, litosfera, biósfera e 

hidrósfera. Así, es fácil encontrar normas de rango constitucional que incluyen ciertas 

actividades que los seres humanos desarrollan dentro de los elementos ambientales y 

que pueden provocar impactos ambientales. 

Así, se puede constatar que la Constitución de la República Federativa de 

Brasil de 1988 consagra todo el Capítulo VI al "Medio Ambiente", allí, se identifican 

como elementos objeto de protección la fauna y la flora, los procesos ecológicos 

esenciales, el tratamiento ecológico de las especies y ecosistemas, la diversidad y la 

integridad del patrimonio genético. Entre los instrumentos o medios idóneos para la 

protección al ambiente se consagra la educación ambiental y la conciencia pública 

para la preservación del medio ambiente, y para proteger aún más el ambiente se 

regulan elementos como la comercialización y el empleo de técnicas, métodos y 

sustancias que supongan riesgos a la calidad de vida y el medio. 

En la Constitución Chilena la protección al medio ambiente es un concepto 

amplio integrado, conforme lo advierte la Corte Suprema, por todo lo que 
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naturalmente nos rodea y pennite el desarrollo de la vida como la atmósfera, la tierra, 

sus aguas, la flora y la fauna; es decir, todo lo que confonna la naturaleza con su 

sistema ecológico de equilibrio entre los organismos y el medio que viven. En este 

mismo sentido, la constitución del Perú de 1993 consagra la protección a los recursos 

naturales renovables y no renovables, la diversidad biológica, las áreas naturales 

protegidas y de manera especial el desarrollo sostenible de la Amazonía. 

En lo que respecta a la Constitución de Argentina, es llamativo que en el 

mismo precepto del artículo 42 se incluyen las tres categorías, que hace alusión 

FERRANDO DOMPER; es decir, se reconoce la protección a los recursos naturales, 

la diversidad biológica y la preservación del patrimonio natural y cultural, como 

mecanismos o instrumentos de manejo y protección se encuentra la información y 

educación ambiental, y por último, como regulación a los agentes contaminantes 

existe la prohibición del ingreso al territorio nacional de residuos actuales o 

potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 

En la Constitución Argentina, aparecen explícitas las tres categorías antes 

referidas, pero su consagración se hace en articulados diferentes que hacen parte de la 

sección VI dedicada al "medio ambiente". Esto demuestra que pese a la existencia de 

normas ambientales como la protección del patrimonio natural y cultural del país, la 

conservación de los ecosistemas, el uso de tecnologías ambientalmente limpias y de 

energías alternativas no contaminantes, entre otros, cada una de ellas contiene un 

carácter específico. 

En el ámbito Europeo algunas constituciones no consagran de manera tan 

amplia los elementos ambientales. Una de las justificaciones deviene, como ya se 

advirtió, en que son constituciones anteriores a la década de los 70 siendo válida, en 

este punto, la afinnación de MARTIN-RETORTILLO BAQUER cuando dice 
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" ...recuérdese cómo en el constitucionalismo anterior cualquier construcción debía 

apoyarse en referencias mucho menos patentes ... " 180. Sin embargo, la recepción 

constitucional que ha tenido el ambiente sano en Grecia, Portugal y España, sigue 

siendo en Europa paradigmática. 

En lo que respecta a la Constitución Española, que se inspiró en la 

Constitución Portuguesa pese a no contar con una detallada lista de los elementos que 

confonnan el ambiente, como sucede en las constituciones de Latinoamérica, autores 

como BETANCOUR RODRlGUEZ argumentan que el ambiente a que hace alusión 

el primer apartado del artículo 45 de la CE I81 se refiere al ecosistema, es decir, el 

conjunto sistémico de elementos naturales en el que los seres humanos ocupan una 

situación de pertenencia pero sobre todo de dependencia; son el conjunto de elementos 

objetivos (los recursos naturales) y subjetivos (los seres humanos) que integran un 

sistema ecológico o ambiental. En tanto que los recursos naturales del apartado 

segundo del mismo artículo, hacen referencia a los compartimentos ambientales, o 

sea, el medio acuático, el aire y el suelo l82 
. 

Vale resaltar el contenido de la sentencia 102/95 a través de la cual el 

Tribunal Constitucional Español ha señalado desde una perspectiva jurídica los 

componentes del ambiente sano, dada la importancia de la sentencia se transcribe uno 

de sus apartes: 

180 Lorenzo, Martín-Retortillo Beguer, "Administración local y medio ambiente" . Ver J. Esteve Pardo, 
comp., Derecho del Medio Ambiente y Administración Local, 23. 

181 Constitución Española Art. 45. "l. Todos tienen derecho a disfrutar de un medio ambiellte adecuado 
para el desarrollo de la persona, así como el deber de conservarlo. 2. Los poderes públicos velarán 
por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad 
de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad 
colectiva. 3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije, 
se establecerán sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el 
daño causado. 

182 A. Rodríguez Betancor, Instituciones de derecho ambiental, p. 371. 
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" .. . los recursos naturales; concepto menos preciso hoy que otrora por obra 

de la investigación científica cuyo avance ha hecho posible, por ejemplo, el 

aprovechamiento de los residuos o basuras, antes desechables, con el 

soporte fisico donde nacen, se desarrollan y mueren. La ¡Zara y la fauna, los 

animales, y los vegetales o plantas, los minerales, los tres "reinos " clásicos 

de la naturaleza, en el escenario que suponen el suelo y el agua, el espacio 

natural. Sin embargo, ya desde su aparición en nuestro ordenamiento 

jurídico, en el aí10 1916, sin saberlo, se incorporaron otros elementos que 

no son naturaleza sino Historia, los monumentos, así como el paisaje, que 

no es sólo una realidad objetiva sino un modo de mirar, distinto en cada 

época y cada cultural ... " y termina diciendo ·' .. El medio ambiente no puede 

reducirse a la mera suma o yuxtaposición de los recursos naturales y su 

base fisica, sino que es el entramado complejo de las relaciones de todos 

esos elementos, que por sí mismos, tienen existencia propia y anterior, pero 

cuya interconexión les dota de un significado trascendente más allá del 

individual de cada uno ... " 

Para la doctrina francesa habría que distinguir entre la protección de la 

naturaleza y el "ambiente". En el primero se incluirían los conjuntos naturales y los 

elementos de la naturaleza; en tanto que en el segundo se incluiría las actividades 

clasificadas (molestas, insalubres, nocivas o peligrosas) como la contaminación 

hídrica, atmosférica y auditiva; estas últimas actividades tienen que ver con los 

agentes contaminantes, es decir, con lo que FERRANDO DOMPER ha denominado 

efectos producidos por las actividades industriales. 

De lo expuesto anteriormente, se infiere la utilidad que tiene la función de 

delimitar los elementos que integran la noción "ambiente sano" dada la 

indeterminación de lo que potencialmente podría llegar a abarcar este término y la 
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falta de una estructura organizada y coherente que lo explique. Se puede apreciar en 

algunos textos constitucionales que la protección de los recursos naturales y el 

patrimonio cultural se funden en un todo, o en otros casos, se indican como elementos 

de protección no sólo los recursos de la biosfera sino también del ambiente artificial o 

construido por el hombre . Pese a este argumento, es necesario no incurrir en el error 

de considerar en un "todo" elementos que hacen parte directamente del ambiente, con 

otros mecanismos reconocidos constitucionalmente cuya función es proteger el 

ambiente; como son, entre otros: la educación ambiental , la conciencia pública para la 

preservación del ambiente, el empleo y control de ciertas técnicas y actividades que 

suponen riesgos para el ambiente, entre otros. 

En todo caso, se ha querido demostrar que ambiente es más que el derecho o la 

protección a los recursos bióticos o abióticos existentes en la biósfera; en tal sentido, 

buscar una estricta delimitación teórica de los elementos que hacen parte del ambiente 

sano podría suponer un obstáculo para la inclusión de nuevos elementos materiales 

que van surgiendo a través del tiempo y que se involucran a dicha noción . 

1.4 TITULARES DEL DERECHO AL AMBIENTE SANO 

Como ya se ha constatado, en el ámbito constitucional , el ambiente sano ha sido 

tratado en distintas dimensiones: como interés jurídicamente relevante, como interés 

jurídicamente protegidos, en su dimensión de derecho subjetivo o como un interés 

legítimo, como interés plurisubjetivo en su carácter de difuso y colectivo, como un 

principio constitucional, como un derecho y al tiempo deber de los ciudadanos. 

Para identificar el carácter del ambiente en cualquiera de sus dimensiones es 

necesario establecer y delimitar, por un lado, quién es el titular de este derecho; es 

decir, el individuo como talo, por el contrario, el individuo como parte integrante del 
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tejido social. En este sentido, cabe orientar el desarrollo de este tema respondiendo los 

interrogantes ¿Quién es titular del derecho ambiental? ¿El derecho ambiental es de 

carácter subjetivo o colectivo? En un primer momento, no hay problema en identificar 

como titulares del derecho a las personas, no obstante cuando se plantea la tesis que el 

ambiente sano trasciende, además de la vida humana, otras formas de vida que existen 

en el ahora y a futuro, y, además, si la titularidad puede recaer a favor del individuo o 

del colectivo, surgen los problemas. 

En el primero de los casos, se plantea como tesis la necesidad de prever los 

derechos de los entes no racionales 183 y aunque suene, para algunos, poco 

riguroso 184por cuanto, se parte del principio que solamente se circunscribe a los seres 

racionales (salvo el caso de las personas jurídicas) la posibilidad de ser sujetos de 

derechos; autores como SINGER, REGAN, y ROUTLEY han venido discutiendo la 

necesidad de respetar los derechos de los entes no racionales; partiendo de la crítica a 

la ética racional 185 e inspirados en la ética utilitarista de BENTAHM 186 formulan 

183 En 1978 la Liga Internacional de los Derechos de los Animales expidió la Declaración Universal de 
los Derechos del Animal ratificada posterionnente por la U1\TESCO y la ONU. 

184 Se reconoce la obligación de defender la naturaleza y de preselVarla, pero éste deber tiene como 
correlativos titulares de los derechos otras personas, normalmente de modo no individual, sino en 
cuanto sociedad o comunidad. Ver José Luis Bazan y José Manuel Zumaquero, ''Textos 
Internacionales de Derechos Humanos II 1978-1998., Ediciones Universidad de Navarra, 
Pamplona, 1998, p. 12. 

185 Para la ética racional el hombre al poseer la condición de ser racional tiene capacidad para discernir, 
reflexionar y elegir; esta racionalidad es considerada como la única capacidad que le pennite ser 
sujeto de derechos y obligaciones, en consecuencia, los animales al carecer de dicha condición 
entrarían a formar parte de los denominados pacientes morales, los cuales reciben por parte del 
hombre o agente moral un valor instrumental y de mera subordinación. Es por ello que para la ética 
racional el hombre, en su condición de agente moral, puede disponer de los animales que para 
efectos jurídicos constituyen cosas y para efectos económicos recursos renovables. En cuanto a la 
obligación impuesta al ser humano para con los animales, se plantea que ésta no puede entenderse 
como una verdadera relación jurídica, en tanto que se exige para su configuración la existencia de 
dos o más agentes morales, con lo cual, ni los animales ni las plantas como pacientes morales, 
pueden actuar como sujetos de derecho. Frente a estos argumentos se comparte la postura crítica 
expresada por algunos autores que cuestionan y rechazan la categoría que se da a los animales como 
cosas, medios o instrumentos al servicio del ser humano pues los animales son más que simples 
bienes inertes, son seres con capacidad de sentir, de vivir. En esta misma línea y de manera crítica a 
la ética racional, se propone dar más prelación e importancia a la vida misma, y otros elementos 
como la capacidad de emoción y de conciencia de si mismo que poseen algunos animales, esto 
implica, por tanto, abandonar el dualismo cartesiano que hacia una distinción radical entre las 
personas y cosas, y lograr, de esta manera, la inclusión de un tercer elemento conformado por los 
animales, que son más que simples objetos materiales, entidades sin conciencia y simples 
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reflexiones que van a sentar las bases para la creación de la denominada ética de los 

derechos de los animales 187
. Para SINGER188 la capacidad de sentir es lo que importa 

para proteger los intereses de los seres vivos, por tanto, no es lícito causar dolor o 

sufrimientos innecesario a los animales que tienen capacidad de sentir, de la misma 

forma que lo experimentaría cualquier ser humano llámese adulto, infante o 

discapacitado 189. SINGER propone extender la moral humanista occidental al 

reconocimiento del estatuto moral de los animales no humanos, lo que ha denominado 

extensionismo. Dicho estatuto moral de los animales no sería producto del 

reconocimiento de derechos naturales o positivos a este conglomerado sino que trata 

más bien de "derechos correlativos a nuestras obl igaciones morales" en que el hombre 

vendría a ser una especie de representante de los seres que no tienen voz para hacerse 

escuchar. 

autómatas . Ver Luis Legaz Y Lacambra, Filosofia del Derecho, Bosch Casa Editorial, S.A., 
Barcelona, 1979, 5a ed ., p. 685 . Fabiola, Leyton Donoso, " Fundamentos para una Ética 
Medioambiental: La Ética de la Responsabilidad y la Ética Extensionista", en Revista Electrónica 
alojada en web http://www.fabiola.cl/2005 /tesis_eticaJindex.html#toc 

186 En oposición a la ética racionalista, la ética utilitarista con BENTHAM reconoce en la capacidad, 
que tiene el ser, de sufrir o de experimentar placer o felicidad el único límite defendible de 
preocupación por los intereses de los demás. Esta argumentación da nacimiento al principio de la 
igual consideración de los intereses, que califica en forma incorrecta toda acción que genere dolor 
sin una buena razón ya sea en seres vivos humanos como no humanos. Para la ética utilitarista 
existe una igualdad relativa entre los seres humanos y los animales, en la medida en que tengan 
capacidad de sentir, de experimentar placer, dolor o sufrimiento. 

187 Otra corriente de pensamiento, que va más allá del criterio utilitarista es la denominada ética de los 
derechos de los animales que plantea como elemento argumentativo lo intrínsicamente valioso que 
son los individuos en mismos, y no sus intereses ni la maximización de estos. Lo valioso, para esta 
posición, es el ser que es sujeto de su propia vida, es decir, es todo individuo que tiene capacidades 
como la percepción, la memoria, el sentido del futuro, las emociones, los sentimientos de placer y 
dolor y la posibilidad de iniciar acciones que persigan la satisfacción de sus fines y deseos. En este 
sentido, los seres humanos normales, los retrasados mentales, los infantes y, al menos, algunos 
animales (como los mamíferos) compartirían algunas de estas cualidades o capacidades, y como tal, 
serían intrinsecamente valiosos. 

188 Peter Singer, Liberación Animal. Una nueva ética en nuestro trato hacia los animales , 2a ed. Trotta, 
Madrid, 1999. 

189 Se vale de argumentos científicos para demostrar que los animales son sensibles al dolor, lo que, a 
su juicio, conlleva a la prohibición ética para los humanos de causarles cualquier sufrimiento o daño 
y, por supuesto, su muerte. Igualmente reconoce la existencia de numerosos fines humanos que 
tienen valor y por tanto son un bien entre los que destaca -la autorrealización, la procreación, el 
engrandecimiento de la patria o la proyección en el mundo, en tal sentido, argumenta que no hay 
razones para desconocer unos fines que son también válidos y que constituyen en un bien para otras 
especies no humanas como la caza, la defensa del grupo o de las crías, la reproducción, la 
formación de las crías más jóvenes. 

http://www.fabiola.cl/2005/tesis_eticaJindex.html#toc
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Pese a las teorías que sustentan el derecho que tiene los animales a la vida yana 

ser maltratados, es necesario realizar algunas precisiones conceptuales desde el ámbito 

de la teoría del derecho pues cuando se refiere al "derecho de los animales" emerge 

una serie de problemas con relación a la concepción jurídica del derecho subjetivo 190. 

La primera problemática tiene que ver con los dos elementos que hacen parte del 

derecho subjetivo; el elemento interno que consiste en la posibilidad que tiene el 

sujeto de querer y de obrar dentro unos límites, y el elemento externo que se traduce 

en el poder que tiene el sujeto de exigir de otros el respeto. Para DEL VECCHIO el 

querer y el obrar, son requisitos psicológicos que se encuentran en el hombre, lo que 

implica dejar por fuera del ámbito de los derechos subjetivos a los animales, en tanto 

que éstos carecen de esa capacidad de querer y pretender y, además, no pueden exigir 

de otros su respeto 191 
. 

Frente a lo expuesto por DEL VECCHIO, se argumentan algunas críticas, así, 

para BORDI SALAMANCA mediante la institución de la representación, existe un 

reconocimiento de derechos subjetivos a seres humanos que carecen de facultad de 

querer y pretender como es el caso de las personas con discapacidad intelectual y los 

recién nacidos. Ante esta situación, el autor plantea la posibilidad de justificar el 

reconocimiento de un derecho subjetivo para los animales que poseen cierta capacidad 

intelectual, bajo este supuesto los animales podrían actuar representados por algún 

hombre "normal" 192. 

190 Plantea, entre otras, la compleja tarea de examinar la noción Kelseniana que planta que la esencia 
del derecho subjetivo, " .. .se encuentra en el hecho de que una norma jurídica otorga a un individuo 
el poder jurídico de reclamar, mediante una acción, por el cumplimiento de la obligación. .. ". En tal 
sentido, la aplicación de la sanción depende de la expresión de la voluntad de un individuo. Ver 
Hans Kelsen y Reine Rechtslebre, 1960, trad. en verso castellano por Roberto Vernengo, Teoría 
pura del derecho, Universidad Autónoma de México, México, 1979, p. 148. 

191 Giorgio Del Vecchio, Filosofia del Derecho, 9a ed., Bosch Casa Editorial, S.A., Barcelona, 1991, p. 
401. 

192 	Andrés Bordali Salamanca, "Consideraciones éticas en la protección del ambiente: El problema de 
los seres vivos no humanos" , en Revista de derecho Valdivia, Vol. 8, Santiago de Chile, 1997, pp. 
27-41. 
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Para BORDI SALAMANCA hay animales, que en ciertos casos pueden tener 

mayor desarrollo intelectual frente a un ser humano que padece grave e irreversible 

discapacidad mental, por tanto, si se le adjudican derechos subjetivos a seres con 

absoluta discapacidad mental y no a ciertos animales, la consecuencia resultante es lo 

que SINGER ha llamado especieísmo, es decir, una preferencia por un ser de nuestra 

especie, lo que se ha asemejado a una variante más dentro de otros comportamientos 

humanos típicamente discriminatorios con los "no iguales", equiparándolo con lo que 

en su momento significó la discriminación racial o la discriminación de género, lo que 

no obedece a un criterio lógico racional. 

De lo anterior se infiere la existencia de un sustento teórico filosófico que en el 

devenir ha perfilado y, por tanto, justificado la conducta del hombre en su relación con 

sus congéneres y con el medio que lo rodea, si bien, estos supuestos no son absolutos 

porque la misma evolución social implica diversas y nuevas formas de interrelación, 

es preciso abogar por una conducta que sea obligatoria para que los seres humanos 

respeten, no solamente, aquellos seres con algún grado de conciencia, sino también 

aquellos seres vivos y el medio que les es propio para su existencia. El hombre como 

ser racional, debe comprender que todo daño que cause a estos elementos bióticos va a 

influir negativamente en la misma cadena de vida en la que él hace parte. Esta nueva 

conciencia o cambio de paradigma implica toda una reelaboración conceptual de 

principios éticos y morales cuyo eje central es la interrelación del hombre con otras 

especies y la responsabilidad que le asiste cuando por sus acciones u omisiones 

ocasiona daños a los demás seres vivos alterando la misma cadena de vida. 

Para ZUMAQUERO y BASAN 193 otra problemática que deviene de la 

titularidad del derecho al ambiente, además de la planteada a lo que hace a los seres 

no racionales, consiste en la titularidad que tienen las generaciones futuras, seres que 

193 J. Bazan y J. Zumaquero, Textos Internacionales de Derechos Humanos J119 78-1998, 12. 
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aun sin existir se consideran potencialmente titulares de derechos; para resolver este 

problema habrá que entender que el derecho al ambiente sano es un derecho de los 

seres humanos pero no para los seres humanos en su misma humanidad sino en su 

pertenencia actual y potencial con la naturaleza. Llamativamente la actual 

Constitución de Brasil consagra en el artículo 225 numeral 7 la prohibición de las 

prácticas que pongan en riesgo la función ecológica de la flora y la fauna, y que 

provoquen le extinción de especies o sometan a los animales a crueldad. Igualmente, 

la Constitución Alemana incluye, en la modificación de 2002 en el artículo 20.a) la 

protección del Estado sobre las bases natales de la vida y los animales 194 
. En forma 

expresa y detallada, la actual Constitución del Ecuador le asigna a la naturaleza la 

calidad de sujeto de derechos, es así como, el artículo 71 consagra el derecho que 

tiene la naturaleza a que se le respete " ... integralmente su existencia y el 

mantenimiento y la generación de sus ciclos vitales, estructura, funciones y procesos 

evolutivos ... ". Igualmente, se reconoce el derecho que tiene la naturaleza a la 

restauración, y el deber y la responsabilidad de los ecuatorianos de respetar los 

derechos de la naturaleza y preservar un ambiente sano. En este punto, para algunos el 

extender el ámbito del derecho a la naturaleza representa, además de una ruptura, la 

adopción de un hecho político con consecuencias en el ámbito jurídico- constitucional 

que puede servir de ejemplo para otros ordenamientos constitucionales al momento de 

considerar la adopción de los derechos de la naturaleza; por el contrario otros 

consideran esta inclusión constitucional como "trascendente y potencialmente 

peligrosa ..195. 

194 El artículo 20.1 de la Constitución Alemana "consciente de su responsabilidad hacia las futuras 
generaciones, el Estado protege las bases natales de la vida y los animales dentro del marco del 
orden constitucional vía legislativa, y de acuerdo con la ley y la justicia, por el poder ejecutivo y 
judiciaf' . 

195 Alberto Wray, "Lo derechos de la naturaleza", en http://cywlegal.com/inter.asp?s=3&ss=13&n= 107 

http://cywlegal.com/inter.asp?s=3&ss=13&n
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Pese a estos antecedentes, la realidad generalizada en la recepción del derecho al 

ambiente sano, ha sido, concebir la protección y conservación del ambiente orientada 

a la protección de la existencia humana. Esta concepción "antropocéntrica" que 

deviene, como se ha manifestado anteriormente, de la Declaración de Río en la que se 

reconoce explícitamente que los seres humanos constituyen el centro de las 

preocupaciones relacionadas con el desarrollo sostenible, ha llevado a construir una 

categoría de derecho subjetivo cuyo potencial titular sería la persona humana en 

general o el ciudadano de manera particular, antes de reconocer unos potenciales 

destinatarios naturales como las plantas, animales o ecosistemas. Desde este punto de 

vista por ahora, el derecho humano al medio ambiente se traduciría en la exigencia 

jurídica del hombre a la protección del medio natural. 

1.4.1 	 El ambiente sano en su dimensión constitucional como interés jurídico 
legítimo, grupal o difuso. 

Cuando ha de referir al ambiente sano como un interés jurídicamente protegido 

es preciso analizarlo, en un primer plano, como un derecho subjetivo o interés directo 

o legítimo y, en un segundo plano, en su contenido de derecho difuso o colectivo. Este 

estudio implica analizar la configuración dogmática, caracterización y delimitación 

que la misma doctrina y jurisprudencia ha hecho con respecto al ambiente sano y así 

concluir la dimensión y forma más eficaz de tratar este derecho. 

Etimológicamente la palabra interés se deriva de la expresión latina inter est 

que significa "lo que está entre" . La doctrina jurídica distingue dos concepciones 

distintas de interés, una de carácter objetivo y otra de carácter subjetivo. Bajo la 

perspectiva objetiva el interés se manifiesta como un vínculo relacional entre un sujeto 

que detenta una necesidad determinada de manera general y abstracta en la previsión 

normativa, y un objeto que provee satisfacción a dicha necesidad. El máximo 
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exponente de esta teoría es CARNELUTTI quien considera que el interés no significa 

un juicio de valor sino la posición favorable a la satisfacción de una necesidad. En 

últimas, es la relación existente entre un individuo o un conjunto de individuos y el 

bien con el cual pueden satisfacer sus necesidades. 

Por otro lado, bajo la perspectiva de la teoría de carácter subjetivo el interés 

aparece como un juicio de valor a través del cual el sujeto al experimentar una 

necesidad le da una apreciación al objeto que es apto en consideración a su calidad o 

cualidad para suplir dicha necesidad l96 
• En últimas, el interés jurídico es aquel que ha 

sido calificado por el derecho objetivo como jurídicamente relevante al ser 

considerado como un elemento fáctico que incide sobre la convivencia de la 

colectividad, es por ello que el ordenamiento jurídico reconoce su tutela jurídica y le 

asigna status de interés jurídicamente protegido. 

En consideración a la manera como los intereses pueden ser objetivados por el 

derecho se pueden encontrar diversas clases de situaciones jurídicas como: los 

derechos subjetivos, y, los intereses legítimos. El derecho subjetivo está confonnado 

por una estructura dual que se traduce en un elemento interno de carácter intelectivo y 

volitivo que consiste en la posibilidad de hacer o querer; y por otro lado, un elemento 

externo de naturaleza nonnativa consistente en la capacidad de poder exigir el respeto 

de otras personas. Con el devenir del tiempo este tradicional concepto de derecho 

subjetivo, entendido como la única posición de ventaja atribuida por el derecho 

objetivo a un sujeto frente a los demás, es progresivamente superado dando lugar a 

otras situaciones jurídicas subjetivas. 

Ahora bien, para la protección del ambiente sano existe sin lugar a dudas un 

interés jurídico reconocido en las mismas cartas constitucionales, podría decirse que 

196 	 Lorenzo Pérez Conejo, La defensa de los intereses ambientales: Estudio específico de la 
legitimación difusa en el proceso contencioso-administrativo, Editorial Lex Nova, Málaga, 2002, p. 
30. 
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puede existir un interés de carácter subjetivo por cuanto el mismo calificativo que se 

le atribuye al ambiente sano denota una apreciación valorativa. No obstante para 

ciertos autores como MARTIN MATEO resulta compleja la elaboración del derecho 

al ambiente sano como un derecho subjetivo porque el derecho al ambiente contiene 

un substractum intrÍnsicamente colectivo y no netamente individualista. 

Otros abanderan la idea de configurar y salvaguardar el derecho al ambiente a 

través de la categoría del derecho subjetivo en al ámbito privado; en este sentido, para 

JORDAN CAPIT AN la posibilidad de construcción jurídica parte de la persona, como 

primera de las realidades tenidas en cuenta por el derecho, y el ambiente como bien 

esencial en atención a las necesidades que a través de éste se satisfacen. En este punto, 

el peso del argumento se sustenta en una crítica al monopolio que detenta el Estado a 

través de la normatividad, de velar por la protección del ambiente y la calidad de vida, 

que tiene como punto de partida el derecho de todos a disfrutar de un ambiente 

adecuado para su desarrollo. 

Para esta corriente doctrinal el Estado no procura la calidad de los elementos 

ambientales pues la existencia de dicha calidad en ocasiones se ve alterada cuando 

este, con el ánimo de incrementar sus ingresos, permite que empresas privadas o 

públicas funcionen bajo su autorización concediendo licencias o permisos de 

explotación. De esta manera, se plantea la posibilidad de una construcción jurídica en 

la que se parta de la persona como primera de las realidades tenidas en cuenta por el 

derecho; y, el ambiente como un bien esencial de la misma en consideración a las 

necesidades que a través de este se satisfacen. 

Continuando con el desarrollo de las categorías jurídicas se encuentra el 

interés legítimo, como categoría jurídica fundamental. Este interés se configura como 

situación jurídica subjetiva que goza de una facultad de reacción o impugnación, una 
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especie derecho potestativo con virtualidad procesal, que es reconocida por el 

fiPI"Pl'hn a quien resulte en su de . No obstante, límites del 

legítimo exceder bajo que son reconocidos 

la normativa. De esta manera, se produce un proceso que amplifica la legitimación 

para la tutela del legítimo como "todos" o los miembros 

una colectividad, para lograr una procesal común. los sujetos 

interesados en una situación la órbita de la individualidad a la 

de la colectividad. 

Una de últimas proceso amplificador de la legitimación está dada 

por el de público como situación jurídica-subjetiva legitimante o 

habilitante para el ejercicio de la acción jurisdiccional que se atribuye a los A ..... <>nf'oC 

cuya finalidad es la aplicación objetivo 

desarrollándose la tutela interés público. 

Conviene distinguir la diferencia entre el concepto de público e interés 

en el primero se a la protección y salvaguardia por 

l1uau~:> públicas o administrativas, mientras alusión al interés que 

posee plena trascendencia para la colectividad social; esto se ve reflejado en los textos 

constitucionales se el doble interés que se le atribuye al ambiente sano, 

como interés público a del Estado mediante sus entidades públicas, y el 

general que involucra a la colectividad social. 

el modelo liberal y con el múltiples 

actividades, que no sólo afectan al individuo aislado sino que repercuten a '-'a.l~¡¿'Ul o 

colectivos y los intereses difusos como dentro dicho Cfpn",.,,198 

L. Pérez La de /005 intereses ambienta/es.." , p. 38. 
198 En Italia alrededor de estos derechos se a constituir una corriente a favor del 



127 

nueva se como una categoría 

concebida como noción y no conformada por la mera suma intereses 

individuales. preciso anotar cuando un interés relevante queda configurado 

como derecho a ser tutelado; en tanto que, si como interés queda 

garantizada su fiscalización o control por las entidades públicas o 

administrativas. Es por ello, que la protección al ambiente se consagra en la 

de textos como un público y luego a 

como un derecho, sea como derecho subjetivo o como derecho 

colectivo, esto le permite reforzar su protección. 

1.4.2 medio ambiente y su dimensión de derecho grupal y o colectivo. 

en de parte la un vacío en la 

los llamados colectivos y/o Es fácil 

cuando es de referirse a los plurisubjetivos, la utilización indistinta del 

calificativo "colectivo" o "difuso". Para no incurrir en este error y lograr un claro 

entendimiento y una correcta de estos se a la 

metodología denominada "Círculos Grupales Concéntricos" que desarrolla PEREZ 

autor parte por un nivel externo conformado el género o 

pleno que, a su vez, por derechos: el denominado 

199 entendido como la grupal de mayor pero de menor 

concreción , y el segundo, llamado colectivo200 
, entendido como un estadio mayor 

y meTOr determinación 

reconocimiento jurídico y su protección. La doctrina española a generar todo un desarrollo 
entorno a los intereses supraindividuales a partir de los años 70 y durante los 80. 

199 Llamados también indeterminados" 
200 Llamados también "grupales detenuinados" o "concentrados" 

L. Pérez Coneío. La defensa de los intereses ambienta/es ... , 72. 
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Puede advertirse que el elemento fundamental de diferenciación entre el 

derecho colectivo y el derecho difuso está en el grado de determinación de sujetos 

afectados por un eventual efecto jurídico. De esta determinación van a depender los 

instrumentos previstos para la protección del derecho, y así se definirá la legitimación 

que tendrán para hacer oportuna la pretensión procesal ante los estrados judiciales. 

El derecho al ambiente al ser entendido en la mayoría de ordenamientos 

constitucionales como derechos difuso 202 o colectivo, va a suponer ciertos 

inconvenientes como: a) La imposibilidad de identificar los sujetos activos que 

propician la afectación del ambiente sano b) La imposibilidad, en cuanto a su objeto, 

de prever la totalidad de los elementos de juicio indispensables para delimitar la 

vulneración de los derechos, es decir, la falta de certeza, y la carencia de una 

protección jurídica plenamente definida. c) La posibilidad, en cuanto a la titularidad, 

que este derecho se extienda a grupos difícilmente identificables, es decir, no insertos 

plenamente en el ordenamiento jurídico, como acontece en los derechos difusos; o por 

el contrario, también es posible que se extienda la titularidad a grupos o colectividades 

que se encuentran organizadas y reconocidas por el ordenamiento jurídico, como en el 

supuesto de los derechos colectivos. 

202 Existe toda una base teórica importante que sustenta la diferencia entre los denominados derechos 
difusos y colectivos. Para la tesis dogmática que parte del criterio subjetivo, distingue los derechos o 
intereses que tiene un portador (colectivos) y los que no lo tienen (difuso). La tesis doctrinal que fija 
la distinción dependiendo la pluralidad de personas que comparten intereses y que puedan o no estar 
reunidas en una determinada colectividad. Los que argumenta que el factor esencial de 
diferenciación estriba en la existencia o no de una organización o un determinado nivel 
organizacional, así los derechos difusos serian considerados como agregaciones informales, en tanto 
que los derechos colectivos estarían determinados por la conjunción o coordinación de pretensiones. 
Otros sustentan su planteamiento en consideración a la tipología en el elemento de vinculación 
jurídica, siendo aSÍ, que al referirse a un derecho comunes a una comunidad de personas y cuando 
existe un nexo juridico entre Jos miembros del grupo social habrá de referirse a los derechos 
colectivos, pero si no existe una conexión jurídica sino vínculos fácticos se hará referencia a los 
derechos difusos. Ver Pablo Gutiérrez de Cabiedes e Hidalgo de Caviedes, La tutela jurisdiccional 
de los intereses supraindividuales. Colectivos y difusos, Ed. Aranzadi, Pamplona, 1999. Manuel 
Lozano- Higuero Pinto, La protección procesal de los intereses difusos, Edición de autor, Madrid, 
1983. L. Pérez Conejo, La defensa de los intereses ambientales ... , 73. 
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En el primero de los casos, es decir, los grupos difícilmente identificables, 

surge la gran disyuntiva: quien tiene o no interés legítimo o legitimación en la causa. 

Pues para muchos es un elemento que influye para que este derecho carezca de una 

verdadera operatividad jurídica. Otros por su parte argumentan que no se puede negar 

el reconocimiento y la protección de un derecho recuniendo al argumento que por ser 

derechos que afectan colectividades no identificables plenamente, estos difícilmente 

pueden ser tutelados. Bajo este argumento se estaría desconociendo el derecho de los 

miembros que conforman dicho colectiv0203 . 

Visto de este modo, son varias las problemáticas que devienen de la 

categorización del derecho al ambiente sano como derecho colectivo o difuso. Como 

respuesta a esta crítica valdría la pena, desde el marco constitucional, encontrar 

fórmulas viables que den salida a los problemas que subyacen de la existencia de una 

axiología jurídica con pretensión universal. Es decir, ante los nuevos valores que 

irrumpen en el ámbito de la protección ambiental y la complejidad de una sociedad 

cambiante no es dable afenarse a categorías tradicionales y hacer que los 

procedimientos procesales prevalezcan sobre el contenido esencial, que es justamente 

la protección del ambiente y por ende la vida y el bienestar de los seres. En tal sentido, 

ARANA PTNTLLA plantea que "existe la necesidad de potencializar los derechos 

humanos, pasando de la realización integral de los valores superiores ya reconocidos 

al reconocimiento de derechos nuevos, como derechos derivados de algún nuevo valor 

o de la potencialidad de alguno de los valores ya existentes,,204. 

Igualmente, otro factor que se debe tratar desde el ámbito constitucional, es 

que la existencia de normas jurídicas que consagran la protección del derecho al 

203 Alejandro Nieto, "La vocación del derecho administrativo de nuestro tiempo", en Revista de 
Administración Pública" No.76, enero-abril, Centro de Estudios Constitucionales, Madrid , 1975, p. 
25, 

204 Ignacio Arana PinilJa, Las transformaciones de los derechos humanos, Editorial Tecnos, Madrid, p. 
133. 
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ambiente sano no se explican simplemente su validez fonna1 205 
, es a su 

correspondencia con el criterio de validez normativa, sino por su capacidad para 

producir un comportamiento en los individuos receptores y destinatarios de la 

nonna, es por su Urli''-'ir\. VILLEGAS que la \;;olIva'..da 

de tales 

cuando una información entre los "".{'",mM creadores, y 

se da esta comunicación es posible 

observar la coherencia entre los propósitos inspiran los instrumentos de 

protección y la realidad social206
. 

En otros la por del "..,."fÍo,. 

texto jurídico y la incapacidad instancias encargadas de la aplicación para llevar 

a buen ténnino los objetivos propuestos en la nonna, o incluso la carente 

previsión la 

entre puede de en la 

aplicación de la nonna y por en las acciones instauradas para sus 

protección 207 , WOLF PAÚL se refiere al problema de la eficacia nonnativa del 

derecho ambiental y sus orotecclón y expone 

" .se halla atrapado en la crisis que generan sus contradictorias de 

legitimación y de acumulación. Ciertamente esta disciplina jurídica por una 

:sDonaer a las vresiones sociales por el de la calidad de vida 

y la disminución de los pero por otra, debe favorecer el proceso de 

.. . h • 1 d" d 1 d ,,208acumu1aClon sm acer mas gravosas as con ¡ClOneS e merca o ... · 

En el caso de los derechos difusos la norma constitucional que los consagra y su estatus de derecho 
fundamental se descubre bajo la de los de los principios y de las circunstancias del 
caso. 

206 Mauricio García La simbólica del derecho. Examen de situaciones 

Ediciones Uniandes, Bogotá, 1993, p. 95. 


207 En este sentido el Ciro Giro expone: "".esto se debe a que la 1"Il,O:ut:w 

normas constitucionales no esta claramente definida cuando se analiza en antes 
de entrar en relación con los hechos... "Ver en Sentencia Corte Constitucional de Colombia 
T437/92. 

208 Paul Wolf, criminalidad orr.lI'wirn y derecho ambiental simbólico: una intervención 
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Lo anterior, conduce a no desconocer aspectos de carácter político y 

económico que inciden con el fracaso o con el éxito de la aplicación de las acciones de 

protección a los derechos al ambiente sano. Esto último lo explica GARCIA 

VILLEGAS en el caso colombiano, cuando expone que: 

"" ,La constitución y la Corte ordena la protección de los derechos del individuo 

en todos aquellos casos en los que, desde el punto de vista institucional, ello sea 

posible. Por eso, la jurisprudencia de la Corte es generosa y exuberante cuando 

se refiere a la protección social del individuo, pero es conservadora y prudente 

cuando lleva a cabo la ponderación entre esta protección y la estabilidad-

presupuestal, jurídica, política- de las instituciones ... la suerte de los usuarios 

depende más de la disponibilidad de recursos y de la dinámica política entre el 

ejecutivo y el legislativo, que de la posibilidad que estos tienen de acudir a una 

autoridad pública para exigir sus derechos", ,,209 

En consideración a lo antes expuesto, es preciso identificar y centrar el análisis en 

aquellas acciones o garantías que realmente operan en las prácticas sociales reales210 y 

no en regulaciones ideales y potencialmente aplicables 211 que en últimas, se 

convierten en instrumentos inoperantes para la protección del ambiente sano y para la 

búsqueda del desalTollo sostenible. 

iusfilisofica en el sistema de la organizada irresponsabilidad, Editorial Civitas, Barcelona, 1990, p. 
4. 

209 Mauricio García Villegas, Las Fronteras del Derecho, Universidad de los Andes, Bogotá, 1998, p. 
24. 

210 Camilo Borrero, ¿Cambiar la academia? Un enfoque desde los usos alternativos del derecho, 
Jurisprudencias No.l Instituto Latinoamericano de Servicios Legales Alternativos, Bogotá, 1999. 

211 Ibídem 
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1.4.3 El ambiente sano: una conjugación de intereses y derechos 

Vistas las teorías que sustentan la existencia de intereses legítimos y derechos 

plurisubjetivos conviene reflexionar sobre la conjugación de derechos e intereses que 

subyacen en el derecho a un ambiente sano. De esta manera se infiere, en principio, 

que el ambiente sano puede ser objeto de situaciones jurídicas subjetivas o de 

intereses legítimos, por cuanto son los sujetos los destinatarios de este derecho. En 

cuanto a la titularidad, corresponde a todas las personas el derecho al ambiente sano. 

Es preciso, en este punto, distinguir que una cosa es que la colectividad social pueda 

gozar de manera simultánea de los bienes ambientales, y otra muy distinta es la 

titularidad de la concreta situación jurídica que es inherente a cada sujeto. 

En este sentido, se puede concluir que el ambiente sano no es objeto posible de 

una situación jurídica de tipo apropiativa, pero sí lo es su disfrute por parte de la 

colectividad. En otras palabras, si partimos de la afirmación que el derecho al 

ambiente esta categorizado como un derecho humano de los denominados derechos de 

solidaridad o de tercera generación será por ende un derecho de carácter colectivo. Sin 

embargo, hay que considerar que se trata de un derecho predicable de las personas 

individualmente consideradas, pero que al momento de ser reclamado, es decir, de 

solicitar su protección manifiesta la calidad de derecho colectivo. Bajo esta regla 

general, es el mismo tejido social que reivindica la necesidad de proteger el ambiente, 

se trata de exceder el marco de la violación individual y trascender a la solidaridad y a 

la protección colectiva para defender un derecho que afecta a toda una colectividad. 

De lo antes dicho se puede concluir que el derecho al ambiente sano contiene 

características tanto del derecho subjetivo como del plurisubjetivo. Para cierta parte de 

la doctrina no es posible establecer una neta distinción entre la tutela de los intereses 

individuales y la tutela de los intereses colectivos y/o difusos ya que la m isma noción 
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ambiente simultáneamente, el lugar el desarrolla su 

vida y el colectivo la realidad en la se desarrolla la actividad de una 

comunidad212
, una conjugación y derechos que hacen del ambiente sano 

un derecho complejo. 

Visto así, resaltar el algunas constituciones hayan la 

consagración del ambiente sano en sus dos dimensiones como derecho subjetivo y 

derecho colectivo, previendo procesales para el 

del U\Vl\V\VllV. como se en constituciones de Chile y 

Argentina. Infortunadamente la Constitución a consagrar esta 

no prevé un mecanismo para la orotecció al 

ambiente sano. 

2\21. "Relaciones de vecindad, desarrollo industrial y medio ambiente", 84. 
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CAPITULO 2. LA DEFENSA DEL AMBIENTE SANO EN LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 

La protección del derecho al ambiente sano y su garantía constitucional tiene 

amplio en la Política Colombia en 

1991. Constituyente Colombiano \';UllM!;41 en orden coherente más 34 artículos 

que versan de manera directa e indirecta con el 

como \,;Ull;'C;\,; de los instrumentos y 

suscritos por Colombia que, en la mayoría los casos, buscaban proteger y regular el 

sano el ámbito Aunado a lo anterior, y como 

próximo, debe considerarse, el en la sociedad civil colombiana 

de una sensibilidad ético ambiental por el deterioro acumulativo e irreversible de los 

recursos y las ello trae los 

de la vida. sensibilización ambiental dio origen a ciertas reivindicaciones 

reclamaban el y la del a de un 

ambiente sano en Colombia. 

este orden de ideas, el objetivo central este capítulo busca desarrollar, a 

través un analítico-descriptivo, lo que es el sano para el 

ordenamiento constitucional de Colombia. Con el fin de lograr tal propósito y 

considerando el contexto que da a la actual constitución política de Colombia, 

se de manera están 

orientadas a comprender: ¿Cuáles son consecuencias que devienen de 

el derecho al es el contenido del a un 

ambiente sano en la Constitución Política Colombia? y son los que 

ello ha generado en el ordenamiento constitucional colombiano? 
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1 

llevó a deanálisis como punto partida la 

1 a reconocer la importancia del ambiente, dedicando una profusa regulación 

en el texto 	 la a este Como 

elemento de análisis, se pretende desentrañar los debates en la Asamblea 

Nacional Constituyente tendencias lUI,;-VIVl;{l ...a.;:, o llenar 

contenido uno artículos al sano en la actual 

Constitución Política de Colombia. análisis es porque 

comprobar la importancia que adquieren las fuerzas que prevalecen en el seno de la 

Asamblea Constituyente vez que estas depende el contenido y el 

alcance las nuevas normas fundamentales y del documento final que 

formen213 
, Por todo esto, es necesario conocer cuáles fueron o tendencias 

que dieron fundamento al artículo 79 en lo a su contenido y 

demás articulados que involucran el ambiente sano. 

Una vez abordados estos antecedentes y en consideración a lis preguntas 

anteriormente formuladas, se ahondara en el contenido material y formal del 

al ambiente sano y la estructura de las normas que lo reconocen y aUllLall bien sea 

como entendido como mandato de optimización de un valor o bien jurídico, 

o 	 como que, como un supuesto y una 

consecuencia jurídica. Igualmente se creará una que entender la 

estructura de las normas constitucionales que regulan el derecho al ambiente sano y 

las de su aplicación con el de el 

y desarrollo normativo de este 

213 	 Hernando Valencia Villa, "El Constituyente de 1990 y la Constituyente de 1991", en Revista 
análisis político, No. 11, Bogotá, 1990. Ver en Revista electrónica del Banco de la Repúblíca 
Alojado en l.pdf. 
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2.1 	 CONTEXTO HISTÓRICO DE LA NUEVA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

DE COLOMBIA DE 1991 

La carta fundamental de Colombia de 1886, con más de cien años de vigencia, 

se instituyó en una de las constituciones más antiguas de América Latina; pese a su 

larga vigencia, fue sometida a varias reformas parciales214
, cada una de ellas con un 

fundamento específico. No obstante, hechos como la evidente violencia originada por 

varios frentes (insurgencia, contrainsurgencia, narcotráfico y delincuencia común) así 

como la incapacidad de las autoridades encargadas de mantener el orden y proteger la 

seguridad de las personas, sumado esto a las irmumerables necesidades sociales215 de 

la población, produjeron en el pueblo colombiano el clamor por cambiar la 

constitución de 1886 que, para su momento, era ineficaz para hacer frente a tales 

problemáticas216 
. 

214 Es numerosa la bibliografía que ilustra sobre el contenido de cada una de las reformas 
constitucionales, puede consultarse entre otros estudios: Diego Younes Moreno, Panorama de las 
reformas del estado y de la' administración pública, Centro Editorial Universidad del Rosario, 
Bogotá, 2004. Luis Carlos Sáchica, La reforma constitucional de 1968, Editorial Temis, Bogotá, 
1969. Jaime Vidal Perdomo, Historia de la reforma constitucional de 1968 y sus alcances jurídicos, 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 1970. Guido Echeverri Piedrahita, "Peculiaridades de 
las reformas del Estado en Colombia" , Ponencia presentada en el VIII Congreso Internacional del 
CLAD sobre la reforma de Estado y de la Administración Pública, Panamá, 2003. Manuel Fernando 
Quinche Ramírez, Reforma política y reforendo en Colombia dentro de los procesos de reforma de 
la Constitución Política de 1991, Universidad del Rosario, Bogotá, 2004. Jaime Vidal Perdomo, 
"Teoría de la nueva organización administrativa en Colombia" , en El derecho público a comienzos 
del siglo XX1. Estudios en homenaje al profesor Alfan Brewer Carias, t. 11, Civitas, Madrid, 2003. 
Álvaro Tirado Mejía, comp., "La economía y lo social en la reforma constitucional de 1936", en 
Estado y Economía: 50 años de la Reforma del 36, Contraloría General de la Republica, Bogotá, 
1986. 

21 5 Reivindicaciones sociales por instituir un estado social de derecho y una democracia pluralista y 
participativa. 

216 El cambio constitucional de 1886 fue producto de la reacción de la sociedad en contra del modelo 
económico y político liderado por los sectores élites de la sociedad colombiana. Algunos autores 
plantean que la exclusión política heredada del Frente Nacional (pacto entre liberales y 
conservadores) cuyo objetivo era conseguir la paz, mediante un acuerdo político que permitiera la 
paridad para ocupar los cargos públicos y la alternación en el cargo de Presidente de la República, 
había agudizado el descontento de diversos sectores sociales que se sentían excluidos del juego 
político. Para algunos analistas, éste modelo llevó a que muchos sectores enquistados en el aparato 
del Estado usufructuaran el monopolio en la prestación de servicios pero en beneficio de un modelo 
eminentemente rentista y clientelista. Ver Armando Novoa García, "¿Qué paso con la Constitución 
de 1991 ?", p. 1. Alojado http://www.polodemocrativo.net/Que-paso-con-la-Constitucion-de. Es 
importante resaltar que durante el período del Frente Nacional se conformaron grupos de oposición 
que criticaban la falta de participación política; así, durante el período presidencial de Valencia el 
partido liberal se fragmentó, apareciendo el Movimiento Revolucionario Liberal MRL, bajo la 
dirección de Alfonso López M.ichelsen, quien estaba en abierto desacuerdo con el Frente Nacional, 
más adelante tras la derrota del López Michelsen en las elecciones presidenciales éste movimiento 

http://www.polodemocrativo.net/Que-paso-con-la-Constitucion-de
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Este cúmulo de factores de orden social que originó el cambio constitucional, 

corrobora la tesis planteada por ANGARITA217 que atribuye a los comportamientos 

sociales la transformación del Estado y no simplemente al cambio o modificaciones 

que pueda surtirse en su ordenamiento interno. Así, bajo esta premisa, se destaca la 

importancia de los comportamientos sociales, como fuerza transformadora del 

contenido formal que representa el texto constitucional, máxime cuando es el pleno 

reflejo de la voluntad soberana del constituyente primario. En esta misma perspectiva 

GAVIRlA DIAZ planteaba, al referirse al cambio constitucional en Colombia, que en 

la sociedad colombiana: 

" ... existía una ausencia de normas capaces de regular adecuadamente la 

conducta interferida. Dicha ineficacia no era sólo predicable de las normas 

jurídicas; lo era también de las normas morales y aún de los usos sociales o 

desaparece. Luego, la Alianza Nacional Popular ANAPO, liderada por el General Rojas Pinilla, 
quien afírmaba que la dirigencia del Frente Nacional hacia parte de la tradicional oligarquía, se 
convierte en el grupo de oposición. Durante el periodo presidencial del gobierno de Lleras Restrepo, 
apareció el Movimiento Obrero Independiente Revolucionario MOIR un nuevo grupo de oposición 
al Frente Nacional conformado por estudiantes y obreros próximos a la izquierda. Cuando asume al 
poder el Conservador Misael Pastrana Borrero, ultimo de los presidentes del Frente Nacional, tuvo 
que afrontar las acusaciones que se le imputaron de fraude electoral en contra de la Anapo, por ello, 
los sectores más radicales de la Anapo conformado especialmente por estudiantes deciden integrar 
un grupo armado denominado como M19 para intentar tomar el poder a la fuerza. Muchos 
responsabilizan al Frente Nacional de fortalecer el clientelismo y debilitar la democracia de 
Colombia; lo que llevo, a la postre, la aparición de los movimientos guerrilleros más importantes 
como las FARC, el ELN y el M19 . Sobre éste tema existe una interesante bibliografía que amerita 
ser consultada, en: Álvaro Tirado Mejía, "Del Frente Nacional al momento actual. Diagnóstico de 
una crisis", en Nueva historia de Colombia, Vol. II, Editorial Planeta, Bogotá, 1989, p. 405. Cesar 
Augusto Ayala Diago, "Resistencia y oposición al establecimiento de Frente nacional, en Nueva 
Historia de Colombia, Vol. rr, Editorial Planeta, Bogotá, 1989, pp. 365-371. Entre otros estudios 
ver: Malcom Deas, "Algunas notas sobre la historia del caciquismo en Colombia", en Del poder y la 
gramática y otros ensayos sobre historia, política y literatura colombiana, Editorial Tercer Mundo, 
Bogotá, 1993. Francisco Leal Buitrago, '"El sistema político del clientelismo", en Revista Análisis 
Político, No. 8 septiembre-diciembre, Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales 
(IEPRI) Universidad Nacional, Bogotá, 1989. Francisco Leal Buitrago, Estado y Política en 
Colombia, Siglo XXI Editores, Bogotá, 1984, p. 134. Eduardo Guevara Cabos, "Aproximaciones 
sociológicas en tomo a la cultura política de Colombia, en Revista Reflexión Política, No. 2, 
Universidad Autónoma de Bucaramanga, Bucaramanga, 1999. 

217 	 Carlos Enrique Angarita, Estado, poder y derechos humanos en Colombia, Editorial Códice, 
Corporación René García, Bogotá, 2000, p. 210 . 
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reglas del trato, que regulan el comportamiento social a un nivel más 

superficial pero también necesario para una convivencia civilizada .. .,,218 

El mismo autor sostiene que para superar esta "anomia" era preciso renovar el 

pacto social, es decir, explicitar los comportamientos sociales para construir en forma 

concertada nuevas reglas capaces de controlar efectivamente la conducta de la 

sociedad y que, además de operar en el más alto nivel, pudiesen inspirar todos los 

estratos normativos. Ese nuevo "pacto social" implicaba, en principio, convocar a 

toda la sociedad para que a través de consensos establecieran parámetros de conducta 

para vivir civilizadamente. 

El pacto político tuvo como antecedente próximo la denominada séptima 

papeleta, que se gestó, como propuesta emanada por estudiantes y docentes 

universitarios organizados en el movimiento denominado "El movimiento por la 

séptima papeleta", bajo el lema '.'Todavía podemos salvar a Colombia". La propuesta 

consistía en incluir una papeleta adicional de las que se utilizarían en los comicios de 

11 de marzo de 1990 para elegir a los ediles, concejales, alcaldes, diputados, 

representantes y senadores. El objetivo de la séptima papeleta era lograr que los 

electores, en su condición de constituyente primario respondieran si o no para apoyar 

la convocatoria a una asamblea constitucional, mediante un plebiscito popular, con el 

fin de cambiar la constitución de 1886. 

El mecanismo propuesto de reforma constitucional no estaba contemplado en 

la Constitución y por tanto quebrantaba la expresa prohibición constitucional 

contenida en el artículo 13 del plebiscito de 1957 en consonancia con la artículo 218 

218 Carlos Gaviria Díaz, "La Constitución del 91 y los derechos humanos. Prodigalidad en libertades, 
derechos y garantías", en Revista Credencial Historia, Edición 156, Bogotá, 2002. También en : 
Biblioteca Virtual del Banco de la República, Edición publicada mayo 16 de 2005. 
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de la Constitución de 1886219 
; se buscaba que la refonna constitucional no surtiera los 

trámites ante el Congreso de la República confonne lo preceptuaba el texto 

constitucional de 1886 sino que, por el contrario, prevaleciera la teoría del poder 

constituyente primario22o
, medida que obedecía a la falta de reconocimiento que el 

ciudadano atribuía al Congreso para ser artífice de la reinstitucionalización o de los 

cambios que se esperaban221 
, toda vez que existía en el órgano colegiado una fuerte 

reticencia de aprobar una refonna que implicaría para la clase política tradicional, 

perder los privilegios de los que había gozado a lo largo de la historia 222. 

La iniciativa fue respaldada por dos millones doscientos mil votos que fueron 

escrutados de manera infonnal, esta votación demostró la intensión del constituyente 

primario por la convocatoria a una Asamblea Constituyente y, por ende, proceder a la 

refonna constitucional. Esta situación llevó a que el gobierno de Virgilio Barco 

facultara, mediante decreto legislativo 927 de mayo 3 de 1990, a la Organización 

Electoral para contabilizar los votos de la Séptima Papeleta que se depositarían en ¡as 

elecciones presidenciales del 27 de mayo. La Corte Suprema de Justicia, como 

máximo órgano de control constitucional, realizó el estudio de Constitucionalidad del 

mencionado Decreto y mediante sentencia del 24 de mayo de 1990 reconoció que la 

decisión del pueblo no sólo confería un mandato político sino que abría la posibilidad 

de integrar una Asamblea Constitucional para refonnar la Constitución PolíticaY3 

2\9 Augusto Hernández Becerra, "Convocatorias al pueblo en Colombia: El referendo de 2003 si tiene 
antecedentes", en Revista Credencial Historia, Edición 159 marzo, Bogotá, 2003. Alojado en 
webttp://lablaa.orglblaavirtuaVrevistas/credencial/marzo2003/convocatorias.htm 

220 Enmanuel Joseph Sieyés, contribuye al desarrollo teórico del concepto poder constituyente . En su 
obra ¿Qué es el tercer Estado? Respalda la existencia de un poder constituyente distinto a los 
poderes montesquinianos, un poder que radica en la nación ; por esa virtud, se dota de una 
constitución, mientras que los otros poderes son regulados por la constitución misma. 

22\ Camilo González Posso, "¿El plebiscito para qué?", en Revista Cien días vistos por Cinep, No. 7, 
Bogotá, 1989. 

222 	 Carolina Jiménez Martín, "Momentos, escenarios y sujetos de la producción constituyente. 
Aproximaciones críticas al proceso constitucional de los noventa", en Análisis político, No. 58, 
Bogotá, pp. 132-156. 

223 La Corte Suprema de Justicia mediante sentencia del 24 de mayo de 1990 reconoció que por los 
graves hechos de perturbación en el orden público se demostraba que las instituciones, tal como 



140 

La decisión de la Corte Suprema, que para algunos consistió en una decisión 

de carácter político, encuentra un fuerte contenido teórico constitucional que la 

sustenta. Ya desde SIEYES se planteaba que la nación no podía prohibirse el derecho 

a querer su organización y que cualquiera que \legare a ser su voluntad, ésta no podía 

perder el derecho a cambiarla en el momento en que su interés lo pudiera exigir. En 

esta misma perspectiva y en consideración a las cláusulas de intangibilidad 

constitucional, hay quienes sostienen que una norma que llegue a negar o limitar la 

existencia de la soberanía popular carece de cabida en un Estado democrático224
, toda 

vez que restringe o desconoce, en el peor de los casos, el sentir del poder originario. 

Así, una vez fue posesionado Cesar Gaviria como Presidente de la República 

expidió el Decreto 1926 de agosto 24 de 1990 a través del cual, facultó a la 

organización electoral a contabilizar los votos que se emitirían el 9 de diciembre de 

1990 Y además, establecía el temario que debería orientar la reforma constitucional, 

producto del denominado "Acuerdo Político sobre la Asamblea Constitucional", 

estructurado previamente por representantes de las tres fuerzas políticas (liberal, 

estaban concebidas, eran insuficientes para enfrentar las diversas fonnas de violencia que debían 
encarar. En ténninos de dicha corporación, las instituciones habían perdido su eficacia quedando 
cortas para combatir las diversas modalidades de intimidación; por tanto, era necesario rediseñarlas 
para que las causa de perturbación no se agravaran. Un aspecto importante que de cierta manera 
impulso los diálogos de paz que se adelantaban con los grupos annados, fue la exaltación que hizo 
el Alto Tribunal sobre las bondades de la Asamblea Constitucional para facilitar la incorporación de 
otros grupos a la vida civil; toda vez que algunos de éstos habían manifestado formalmente su 
intención de acogerse al régimen civil por medio de su integración al proceso de cambio 
institucional que se realizaría a través de la Asamblea Constitucional. Para algunos tratadistas, la 
decisión de la Corte Suprema se ajustó más a parámetros políticos que jurídicos. Ver Jacobo Pérez 
Escobar, Tratado de Derecho Constitucional, Editorial Temis, Bogotá, 2004. La decisión política 
aparece explicita en la sentencia de la Corte Suprema de Justicia cuando advierte que" ... el no 
acceder a éste clamor del pueblo, será sin ninguna duda un factor de mayor desestabilización del 
orden público .. . " , hizo evidente la prevalencia del sentir del pueblo sobre las estructuras rígidas e 
inoperantes instituidas el poder constituido; que se veía beneficiado por éstas y no estaba dispuesto 
a modificarlas. Se ha sostenido que la Corte Suprema de Justicia desempeño un papel fundamental 
en el proceso de la génesis del modelo constitucional, en términos de VILLAMIL PORTilLA, 
" .. . esa actitud histórica de la Corte, despojarse del control sobre los actos del constituyente, era el 
segundo sacrificio en un lustro; pues cinco años atrás se había dado la toma del Palacio de 
Justicia, en donde más de la mitad de sus Magistrados habían sido asesinados en la toma ejecutada 
por el M 19... " Ver: Edgardo Villamil Portilla, "La seguridad jurídica." Alojada en web 
www.docentes.unal.edu.co/evillamilp/.. .ISeguridad%20juridica.doc 

224 	 Antonio Torres Del Moral, Estado de Derecho y Democracia de Partidos. Publicaciones 
Universidad Complutense de Madrid, Madrid, 2004, p. 179. 

www.docentes.unal.edu.co/evillamilp
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el9y M19) Y complementado por el mismo 

octubre 1990, la Corte Suprema Justicia mediante su Sala 

declaró constitucional el dando a conocer que la Asamblea 

era producto del constituyente primario; sin 

no debería someterse a establecidosseñalo 

los poderes constituidos. Así, declaró inexequible lo referente a los límites de la 

Asamblea, consignados en el temario propuesto el 

Asamblea el carácter de constituyente y no constitucional, así cualquier 

límite a su c"hpr,,,, también declinó control constitucional los actos del 

constituyente. 

De esta la Constitución de 1991, aprobada el 4 de julio mismo año, 

como resultado de un político 225 entre 

225 Esta manifestación que se traduce en la voluntad de trascender del acuerdo de elites y ofrecer un 
nuevo impulso democratizador es, para autores, el síntoma de cambio que se está 
presentando actualmente en el constitucionalismo latinoamericano; en este sentido, la Constitución 
Política de Colombia se sitúa como modelo que apunta hacia tales por ha 
sido fuente de en otros procesos como el ecuatoriano de 1998 y 
venezolano de 1999. Ver Roberto Viciano Pastor, "Las aportaciones del constitucionalismo 
latinoamericano a la reforma del Estado: el caso de Venezuela", p. 14. Alojado en 

_ . Entre otros textos: Roberto Viciano Rubén Martínez 
Dalmau, "Venezuela en transición, América Latina en transición" Revista de ciencias 
sociales N° 2005, p. 7-10. Roberto Viciano Pastor, Rubén Martínez "EI proceso 

venezolano en el marco del nuevo constitucionalismo latinoamericano" N° 13, 2005, 
P 55-68. Roberto Viciano Pastor, "La función legislativa en la nueva Constitución del Ecuador", 
Ramiro Ávila Rubén Martínez comp., 
constitucionales: La Constitución ecuatoriana de 2008 en Editores Ministerio de 
Justicia y derechos Ecuador, 2008, p 159-170. Luis Salamanca, Roberto Viciano 
"Introducción: continuidad y discontinuidad constitucional en el diseña del sistema 
venezolano", en Luis Roberto Vidano Pastor (coord.), El sistema político en la 
Constitución Boliviana de Venezuela, Tirant lo Blanch, 2006, p 11-26. Roberto Viciano 
Pastor, "El sistema de fuentes del Derecho en la Constitución Política de la República del Ecuador" 
en Santiago Andrade (coord.), Julio Cesar Roberto Viciano Pastor La estructura 
constitucional del Estado ecuatoriano, Editores Universidad Andina Simón Bolívar, 
Editora Nacional Universidad de Valencia, Fundación Quito, 2005, 79-112. Roberto Vieiano 
Pastor. ''Confrontación cohesión y gobernabilidad en Latinoamérica" en Joan Prats 

José María Vidal Beltrán Gobernanza: diálogo euro-iberoamericano sobre el buen 
gobierno, Editorial constitución y leyes, España, p 189-196. Roberto Viciano Pastor, "Los 
derechos sociales y culturales conforme al derecho internacional" en Cristóbal Malina 
José Luis Monereo María Nieves Moreno Vida (coord.) Comentario a la constitución socio-
economía de Editores 2002, p 177-202. Roberto Viciano Pastor, "El uso 
del Derecho como freno al cambio social: la reciente venezolana" en Luis María 

Estudios de Derecho Constitucional: D. Joaquín García Morillo, 
Editorial Tirant lo Blanch. España. 2001, P 251-270. 

y a la 

i 
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representantes de los más diversos sectores de la sociedad colombiana quienes como 

Miembros integraron la Asamblea Nacional y 

en representación del pueblo Colombiano, la labor de un nuevo texto 

.No hay el del denominado 

"pacto consensuado" que se devela en dos hechos; primero, en cuanto la 

calidad de los que lideraron la propuesta a la convocatoria de Asamblea 

Nacional Constituyente y orientaron su desarrollo para conseguir y, 

segundo, por la carencia una participación pluralista en la misma. 

Si bien, para JrMENEZ MARTIN "las narrativas" o argumentos expuestos 

la convocatoria a la Nacional sobre la de 

la democracia participativa y la consolidación de la paz, facilito la aproximación de 

distintos sectores y políticos para formular el nuevo no se 

lo que la autora denomina, "el escenario elitismo 

gobierno" que antecedió el proceso constituyente. escenario se explica desde la 

conformación del estudiantil, obedeció a la política 

parte del a una sector estudiantil, el 

el mismo ejecutivo asumió adecuar la norma constitucional a las 

exigencias la economía mercado y desde el marco jurídico, legitimar la 

"reforma del Estado, la implementación del proceso de privatización del Estado, 

la y la construcción de una sociedad heterónoma ... ". 

mediante voto popular los 70 que integrada 
la Asamblea Nacional otros 4 fueron designados por acuerdo político. La Asamblea 

instalada el 5 de febrero de 1991, dio una a diversos sectores 
políticos y empresarios, minorías étnicas y grupos que deiaron las 

armas para reincorporarse en la vida civil. Pese a los esfuerzos por integrar la mayor 
en la Asamblea Constituyente, autores como ANGARITA sostienen que en ésta no hubo la 
suficiente representación; en los grupos guerrilleros más antiguos como las el ELN y 
un sector del EPL que no cedieron a las condiciones que el gobierno para el desarme y la 
desmovilización, no hicieron en la Asamblea. Es claro que la ausencia de estos grupos a 
traído consecuencias pues como expone el autor, buena parte del conflicto social, político 
y militar no tuvo un real tratamiento y, pese al cambio aún subsisten y se 
con el el conflicto social y militar en Colombia. Ver C. y derechos 
humanos ... , 220. 
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últimas, la suma de estos dos escenarios dejó entrever el empeño por parte del 

gobierno de abrir el camino y facilitar la implementación y consolidación del "nuevo 

paradigma neo liberal del desarrollo" 227 implementado en otros países de 

Latinoamérica desde antes de la década de los noventa. 

Pese a que ciertas fuerzas sociales y actores del conflicto quedaron al margen 

del proces0228 
; la Asamblea Nacional Constituyente se proyectó como el escenario 

plural y deliberativo que se daba por primera vez en Colombia. La "casi" pluralidad 

dada al interior de la Asamblea Nacional Constituyente, ha sido interpretada y 

valorada desde la sociedad civil e igualmente desde la teoría constitucional. Para la 

sociedad civil, como apunta VALENCIA VILLA, la diversidad que se expresó con la 

participación de sectores que habían sido tradicionalmente excluidos en los procesos 

de transfonnación del Estado (sector sindical, las comunidades indígenas y negras) fue 

apreciada en forma positiva porque si el órgano reformador o creador del pacto 

político no reflej aba la heterogeneidad constitutiva de la nación, el ejercicio 

constituyente resultaría inoficioso o simplemente no respondería a las expectativas 

creadas y, en últimas, la refonna constitucional carecería de eficacia para 

democratizar el Estado y reconciliar a la sociedad civil. Por ello, lo fundamental era 

transfonnar las disidentes mayorías sociales en mayorías políticas y electorales 

227 C. Jiménez, "Momentos, escenarios y sujetos de la producción .. . , 134-139. 
228En la Asamblea Nacional Constituyente, instalada el 5 de febrero de 1991 participaron representantes 

de sectores políticos y sociales, empresarios, sindicalistas, minorías étnicas y grupos que dejaron las 
armas para reincorporarse en la vida civil. Sin embargo autores como ANGARlTA sostienen que en 
ésta no hubo la suficiente representación; en efecto, los grupos guerrilleros más antiguos como las 
FARC, el ELN y un sector del EPL que no cedieron a las condiciones que exigía el gobierno para el 
desarme y la desmovilización, no hicieron presencia en la Asamblea . Es claro que la ausencia de 
estos grupos ha traído consecuencias negativas; como expone el autor, buena parte del conflicto 
social, político y militar no tuvo lll1 real tratamiento y, pese al cambio constitucional, aún subsisten 
y se agudizan con el tiempo el conflicto social y militar en Colombia. Ver C. Angarita, Estado, 
poder y derechos humanos ... , 220. 
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capaces de establecer el reinado del constituyente primario mediante procesos 

democráticos229 
. 

En otro orden, desde la teoría constitucional se ha analizado el cómo o de qué 

forma esta diversidad planteada en la Asamblea Constituyente influye sobre la 

estructura del texto constitucional. Autores como LOPEZ GUERRA, desde una 

perspectiva general, plantean que las constituciones producto de verdaderos pactos 

políticos consensuados contienen ciertas características que se reflejan en el contenido 

del texto mism023o
. 

Precisamente, la Constitución Política de Colombia, como resultado de un 

pact0231 de fuerzas, integrada por minorías consideradas individualmente, goza de una 

redacción colectiva que refleja las distintas opciones políticas y filosóficas que allí se 

hicieron presentes. De manera particular, la primera característica que deviene de ello, 

es la amplitud con que se abordan ciertas temáticas, lo que se refleja en el 

reconocimiento de múltiples y disímiles reivindicaciones propias de una sociedad 

heterogénea, pluriétnica y pluricultural. Esta afirmación se sustenta con la profusa 

regulación constitucional que han tenido temas como el ambiente sano, que se 

interpreta a la vez en ese intento que hace el Constituyente para dotar de mayor 

contenido los artículos 7, 8 Y 79 de la Constitución Política de Colombia y que son la 

columna vertebral del derecho al ambiente sano. A través de estos artículos se 

reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana, consagra 

la obligación que tiene tanto el Estado como las personas de proteger las riquezas 

culturales y naturales de la Nación y por último, establece el derecho que le asiste a 

229 Valencia Villa, Hernando, "Por una asamblea constituyente democrática", Análisis Politico No. 9, 
Bogotá,1990. 

230 Luis López Guerra, "Los principios fundamentales del ordenamiento constitucional", en Derecho 
Constitucional. El ordenamiento Constitucional. Derechos y deberes de los ciudadanos, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2003 . 

231 A. Novoa García, '"¿Qué paso con la Constitución de 19917", l. 
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toda persona gozar de un ambiente sano, como el deber que tiene el Estado de 

proteger la diversidad e integridad del ambiente. 

de que se en el textoo 

Constitucional lleva a lo que, en la doctrina constitucional, se ha denominado como 

de ¡;Urtllófl y que se manifiesta en la amplitud y la naturaleza de 

tratadas en la Constitución. autores como VICIANO 

PASTOR la complejidad debe interpretarse como la necesidad ha previsto el 

constituyente de límites a la capacidad de los constituidos; 

en termmos del autor. por amplio sea conSIQera el texto constitucional 

va a reflejar la voluntad del de la soberanía del pueblo que demanda 

soluciones e inmediatas a que son propios como 

e injusticia, entre argumento es porque 

resalta la voluntad del constituyente primario que debe prevalecer sobre toda 

que su 

La detallista, un tanto contienen textos 

constitucionales, entre ellos el Colombiano, se explica en aquellas realidades en las 

que se manifiesta la por parte del constituyente de regular y hacer 

cumplir que en la cotidianidad son slstematlcamente o, en 

otros casos, a ser reconocidos no efectivo cumplimiento ante la carencia 

de económico-materiales que permitan su ejercicio. además, 

esa detallista implica no la limitación poder gobernante sino 

,.p,wpcpnt" un instrumento programático de gobierno para conducir la 

una de deseos a que pretende convertirse, en 10 

232 R. Víciano Pastor, "Las aportaciones del constitucionalísmo latinoamericano ... , 3, 
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que GARCIA LAGUARDIA denomina un elemento de "predictibilidad en un 

ambiente marcado por la falta de certeza,,233. 

Otra consecuencia que deviene de la pluralidad de fuerzas dada al interior de la 

Asamblea Nacional Constituyente es la detallada regulación de ciertos temas frente a 

otros que no tuvieron el mismo tratamiento, esto responde, en el primero de los casos, 

a las coincidencias que tenían los Constituyentes en algunas materias, lo que permitió 

una regulación más minuciosa234 ; en el segundo caso, la falta de coincidencia llevó a 

que los Constituyentes plasmaran aquellos puntos mínimos de acuerdo, dejando al 

legislador la tarea de regular el derecho o la garantía consagrada235 .esto se puede ver 

reflejado en el contenido de los artículos 58, 63 y 49 del texto constitucional 

colombian0236 . 

En cuanto, a lo que tiene que ver con el propósito general de la reforma 

constitucional, se buscaba que la nueva Constitución sentara las bases para conseguir 

la paz, modernizar las instituciones políticas y jurídicas, fortalecer la unidad de la 

Nación, y asegurar a sus integrantes la vida, la justicia, la igualdad, la libertad y la paz 

233 José M. García Laguardia, "Derechos humanos y proceso constitucional en América Latina" , en 
Araucaria, Primer semestre, Vo1.9 , No . 017, Universidad de Sevilla, Sevilla, 2007, p. 107. 

234 El artículo 48 referido a la Seguridad Social consagra de manera detallada lo relativo al sistema 
pensional, la sostenibilidad financiera del sistema y los requisitos para acceder a este derecho. 

235 La constitución no puede significar una norma omnicomprensiva ni un programa para los poderes 
públicos, que determine en forma detallada los objetivos a trazar y los medios para alcanzarlos, sean 
cual fueren las condiciones del futuro. Ver Luis. López Guerra, "Los principios fundamentales . .. ", 
28 . 

23 6 En el artículo 58 se consagra de manera detallada la propiedad privada a la que se le asigna una 
función social y le es inherente una función ecológica, previéndose, además, la expropiación 
mediante sentencia judicial e indemnización previa por motivos de utilidad pública o de interés 
social; pese a la detallada regulación de éste articulado, se deja al legislador determinar lo que se 
debe entender por utilidad pública e interés social. De la misma forma, el artículo 63 establece como 
inalienables, imprescriptibles e inembargables los bienes de uso público, los parques naturales, las 
tierras comunales de grupos étnicos, las tierras de resguardo, el patrimonio arqueológico de la 
Nación y deja al legislador la posibilidad de señalar otros bienes que puedan tener tales 
limitaciones. En lo que respecta al contenido del artículo 49 referido a la atención básica de salud y 
saneamiento ambiental, se puede observar una forma mixta; por un lado, se consagra de manera 
detallada los principios y la organización del saneamiento ambiental y los servicios de salud pero se 
deja, a su vez, al legislador señalar los términos en los que la atención básica será gratuita y 
obligatoria. 
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dentro un marco jurídico, 

político, económico y social justo. 

En del 

y 

PASTRANA el punto distintivo de 

el orden 

la de 1991 era la la 

de los Derechos la descentralización administrativa y la defensa de nuevos 

entre cuales aparece el ambiente sano bajo la constitución de 1886 

desprovisto regulación anterior no como 

apunta VILLA, que no existieran normas económicas y normas sociales 

el al ambiente237 o que se en el 

devenir histórico del constitucíonalismo colombiano, el por proteger las 

naturales como lo AMAYA NAVAS238 
. 

cuanto a lo que ha la Constitución Política de Colombia 

una perspectiva material, se erige en la norma que para el 

Colombiano una nueva de en la estructura polítiea, un avance en 

descentralización participación democrática, 


contiene el eatálogo de principios y valores que deben fundar la convivencia social. 


cuanto a lo que ver con el contenido ""'Vl1VIlI la Política 

La libertad de empresa esta a una función social que implica limitaciones para su 
cuando lo el interés social, lo que hace concluir que el ambiente es desarrollo del tema social. 
Ver Julio E. González Villa, Derecho ambiental Colombiano Parte General 1, Universidad 
Externado de Colombia, p.31. 

238 El autor hace un minucioso análisis del desarrollo histórico constitucional colombiano que 
desde el Memorial de como antecedente de la independencia, hasta el 
Acto nO 1 de 1968. Como anotaciones relevantes se destacan las exposiciones. 
En el Memorial de con relación a la importancia de las naturales de las Américas 
y su condición de reserva agrícola de Europa señala: " ... Pero no son las de los 
melales las que hacen estimables las Américas y las que constituyen en un eminente sobre 
toda la Europa. Su suelo fecundo en naturales que no agotar la extracción y 
que aumentará sucesivamente a de los brazos que lo cultiven: su templado y variado 
clima. donde la naturaleza ha domiciliar cuantos bienes tal vez con escasa mano, 
en los he ventajas indiscutibles que constituirán a la América en el granero, el 
reservatorio y el verdadero patrimonio de la Europa entera. Las del nuevo mundo se 
han hecho de necesidad en el antiguo, que no subsistir ya sin ellas ... Ver Osear D. 
Amaya La constitución de Colombia, Universidad Exiernado de Colombia, 

p.34. 
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de Colombia apunta hacia un modelo de privatización e internacionalización de la 

economía recurriendo al concepto de eficacia para redefinir la función social de las 

empresas y de la propiedad. De manera paralela con la libertad de empresa, el Estado 

se compromete en la administración y prestación de nuevos derechos sociales y 

colectivos. Esta ordenación desde una perspectiva formal se lleva mediante un texto 

legal dotado de una especial rigidez, toda vez que se requiere de un procedimiento 

especial de reforma239 
. 

En lo atinente a la dimensión ideológica, la constitución consagra una serie de 

principios fundamentales sobre los que se erige Colombia240 y establece, además, los 

fines esenciales241 del Estado que se instauran como ruta orientadora del quehacer de 

sus instituciones. 

Visto de este modo, el texto constitucional se configura no sólo como norma 

que organiza las instituciones políticas y el sistema de principios y valores propios del 

constitucionalismo clásico y del Estado Social sino que, también, incorpora otros 

derechos que emergen como respuesta a nuevas situaciones históricas o, bien, como 

supone GUTIERREZ BEDOYA, a la redefinición o redimensión de derechos para 

adaptarlos a contextos novedosos en los que deben ser aplicados242 
. Es el caso de la 

consagración de los derechos de tercera generación, entre ellos, el derecho al ambiente 

sano que va a suponer, en el contexto constitucional colombiano, la tarea de redefinir 

ciertos derechos que hacen parte del catálogo de los derechos de primera y segunda 

239 	 Artículos del 374 al 379 de la Constitución Política de Colombia. En el constitucionalismo 
colombiano el poder de reforma tiene límites competenciales. Es un límite expresamente establecido 
por el constituyente originario . Por ello, el poder constituido no puede arrogarse funciones propias 
del poder constituyente y, por tanto, no pude llevar a cabo una sustitución de la Constitución porque 
estaría minando las bases de su propia competencia 

240 Como un Estado social de derecho, democrático, participativo, pluralista, fundado en el respeto a la 
dignidad humana, la solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del interés 
general donde la soberanía reside exclusivamente en el pueblo del que emana el poder públ ico 

24 1 Artículos del 2 al lO de la Constitución Política de Colombia. 
24 2 Claudia I. Gutiérrez Bedoya, Derecho al medio ambiente adecuado como derecho humano, 

Colección textos de jurisprudencia, Centro Editorial Universidad del Rosario, Bogotá, 2006, p. 14 . 
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entre los se encuentra el derecho a la vida, a la y a la 

propiedad; ciertas nociones como el bien común y los 

colectivos que tienen como fundamento la solidaridad como valor 243 

impl la labor de el catálogo de a estos 

derechos y asegurar las condiciones materiales que permitan su efectividad. 

Conforme al desarrollo antes a manera cabria 

plantear los interrogantes dentro contexto la sociedad 

Colombiana, una vez trascurridos 17 años desde el denominado pacto político que dio 

a la Constitución de 1991 ¿por qué aún persiste en la sociedad colombiana los 

altos de social? ¿Por qué se ha en constante el 

uso de la fuerza o la violencia para resolver problemas que aquejan a la sociedad? 

una respuesta posible es porque el pacto social se intento fue 

lo que hace que actualmente haya fracasado. Para muchos el llamado 

pacto social ya no se cree que es una denominación carente de contenido, 

se simular se crea que una cuando, la f'.'UllLULW 

realidad demuestra lo contrari0244 
• No existen propósitos colectivos, el individualismo 

y no en la realidad social, una noción aproximada de constituye 

el generaL 

Una opción salir de esta encrucijada es como 

"tomarnos en serio nuestra como ciudadanos y a 

construir el nuevo orden nacional que establezca del juego sobre las cuales 

243 que debe existir un reconocimiento a nivel político y del concepto y 
fundamento de Jos derechos de tercera que devienen del valor "solidaridad"; entendido 
desde la vertiente jurídico-política por RODRlGUEZ PALOP como la superación de la 
contraposición entre la libertad y la igualdad de valores de los derechos de primera y 

en la constitución de 1886 y en cada una de sus 
La nueva generación de los derechos humanos. y 

. Instituto de Derechos Humanos Bartolomé de las Casas de la Universidad 
Carlos lll, Madrid, 2002, p. 65. 

244 Gabriel Rosas "La selva del más fuerte", en el Diario el País Cali, Edición de junio 20 
de 2007. 
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discurrir la vida de la colombiana futuro". lo anterior se 

puede colegir que no es solo el texto constitucional el que soluciona problemas 

es la sociedad la que solucionarlos a 

voluntad y C'{HYlnl"rlrn colectivo, es el resurgir la moralidad a de 

la cual se propenda por el hacia el otro y con ello, el ambiente sano. 

Precedentes que impregnaron contenido del derecho al 
ambiente sano en la constitución política de Colombia de 1991 

Antes de conocer cuáles fueron las ideológicas que impregnaron el 

al ambiente sano en la Constitución de es 

pertinente considerar, en forma general, en un primer orden cómo se manifiesta a lo 

largo proceso histórico la interacción de la sociedad colombiana con sus recursos 

en SegundO orden, la manera cómo se la el 

sano en los y políticos. 

estas dos consideraciones se podrá entender cómo se fundamentó la denominada 

la en a los políticos 

presencIa en la Asamblea Nacional Constituyente. 

Como próximo, la nl"rHJrf><: toma conciencia a partir de la 

de los C't:lotc;¡.Y\f"n sobre la receptividad de con relación 

a la y las que se deberían inhibir ser a la misma, dio lugar a 

la aparición de una moralidad ambiental implicaba, en el colectivo, la reflexión 

derivados la inadecuada relación entre el yla 

y en la de buscar soluciones posibles 

contrarrestar los ambientales ocasionados. En Colombia, estas reflexiones 

a que partidos en de 

en sus programas o toma conciencia, que se 
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nota con más fuerza a partir de la década de los años setenta, tiene como antecedentes 

próximos ciertos hechos económicos y sociales desarrollados a finales del siglo XIX y 

a lo largo del siglo XX que impactaron los ecosistemas y que se erigen para perfilar el 

inicio de las políticas ambientales de los grupos o partidos políticos en Colombia. 

Así, en los gobiernos liberales y conservadores 245 que accedieron al poder 

durante la vigencia de la constitución de 1886 se nota la inclusión de ciertos temas de 

carácter ambiental no con la denominación específica con que se trata actualmente, 

pero cuyo trasfondo reflejaba las políticas a seguir frente al fenómeno cíclico de 

abundancia o escasez de recursos naturales en el territorio nacional y la forma de su 

explotación, así como otros temas que, siendo de índole económico o social, contenían 

un fuerte nexo con aspectos ambientales. 

Un tema recurrente en los primeros programas de los grupos políticos es la 

apropiación de los recursos naturales. En términos generales para estos grupos era 

indispensable definir las políticas sobre el dominio de las tierras y los frutos que de 

éstas se pudieran obtener y ello se justifica, como lo expone MARQUEZ, " ... por la 

abundancia de recursos naturales que había en el territorio Colombiano ... ,,246. Para 

el autor, la abundancia ambiental dio lugar a una fuerte competencia por la mano de 

obra, de tal manera que quien la lograba asegurar y controlar para explotar los 

recursos naturales, accedía a la riqueza y al poder. Este hecho social y económico trajo 

consigo la sobre explotación de ciertos territorios y graves problemas de violencia, 

245 La conformación de los dos partidos políticos conservador y liberal tiene su origen en 1826 en torno 
a las figuras de Simón Bolívar y Francisco de Paula Santander, a través de los cuales giro el debate 
entre centralista y federalistas. Bolívar defensor de la dictadura en el manejo del incipiente Estado y 
Santander defensor de los preceptos constitucionales liberales. 

246 Germán Márquez, "Medio ambiente y violencia en Colombia: Una hipótesis", en Análisis Político, 
No. 44, Instituto de Estudios Políticos y Relaciones Internacionales IEPRI Universidad Nacional de 
Colombia, Bogotá, 2001, pp. 58-76. 
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que a prop1claron nuevas de deterioro ambiental y de conflictos 

sociales la apropiación de recursos 

escenarios violencia, antes referidos, reflejan de poder 

manipulantes que en términos de NOGUERA "niegan la alteridad, 

diversidad y biodiversidad; una instrumental, donde otro 

(humano) y lo otro (ecosistema) son vistos y tratados, por quienes detentan el poder, 

como como simples instrumentos o recursos ,,248.manipulables o 

Un ejemplo de lo anterior ha sido la práctica que han tenido clases dominantes, a 

lo largo de la historia, de la apropiación extensas zonas para el uso 

improductivo cuyo objeto en su momento, controlar las y recursos 

excluir de las mismas a otros usuarios que, una vez, despojados de recursos, 

su tuerza de trabajo. 

las !2uerras decimonónicas se manifiesta en Colombia la lucha entre 

se 

fracciones sociales a costa de recursos naturales. En principio 

los la el Reino controlaba la mano 

indígena- campesina; luego fueron criollos y más adelante, como estructura 

organizada, fueron los partidos políticos tumo. Por un lado los llamados 

247 " ...EI adoctrinamiento religioso que acompañaba a la conquista espanola puede verse como una 
forma de apropiarse de la mano de obra de los poniéndolos al servicio de Dios, del 
y, así los insuficientes por sí mismos para aprovechar las riquezas recién descubiertas. 
Interpretación similar hacerse de muchas intervenciones leales y económicas 
monopolios, mecerles de tierras, de vagancia) y del adoctrinamiento aún hasta 
nuestros días .... " " .. así en condiciones de gran abundancia de recursos y escasez de mano de 

como durante la Conquista española, predominó la violencia por sujetar a los indígenas. Al 
sobrar mano de obra predomina la lucha contra las clases dominantes, sus 

(como durante la violencia clásica), En la anómala la lucha parece 
haberse salido del esquema propuesto para concentrarse en una lucha por el control de/territorio 

de en si (salvo la droga), sino como parle de una guerra entre 
y paramilitares, sectores que no representan de manera clara los intereses del gruesos de 

la sociedad, pero reflejan los tradicionales ... ". Ver G. "Medio 
ambiente y violencia en Colombia ..",58-76. 

248 Patricia "Violencia y Medío Ambiente: de la devastación a la reconciliación", 
en Textos & Contextos, Año 1 No. 8, Desde el Eje Cafetero de Colombia, Manizales, 1999, p. 5. 
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hoy el -conservar- la mano de 

campesma y al de los UU~lJV::' de el esquema 

señorial de haciendas. Quienes lideraban estos grupos estaban identificados con 

de otro lado, los 

, hoy conocido como el Partido Libera¡25o, cuyo objetivo era ­

liberar- la mano obra y ponerla al de empresas orientadas al intercambio 

bajo las librecambistas I'Amprl" mundial; sus nuevas lIoOHU'-'HIoO 

eran comerciantes y exportadores, con al liberalismo 

económico. 

A lo largo de la entre dependiendo quienes 

estuviesen en el poder, se adoptan varias políticas que con el tiempo, 

impactos ambíentales25 1 
• Por un lado, los liberales acceden al poder apoyados por el 

exportador implica la la de materias para IoOVIlllal 

necesidades impulsaba la revolución industrial; este modelo al entrar en 

crisis, el que el cultivo de tabaco, que conservadores 

252 Noal poder entre 1886 y 1904 e la la 

en 1930 con el nuevo impulso a exportaciones se refuerza 

",. ,Hacia 183 se un movimiento político alrededor de la figura de José Ignacio de 
Márquez conocido como los "republicanos moderados", no exislia un programa ideológico 
establecido se les reputaba como creyentes católicos, partidarios de la autoridad y del orden. En 
1848, Julio Arboleda la creación del Partido Conservador yen 1849 Mariano 
wn,,,,.,mh?7Y José Eusebio Caro elaboraron el documento Conservado!'"." Ver: Partido 
Conservador "La historia del conservatismo". en la web 
http://partido conservador .orglindex. php ?secti on 

250 En 1849 se el las bases estaban entorno a la 
libertad del legislador sobre el poder la 
abolición de la esclavitud y la la iglesia frente al Estado. Ver Partido Liberal 

"Nuestra Historia". Alojada en la http://W\\'W,partidoliberal.org,co 
251 Como los estímulos a la inmigración. la concesión de baldíos a 

propiedades, la 
la colonización de 

ciertos territorios como la cordillera la colonización de 
de ciertos cultivos como el café y leyes sobre 

la llamada entre 1886 y 1904, se inició un de de las ideas 
libera/es y de del partido y de miembros ", situación que tuvo como desenlace la 
causa de la Guerra de los Mil Días que una sociedad en ruinas. La conservadora se 
había prolongado por medio hasta que, en con el triunfo de se inició la 
segunda República Liberal que duró hasta 1946, Ver Partido Liberal de Colombiano, "La guerra de 
los mil d¡as", Alojado en http://www.partidoliberal.org.co/rood. 

http://www.partidoliberal.org.co/rood
http://W\\'W,partidoliberal.org,co
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nuevo la liberal que se otra vez en el poder. a ello, 

liberales se dividen en los tradicionales exportadores y 

con sentido social, estos últimos un papel protagónico en la transfonnación de 

las estructuras políticas y p{'{)nr.rn 

ténninos contextos económico y social en primeras décadas del 


se suceden puntuales como: incremento en el nivel 


y disminución la abundancia en las 

zonas de asentamiento urbano, frente al incremento la mano obra, Todo ello trae 

como consec la escasez los recursos y por la de nuevas 

luchas por la posesión recursos naturales. 

es complejo, con el fenómeno la escasez de un recurso natural 

y el la mano de obra o en el casos uso, 

se inicia la tierras cuyo valor se incrementa debido a la escasez 

natural de los recursos, la de los años 30 se suscita una 

transformación relevante de carácter político e una larga 

253 Frente a las desigualdades provocadas por el liberalismo económico, una vertiente liberal dio una 
respuesta democrática que se denominó "la cuestión social" En J922 el liberal corrió sus 
fronteras dando a su renovaClOn el nuevo planteamiento 
incorporo ciertas reivindicaciones sociales, que dieron lugar al desarrollo del socialismo 
democrático y el constitucionalismo social en Colombia; de tal suerte que se inicia un período de 
constitucionalización de los derechos entre los cuales se limita el carácter de 
la a través de la función social que se le asigna a ésta. Es interesante considerar el 
planteamiento critico que hace PISARELLO sobre el constitucional de los derechos 
que infortunadamente "en muchas ocasiones son por élites conservadoras o liberales 

como una forma de dotarse de legitimidad y de desarticular los movimientos sociales 
np.rm:ruen un reconocimiento más amplio de sus interese" 

pese a la de las cláusulas sociales no existe un 
Este planteamiento 

toda vez que "su incorporación no son conquistas obtenidas desde abajo mediante la 
participación real de colectivos sino que por el contrario, revisten laforma 
de concesiones bajo el supuesto de neutralizar las crecientes 
demandas de los sectores sociales n. Ver Gerardo Pisarello, "Del Estado social legislativo al Estado 
social constitucional: por una de los derechos sociales" Edición en 
Osonomía [Publicaciones Revista de Teoría y del Derecho, No. 15, Instituto 

Autonómico de México, México, 2001, pp. 82-83. Alojado en la 
http://www.cervantesvirtuaLcomlservletlSirveObras/12715196462382624198846/isonomia15/isono 
mial . 
La reforma social tuvo como referente las nuevas tendencias del derecho denominado el 
constitucionalismo social que se materializaron con la Constitución Mexicana o de Ouerétaro de 

http://www.cervantesvirtuaLcomlservletlSirveObras/12715196462382624198846/isonomia15/isono
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en 1930 al el partido liberal a la 

denominada "revolución en marcha", fortalece el proceso de reformas sociales 

llevadas adelante mediante la reforma constitucional 1936 255 
• Esta reforma 

contiene varios que en términos son como el 

social que se da al manejo y administración recursos naturales como el 

recurso hídrico, la que se le la 

ciertos condicionamientos para la explotación recursos 

a la nación y, se declaran algunos lugares como reservas naturales dada su 

importancia como es el caso la de la 

Con relación a la función social de la propiedad, mediante la 200 de 1936 o 

se la y crear condiciones para mejorar el 

aprovechamiento del campo la eliminación de la a de esta 

normatividad se pensaba, en principio, dar respuesta al malestar del campesino que ya 

no sus términos ambientales, la 200 

de produjo un impacto porque en ésta se para titulaciones 

demostrar la posesión sobre la tierra mediante la explotación del suelo a 

del que llevó a y colonos de hechos 

a a la tala indiscriminada de bosques para demostrar dicha posesión. 

1917 Y la Constitución de Weimar de 1919, que obliga al Estado a intervenir en la vida social y 
política bajo un sentido protector. en aras a racionalizar la vida mediante la 
constitucionalización de los derechos sociales y la tecnificación del aparato institucional .Ver J. 
García "Derechos humanos y proceso constitucional. ., 104. 

255 La Reforma constitucional de 1936 avanzó hacia nuevos se el concepto 
tradicional de la como absoluto y se estableció que ella tiene una función social e 

obligaciones (Art. 10). Se la intervención del Estado en la explotación de 
industrias o empresas públicas y con el fin de racionalizar la distribución y 
consumo de la o de dar al trabajador la a que derecho (Art. 1 Se 
estableció la asistencia pública como una función del Estado (Art. Al mismo se dijo 
que el trabajo es una social que de la del Estado (Art. Ver 
Benjamín Ardila Duarte, "Alfonso Revolución en Marcha", en Revista 
Credencial ed. Bogotá,2005. 

256 O. Amava Navas, La constitución ecolózica de Colombia, 63. 
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agudizó el ambiental en muchas zonas ricas en biodiversidad y generó en 

muchos casos la afectación bosques que nrp"pr,¡ dc 

La baja rentabilidad del agro y los niveles de 

incrementaron migraciones transformando el territorio al pasar 

de un rural a un país urbano, con las ello supone, como el 

incremento de los cinturones de y graves problemas de salubridad pública. En 

del 

1961 el desempleo que por objetivomotiva una nueva "At"..,~ 

volver a la población al campo, nuevamente la reforma 

redistribución de la no es ni condiciones ambientales para la 

productividad de la misma, igual fenómeno aconteció con la r"'tr. ......... " 1968. 

En de normativa ambiental se puedc notar en un primer 

período que entre 1910 Y 1970 normas protección ambiental 

carácter sectorial que regulan especialmente sectores para la como 

la 

el recurso hídrico y bosques por las razones a de los 

años se procedió a 	 la normativa ambiental la 

de regulaciones sectoriales a 

de 1974 Y el Código Sanitario Nacional de 1979, 

segundo momento en la legislación ambiental como lo expliea GONZALEZ 

VILLA 257. que que esta política 

consecuencia directa de la Declaración de L:>lVW que llevó al gobierno de Misael 

un 

como 

de la República Borrero, orientación a al 

que una ley facultades que le permitiera dictar un Código de 

Recursos Naturales Renovables y del y incorporar la 

Principios por Colombia en la Conferencia de .DMU\,;U 

257 	J. González VílIa, Derecho ambiental Colombiano Parte General J, 46. 
El Congreso de la República de Colombia expidió la 23 de 1973 que le otorgo facultades al 
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Con el agro deprimido se inicia entre los años ochenta a noventa la generación 

de los cultivos ilícitos o sustancias alucinógenas; situación que agudiza los problemas 

sociales e incrementa aún más los impactos ambientales. La nueva actividad les 

facilita a los campesinos marginales y colonos explorar un espacio que para ellos 

resulta rentable, y les permite aminorar su precaria situación. El cambio de actividad 

pone de relieve la urgencia del sector más deprimido de acceder a recursos para 

asegurar su subsistencia, sin medir, como es de esperarse, el grave daño que harán al 

ambiente. En este punto se manifiesta simultáneamente lo que ARENAS y 

SAB A TINJ denomina el "espiral entre pobreza y manejo de recursos naturalei59
" y 

lo que MASLOW ha llamado las "necesidades fisiológicas básicas" que los hombres 

buscan satisfacer; ello se explica porque la inequitativa distribución de los recursos 

naturales ha generado en el sector menos favorecido altos índices de pobreza que, a su 

vez, los moviliza a acceder y explotar los recursos naturales sin medir los impactos 

ambientales, pues es más importante para ellos satisfacer las necesidades primarias 

más bajas o fisiológicas que las necesidades de seguridad. 

En términos ambientales y con relación al contexto que se analiza, la 

combinación de estos factores (pobreza y manejo de recursos naturales y necesidades 

fisiológicas básicas) tiene diversas consecuencias: Primero, las selvas colombianas se 

han convertido en los mejores espacios para el cultivo de sustancias psicotrópicas y el 

mejor lugar para ocultar los laboratorios que trasforman el producto en pasta. 

Segundo, los grandes rendimientos obtenidos del negocio se destinan, entre otras 

actividades, a concentrar la propiedad con el fin de ejercer un mayor control territorial 

gobierno para que en el ténnino de un año, es decir hasta diciembre de 1974, expidiera mediante 
decreto ley el Código para los Recursos Naturales Renovables y el Ambiente. 

259 En esta espiral existen dos relaciones que tienen sentido opuestos, una que se refiere a la distribución 
y manejo de los recursos naturales como factor de empobrecimiento y, la otra, a la pobreza como 
factor de deterioro y explotación ineficiente de las base de recursos naturales. Ver Federico Arenas 
y Francisco Sabatini, "Pobreza y medio ambiente (1): Comunidades territoriales pobres y la 
explotación de los recursos naturales ", en Pobreza y medio ambiente , p. 36. Alojada en la página 
web http://www.cipma.cI/RAD/1994/3_Arenas_Sabattini_II.pdf. 

http://www.cipma.cI/RAD/1994/3_Arenas_Sabattini_II.pdf


158 

para el cultivo. Y, tercero, el Estado al querer erradicar las extensas plantaciones de 

cultivos ilícitos mediante la aspersión aérea de glifosato u otras sustancias, propicia un 

fuerte impacto ambiental que coadyuva al desplazamiento de otros sectores del 

campesinado que resultan nuevamente afectados, pero esta vez, por los daños 

ocasionados a sus cultivos lícitos y a su salud. El conflicto armado también ha venido 

generando daños irreversibles al ambiente sano, las consecuencias se evidencian en 

destrucción de ecosistemas sensibles, la destrucción de los bosques, la contaminación 

de quebradas y ríos, entre otros260 
. 

En términos de participación política, puede decirse que en el lapso entre 

principios de los años ochenta y principios de los noventa, con la llegada de la 

izquierda a los diversos escenarios de discusión política, se fue construyendo y 

consolidando una masa crítica en tomo a las políticas económicas y sociales 

implementadas hasta entonces por los sectores políticos tradicionales. En lo que 

respecta a la temática ambiental, tanto liberales como conservadores, cuestionan 

abiertamente cómo se ha dado el proceso para su recepción política y regulación 

norn1ativa; consideran que ello ha sido producto de la presión que ejercen los 

organismos internacionales como el Fondo Monetario Internacional y el Banco 

Mundial, como también, de algunos países desarrollados que quieren trasladar su 

responsabilidad a otros países menos responsables, los países en vía de desarrollo 

260 IBAÑEZ analiza los impactos devastadores relacionados con el conflicto armado en Colombia, y 
expone que algunos ejemplos que demuestran el drama ambiental que se presenta actualmente por 
causa de conflicto interno " .. . más de 500 Km. de vías ilegales abiertas por la guerrilla en 
ecosistemas sensibles como la serranía de la Macarena o el bajo Putumayo, el relleno y 
estrangulamiento de la ciénaga de Betansi , en Córdoba, por parte de las Autodefensas, la 
destrucción de bosque y proliferación de cultivos de coca y amapola en los 57 nacimientos del 
macizo colombiano, la contaminación de 2.600 Km. de ríos y quebradas por derrames de crudo 
producto de atentados y el desplazamiento de cultivos de coca y la ampliación de nuevas fronteras 
agrícolas, con la destrucción asociada de bosques como resultado de la fumigación de cultivos 
ilícitos . Todo lo anterior lleva a una destrucción acumulada que, unida a la ampliación de regiones 
ganaderas y la reconcentración de la propiedad del suelo , ya va en 39 millones de hectáreas de 
bosque colombiano. Ver: Mauricio lbañez, " Algunos aspectos socio ambientales de la violencia en 
Colombia", en Propiedad, conflicto y medio ambiente, Universidad del Rosario, Bogotá, 2004, p. 
297. 
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desde los grupos de izquierda se denuncian las consecuencias que deben 

los en por el que ha el 

ambiente; develan la intencionalidad ciertos sectores políticos nacionales que hacen 

que la protección al ambiente irrumpa en los legales sin que medie por 

la más mínima intención por solucionar problemas reales que 

la afectación del ambiente como lo son la pobreza, la distribución inequitativa la 

el olvido del sector y la cruda realidad el colombiano,lllJ'-'':>UlV 

la expoliación los recursos naturales renovables y no renovables las 

y la una política que y haga 

sus recursos naturales y el en 

los antecedentes en el contexto colombiano es posible, que en 

la incorporación del tema en grupos y pa11idos 

políticos se aborde en para buscar la adhesión nuevos 

seguidores antes que interiorizar verdaderamente pautas de moral ambiental y 

a la praxis o en otro supuesto racional, como un 

reivindicar el derecho la sociedad tener un ambiente equilibrado, ha 

sido conculcado por otros a del tiempo. En todo caso, se observa al interior de 

estos la un componente 262 

carácter ambiental cuyo contenido se define y orienta acuerdo a la postura que 

asuman en temas son sus conVICCIOnes e y 

también otros de carácter cxtra político-jurídico que podrían condicionar 

dicho componente. 

E. Robledo "Medio economía y neoliberalismo", en Revista Luna 
No. 11 y 12, Universidad de Manizales, 2001, p. 1. 
El componente simbólico-imaginario se entiende como el conjunto de que los 
hombres hacen de sí mismos y de su entorno. Esta es imaginaria en cuanto es 

es el hombre el que la crea y da y es simbólica en cuanto que los diversos 
componentes de lo social y lo político están ante no de un valor real sino de un 
valor simbólico que la sociedad le atribuye. En: Juan M. Almarza, et al, La manipulación del 

Editorial Salamanca, Salamanca, 1982, p. 53. 

261 
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MARTIN MATEO la incorporación loseste 

políticos principios ético-ambientales en cuanto a su y 

profundidad de acuerdo a los postulados solidaridad, y de 

otrossu ideario; ¡;;;U;"lI;;1l puedenque 

como son los índices de industrialización condicionar 

y características que tener un telTitori0 263 
, entre otros. 

antes se en el contexto colombiano a 

que ha tenido el acceso y uso los recursos y sus servicios 

ambientales, la distribución la tierra, la concepción la propiedad y, de manera 

el contenido amplio o limitado las políticas 

En la actualidad el tema ambiental aparece incorporado en declaraciones o 

los Los temas no seo partidos 

como se al manejo de la propiedad en 

términos distribución de tierras; ahora se incorporan otros temas permiten 

de partidos y la adaptación de sus a las identificar el carácter 

a la existencia de partidos políticos en el escenario colombiano, 

distinta en lo que rp" ....p"hl a la existen 4 '-'lll<l'-"VIl 

el Partido el Partido el Polo Democrático 

Alternativo y los denominados partidos Uribistas como Cambio Radical y el Partido 

la Unidad o Paltido la U. 

263 Ramón Martín Tratado de derecho ambiental, t. 1, Editorial 1991, pp. 14­
15. 

264 CRESPO FLOREZ sostiene que las políticas públicas ambientales están a las políticas 
estatales de las dependiendo el modelo de desarrollo 

así, en un modelo intervencionistas sus públicas 
que tiene el Estado para proteger a su población en tanto que, en los modelos de economía abierta 
las políticas se basaran en el crecimiento económico fundamentado en la disciplina del 

para alcanzar la sustentabilidad del desarrollo. Ver Carlos 
gobierno local y conflictos socio ambientales. Alojada en la 
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máximos exponentes del Partido Liberal han incorporado nuevas 

responsabilidades dentro su político eomo la por el medio 

la U"l"u;,.a de recursos y el Así, la Ideológica del 

Partido Liberal contiene varios aspectos, entre los se resaltan el compromiso 

por la y la promoción dc comunidades la evolución 

de sus propias en un ambiente pluralidad y un medio ambiente sano, 

el uso racional y de la biodiversidad, la profundización en las 

genoma humano y el acceso de toda la población a los 

y 

científicos y Además, "M,W¡""" que el tema ambiental 

parte la concepción desarrollo económico que se en . De 

manera puntual, en los Estatutos del Partido se 

miembros partido y se en el artículo 13 7 que 

derechos humanos y el medio ambiente; además, el artículo 21 numeral 6 

que los miembros afiliados corresponde "...,Ha.Lal y denunciar toda ilícita 

o atente contra la moral o contra el colectivo y el medio 

Por su parte, en la plataforma política del Partido Conservador tan 

al deber este tiene en la defensa mundo natural y de la 

ecoJogía266 
; se un contenido y del tema ambiental. 

En las bases ideológicas dei partido liberal se establece " ... 3. El Partido Liberal Colombiano está 
comprometido con la de las comunidades y locales, la evolución de 

culluras en un ambiente de pluralidad étnica y un medio ambiente sano con servicios 
a coslos razonables que sus necesidades en vivienda digna, 

así como condiciones democráticas que su desarrollo autónomo en armonía con el de la 
nación. El Partido Liberal Colombiano reitera su convicción de que la autonomía y local 

la democracia y la el desarrollo equilibrado del 5. El Partido 
uso racional y sostenible de la la 

del genoma humano y el acceso de toda la población a los 

una 

Liberal Colombiano defiende y promueve el 

bienes culturales. El medio ambiente de la 
que el Partido tenga del desarrollo económico 8 .... El Partido Liberal Colombiano abandera la 

irrestricla de los Derechos Humanos y del Derecho Internacional Humanitario. Ningún 
atropello a hacerse en Colombia a nombre del Partido." 
En la plataforma del Partido Conservador se consagra un apartado a las posiciones de la 
colectividad con relación a la defensa de la naturaleza. Ver Partido Conservador Colombiano. 
Alojado en 
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Paradójicamente, un miembro esta colectividad, Misael Pastrana Barrero, impulsó 

en la década de los setenta el desarrollo normativo de ""..At",,,,, de recursos 

la del tema ambiental en políticos 

partido son limitados. 

Para el movimiento izquierda Polo Democrático Alternativo el tema 

sin 

ambiental ha sido dentro de políticas programáticas 

partido se encuentra un tratamiento a temas 

fundamento esencial se la defensa la soberanía nacional sobre la totalidad 

los recursos combatiendo de que se 

sobre el f"'l"\tYlf"\t"Atn con la de humanos y el apoyo 

a los pactos internacionales sobre medio ambiente267 
. Además, se involucran otros 

en tomo al de la biodiversidad como un bien público temas 

patrimonio la de los constitucionales, el 

desarrollo de un modelo de educación ambiental enfocado a la defensa la soberanía 

la preservación y rr11p.ntA racional de recursos naturales 

genere en la comunidad una conciencia ambiental la protección y uso 

racional de los recursos en general, el fortalecimiento políticas planificación y 

ordenamiento de en recursos y 

diversidad y cultural con otros Estados268
. 


Para partidos Uríbistas la temática ambiental se aborda bajo criterios 


el Partido de la la incluye como 

meta el la industrial y crecimiento, bajo condicionamientos 

Dentro de los fines del Partido el artículo 5 consagra ...la defensa y del ambiente, la 
los recursos naturales... y" ... Ia defensa de la autonomía, la soberanía y la 

de los pueblos en su lucha democrática y civilista contra la la 
el el el milítarismo y la dictadura y por la defensa del 
ambiental Ver Polo Democrático Alternativo, "Estatutos e ideario de Unidad", p. 

14. Alojado en 
268 Alfonso Avellaneda. "Tesis ambientales para el Primer Congreso del POA". Alojado en 

autodeterminación 
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y sostenibles. resalta la importancia del trabajo entre 

el Sistema Nacional y el Ministerio de Vivienda y Ambiente y Desarrollo 

para una coordinación políticas. En el se incluye como 

política liderar el de ciudades y la armonización de 

urbanos con los esta es justificada dado 

población que actualmente habitan en las ciudades y el incremento de los impactos 

ambientales que ello trae al entorno. Se resalta la importancia que trae el 

la diversidad en el colombiano, por se 

desde el Partido deben disminuir los índices de contaminación 

y la hídrica para el desarrollo sector 

pilares fundamentales del modelo desarrollo se la 

protección, el y el uso sostenible la biodiversidad, además, se definen como 

cuencas los y y 

fuentes de recursos hídricos como ciénagas y los humedales. Por su el 

Partido Cambio Radical identifica cuatro ejes que sustentan su política ambiental, el 

recurso hídrico, la la biodiversidad y el climático. Para el 

Partido Cambio Radical el tema ambiental y ecológico es un tema de acción pública 

otras política pública como la 

minera, agrícola y infraestructura. Tanto para el Partido de la como para el 

Partido la ambiental urbana, la Y",,",tI,,,..,.. de 

el recurso hídrico y la gestión son temas 

para el desarrollo Estado. 

Como puede de la la Constitución 1 1 se 

a la temática ambiental en programas políticos, unos con más 

y compromisos claros, a otros con menos Sin embargo, no 
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con hablar del "",rr\or"rn lo relevante es medir el compromiso y la voluntad política 

por hacer valer el conjunto de reivindicaciones defienden las aspiraciones los 

políticos en torno a la protección del ambiente sano. es importante 

examinar y medir la congruencia práctica se pueda tener con el contenido del 

pues hablar éste implica compromisos para desplegar 

y cuidado al "-'-''-'tUlle;;, con el cumplir con lo el 

ambiente sano. 

trasfondo politico de la temática ambiental en la constitución politica de 
Colombia de 1991 

RODRlGUEZ 269 haPara comprender lo 

trasfondo político de convicciones morales-ambientales27o, es oportuno plantear la 

pregunta acerca por qué es importante que convicciones 

sean transmitidas a centros Una 

posible es porque, en la mayoría casos, estas que son 

por grupos o partidos políticos se elevan a de normas o 

en principio deberían ser compartidas la 

hecho incorporar estas convicciones a los programas y de 

políticos hace Que se vislumbre una de criterios que nernean las 

relaciones entre éstos y sus y, por entre 

públicos y sus asociados. una vez son matenallzadas en normas 

como hecho previo, necesidades la población y 

los conflictos que devienen de su relación con el ambiente, para luego plantear las 

"El medio ambiente en la constitución espanola", en 
Documentación 1'0.190,1981, p. 337. 

270 Estas convicciones morales que devienen de la conciencia ambiental suponen una respuesta tardía a 
la insensatez y depredadora acción del hombre en contra de la naturaleza que alcanza su mayor 
manifestación a partir de la revolución industrial. 
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viables a de nonnativas alrededor los centros de poder y la 

población en 

A través del retrospectivo de ciertos hechos que precedieron la 

Constitución 1991 se pueden inferir las situaciones con el devenir del tiempo, 

han lugar a que se vaya perfilando y el trasfondo político las 

convicciones morales-ambientales en el contexto colombiano. facilitar el 

se han estructurado tres niveles observación, el primero a de las 

que son las 	 , el 

mediante la decisión fundamental que la comunidad sobre el 

de se propone confonnar y consolidar en el futuro, y el tercero se 

en la adopción, parte de democráticas y 

ambientales a manera 	 de carácter político, económico y 

atenuar la presión antrópica que se sobre los 

2. 1 Inconformidad social producto de la relación hombre-naturaleza 

primer nivel se revela en el plano político a través la inconfonnidad de 

los al y a instituciones de la gestión 

ambiental; un de estas fueron, en su momento, la carencia 

políticas claras sobre el manejo y explotación de recursos específicamente en lo 

Otro hecho a ser conflictivo en a las 

cuanto a su entendimiento, en su momento, reclamos de asociados ante el 

gobierno nacional por o 

en Colombia comprometieron la 

responsabilidad de los O'"hPt"rH,ntp" de turno. responsabilidad surge, no por el 

271 	 Hechos como la avalancha originada por la erupclOn del volcán del Nevado del Ruiz con la 
consecuente de la de Armero que cobro la vida de 20.000 personas y la 
afectación en otras regiones cercanas que dei o más de 200.000 damnificados. 
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hecho haberse dado el como tal, porque esto escapa de cualquier 

regulación por parte 272 sino por la implementación 

políticas de protección y gestión por no guardar medidas 

o mitigar de uno o varios 

naturales que, por el irracional uso podrían ocasionar daños al 

A lo se suma la los el 

incremento industriales de alto impacto 

políticas de para controlar dichas actividades y regular el manejo de los 

recursos naturales y la 

cuando un natural a la 

población produciendo desastres, normalmente es porque no se han tomado las 

para sus rigores. este se 

y la 

del 

el gobierno y con la comunidad, mecanismos idóneos para 

los efectos pueden generar los fenómenos naturales e impedir se 

conviertan en verdaderos Tampoco hay 

vulnerabilidad no son a naturales, también son producto de las 

mismas ""''''''v,,..., humanas que pueden evitarse pero cuando esto no no es más 

que y la 

que el fruto de la humana que acarrea 

272 Para MARTIN MATEO la naturaleza es un término en el que cabria hasta 
los denominados fenómenos naturales que escaparían a cualquier pretensión regulatoria por el 
derecho. No obstante, el autor expresa que la protección del ambiente viene determinada por la 
amenaza de elemento natural y por otra parte proteger los elementos ambientales es tutelar la 
naturaleza. Ver Ramón Martín Mateo, Tratado de derecho 32. 

niveles de contaminación atmosférica de fuentes ocasiono en 
sectores enfermedades los ambientales y 
sanitarios por el alto nivel de residuos sólidos y su deficiente sumado a el daño en los 
ecosistemas y recursos hídricos por el derrame de a causa de la voladura de oleoductos por 
parte de la guerrilla. 

)esastres naturales: ¿destino o humano?, en Textos & Conte­
textos, Año 1 No. 1, Desde el Cafetero de Colombia, Universidad de Caldas, 1999, 
p. 13. 

274 
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2.1.2.2 Modelo de sociedad que se espera proyectar a futuro 

Para comprender el segundo nivel que implica la decisión fundamental de la 

comunidad el modelo sociedad que se conformar y consolidar en el 

futuro 275; en Colombia con la Constitución de 1991 se manifestó el anhelo 

construir una sociedad más pluralista, respetuosa de su 

natural, cultural y en donde la paz. últimas, una sociedad 

donde imperara la justicia social y la unidad nacional; paradójicamente estos 

reflejan una antagónica y cruda realidad, y es que en la colombiana ha 

existido a lo su proceso histórico una 276 

y con altos intolerancia entre sus asociados279
, que 

Rodas Monsalve apunta que " ... las concepciones desarrollíslas de los años 60 
predominantes en toda la a ser cuestionadas ante la percepción de la necesidad 
de una holístíca y sistémica del ambiente, así como la de expedir 
ordenamientos jurídicos acordes con esas características que establecieran dirigidos a 
la del entorno en su conjunto y a su racional, tomando en cuenta la 
totalidad de sus componentes y de sus procesos de interacción." "en: Julio C. Rodas Monsalve, 

derecho ambiental: vrincivios v acciones constitucionales para la defensa del medio 
JJUI'.Ul<1, 2001, pp. 16-17. 

276 Ver varios estudios que abordan el tema: Luis J. Garay, "En torno a la economía política de la 
exclusión social en Colombia", en Revista de economía institucional, Vol. 5, No. 008, Universidad 
Externado de Colombia, pp. 15-31. 
La asimétrica en la de recursos económicos entre la población, recrudecida por 
las políticas neoliberales implementadas durante el gobierno de Cesar Gaviria. Actualmente la 
desigualdad en Colombia se en la entre 42 millones de 8 
millones recibe el 61 % ciento de los y 17 millones ellO por ciento. Las cifras de la 
Misión para la de la Pobreza y la Desigualdad revelan que 17 millones viven en la 
pobreza, 9 millones están en condiciones de miseria extrema en las zonas rurales y 4 millones en las 
ciudades. En: Rosario Del Castillo y María C. Alvarado, "Camándula", en Diario el 

junio 23 de 2007. 
278 Gobiernos que políticas antidemocráticas y rectr,rt",~c 

nacional la imposibilidad de participación política a 
bipartidismo. Durante la década del los 80 se intensifica la violencia ante la 
violación y limitación de los derechos humanos por parte de los grupos alzados en armas y por parte 
del mismo éste último mediante las denominadas de guerra sucia y las medidas 

tomadas a de la figura del estado de sitio que fue recurrente bajo su figura de 
para restablecer el orden público turbado. 

Varios estudios analizan los factores de violencia en Colombia. Ver entre otros: 
Salomón "Economía de la violencia", en Revista No. 5, 1988. Daniel Pecaut, 
"Colombia, violencia y democracia", en IEPRJ, Universidad 1989. Estaruslao 
Zuleta, Colombia: violencia, democracia y derechos Ediciones Altamir, Colombia, 1991. 
Fernando Gaitán y "Un análisis crítico de estudios sobre la violencia en 
Colombia" Alojado en la web http://lnwebI8.worldbank.orglExternal. Eduardo Posada 
Carbo, Malcolm Deas y Charles Powell, La paz y sus Libros de Cambio, 

ideas para la paz, 2002. Eduardo Pizarro Una 
democracia asediada. Balance y perspectivas del conflicto armado en Colombia, Editorial Norma, 

http://lnwebI8.worldbank.orglExternal
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ha incidido para que desde lo cotidiano se la lógica disentimiento a través 

sano y se la vida del contradictor, a lo del 

tiempo los niveles violencia y de 

Para el modelo de sociedad que, desde el ámbito económico y 

ambiental, el 1991 es conocer el 

en colombiano durante el período previo a la 


constitucional 1991. En este período se observa una tensión entre las políticas 


propias del Social desde la 1936 Y las políticas 

neoliberales que comenzaban su derrotero en Colombia a finales de la década de los 

80 280 que se en el el 

estrictamente ambiental ésta tensión se manifiesta en las y 

que en una estos dos modelos desarrollo económico se le da al 

en el modelo neo liberal se la utíl ización los recursos 

naturales se apoya en la competitivos y se le asigna al 

la óptima de los 

dado que en ciertos sectores persiste la idea de la finitud algunos recursos 

, en este 

Bogotá, 2004. Herbert trad. por Ana C. "Colombia: entre el recuerdo y el olvido: 
Aves de corral, toallas, whisky .y más", en Revista Número 

"Los arduos dilemas de la democracia en Colombia", en Francisco 
Emma Wills y Gonzalo Sánchez, comp, Nuestra guerra sin nombre. Transformaciones del confliCto 
en Colombia, Editorial Norma! Universidad 2006. Daniel Crónica de 
cuatro décadas de colombiana, Editorial 2006. Montealegre, 
Sociedad abierta, y desarrollo, Editorial Norma, Bogotá, 2006. Gustavo Petro y Maureen 

Prohibido olvidar: Dos miradas sobre la toma del Palacio de Justicia, Editorial Pisando 
2006. 

280 La Constit~ción de Colombia de 1991 se da en un contexto de cambio en el ámbito internacional. 
Con la caída del socialista de Jos de Oriental, se instaura la ideología de 
predomino del mercado en el funcionamiento de la que la libertad de mercados y 
profundos procesos de globalización. Esta nueva económica y política ocasionó a nivel 
mundial la reestructuración y reprogramación de las funciones del Estado favoreciendo al mercado 
en el funcionamiento de la economía en con el modelo intervencionista de los 
Estados Bienestar que se crearon en Europa y en EEUU entre las postguerras y especialmente 

de 1945. 
Mesa "Ambiente, privatización y derechos", en del derecho 

ambiental en Colombia, Universidad del Rosario, Bogotá, 2006, p. 41. 
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naturales, resulta difícil la implementación de medidas que limiten el consumo 

de recursos sí no se sensibilizan los ante la su 

explicación en términos prácticos, y en función a políticas de 

apertura económica, propias del neo liberalismo, a que en Colombia se 

una en el de la explotación los recursos naturales o 

primas, conforme lo demanda la sociedad internacional altamente 

En lo que al problema ambiental, desde la óptica neoliberal, 

ésta se explica como fallas del mercado que ser superadas 

particulares minimizándose la valoración los costos sociales que se pudiesen 

crítica a la implementación del modelo neoliberal en lo que se rellere a 

la protección ambiente, autores como RODAS que 

valores ecológicos y de desarrollo sostenible se fundan en principios de 

solidaridad, en antípodas la modelo no se 

inspira en criterios de equidad 111 justicia social284 
. detractores del modelo 

neo liberal le atribuyen a este el nuevas formas de que 

las al . Por otro lado y como se ha dicho 

bajo la concepción modelo Estado Social que se desde la 

1936, se reivindicaba la intervención en el uso y 

aprovechamiento de recursos intervención llevó a la redefinición 

Ramón. Martín Tratado de derecho 45. 
283 En la sociedad consumista, el hombre es llamado a necesidades artificiales, a consumir más de lo 

que necesita. Se le hace creer que consumiendo en modo alguno son necesidades, 
tendría más felicidad humana y, se lanza al consumo de bienes que otros han 
determinado debe consumir. En los desarrollados la sociedad se ha convertido 
en una gran allí los están sometidos a una programación dominada por la 
productividad y no por la felicidad del individuo. Ver J. et al, La manipulación del 

15 y 40. 
284 Julio Rodas Monsalve, Constitución y derecho ambiental ... , 16-17. 
285 Gustavo Wilches, "Nuestro compromiso poHtico con el cosmos, en: Ambiente para la paz', en 

Ministerio del Medía Ambiente/CormaS!dalena, Bogotá, 1998, p. 63. 
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algunos conceptos como el derecho a la propiedad, la libertad de empresa y también, a 

la planificación y control de sectores por Estado. 

Visto de esta forma, la tensión que se presenta entre estos dos de 

desarrollo económico que se implementaban, paradójicamente, en algunos momentos 

manera conjunta en el Estado Colombiano antes de ] 991 

el uno reconocido constitucionalmente en la de 1936 y el otro impuesto desde 

la incidió 

1991 un tratamiento distinto, se 

implementadas por el Estado. 

como VILLA 

que el tema ambiental antes de 

reflejado en la normativa y en las 

a normas ambientales 

anteriores a la Constitución de 1991 ciertas características que ponen manifiesto 

dichas contradicciones 286 
. a este panorama, se expresa el 

querer de la sociedad a través del constituyente 1991 de configurar un 

modelo acogido constitucionalmente y que correspondiera al del L:>ltlUU Social de 

un por el de corte 

individualista y colectivista, con una de propiedad privada soportada 

una función social y ecológica, un que respete la libertad económica y la 

privada, bajo el y el 

patrimonio cultural la nación, un por antonomasia democrático y pluralista 

ambiental. La es la llamada deSe plantea la existencia de tres etapas en la 
que va hasta antes de 1970 y se caracteriza porque la protección al ambiente se da a 

través de individualmente consideradas. La etapa es denominada de codificación y va 
desde 1972 hasta antes de 199 L En esta epata se construye una concepción más totalizadora sobre 
ambiente. Durante este se la 23 de 1973 que faculta al gobierno nacional para 
que expida el Código de Recursos Naturales Renovables; además establece los derroteros que el 
Gobierno debe para su expedición. Es apuntar que ésta establece una visión 

que debe tener la normatívidad por cuanto establece que el de la norma 
debe ser la protección la protección del ambiente pero con un fin que es la salud y la vida 
de las personas. Infortunadamente durante este período se constata como característica normativa el 
fuerte componente sanitario y de salubridad. Y la tercera, es la de la constítucionalización del 
ambiente sano. Ver J González Villa, Derecho ambiental Colombiano Parte General 1, 32 Y 33. 
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con una labor lograr el cumplimiento objetivos 

y equidad y alcanzar, entre otros, la sostenibilidad del patrimonio y el 

disfrute los recursos naturales y del ambiente en . En últimas un L:SldUU 

de un mercado abierto, en la planificación yque, pese a 

manejo ciertos sectores entre ellos el y 

uno de sus recursos. 

2.1.2.3 JéiU(JUIA(J/ de intereses ambientales 

cuanto al tercer y último nivel este se a los 

ordinarios toma de de público en los niveles 

político, y jurídico, para contrarrestar o atenuar la presión 

a sometidos U¡;;;;:'¡;;;dUl¡;;; como lo 

MARTIN MATE029 
¡, es que estos 1I1"''''UIlI cuenten para su efectividad con un 

participado de morales que aseguren su cumplimiento. 

ocasiones este ideal dista la realidad porque decisiones 

no son o no buscan el los 

naturales mucho menos el bienestar la población en general, sino que, por el 

puede con el tiempo al y 

beneficios solo en favor de unos pocos que concentran los capitales. 

de Colombia señaló que la Constitución Colombiana recoge 

su 

287 El Alto Tribunal Constitucional 
normativos del estado social de derecho " ... Ello se comprueba no sólo 

al repasar lo en la lista de los y de la carta de derechos, sino también en la 
del aparato estatal .. " Ver Corte Constitucional de Colombia, sentencia STC-T 

406i92 
288 Julio Cesar, Rodas Constitución y derecho ambiental: y acciones 

constitucionales para la del medio ambiente. p. 18. 
de ello es el contenido del artículo 366 al consagrar que "el bienestar y el 

mejoramiento de la calidad de vida de la población son finalidades sociales del Estado. Será 
objetivo de su actividad la solución de las necesidades insatisfechas de salud. de 
educación, de saneamiento ambiental y de agua 

290 Ramón Martín Mateo, Tratado de derecho 32. 

291 Ramón Martín Mateo. Manual de derecho ambiental, Editorial Trivium, Madrid, 1998, p. 33. 
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En cuanto a la no representativas, se 

refieren a aquellas carentes participativos, 

propicios para su discusión y aprobación. Como puede formularse en el 

plano nacional colombiano que el p('"".ene Naturales Renovables 

en como una de jurídico adoptada 

por un órgano democrático, se configura en lo que podría ser una decisión no 

es posible que esta afirmación suscitar controversias cuanto 

el citado se ha como modelo a en la legislación 

latinoamericana. Sin embargo, no por se deben obviar las circunstancias que 

su como la un sistema participado 

morales darían lugar a la planteada. 

primer complejo rodeó la discusión y expedición del '-VUlI",V 

de el tránsito entre los del 

Misael Borrero y el Alfonso Michelsen, gobiernos que 

de tener ideológicas opuestas, eran fuertes contradictores. 

gobierno, en pleno rwnN'<'" preparación Código a la revisora 

designada por el de Alfonso Michelsen modificara o suprimiera 

algunas partes del texto, como el y procedimientos sancionatorios 

por el Misael En de 

VILLA " .. de 1l1ichelsen no fue estricto en el cumplimiento de las 

normas ambientales (... ) y, (. .. ) adicionalmente, no se interesó crear espacios 

ni desarrollos normativos.. .,292 solo en 

1978 se expidieron los primeros reglamentarios requería el Código 

Recursos Naturales para su implementación. Otro aspecto también se 

es la expedición de dicho se bajo el 

Derecho ambiental Colombiano Parte General!, 68. 
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denominado "estado de sitio" -hoy estados excepción- siendo en ese entonces 

constitucional, no era el más ni el pluralista. 

Orientando el a un entorno más como es el proceso 

constituyente de 1 1, autores como ROBLEDO atribuyen la irrupción 

del tema ambiental en las políticas del 

F'.,",U'-HU 

Colombiano, no a 

por la en sino a de 

organismos internacionales de crédito que el cuidado de la naturaleza en 

de sus y en el mundial, con fuerte en el 

nivel . Confonne a este postulado, irrumpe nuevo la tesis las fuerzas 

políticas de izquierda para quienes es claro que si efectivamente a los organismos 

la ambiental, que 

pronta atención a los problemas que aquejan a la sociedad, como elevados Índices 

para que accionesde y la concentración 

atenten contra el uso equilibrado los recursos yel 

la realidad colombiana el tema de la deforestación es un caso práctico que 

ilustra el planteamiento que defiende CASTILLO, pues los niveles de la 

tala indiscriminada dependen los o 

esto se explica, en el casos, porquede 

contribuyen con el incremento de la LaI,"¡VU, sencillamente porque deben luchar 

la indiscriminada ciertasa en contra hambre y la 

les pennite un ingreso mínimo sustentar sus solucionando un 

es inmediato. Mientras caso, los que laproblema 

contribuyen con la deforestación porque moviliza el deseo acumular 

Robledo "Medio economía y neoliberalísl11o ..",3. 
294 La Corte Constitucional de Colombia en varias ocasiones ha sei'ialado que las sociales se 

traducen en ambientales que a su vez reproducen condiciones de en un de 
no acabar. Ver Corte Constitucional de Colombia, sentencias 1-415/92, 1-254/93 1-536/02. 

293 
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ejemplo dos que siendo una 

humanas y la otra propia orientada a de las 

sociedades individualistas y eonsumistas, generan un mismo que en últimas 

a toda la humanidad. 

entre tres que exteriorizan el trasfondo político de 

las nonnas ambientales en Colombia y la problemática sui generis la sociedad 

La 

colombiana, dio a la confonnación de criterios que, de y orientar 

el constituyente, llenaron de contenido el nrf'{'pnl ambiental constitucionaL 

Bajo esta misma orientación MONSALVE 295, cuando al referirse a la 

de "medio en el ámbito jurídieo, 

Rurz296 , que la debe 

bajo el pntt>nrl de analizar las condiciones una sociedad en 

sobre el 

de la nonnativa y el su particular c:::."c:mtl lo 

se en el texto eonstitucional. Además su lectura y finalista se 

pueden deducir los los límites y posibilidades que el constituyente quiso 

imprimir al sano, aún, se vislumbrar el carácter 

colombiano con a ladel y su 

interrelación con el ambiente sano. 

295 Julio Rodas Monsalve, eonstÉtución y derecho ambiental. .. , 35. 

296 José Juste Derecho internacional del medio ambiente, Editorial Mc Graw Madrid, 1999, 


social no es imagen sino creación. Lo no es a partir 
la mirada del otro. Es la creación incesante y esencialmente 

indeterminada (social-histórica y psíquica) de a de las cuales puede 
tratarse de cosa". que el social es el elemento que da a la funcionalidad 
de cada sistema institucional su orientación que sobre determina la elección y las 
conexiones de las redes simbólicas, su manera singular de vivir, de ver y de hacer su propia 

su mundo y sus relaciones. Es el fuente de lo que 
se da cada vez como sentido indiscutible e indiscutido, soporte de las articulaciones y de las 
distinciones de lo que y de lo que no Ver Comelius Castoriadis. La institución 
'ma9inaría de la sociedad. Tusquets. Barcelona, 1983-1989, pp. 9-10-251-252. 

p.7. 
297 Para 

o en 
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2.1.3 	 Las posIcIOnes ideológicas en el marco de la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991 con relación al ambiente sano. 

Para interpretar el texto constitucional en lo que al ambiente sano se reIlere. es 

oportuno analizar la conformación de la Nacional Constituyente para 

develar que, como mayorías, participaron en la construcción 

nuevo marco y a bien la inclusión del al 

sano en la actual Constitución. 

En este la Asamblea Nacional contó con 70 

y 3 con voz sin voto (dos del y uno del PRT); en 

cuanto a su "r;rnnr;c en partido político con 

25 miembros por el Partido Liberal, 19 por la Alianza Democrática 19, 11 por el 

Movimiento Salvación Nacional, 5 por el Partido Social Conservador, 4 por los 

Independientes, 2 por el Movimiento Indigenista, 2 por el Movimiento 

2 la Patriótica298 
• De esta composición se colige 

con tendencias políticas jzquierda y aquellos que se conformaron como 

los partidos las y segundas 

preferencias en cuanto a representación se La tercera política estuvo 

liberal oficialista.por el 

llJdlldUU:> por otros representa¡ de sectores sociales como lF!,Clld:>, cristianos 

y sindicalistas que recibieron el nombre de independientes. 

a dichas rpnr",c"'nt" GONZALEZ apunta que "la 

Asamblea Nacional ,,299, en tanto que el controlada la 

Partido Conservador y la Iglesia Católica se como los perdedores al 

no alcanzar una significante 	 Esta multiplicidad sociales 

Asamblea Nacional Diario de la Asamblea Nacional No.1, 

febrero 5 de 1991. 


299 J. González Villa. Derecho ambiental Colombiano Parte General 1, 80. 
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en uno así como sus 

coadyuvo para que el texto constitucional una lista de 

los variados y el amplio tratamiento dado al derecho al 

sano y su con otros de la Constitución Política. 

la Asamblea Nacional Constituyente se en 

cinco Comisiones y precisamente la Comisión Quinta para Asuntos Económicos, 

Sociales y Ecológicos, la los 41 proyectos actos 

refom1atorios300 relacionados con el tema y el texto fmal del 

articulado. Dentro los proyectos presentados y los debates dados en el tema 

por la Quinta se encuentran Así, el rwr"¡p,,t 

de acto reformatorio cpnt'lli .... por el Cesar Gaviria, líder un 

proyecto nO 2 Gobierno Nacional; proyecto 
_ _. _ n° 7 Antonio Navarro _ 

Patiño, Abel Rodríguez, Rosemberg Pabón, Germán Toro, Carlos Ossa, Fabio 
José María Francisco María Mercedes 

Niño, Álvaro Echeverri y Orlando Fals Borda; proyecto N° 9 
Juan Gómez Martínez y Hernando Londoño; proyecto n° 10 delegatario Jaime proyecto n° 12 
Excanciller Alfredo proyecto n° 13 María Teresa Garcés Llareda; 
proyecto n° 14 Orlando Fals Borda y Héctor proyecto n° 17 Misael 
Pastrana Barrero y Augusto Ramírez proyecto nO 22 delegatario Álvaro Gómez Hurtado; 
proyecto n° 23 delegatario Álvaro Gómez proyecto n° 29 constituyente Alfredo Vásquez 

'h __ ;~~"n' proyecto nO 41 constituyente Fabio Vi llar; proyecto nO 45 constituyente Carlos Lemons 
proyecto n° 50 constituyentes Antonio Navarro Angelino José Otty 

Abel Rodríguez; Pabón, Germán Carlos Ossa, Fabío Héctor Pineda, 
Augusto José María Francisco Maturana, María Mercedes Germán 
Rojas Echevern y Orlando Fa[s proyecto nO 59 constituyentes Guillermo 
Horacio Serpa y Orlando Verano; proyecto nO 62 Constituyentes Guillermo Horacio y 
Orlando Verano: Proyecto nO 64 Rodrigo Lloreda proyecto n° 65 

Lloreda proyecto n° 67 Misael Pastrana 
Carlos Rodado Hemando Arcila y Mariano 

Lorenzo Muelas Hurtado; proyecto n° 
Horacio Guillermo y Eduardo proyecto n° 93 constituyente Arturo Mejía 
Borda; Proyecto nO 94 constituyente Juan B. Femández proyecto nO 96 
Ammsto Ramírez proyecto nO 101 Ignacio Molina proyecto nO 103 

Gustavo Zafra Roldan; proyecto nO 104 Francisco Rojas Orlando 
Fals Borda y Héctor Pineda proyecto n° 105 constituyente José María Velasco 
proyecto 108 constituyente Ignacio Malina Giraldo y Escobar Sierra; proyecto nO 127 

Luís Guillermo Nieto Roa y Juan Carlos proyecto nO 128 
constituyente Iván Marulanda proyecto nO 130 constituyente Eduardo Facio-
Lince; proyecto n° 113 constituyentes Alfredo Vásquez Carrizosa y Aída Abella Esquive!; proyecto 
nO 114 Jaime Álvaro Faiardo Landaeta y Darío Antonio Agudelo; proyecto 119 nO 

proyecto nO 120 Jaime ardo Landaeta y Darío 
proyecto n° 124 proyecto n° J26 

Antonio Galán Sarmiento. 
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de orientación neoliberal, se caracterizó por reivindicar el carácter multiétnico de la 

nación y por los los pueblos y de de usar 

sus tlerras de acuerdo a las tradicionales menoscabo del "medio 

ambiente", este reconocimiento se propuso en el apartado de derechos 

el tema de los derechos sociales, económicos y culturales, la propuesta 

notar varios elementos que quedaron plasmados en el texto constitucional. 

se retlere a las medidas Que el debe adoptar para proteger los 

de valor arqueológico, artístico, histórico, ecológico y científico; además, contempló 

los el en el 

mismo orden el patrimonio Puede observarse que pese a 

del gobierno de en su propuesta se manifiesta una fórmula 

mixta, es decir, un lado se apela a la libertad de e iniciativa privada y por 

otro se condiciona esta libertad al respeto los límites del bien común, reconociendo 

la en la economía. doble connotación se 

en el tema porque primero se reconoce el al sano y 

ecológicamente equilibrado tienen todos, como derecho autónomo bajo la 

colectivos y el del y particulares cuidarlo y 

defenderlo para preservar una óptima calidad de vida para presentes 

y 

Sumado a lo anterior, se alude a la intervención del Estado para lograr el pleno 

uso de los recursos naturales dentro de una política de estabilidad económica, oero a la 

vez, se el del de promover el y del 

país, mediante un aprovechamiento los recursos naturales, de manera que 

se evite su degradación y se asegure su permanencIa y rpnm¡,>" así como el 
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sostenimiento del progreso. En cuanto a la de competencias, y 

la 

coherente con modelos de descentralización que se planteaba como tema central en 

se reconoció tanto a departamentos como a los mUnicipiOS 

funciones en el manejo ambiental; particularmente la importancia del municipio 

dentro la nueva estructura territorial, atribuyéndole la función 

adoptar planes y municipal, regular los usos del suelo y 

la prestación los de agua potable y saneamiento básico301 
. 

En los de izquierda se como constante la 

reivindicación el Estado sobre los recursos naturales y el 

ambiente en general, de manera especial en el manejo y administración sus reservas 

y sus recursos no renovables. 

fueron valorados como sensibles y, por tanto, de vital protección por parte 

del Estado como son la diversidad biológica y el conocimiento tradicional asociado 

a de los "''-'illa" como y patrimonio 

Colombia, la ubican como uno los megadiversos del 

cuanto a la 

planeta,,302. 

que se dimenSIOna su 

injerencia en el control las actividades de exploración, producción y 

comercialización bienes que conforman recursos naturales, como es el caso 

hidrocarburos. este mismo esquema, y siguiendo la 

estatal, se planteó el control sobre los contratos de obras públicas a cargo la Nación 

o de las entidades territoriales que pudieran tener incidencia ambiental; por un lado, se 

la la 

301 Gaceta Constitucional, No. 5, 15 de febrero de 1991, pp. 5-6-7 Y 22. Gaceta Constitucional No. 22, 
marzo 18 de pp. 9-10 Y 13. 

302 Víctor Toledo., Narciso K~rrf'r,,_ 
sabidurías 

La memoria biocultural: la importancia de las 
Barcelona, p. 61. 
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lesivos para el Estado y, por otro lado, se planteó hacer exigible los estudios previos 

favorables y sociales derivadas su 

los técnicos debían ser realizados por universidades estatales u 

públicos encargados la preservación del ambiente 303. 


torno al propiedad, se propuso la limitación de su ejercicio 


la la la expropiación y acciones de 

reserva y control por parte del Estado para las áreas denominadas de importancia 

y de recursos . La proteger los sectores 

vulnerados por parte del se hizo evidente al este el 

de comunidades colombianas y de 

apoyo y estímulos la los recursos y el ambiente sano. 


Por otro lado, se constata en varios proyectos de acto reformatorio presentados 


orientaciones la idea de prever el 

reconocimiento del derecho al ambiente sano en su estrecha relación con los valores 

culturales la comunidad, como de la República; se hace notar que el 

derecho al sano, en el de los constituyentes, no se limita sólo a las 

recursos naturales, sino que va más allá305
• 

y la libertad 

dentro de una "',{"""rlfYI fYI"r""tirl en la que se 

sólo se la en aspectos la 

la libre f'rlfYI ...."tPrlf' yla 

política en aras de una de los recursos, el igualitario 

desarrollo social, el incremento sostenido de la productividad, la racionalidad y la 

la metas en todo caso, supeditadas al 

J03 Gaceta Constitucional, no.8, 19 de febrero de 1991, pp. 6,12 Y14. 
de Acto Reformatorio de la Constitución Política No. 7, Gaceta Constitucional, no. 8,19 de 

febrero de 1991, pp. 2, 3,6 Y 12. 
J05 Gaceta Constitucional no. 21, 15 de marzo de 1991, 21, Gaceta Constitucional no. 25.21 de 

marzo de 1991. 

304 
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respeto del equilibrio ecológico y el ambiente sano que de cualquier manera, debería 

prevalecer sobre el desarrollo económico del Estado, lo que hace notar, la prevalencia 

equilibrio yel sano, del concepto de intervención 

Estado en la economía. En cuanto a la ordenación como elemento 

concurrente, se propuso tener los recursos ambientales para la creación de 

y se en el de a las J..UU\..r!VI 

entidades 

Constituyentes que representaban a las comunidades indígenas la 

protección del era un tema en sentido, el 

reconocimiento las regiones y para lograr un reordenamiento 

unidades culturales, y ambientales 307. constituyente 

ROJAS BIRRY la necesidad vivir en con la Il<lWHU¡;;¿<l, lo 

se requería el reconocimiento constitucional del derecho al sano, dotándolo 

mecanismos eficaces que controlar la explotación irracional de 

recursos y por tanto asegurar su uso sostenido como factor de 

la producción económica 308. 

Alrededor de la propuesta del sector indígena, se plantearon temas puntuales, 

entre al como patrimonio común todos colombianos, 

cuya y manejo adecuado debía ser entendido de utilidad pública y 

social, el que tiene Estado y los particulares preservar la 

diversidad e del patrimonio ambiental en el 

territorio nacional, como el uso ecológicamente autosustentable los recursos 

naturales y ambiente, mantener y el espacio público como elemento de 

306 de Acto Reformatorio de la Constitución Política No. 9, Gaceta n° 9, 19 de 
febrero de pp.! 2,3, 4,5,B,9,13y 14. 
Gaceta Constitucional No.lB, p. 27. 

JOB Gaceta Constitucional no. 18, pp. 27-29. 
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calidad de vida y del ambiente, el derecho que tiene el Estado de reservar partes del 

territorio que, dada su diversidad e importancia biofísica, sean necesarias para la 

conservación y la prestación de servicios ambientales, el deber del Estado de controlar 

las investigaciones, la manipulación o el uso e intercambio del patrimonio genético, la 

prohibición por parte del Estado de conceder a entidades o gobiernos extranjeros la 

administración del ambiente y de los recursos naturales o la utilización de estos como 

garantía o contraprestación a obligaciones contraídas309
. 

En cuanto a la consideración del derecho al ambiente sano como un derecho 

fundamental o derecho colectivo, fue un tema que suscito varios posiciones dentro de 

los delegatorios. Quienes abanderaban la idea de elevarlo como un derecho 

fundamental, calificaron el ambiente sano como un derecho esencial de la persona 

humana, un derecho que no debía tratarse como un problema social sino un derecho 

fundamental, inserto en el acápite de los derechos del hombre310
. Por su parte quienes 

lo valoraron (el ambiente sano) como derecho colectivo o de tercera generación, 

expusieron que siendo el ambiente sano: 

" . . . el conjunto de condiciones y circunstancias que rodean al hombre y que le 

permiten no solo su supervivencia biológica e individual, sino además su 

desempeño normal y su desarrollo integral dentro de su medio social, no puede 

dejar de ser tutelado con igualo mayor fuerza que otros derechos fundamentales 

. d' 'd ,,311consagrados afiavor de 1os In IVl UOS... . 

Por tanto, el derecho al ambiente sano debería consagrarse en primer término 

como principio constitucional, entendido como objetivo programático vinculante a 

309 Gaceta Constitucional no . 29, 30 de marzo de 1991, p. 3. 
3 10 La constituyente Aída AbeJla defendió la inclusión del ambiente sano dentro de la categoría de los 

derechos fundamentales. Ver Gaceta Constitucional, no. 27 , 26 de marzo de 1991, p. 6. 
31 1 Á Ivaro Gómez Hurtado , "Protección del ambiente ", en Gaceta Constitucional No. 19, 1991, p. 10. 
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2.2 

colombianos y en término como imperativo jurídico dotado con 

acciones públicas efectivas su tutela como supremo de la colectividad. 

CONSTITUCIONALES SOBRE LA CONSAGRACIÓN 
DEL DERECHO AL AMBIENTE SANO 

contenido las actas de y de los informes 

Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente, se constatan varias razones 

o motivaciones que suscitaron en el constituyente la urgencia introducir el tema 

de la 

en la estructurar en forma el esta 

investigación 	 propone cinco parámetros que enmarcan los razonamientos del 

no antes advertir que los 1991, la inclusión del 

ambiental en el marco constitucional "no entenderse como un 

apéndice o conjunto buenas intenciones encerradas en un capitulo altruista, cuyo 

contenido fuera refutado o ignorado por el conjunto de normas básicas que 

la convivencia 12 el contrario, en su era que los 

derechos y deberes del hombre no se podían concebir en forma o 

ajena a la obligación tienen las presentes conservar para 

el patrimonio natural. 

razonamiento para el Constituyente se con el 

en el internacional por la importancia recursos 

y la preocupación que ocasiona impactos lay el 	 en 

actividad humana sobre los preocupación que suscita la conciencia sobre los 

límites recursos naturales y la multiplicidad y 

multicausalidad de de las 

de la Asamblea Nacional 
en 

"I"nforme de ponencia para debate 
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relaciones y :'U\,;Ii.::III;;;:'. propician el fenómeno de la 

juridización del tema ambiental en los textos constitucionales de un gran número de 

y coadyuva, a su vez, para que el Constituyente Colombiano plantee la 

de a constitucional la dimensión ambiental313 
. 

El segundo parámetro tiene que ver, desde el ámbito nacional, con 

problemas ambientales que en el Constituyente 

de colombianos. Entre los principales problemas se encuentra la 

ecosistema, la erosión y la pauperización de grupos humanos situados 

egraClaclón del 

en zonas minifundio, la y descontrolada colonización, 

resultado de las limitadas o inequitativas condiciones acceso a la tierra, la 

explotación recursos fauna terrestre y marina el 

autoconsumo la población y el acceso del núcleo familiar, la elevada 

sobre el bosque natural para el aprovisionamiento de leña, pertinente tener 

en cuenta la utilización en el país presenta los altos en 

zonas rurales, la explicación se debe a altos costos servicio de energía con 

relación al bajo ingreso la población rural). 

la vida 

De esta de como 

agotamiento los nacederos de y la disminución en el cauce de los 

altos 1I1UI\,;¡;;:' llli::t\,;IUII del recurso hídrico lo que de 

salud pública, el uso descontrolado de insumos químicos para el desarrollo y 

producción la agricultura, entre otros. cúmulo problemas ambientales en el 

313 En la exposición de motivos el Constituyente Lemos Simmons advierte sobre la importancia de los 
recursos así como el ambiente, en cuanto el o natural de la 

Por ello son considerados elementos esenciales de la nacionalidad y su 
derecho fundamental de soberanía de los pueblos. Ver: Carlos Lemos Simmons, 

Prm!pNn de acto reformatorio de la Constitución Política No.45", en Gacela Constitucional, marzo 
Bogotá, p. 21. 

humanidad y de los 
es un 
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ámbito nacional hizo ahondar, aún en el constituyente la necesidad elevar a 

constitucional el al ambiente sano. 

El tercer parámetro hace referencia a la carencia efectividad de la 

normatividad ambiental a la temprana 

Colombia la materia314 
, el Constituyente consideró que la 

particular el Código Nacional Recursos Naturales Renovables, era lejana al 

conocimiento y compromiso la nación, Para a este hecho se 

en elevar la protección del derecho al ambiente sano a una nonna de mayor jerarquía, 

que a su vez, se de instrumentos efectivos para 

participación en el cumplimiento la y pennitiera 

poner en movimiento al Estado en su doble misión: la de dirimir los conflictos de 

ntprpcPc y la de los perjuicios que se pudieran ocasionar al sano, 

Otro factor que el constituyente señaló como causa del precario cumplimiento 

de nonnas legales sobre n",,,,,,,,n) ambiente y los recursos naturales, es 

en 

en 

la 

la recursos financieros de entidades de la 

ambiental. Para frente a esta problemática se que el mismo 

aprovechamiento los recursos los medios 

financiar a las entidades a 

puedan cumplir con sus funciones y se garantice la renovabilidad los recursos y 

los sustitutos de los recursos no renovables, este se estableció como 

criterio que la explotación cualquier recurso no renovable o que llegara a agotarse 

a su titular, es decir, al ena título de 

la comunidad, 

314 El estatuto forestal (acuerdo 3 de 1969) y el acuerdo 42 de 1971, sobre Nacionales, 9 de 
1979 o ley sanitaria. y el penal de 1980 que sanciono por vez los delitos contra el 
ambiente, 

Gómez Hurtado, de articulado constitucional sobre del ambiente", en 
Asamblea Nacional vente-Secretaria General, NO.23, Bogotá. marzo 4 de 1991. 

315 
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cuarto se relaciona con el nexo entre y 

desarrollo. Para el Constituyente, las injusticias ;'VI.-ldl\;:l se traducen en 

ambientales; gran parte de los problemas ambientales del país son producto de la 

de productivas, 10 en el lIétl.-IUlI<:tl se 

con la creciente desigualdad de oportunidades económicas a mundial, una 

íntima relación entre la y la ambiental. No obstante, en 

criterio del Constituyente, la pobreza no debería ser entendida como justificación 

autónoma la destrucción del ni tampoco el desarrollo como la superación 

de problemas 

Constituyente se inclinó a reformular el modelo de desarrollo de acuerdo a 

el entorno para lograr, a una racionalidad 

ambiental, un desarrollo igualitario más productivo y sostenible a largo plazo; para lo 

16 

los 

cual consideró sentar el 	 para hacer 

posible un desarrollo basado en lo que denominó "un nuevo pacto con naturaleza". 

Pero ¿cómo lograr esta nueva forma de desarrollo? se concluyó era la 

imprescindible transformación de modelos o educativos que deberían 

tener como fundamento el conocimiento de la estructura y el potencial 

los trópico, la e 

tecnológicos y culturales de países desarroIlados, y 

descontextualizados para las bajo los 

se concibe la necesidad de promover la educación ambiental para 

transformar la actitud del hombre con relación a la y una conciencia 

colectiva sobre la importancia de oreservar el ambiente sano. implica brindar a la 

comunidad una formación idónea en la ambiental su 

316 	 Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente, "Informe de para primer 

debate" " 7, 
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participación en los procesos decisorios que tienen influencia sobre el ambiente 

quinto parámetro se a los recursos ambientales que son considerados 

de gran valor para el y la tarea que este de potencial izarlos bajo la 

perspectiva futuro ya se señalado, uno de recursos de 

mayor riqueza que Colombia, es su alta diversidad genética y con ello el valor 

zonas geográficas ubicadas en el t",...ít,wín entre 

la Asamblea destacó la Amazonia, Orinoquía y el San 

y Providencia, sin olvidar la importancia que revisten las extensas superficies de 

latropical, como el rp.cp.nlrl 

Conforme a la ricas en diversidad genética y 

biológica, el el de /,;Cl.l<Ull1¿<U una al 

ambiente en singular biodiversidad o importancia ecológica o cultural la 

Nación. argumento se fundamentó en la necesidad de valorar estos recursos 

los ambientales que y así mismo, el deber que tiene el y 

sus de perpetuar la de una dada su conformación 

que va a redundar en beneficios para el ambiente en general. 

Sin la inconveniencia de incorporar una enumeración de 

protección especial expuesta por el Constituyente, toda vez que estos espacios 

varían con el tiempo porque lo que hoy puede ser en términos 

lo;;;llt<1lo;;;:o, mañana podrá carecer importancia318
• 

elemento importante, el constituyente señaló que para la conservación 

y era necesario entender la la diversidad o 

317 Comisión de la Asamblea Nacional Constituyente, "Informe de ponencia para primer 
debate. '" 8. 

JJ8 Comisión Quinta de la Asamblea Nacional Constituyente, "Tnforme de ponencIa para primer 
debate"., 9. 
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319 Francisco Díaz Pineda, "Herencia natural y cultura en el 
Ambiental, No. 5, Editorial 

320 G. Mesa Cuadros, 

relación entre éstas y la diversidad cultural y étnica. Bajo esta misma perspectiva, 

autores como PINEDA dicha bajo el que 

y organismos vivos protegidos no constituyen elementos sometidos a 

una pequeña o nula influencia humana sino por el contrario tiene, en gran medida, 

componentes culturales esencialmente vinculados al y 

economía de los recursos naturales319
• 

El paisaje muchas y no solamente en Colombia sino en el mundo, 

constituye un histórico-cultural; la conservación 

de la naturaleza se carácter históricos-culturales, esta 

o vínculo de derechos entre el ambiente sano, su condición 

diversidad genética y ecosistémica y la diversidad cultural y es entendida por 

CUADROS como una esencial 320, porque las 

la naturaleza y los son el resultado múltiples 

fonnas históricas producción y de apropiación los recursos. 

de y su productividad no son sólo 

naturales sino también culturales. humanidad ha los ~I.V;:'I;:'I~ y 

estos a su vez condicionan las sociedades humanas manifestándose así, una relación 

constante e que justifica la entre y 

cultura321 
; es posible que en otros contextos la asociación de derechos -ambiente sano 

y cultura-resulte incomprensible, dada las cosmovisiones o la lectura limitada 

que el derecho al lo a su vez, sea diferenciado y 

La 

relación alguna con otros derechos. 

, en Revista Aranzadi De Derecho 
1994, p. 19. 

y derechos ...",31. 
rraf!llIac.ra ambiental de la Instituto de Estudios Ambientales, 

http:rraf!llIac.ra
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Al prever el deber que tiene el Estado de promover el aprovechamiento de los 

recursos naturales para alcanzar el desarrollo y mejorar la calidad de vida de las 

generaciones presentes, se incorporó la dimensión del manejo y aprovechamiento de 

los recursos naturales para satisfacer las necesidades y aspiraciones de las 

generaciones futuras. Esta fórmula deviene del concepto desarrollo sustentable e 

implica que tanto el desarrollo económico como el social deben hacerse compatibles 

con la preservación del entorno para garantizar la sustentabilidad a largo plazo. 

En cuanto al aprovechamiento económico de los recursos naturales, el 

Constituyente consideró que éste debe favorecer de manera prioritaria al desarrollo de 

los territorios donde se ubican dichos recursos y la satisfacción de las necesidades 

básicas de su población. 

2.2.1 	 La metodología utilizada por el constituyente para incorporar el derecho al 
ambiente sano en el texto constitucional. 

Los diversos fenómenos globales322 y otros de carácter interno,m a los que ya 

se ha hecho referencia, se convirtieron en factores y variables estimadas por el 

constituyente Colombiano de 1991 para adoptar instrumentos jurídico-políticos 

tendientes a proteger y asegurar el disfrute del ambiente sano, para la promoción y 

preservación de la calidad de vida,324 la protección de los bienes naturales y la riqueza 

322Ca1entamiento de la tierra, la desertificación de los suelos, la limitación de los recursos hídricos, el 
exterminio de las especies y de los ecosistemas, el debilitamiento de los componentes de la capa de 
ozono, la polución del aire, del mar, y de la atmósfera. 

323Contaminación hídrica y la contaminación atmosférica por fuentes móviles y fijas ; el derramamiento 
de petróleo por causa de la explosión de oleoductos por parte de los grupos insurgentes; la tala 
masiva e indiscriminada de bosques y manglares y la fumigación indiscriminada de los bosques 
para exterminar con la plantaciones de coca y amapola y por ultimo el daño directo a la diversidad 
biológica. 

324 Se refiere a la existencia de infraestructuras comunes que mejoran el medio o entorno habitable de 
los seres vivos y permiten que una sociedad ofrezca la oportunidad real, a sus coasociados, de 
disfrutar de todos los bienes y de los servicios disponibles. Ver Corte Constitucional de Colombia, 
sentencia de C-411/92, C-423/94, C-528/94 y C-305/95 y C- 495/96. 
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de la de la el 

perspectiva del desarrollo sostenible325
• 

La metodología utilizada el constituyente para incluir el derecho al 

ambiente sano en el texto constitucional se en dos la como 

mediante la inclusión de varios queun articulado específico y la 

desarrollan el tema ambiental de manera en el texto constitucional. La 

no fácil la gran de textos llegaron a la 

Asamblea Nacional Constituyente, los cuales, a manera de propuestas, los 

variados de la ambiental; algunos con cierto orden estructural y 

otros carentes de de amplias el 

optó por incorporar al texto constitucional, lo que denominó una propuesta integral del 

tema que en ,",vu;:,a",,' un el derecho al 

de la en apartados la 

carta f"r.... "tit, fuera de normas constitucionales ciertos temas 

ambientales que, en su debían dejarse a la competencia del ámbito legal o 

a la metodología por el Constituyente, el derecho al 

ambiente sano se reconoce una manera lógica y ordenada en un artículo 

de la artículo 79, el se en el central 

De acuerdo con el Informe Brundtland publicado en 1987 por la Comisión Mundial para el 
Ambiente y el Desarrollo, es aquel desarrollo tendiente a satisfacer las necesidades de la "pnprllriAn 

actual sin comprometer las necesidades de las generaciones futuras. 
326 En el informe de Ponencia sobre Medio Ambiente y Recursos la Comisión Quinta de la 

Asamblea Nacional desestimó la propuesta de elevar a nom1a constitucional la 
que hace parte del de Recursos de realizar estudios de impacto 

ambiental y de destinar un presupuesto para el cumplimiento de los programas de ambiental, 
por cuanto es un tema que es materia de la de de la creación o la 
determinación de entidades vinculadas con la administración de los recursos naturales y 

y detalladas de la de los recursos las 
del territorio nacional para la los 

sobre investigación ambiental. Ver Comisión Quinta de la Asamblea Nacional 
"Informe de ponencia para debate ... ", 7. 

del las 
especiales en áreas 
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al ambiente sano,327 y en varios apartados que se desarrollan a lo largo del texto 

constitucional. 

estructura mixta se explica, como lo precisa EFRAIN,328 debido a 

las normas ambientales de constitucional envuelven dos contenidos 

un la norma constitucional ambiental debe con 

claridad conceptual y mediante una precisa delimitación; en segundo plano, porque los 

constitucionales tienen diferentes técnicas aplicación, por la cual, 

en términos del se justifica que la normativa constitucional ambiental se 

manifieste perspectivas, sea, como derecho fundamental, 

prohibiciones a la como principios de 

rectores interpretación o como metas o de la acción de poderes 

329
iCOS . 

lo supone la estructura mixta el 

para elevar a rango constitucional el derecho al ambiente sano, es 

identificar las devienen de su ahondar en 

criterios que explican el contenido P(',tlrr. del artículo 79 y comprender el por qué 

de la inclusión de la ¡CCIl:lIVU ambiental en diversos Títulos la 

análisis ambiental existe en laen 

normativo autónomo del derechoConstitución Política de Colombia un 

327 	El ambiente sano tiene un pleno reconocimiento en la Constitución Política de Colombia y ha 
encontrado su máxima en el artículo 79: "Todas las personas tienen derecho a gozar de 
un ambiente sano. La la de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo. Es deber del Estado proteger la diversidad e del ambiente, conservar 
las áreas de ecológica y fomentar la educación para el de estos fines ". 

328 Efraín Editorial McGraw p. 11. 
329 O. 
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2.2.2 Significación del ambiente sano para el constituyente de 1991. 

de la ¡lltll.,,¡UU que el concibió el ambiente sano en 

fonna amplia, al que lo integraban componentes: el ambiente físico o 

natural, (factores biótÍcos o abióticos) y por el socio-cultural; se infiere que 

en Colombia el patrimonio ambiental está conformado por el patrimonio ecológico y 

el patrimonio cultural de la nación que integrados, a su vez por la totalidad 

recursos naturales ,.pnmr<l y no se encuentran en el territorio 

nacional y por los elementos como el paisaje y los culturales como el \.01l\.U1I,;;;:' 

espacio público. 

el Constituyente quiso entre los del 

ambiente, fundamento de acuerdo a posiciones doctrinales que sostienen 

que el concepto incorporado en algunos textos como el 

debe desde una postura globalizadora porque, como lo explica 

TRENZADO RUlZ, la interrelación equilibrada de la realidad ambiental es esencial 

el adecuado la y la de una mejor calidad de 

vida. La postura globalizadora implica elementos naturales y deban 

ser objeto una regulación jurídica y coherente 330. 

Otros autores como CANO atribuyen la la interpretación 

globalizadora del ambiente a la Declaración de Estocolmo que incluye dentro del 

natural o recursos tanto el cultivado, se a la 

producción y aprovechamiento que el hombre hace los recursos naturales, como al 

representado por la elaboración humana de y 

Técnicas e instrumentos tradicionales y nuevos, en derecho y 
medio ambiente, Madrid, 1981, p.88. 

331 Guillermo política y administración ambientales, Ediciones de Palma. Buenos 
Aires, 1978, p. 69. 
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Bajo los anteriores argumentos doctrinales y conforme a lo propuesto por 

MONSALVE 332 , un fundamento 

respalda el concepto de un amplio o toda vez 

que comprende el entorno natural, social y cultural, conforme lo reconoce el mismo 

artículo 8 la Constitucional colombiana la cual consagra la obligación 

tiene el L~ti:l.UV proteger las culturales y naturales de la nación. En esta 

misma orientación el segundo apartado del 79 del texto constitucional 

la consagración amplia ambiente sano que decidió el Constituyente, al 

señalar que el tiene el deber de proteger la diversidad e integridad del 

sin entrar a comoonente específico. 

RODAS MONSALVE expresa sus críticas a aquellas concepciones de 

ambiente sano que incurren en """.<lVU"''' totalizantes pero inconexas. Para evitar 

tal error, propone estructurar un normativo constitucional a del cual se 

regulen aspectos nucleares y específicos de la problemática ambiental sin perder la 

visión holística e integradora, una labor a su juicio, emprender el mismo 

nt",rnt""t", y legislador, para t1ptprrn la extensión temporal-espacial y la perspectiva 

antropológica o biocéntrica del ambiente sano. 333 labor del legislador deberá 

cumplir las metas la Constitución establece acuerdo al de 

Estado Social acogido por el Constituyente. 

autores, como VILLA, critican la amplitud y el 

indeterminismo se le ha querido al ambiente sano, argumentan que la ley 23 

1 o Código Recursos Naturales en sus artículos 1, 2 Y 3 delimitan, en su 

es la protección los recursos orden, el objeto del 

la salud de personasrenovables y la finalidad del derecho consiste en 

332 Julio. Rodas derecho ambiental, pp.20 y ss. 
333 Julio Rodas MOl1salve, Constítucióny derecho ambiental, 34. 

http:L~ti:l.UV
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sabemos: la tierra no 
la red de la 

Fundación José y 

y su Así mismo, el autor expone que en los artículos 

anterionnente mencionados se señala elementos que confonnan el sano 

como la y los recursos naturales334
. 

VILLA, la expresa delimitación de los elementos que 

confonnan el sano corrobora que, al no estar el ser humano incluido dentro 

tampoco lo la cultura u otros elementos a la atmósfera y a 

recursos naturales. Para desestimar este argumento es plantear tres 

1J'-'-lV;), el primero se a la relación el es 

la naturaleza, es un elemento más, no puede a ella, el hombre como 

tal es una en el gran tejido de la vida335 
• 

El segundo "'''''-''Vl1 con los sustentan 

la inclusión de la cultura al ambiente sano. CALAVIA 

culturales y son el producto de la a la finitud de los 

que 

diversas culturales que han permitido la preservación 

recursos, no en vano, en comunidades no occidentales, concurre un cúmulo 

Conforme señala la Ley 23 de 1973 en los artículos 1,2 Y 3 "Artículo J. Es objeto de ley 
prevenir y controlar la contaminación del medio ambiente y buscar el mejoramiento, conservación 
y restauración de los recursos naturales renovables para la salud y el bienestar de todos 
los habitan/es del territorio nacional. Artículo 2. El medio ambiente es un patrimonio . por lo 
tanto su mejoramiento y conservación son actividades de utilídad pública, en las que deberán 

el Estado y los Para de la presente se entenderá que el medio 
ambiente está constituido por la atmósfera y los recursos naturales renovables. Artículo 3: Se 
consideran bienes contaminables el aire, el agua y el suelo ". 

3J5 Vale recordar de la carta realizada en 1854 por el indio Seatlle cuando decía. " ... Esto lo 
al hombre, sino que el hombre pertenece a la tierra. El hombre no 

es sólo una hebra de ella. .. " " El hombre no la trama de la vida, 
Calavia "El indio Diálogos a través del , en 
Revista de Occídente, No. 2006, p. 27-28. 

La amazónica, por ejemplo. ha desmentido que el mundo indígena una red de 
grupos minúsculos disueltos en el medio. La demografia rala y la atomización como norma son 

al del hombre blanco y a sus deletéreos directos o indirectos. El 
«desierto verde}) es en un de la y por el contrario hay, para la era 
precolombina, datos ciertos de una ocupación humana de la Amazonia más densa que la que se 
puede encontrar aún en la actualidad Esa se basaba en la alta productividad del cultivo 
del recurría a un buen uso de las inundaciones periódicas del valle amazónico o a notables 
ingenios como el uso agrícola de islas flotantes. Pero, lo que es más interesante, aun así 

para el incremento de la biodiversidad La llamada «{erra preta de índioil, uno de los 
suelos más productivos del valle se identifica con las áreas de larga ocupación 

una tasa de biodiversidad mayor que áreas más cercanas a la 
Ver O. Calavia Sáez, "El indio ecológico Diálogos a través del eSDeio", pp. 31y 32. 

y 
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de construcciones intelectuales y simbólicas sobre el conocimiento del y el 

manejo adecuado y racional de recursos. del tradicional 

los pueblos o comunidades étnicas, como UlV\.<lVUV;' de los 

y la 

respecto su ambiente sano, con el devenir, ha sido valorado como alternativa ética 

sano. En el mismo Convenio 169 la 

OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Paises Independientes, se resalta la 

contribución los pueblos indígenas a la armonía ecológica y, además, se un 

la importancia que tiene para la llamado los 

y valores espirituales, la relación y cosmovisión que tienen con la tierra o 

Por otro lado, existe también el argumento doctrinal la "conexión entre 

ambiente sano y patrimonio cultural"; para la doctrina este vínculo directo sume en 

OROZCO cuando: " .. .se conectan y valores que 

son inherentes a la dimensión externa e interna persona: fisico 

natural, la el lo natural y la cultura como elemento 

integrado en el medio ".337 Así, para el autor el natural es el donde 

el ser humano desarrolla su actividad y es la expresión, del devenir histórico y del 

cultural que la fornla que un humano ser y estar en el 

medio. últimas, el ambiente considerado como el ('nn'llrlt" elementos naturales 

y culturales que determinan las condiciones vida de un grupo humano, es el espacio 

el desarrollo de la personalidad, solo se a de la 

orientación racional de los recursos y la conservación del patrimonio cultural. 

tercera y justificación ver con el la 

Constitución Política Colombia. Quienes critican la inclusión del elemento cultural 

337 Guillermo Orozco "Medio ambiente y histórico: los bienes culturales 
medioambientales y su , en: Comité económic i social de la Comunitat Valenciana, p. 2. 

en la página web 
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en el le restan importancia a la misma como fundamento y 

límite validez todo el ordenamiento nonnativo ya no se deben limitar 

del ambiente sano a lo prescrito por una nonna legal - como es el Código 

Recursos que U\O;:'vVIlVv el contenido amplio recibe el en 

el texto constitucional. 

Una vez contrastados los anteriores argumentos doctrinales, cada uno de ellos 

con un basamento es conocer el criterio de la Corte 

Constitucional Colombia que en su tarea preservar el contenido del Texto 

Constitucional preceptuado en la noción amplia y globalizadora del 

ambiente sano. Alto Tribunal ha dicho que, con relación al patrimonio ambiental 

Estado que concibió el Constituyente, éste no puede entenderse como una simple 

pr~{'tAn de y monumentos históricos, como una 

relación sistémica elementos en los cuales haría parte una serie 

químicos, y culturales en su interacción hacen posible la calidad de 

vida concepción holística a tener en la 

constitucional, por ello en Colombia, el ambiente sano involucra el natural, 

el ambiente cultivado y el 

a la visión amplia de ambiente del contenido del artículo 79 la 

Constitución Política Colombia, se desprende el sentido antropocéntrico que aún 

la nonna, el ambiente sano al se el 

artículo en comento corresponde esencialmente al de seres humanos, sin dejar 

abierta otras posibilidades. No obstante, hay tener en cuenta que la vinculación 

con el Social Derecho a que se bajo 

de vista constitucional involucra aspectos relacionados con el 
uso, aprovecnam¡enlO y conservación de los recursos, el equilibrio de los ecosistemas, la 

de la diversidad biológica y cultural, el desarrollo sostenible, y la calidad del vida del 
hombre enlendido como parle inleerante de ese mundo natural.., ", Ver Corte Constitucional de 
Colombia, sentencia T453/98. 
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parámetros que el es es el 

limitar el ejercicio otros derechos en función la protección al 

sano. 

En cuanto a la razón de ser del calificativo que ha el al 

como "sano ,,339 , se busca la actividad no conduzca a una 

afectación ambiental que perjudique la calidad vida las generaciones futuras. 

al ambiente sano es un concepto Que se a la salubridad del entorno 

los seres vivos y futuros bajo el entendido de un relativo 

social y no como una de enfermedad, conforme al enfoque dado por la 

Mundial de la Salud. otros el derecho al ambiente sano no 

sólo a la calidad de vida sino a la misma, 

aproximación al nexo directo entre el a la vida y el derecho al ambiente sano 

la Constitucional. 

como que el estar al servicio los 

colombianos, de las presentes y futuras; que envuelve un 

mandato fundamental el comunidades y las para 

este patrimonio común de la nación. suma, este mandato procuren por el 

se convierte en criterio orientador la haga la ley sobre el 

y orotecclOn del sano. 

339 Nótese que no se la inclusión del término equilibrado", como se había 
propuesto en distintos proyectos presentados a la Asamblea Constituyente, toda vez que su inclusión 

mantener estables las condiciones de la sin afectar la vida que allí se 
lo que en realidad resulta por cuanto la actividad humana altera o 

modifica el equi librío afectando necesariamente las condiciones de vida que se desarrolla 
en los ambientes que la rodean. 
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Consecuencias de la consagración del derecho al ambiente sano a través de 
normas de rango constitucional 

Dado que la declaración consagrados en la Constitución es el 

marco jurídico político esencial que tienen las personas. es necesario entender cómo el 

ordenamiento constitucional colombiano estructurado los derechos y las garantías 

constitucionales para comprender los etectos que dicha estructura y de 

manera particular, las consecuencias que se derivan de la consagración del derecho al 

sano como norma de constitucional. 

el ordenamiento constitucional colombiano la concepción formal y material 

de los derechos se presenta en forma complementaria, esta conjunción tiene efectos 

importantes tanto en el desarrollo normativo derechos como es sus 

mecanismos de garantía. el primero los casos se parte del carácter fom1al de los 

derechos, es la importancia rango de la norma que reconoce, frente a 

la concepción material cuya atención dada en el contenido de los derechos, 

válido afirmar que son los que están declarados en normas 

constitucionales o han sido reconocidos en normas de supra legal. 

Siendo la cuando son "Ull~a~l 

en normas superiores, en este caso la Constitución, se produce un "efecto /imitador" 

debe como el límite el derecho al sano a 

acción del Estado. igual manera, se produce un "efecto vinculante" frente al 

accionar los n(vi",.." públicos con al respeto que estos deben tener del 

núcleo esencial al ambiente sano, que es precisamente, el que 

toda de gozar de un ambiente sano, conforme se desprende 

79 la Política. Todo esto 

concepción a que la fortaleza jurídica del derecho al ambiente 

sano es precisamente su reconocimiento mediante norma de rango constitucional y 
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además, la consagración unos jurisdiccionales para su 

protección o efectividad, el al sano como una 

simple declaración. 

Cuando se afirma que el contenido formal y material se puede presentar en 

en el colombiano se 

precisamente porque bajo la concepción formal se dota protección particular a los 

bien sean, fundamentales, sociales o colectivo; se instituye para los 

la acción para los la 

acción de cumplimiento, y para derechos colectivos las populares y de 

en cambio, conforme a la concepción material se de la 

en razón a las neceSIdades y de 

Estado Colombiano para lograr un mejor entendimiento y comunicación entre el texto 

constitucional y la realidad social. 

identificar la de otras de 

carácter que trae la consagración del derecho al ambiente sano en el 

texto constitucional que consecuencia es que el texto 

constitucional, al ser norma fundamental, ostenta el de norma supralegal con 

carácter vinculante34o
, lo conlleva a que su contenido no pueda ser rP"tnrn1 o 

modificado a través de procedimientos ordinarios, ni tampoco inobservado por 

poderes públicos, quienes no pueden constitucionales 

porque cualquiera que su actuación inconstitucional; consecuencia que, a 

su vez, garantiza su no sea alterado o ...auv por elVULll arbitrio 

del o entidades administrativas regular la En este 

orden, la inclusión derecho al ambiente sano en el texto constitucional trae como 

la subordinación la ambiental a la Constitución 

340 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-027/93. 
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el plano mandato que deviene del artículo 1 la Constitución Política 

que consagra el L::>14UU Derecho y además, conlleva a que la legislación ambiental 

se vincule materialmente al las metas al modelo del 

Estado Social de Derecho, en el cual el y el mejoramiento en la 

calidad vida son sociales del es oportuno 

el artículo 4 la Constitución Colombiana que la de la 

Constitución y con ella la consagración del criterio de validez, que implica la 

prelación del derecho al sano en términos del contenido y alcance 

establece el texto constitucional frente a otras normas de inferior jerarquía puedan 

contener este derecho. 

Una segunda del fundamental la 

Constitución: sus mandatos son verdaderos límites a los poderes del lo que 

que queden por la disponibilidad las políticas o mayorías 

legislativas coyunturales. límites son y el se 

refiere a los procedimientos o aspectos formales que se deben observar para hacer 

un que el supone lo un o 

institución. En el texto constitucional el límite carácter fonnal, es el 

proced imiento para 10!Zrar la del derecho al ambiente sano, esta 

en el artículo 88 que los de protección 

ambiental, como las acciones populares y las acciones grupo, mientras que el límite 

<>r¿,,,t,,,r material esta en el artículo de la Constitución que el 

a gozar de un ambiente sano. 

otro que se como ya lo ha entendido la Corte 

de los valores y los principios constitucionales se expresan en 

bien sea para un tiempo o futuro. límite se manifiesta porque 

34] Corte Constitucional de sentencia T-124/93. 
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vincula directamente a poderes públicos en lael los 

fijación de elementos básicos indisponibles para demás poderes públicos y 

también se a la a<>r<>ntl que cuando no es posible 

solucionar el confl por medio una norma constitucional de 

aplicación directa 342 , en estos eventos los deberán a los 

:SjJUIlUC: a los 

principios y valores ir estableciendo 

y unificación jurídica. este mismo la 

Corte Constitucional ha dicho que principios fundamentales Estado son una 

ineludible lapauta de de son parte 

Constitución misma y están toda la fuerza normativa 

articulo 4 del texto fundamental ... 343 

Una tercera consecuencia emana del jurídico de la Constitución al ser 

consagrado el ambiente sano como derecho constitucional o como un interés jurídico 

merecedor la máxima protección, al que ya no se le puede considerar como derecho 

o secundario344
• este sentido, u omisión que la 

vulneración o el incumplimiento este derecho será objeto protección 

constitucional y sancionado las autoridades competentes. 

r.tnVrtn el 

tiene el alConstitucional en consideración al 

la .;pt",,,.,<>ambiente sano en la Carta Fundamental, establecido ambiente 

sano un objetivo dentro de la actual estructura del Estado 

Social Derecho en cuanto del entorno del hombre indispensable 

su y la de las por ello, se ha dicho que el 

342 Gerardo del constitucionalismo moderno". en Teoría Constitucional. 
Líber Amicorum en homenaje a Vladimiro Naranjo, Universidad del 2004, p. 65. 

343 Corte Constitucional de sentencia C-574/1992. 
344 Osear. Amaya Navas. La constitución ecolóf!ica de Colombia. 26. 
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derecho al ambiente sano se encuentra al amparo lo que la jurisprudencia 

constitucional ha denominado "Constitución 

efecto, la calificación Constitución ecológica se deriva en razón al 

conjunto disposiciones consagran el tema ambiental en el texto 

constitucional y que presupuestos a partir cuales se las 

relaciones la comunidad con la naturaleza, que en gran medida propugnan por la 

conservación y de recursos naturales346
. la el 

Alto a una lectura y finalista, 

artículos347 que sustentan, la calificación la Constitución Política 

Colombia como constitución fundamentación trae 

como consecuencia dentro ordenamiento colombiano, l'r.n1"r...-rn lo ha plateado la 

Corte Constitucional de Colombia en la Sentencia C-058/94, una triple dimensión: en 

término" .. .la protección al ambiente sano se convierte en un principio que 

todo orden jurídico ... ", puesto es obligación del proteger las 

345 Consultar, Corte Constitucional de Colombia, sentencia T - 411/92. 
346 Consultar, Corte Constitucional de Colombia, sentencias STC-C 046/99, STC STC C­

071194, STC C-058/94. 
347 r ,",---"---Lulo (vida), 2 esenciales del Estado: proteger la vida) 8 (Obligación de proteger las 

culturales y naturales de la nación), ll(inviolabilidad del derecho a la vida), 44 
de la salud y del saneamiento 58 (función de la 

por calamidad ambiental), 67 (la educación para la protección al medio ambiente), 78 
(regulación de la y comercialización de bienes y servicios), 79 a un ambiente 
sano y en las decisiones ambientales), 80 del y 
de los recursos naturales), 81 (prohibición de armas químicas, biológicas y nucleares), 82 (deber de 
proteger los recursos culturales y naturales del 215 por perturbación o amenaza 
del orden 226 (intemacionalización de las relaciones 268-7 de 
los recursos naturales y del 282-5 (el defensor del pueblo y las acciones populares como 
mecanismo de protección del medio 289 

zonas fronterizas para la 300-2 (Asambleas, 


de cooperación e 

ambiente), 30 I administrativa y fiscal de los departamentos atendiendo los recursos 
naturales y a circunstancias ecológicas), 310 (control de densidad en San Andrés y Providencia con 
el fin de preservar el ambiente y los recursos 313-9 (Consejos Municipales y 

317 Y 294 (contribución de valoración para conservación del ambiente y los recursos 
naturales), de los territorios Indígenas y preservación de los recursos naturales), 
331(Corporación del Rió Grande de la Magdalena y del 332 (dominio del 
Estado sobre el subsuelo y los recursos naturales no renovables), a la liberta 
económica por razones del medio ambiente), 334(intervención estatal para la de los 

naturales y de un ambiente sano, de los sectores en elrecursos 
Nacional de de necesidades del saneamiento ambiental y de agua 

como finalidad del Estado) ... ] Ver Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-411l92. 
348 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C-431/00. 

49 
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riquezas la Nación; en segundo término, " .. .el ambiente sano, se 

constituye en un derecho constitucional que detentan todas personas exigible, a su 

vez, por diversas ."; y por último, " ... impone al L;}!UUU y a los 

implica la limitación al ejercicio pleno un conjunto de 

de ciertos derechos económicos como la propiedad y la libertad de empresa o, en otros 

la contenido de como la y 

la educación. 

TIPOLOGÍA NORMAS CONSTITUCIONALES QUE 
EL AMBIENTE SANO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA 

Constitución Política Colombia 1991 ha tipificado el ambiente sano 

desde diferentes perspectivas: en su doble dimensión o manifestación -como 

DE COLOMBIA. 

obligación en y los como derecho y colectivo, 

como \"UIIUl\"lUlM.¡ decomo condicionante del 

las relaciones del Estados y instituciones del orden internacional, y como 

de otros y como variable de la gestión pública nacional, y 

local. 

a la formulación amplia el sano en el texto 

constitucional, adolece aún de una que 

349 Dentro de las obligaciones que debe cumplir el la Corte Constitucional ha señalado las 
: Prestar el servicio público de saneamiento ambiental conforme a los principios de 

eficieneia, universalidad y solidaridad; controlar y sancionar que en la producción y 
comercialización de bienes y servicios atente contra la salud y la seguridad de la comunidad. 
Planificar el manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo 

restauración o y controlar los factores de deterioro 
ambiental, imponiendo sanciones de los daños causados. Y 
cooperar con otras naciones en la protección del ambiente, como en la preservación de los 
ecosistemas situados en zonas fronterizas. Ver Corte Constitucional de Colombia, sentencias C­
379/93, C 146/97 y C-671/0J. 

su 



203 

interpretación; es una carencia que para algunos autores350 deviene de la novedad que 

representa su inclusión en el ámbito constitucional colombiano. Lo cierto es que ya se 

empieza a dimensionar su relevancia conforme a su ubicación en la Norma 

Fundamental y como presupuesto esencial para el logro de la calidad de vida y el 

ejercicio de otros derechos. 

Para ahondar en el contenido material y formal del derecho al ambiente sano y 

la estructura de las normas que lo reconocen y garantizan se propone a continuación 

crear una tipología que permite entender la estructura de las normas constitucionales 

que regulan el derecho al ambiente sano y las técnicas de su aplicación con el fin de 

establecer parámetros para su ejercicio interpretativo y desarrollo normativo. Para la 

construcción de esta tipología se han identificado 6 áreas o ejes temáticos (ver 

diagrama 1) que de manera trasversal se encuentran a lo largo del texto constitucional 

y en los cuales aparece el derecho al ambiente sano, bien sea, condicionando, 

complementando o reorientando el ejercicio de otros derechos. 

Gráfico 1. Tipología del Ambiente Sano y Áreas o Ejes Temáticos . 

...... 

TlPOLOGIA DEL .UffiIENTR SANO 


ARI!AS O E.JI!S TRH.\TlC"OS 


"""1 

P1iu.ipio y\·ak< ('owpootnl,dtl(.sd'tod!os 
COIll(loDalttdtlos <lt!e.'h (>l! 

Como d<!.d,o C')'Hioou"drdd ('ouriitiono"l. dd. COID»ou,,,lt de la 

Coo.-tih,cioolll tiltld'lIleulal", 
" ¡lIIÓIlÓCOS,oci.leIl)' Col",lh"o Uloddo dtdmn(on~ toIruch.. )' p"lillco r~oD.1 r 

.1,lIuul., twnolllico 01 ~luizJI<ióu poliliu illlulllóo".1 

\.. ~ \.. . 
Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Constitución Política de Colombia 

350 O. Amaya Navas, La constitución ecológica de Colombia, 145. 
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análisis de o ejes temáticos un desarrollo explicativo y 

descriptivo, también de una dimensión que el examen 

legalista y ahondar en, lo denominado RODAS la 

"construcción de la racionalidad ambiental,,351. Además, se requiere entender, desde 

colombiana, la e indivisibilidad que 

los derechos, en especial el ambiente sano, y el potencial conflicto Que en 

ocasiones pueden presentar entre 

2.3.1 ambiente sano como principio fundamental y valor constitucional 

la 

Como se advirtió en el texto constitucional todo un 

principios y de valores. En sentido, es precisar el significado y alcance 

a la luz la Constitución de Colombia conforme se 

la doctrina constitucional y su relación con el ambiente sano. no 

antes considerar que, para algunos autores, los principios y valores son entendidos 

como enunciados que son reflejo determinadas ideológicas y 

que, dada su naturaleza, no pueden ser obligatorias. tanto otros 

son normas jurídico-positivas que imponen determinadas conductas que deben ser 

352del Otras contundentes 

asignan a los principios poder de primacía, a otras normas constitucionales y de 

orientación para la de constitucionales además de ser, también, 

los 

35l 	 ", .. Entendido como un proceso político y social que pasa por la confrontación y concertación de 
intereses opuestos, por la reoríentación de por la ruptura de obstáculos 
epistemológicos y barreras institucionales, por la creación de nuevas formas de organización 
productiva, la innovación de nuevos métodos de y la de nuevos conceptos 
y conocmuel7los .. "en Juli, Rodas Constitución y derecho ambientaL" 56. 

352 Antonio Pérez Lufío, "El medio ambiente en la constitución", en Derechos Estado de 
Derecho y Constitución, Editorial Madrid, 1988, p. 61. 
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hermenéuticos insoslayables353
• conjugación de pone de 

relieve la importancia los principios y valores en el orden constitucional. 

cuanto al texto colombiano no alguna 

los constitucionales, no obstante, la Constitucional ha considerando que 

representan el: 

" ...catálogo OlOf!:lCO a partir del cual se deriva el sentido de 

las demás normas del ordenamiento jurídico que oueden tener ('nnMOYIJri 

o no. Lo imnnrlnn es que sobre ellos se construya el fundamento 

y la finalidad de la De este de valores son la 

la justicia, el trabajo, la igualdad, el la libertad 

y la paz en el preámbulo de la Constitución .. .,,354. 

el la Corporación valores se caracterizan por ser de carácter 

contienen una no son normas de 

y le corresponde al 1"'~I"'taUVI de manera prioritaria la tarea de la 

delimitación dichos valores a través las leyes. A juicio de la son valores 

constitucionales, el a la comunidad, la la 

efectividad de principios, y derechos, participación y los demás 

fines del Estado consagrados en el artículo 2 la Constitución. 

Por su parte, los princIpIos "consagran 

juridicas generales que suponen una delimitación politica y axiológica reconocida y, 

el espacio interpretación, lo cual hace ellos normas 

inmediata, tanto el legislador como el juez 

353 	Julio. Rodas Monsalve, Conslilución y derecho ambienta!. ., 94. 
Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-406/92. 
Ibíd. 

en 

de 355 
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Son una de interpretación, ineludible por la simple razón de que son de la 


Constitución misma y dotados de la fuerza normativa, "son normas que 


un ser del se un espacio de 

y judicial ,,356. 

fundamento en la doctrina constitucional la diferencia entre principios y 

en que lOS pnmeros normas para el 

por el contrario, valores son mira que jalona hacia orden del mañana,,358. 

a que la Constitución no establece manera cuáles son los principios 

del sí reconoce como los en 

los preceptos del Título Primero la Constitución artículos del l al 10, habida cuenta 

que las citadas disposiciones se hallan contenidas bajo el "de principios 

Ahora bien, ¿por resulta importante puntualizar sobre el significado de 

y valores y cuál es la relación éstos tienen con el 

porque el Título a los prinCipiOs 

que el yfundamentales '-'V"""'n en el 8 la 

personas de proteger las riquezas culturales y naturales la Nación; este es el primer 

artículo manera reconoce elementos que parte del 

sano, además, es considerar su contenido formal, es decir, su ubicación 

en el texto como fundamental por cuanto conlleva una serie 

o la del sano que son 

para poderes públicos y nara la sociedad en afirmación se 

sustenta con lo en el artículo 4 inciso 2 y 6 de la Constitución Política que 

356 Ibíd. 
m lbíd. 

Ib¡d, 
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y los particulares al texto reconoce la los poderes 

constitucional. 

Otro es que el artículo 8 lo preceptuado 

en el numeral 8 del 95 texto constitucional, la 

obligación que tienen los particulares proteger recursos naturales del país y de 

velar la de un ambiente sano. obligación para 

la efectividad los y garantías consagrados en la Constitución y ratifica 

la importancia, en el plano formal, consagrar el derecho al ambiente sano y los 

en el texto constitucional359
• 

el sentido, las y C-409/94 

principios fundamentales del son una interpretación ineludible y 

de 

normativadotados toda la otorga el arto 4 del texto 

fundamental". Más SI se los nf'~",pnt en los artículos 2 

al 6 de la Constitución se infiere que el propósito del texto constitucional es 

reconocer, entre sus fines la de la de principios, 

y aunque la Constitución no señalay 

cuáles son los principios, derechos y deberes aludiendo a todos los el texto 

entre el derecho a ambiente sano. 

artículo 2 del texto constitucional se al fin el 

mantener la integridad territorial, este fin no sólo debe entenderse como el 

de la soberanía como lo 

de la integridad física la nación, el cual, los 

Además, es válido afirmar que el mismo reconocimiento de los principios y valores en el texto ha 
en el derecho Colombiano, el surgimiento de una nueva manera de interpretar el derecho 

que se traduce en una mayor preocupación por la justicia material y por el logro de soluciones que 
consulte la de los hechos. estas circunstancias la su tradicional 

predominante y los principios y las decisiones 
dentro del sistema nonl1ativo, adquieren importancia Esta labor de creación 

como proceso y razonado ha ido llenando de contenido cada uno de 
los artículos que hacen referencia al derecho a un ambiente sano. 
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recursos naturales y el patrimonio y cultural la nación ser objeto 

por parte Estado36o 
• 

cuanto al deber que tiene el Estado y personas de las 

culturales y de la ya la Constitucional es un 

de 

asunto que le compete en lugar al también contar con la 

participación ciudadana a través del cumplimiento que deben tener al de sus 

constitucionales, en el 8en el 

artículo 95 del texto constitucional establece como la persona y del 

ci udadano " los recursos culturales y naturales país y velar por la 

conservación del un ambientes sano ... " la Constitucional que 

el cumplimiento del protección al ambiente sano se logra, manera 

fundamental, mediante dos vías, a saber: la planificación y la fijación de políticas 

para el de un manejo racional los recursos y del 

en como, mediante la de acciones que 

garanticen la preservación del derecho al ambiente sano y sancionen penal y 

cualquier que pueda a vulnerarlo 362, lo que 

han llamado justiciabilidad o exigibilidad judicial del derecho363
• Por las 

razones antes se hace notar la relevancia que adquiere el derecho al 

ambiente sano, al ser reconocido en el texto constitucional como uno de 

principios fundamentales porque se en prioridad para 

360 Osear. Navas, La constitución de Colombia, 148. 
36J Corte Constitucional de sentencia C-423/94. 
362 Corte Constitucional de Colombia. sentencia C-423/94. 
363 Ricardo Guastini, "Derechos", e'n Estudíos de teoría y metateoria del r'lpl"prl1n 

1999, 
u;;pcua, Los derechos fundamentales en la ConsÜluGÍón Política de Colombia de 1991, 

uUI',u,a, 1992, p. 12. 
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2.3.2 El ambiente sano como derecho fundamental. 

Abordar el ambiente como un fundamental no es una 

porque supone confrontar desarrollos teóricos para muchos infranqueables como para 

otros necesarios porque al ser el una son 

que deben de convivencia que sean armónicos para su 

existencia. A continuación se diversos 

justifican la viabilidad o problemática que consagrar el sano 

como un derecho fundamental. 

2. 	 1 ¿Debe ser el derecho ambiente sano un derecho fundamental? 


Constitución Política de Colombia no reconoce 
 dentro del 

catálogo de 	 el al sano. ¿Por qué el 

no elevó a rango de fundamental el ambiente sano? 

soportar una posible respuesta cabria reflexionar si los derechos fundamentales solo 

han servido para dar simbólica a los del 

un como fundamental o no, depende diversos 

que entran en juego en un período determinado, como son, entre otros, los 

políticos y ideológicas e lntPrP<:pc los actores llamados 

a impulsar dicha propuesta. bien dentro de la Asamblea Nacional Constituyente 

la voluntad al ambiente sano una protección 

constitucional, su reconocimiento como fundamental, persistían 

ciertos intereses quienes han detentando el poder de producción, 

bien sea el ámbito o el privado, condicionar todo su 

365 	María del Carmen Barraco La teoría juridica de los derechos fundamentales, Editorial 
Dykinson, Madrid, 2004. 
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productiva en favor ambiente sano, supondría derechos 

libertad económica para su 

hecho se ha por orden 

jurídico-filosófico de quienes señalan que reconocer directamente la de 

al sano, el 

intocable de la los elaborada a lo largo la historia367 , 

a través de la cual se una construcción teórica de orden inmutable, 

los y sus propias encasilla en forma de 

garantías. 

embargo, la homogenización dada a través la clasificación la 

368generación los y 

espacio-temporal; esto sido PYlt",nrl por PISARELO 

como "sospechoso halo de esencialismo,,369 porque, en la realidad social, no hay 

definición sea ni la universalidad lo que se 

que justifique clasificar los derechos todas 

366 Los altos niveles de la actividad productiva, que supone a su vez un alto incremento en el consumo, 
ha tenido a costa del " .. .empobrecimiento de las poblaciones más vulnerables y de la 
negación de derechos básicos a las " ver Gerardo Los derechos 

sus una reconstrucción, Editorial Trotta, 2007, p. 12. 
36; Conduciría a cuestionar el carácter universal y el fundamento racional de los derechos que se traduce 

en la lineal que desconoce las luchas sociales y toda historicidad que en los 
mismos. La crítica al fundamento racional, entre otras cosas, cuestionar y la tesis 
normativa o ft!osófica de los derechos fundamentales, cuyo único e inmediato fundamento es el 
principio de dignidad de la persona; ello, ha que el derecho al ambiente sano, cuyo 
fundamento inmediato es la sólo se vincule de manera indirecta con los derechos 
fundamentales y, por tanto, tenga una tutela debilitada. Para Pisarello esta devaluada 
de los derechos" se asienta, en de que moldean la percepción de los 
derechos e incide para que su protección sea debilitada; muchos derechos entre ellos los sociales 
y colectivos son valorados como principios rectores o cláusulas o, 
simplemente como derechos dotados de una debilitada, Ver Gerardo. Pisarello, Los 
derechos sociales sus garantía, 14. 

368 De SOUSA crítica abiertamente la denominada universal ízación de los considera que en el 
proceso de redacción de la Declaración de los Derechos Humanos no hubo una amplia participación 
de los pueblos del mundo y, existió un reconocimiento exclusivo para los derechos 

brindándosele mayor a los derechos civiles y políticos frente a los derechos 
económicos, sociales y culturales. Ver Carbonell, "Los derechos en la era de la 

, en Carbonell y R. Estado constitucional y globalización, p. 328. 
369 Gerardo Pisarello, Los derechos sociales y sus Elementos para una reconstrucción ,." 12. 
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, en 

introducción", 

o comprensión en forma en fonna o su 

sentido, VEGA GARCIA 370 esa delineal. este 

en las que se suele incurrir en el derecho constitucional, son 

371 por ello, la 

someter el tratamiento la teoría constitucional a la lógica de la 

situación históricamente dada en cada país. se explica porque el desarrollo los 

incorrectas y políticamente 

tiene al de histórica y de 

conciencia democrática de los 

la de -que no conla 

la internacionalización de los derechos- se bajo una visión occidental y 

eurocéntrica que no es compartida plenamente, pues aunque se haya querido declarar 

en es de territorial,los en su 

a lo que plantea y COURTIS como "nacionalización de 

universales,,372 que con las particularidades que son propias y 

S1l1 pretensión se cuando 

incorporan derechos que siendo denominados como colectivos, son reconocidos y 

garantizados como fundamentales. 

esta contradicción al muchos L~tdUV noCARBONELL 

ponen en primer ténnino los derechos S1l10 deberes frente a la comunidad, la 

y, para el caso nos ocupa, al sano. Podría que 

370 Pedro De "Mundialización y derecho constitucional: La cnSlS del 
democrático en el constitucionalismo actual". Ver Miguel. Carbonell y Rodolfo. Vázquez, Estado 
conslilucional y globalización, 165. 

m No es claro ni conveniente que las realidades nacionales deban ceder ante un modelo político que da 
a ciertas formas de construcciones jurídicas. Ver entre otros: D. "Constitucionalismos 

Carbonell y Rodolfo. Estado constitucional y 

"La aplicación del derecho internacional de los derechos humanos por los tribunales 
en La de los tratados sobre derechos humanos por los 

Martín Abree:ú. y Christian comp., CELS. Editores del Puerto, Buenos 
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, es decir, los derechos de corte liberal el individuo existe una "prioridad 

prelación lógica la comunidad, que muchas cuya 

visión dista de la la prioridad es la comunidad y no los individuos. Esta 

disyuntiva plantea la necesidad establecer un diálogo intercultural que implica, por 

un lado, la universalidad e 

de derechos373 y, otro, brindar las posibilidades elevar a rango 

de fundamentales derechos que han sido catalogados como sociales, y 

culturales e incluso como colectivos. 

planteamientos tienen cabida por la preocupación que surge de no 

el ambiente sano como derecho fundamental en el texto 

constitucional colombiano; para su positivo como 

colectivo lo ha convertido en un derecho que no es lo suficientemente exigible frente 

al poder del y los Más aún, en jurídicos 

existe la percepción de creer que los colectivos, como el ambiente sano, son 

difícilmente los instrumentos jurídico-procesales complejos y a 

veces infranqueables el común la 

de tutela efectiva que poseen los derechos carácter fundamental. 

Constitucional ha vVll;:)'Uv' estas razones plantear dada 

la importancia del derecho al ambiente sano y su carácter difuso, se ha 

a 

hecho indispensable la creación de nuevos mecanismos de lCOvvlVH. refiriéndose a 

la de los fundamentales entre los 

colectivos y los derechos 

El autor plantea que debe existir desde [a tradición occidental del derecho una apertura a nuevos 
conceptos que devienen de diferentes coordinadas de carácter ideológico, cultural, político y 

Resalta la que adquiere el constitucionalismo latinoamericano y de manera 
10 relativo los derechos de las comunidades que llegar a nutrir los 

modelos constitucionales que diferentes han copiado de las potencias europeas. Ver 
Carbonell, "Los derechos en la era de la , en: Carbonell y Rodolfo 
Estado constitucional y 'Universidad Autónoma de Editorial México, 
p.328. 
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Otra que el que manera justifica la 

del sano como derecho "'Vl~l.Ll es pensar algunos 

del ambiente, como sociales o como necesidad o problema social, 

como el caso del recurso pueden ser resueltos o 

mediante el de organismos y de la sociedad 

civil a través de medidas de orden y económico. este 

no la sociedad como 

constitucionales porque, en últimas, la lista derechos, no el 

acceso real a ciertos recursos ambientales como el agua potable, entre otros374
. 

problemático de esta es sólo a las 

del la ambiente sano; suele como 

de humo la recursos económicos el no cumplimiento del mandato 

constitucional al sano, con todo lo que ello implica para la 

es procedente, bajo este argumento economicísta, la 

protección del derecho al ambiente sano se logre mediante el ejercicio 

eso dejar la de este a los 

que marque la economía y al compromiso gobierno turno. 

Ahora bien, independiente los intereses económicos y políticos en 

la jurídica al ser el sano vital la 

del individuo, así como el disfrute derecho a la y la sociedad, no 

impide bajo este el derecho al ambiente sano pueda elevarse a rango 

fundamental. La que da a este en 

el análisis teórico con que autores han los 

fundamentales al concebirlos como estrategias dirigidas a proteger los intereses y 

"El agua elemento esencial que no debe ser derecho fundamental", en Diario el 
Bogotá, 20 de 2007. 

Los derechos fundamentales. 1. 
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necesidades de una sociedad por considerarlos esenciales para su supervivencia. Por 

eso, si la misma sociedad el vital que del sano para 

pueda sula de los seres, no habrá 

fundamental. 

se basa en el inquebrantable procedimiento 

en muchas reconocer un nuevo derecho 

fundamental. dicho procedimiento este no podrá la posibilidad de 

a los ya reconocidos en la otros derechos como 

fundamentales 376, como podría ser el sano. Además, si se surten las 

condiciones especiales establecidas constitucionalmente para su reconocimiento:m a 

de la autoridad no imposible sostener 

el ambiente sano, tarde o podría ser un verdadero derecho fundamental 

dentro del texto constitucional colombiano, sin medie tipo de timidez o 

temor de consagrarlo como tal. 

la ambiente sano como es 

imprescindible para su la articulación de un discurso crítico, político y 

378 • des legitimar jurídico formas poder que 

la posibilidad tienen generaciones y de 

su vida y el de su libertad. Un discurso que tenga la suficiente fuerza 

argumentativa para reconocer como lo que: ·' ... el es 

bien un instrumento, una invención Vl1J»1rtM que deberiamos moldear y 

376 El artículo 152 literal a) de la Constitución Política de Colombia establece que mediante 
el de la República entre otros temas, Derechos y deberes 

fundamentales de las personas y los y recursos para su protección 
J77 El artículo 153 de la Constitución Política de Colombia consagra el 

aprobación, modificación o de las 
miembros del y debe surtirse dentro de una sola 
trámite este sometido a revisión por parte de la Corte 
proyecto. 

J78 Implica inscribir la garantía de los derechos a un proceso de democratización que a los 
destinatarios y titulares de los derechos la tarea de para sus derechos. 



215 

utilizar para alcanzar propósitos que van más del derecho: una 

cierta paz, una cierta igualdad, una cierta libertad. 379 No en vano el 

actual reconoce varios entre ellos, el los 

derechos fundamentales de la libertad individual, la defensa los aspectos 

sociales y colectivos de la subjetividad, y la necesidad funcíonalizar su contenido 

la fines y en 

términos de supone el doble que tiene los derechos 

fundamentales y su incidencia en la convivencia política. Reconocer el ambiente sano 

como derecho fundamental la importancia en un 

directamente aplicable que se manifiesta de manera inmediata y supera la 

configuración de norma programática que se le ha querido dar. 

La respuesta de la Constitución Politica Colombia 1991 

Ahora, habrá ahondar en la que ha tenido el sano en la 

Constitución Política de Colombia como componente de los derechos fundamentales. 

tal el elemento de parte lo significa el 

texto colombiano la y las condiciones que 

reqUIere su vida, desarrollo y bienestar. segundo se en los 

fundamentos de la doctrina rlp"",'"'' por la Constitucional para el 

derecho al sano como un posible derecho fundamental, y se 

cumplan unos condicionamientos que el propio Tribunal Constitucional ha 

Como ya lo ha dicho la Constitucional el sujeto, razón y fin de la 

Constitución Política Colombia es la persona humana, en su dimensión social. ts a 

Manuel Atienza, Derecho y Argumentación, Serie de teoría jurídica y filosófica del 
Universidad Externado de Colombia. Bogotá, p.17. 
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del ser humano, en su dignidad y en su desarrollo que tienen sentido los 

los deberes y garantías380
. Si se parte dicha premisa, es fácil concluir, sin 

alguno, la del sano ser un 

porque es el vital para la del y 

el libre desarrollo su personalidad. misma protección del ambiente sano es la 

respuesta a un problema tipo de excusas, 

acabaría planteando, como dice la Corte Constitucional, una autentica de 

vida o otras palabras, el sano terminaría condicionando en el 

corto la existencia los seres. 

un planteamiento lógico racional ¿Cómo hablar derecho a 

la vida o a la libertad si no existe el medio o entorno que permita al individuo actual y 

nacer y en condiCiones dignas? pues como 

dependen de la ser humano, el depende del 

sano; por tanto, si último falta, simplemente los demás (hombre-derecho) dejarán 

de ser o, no Tampoco con cualquier calidad de 

vida, se necesita el cumplimiento de ciertas condiciones mínimas debe 

tener el ambiente para lograr un desarrollo social adecuado383
. 

380 Corte Constitucional de Colombia, sentencia No. pp. 8-9. 
381 Corte Constitucional de sentencia No. T411/92, p. 6. 
382 En el marco de la 'XIX Conferencia Internacional de Epidemiología" realizada en México entre el 5 

al 9 de septiembre de 2007 se a través de la dirección del Departamento de Medio 
Ambiente y Salud Pública de la Mundial de la Salud, que actualmente mueren cada 
año trece millones de personas debido al deterioro del ambiente sano, de las doscientos mil 
resultan afectadas como consecuencia directa del cambio climático. Actualmente el 25 por ciento de 
la carga de enfermedades se debe a la paulatina del medio ambiente. En: "Trece 
millones de muertos por el daño ambiental", revista portafolio electrónica 
internacional, alojada en: 
09-101ARTICULO-\VEB-NOTA_Il\TERlOR]ORTA-3634478.html, 
J. Rodas Monsalve, Constitución y derecho ambiental, 52-53. 
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2.3.2.3 construcción jurisprudencial de la Corte Constitucional de 

Constitucional Colombia ha dos razonamientos 

distintos la posibilidad de tratar el ambiente sano o indirectamente como 

derecho fundamental. un primer momento, admitió el al 

sano no podría desligarse a la vida y de la salud las 

Además, concluyó que si los perturbadores del entorno causan daños 

en las personas, el ambiente sano es un derecho fundamental Dara la 

de la humanidad384
• 

primer planteamiento habría pennitido Mn<:,,1P1"<1 el ambiente sano como 

un fundamental, Dese al reconoc como derecho colectivo 

en la Constitución. Es se habría la idea ae reconocer, por 

parte del un nuevo catálogo derechos fundamentales en el texto 

Constitucional no resulta imposible, ni siempre se cumpla el 

procedimiento constitucional señalado esta No esta 

posibilidad no fue ni ha sido valorada por el legislador, es por ello que el al 

ambiente sano considerado como un derecho colectivo. 

oportuno reflexionar si el ambiente sano podría adquirir el status de 

derecho fundamental, la nprcnprtl la aceptación social en el orden moral; 

situación que posible si en el colectivo, una por la 

al sano. Pero hasta se a tal punto, el Alto ha 

valorado la de crear un segundo razonamiento que, perder vista la 

calidad ambiente sano como derecho '-Vl"''-Cl permita reconocer su condición de 

derecho en detenninados 

384 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T-366/ 1993. 
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el segundo razonamiento, la Corte Constitucional, planteó la tesis de la 

interpretación interrelacionada entre los humanos 

b· 1385 . l' 1a ,",vU.:>UF,'fundamentales y la am lenta ,que lmp lca del derecho 

al ambiente sano a través de su conexidad con otros derechos fundamentales de 

este la 

criterios materiales que van a permitir identificar cuando se puede, en casos de 

protección al ambiente sano, I:-:>La.VI" .... la conexidad sustancial con los derechos 

de la 

el Alto Tribunal, el status fundamental derecho al ambiente se 

descubre ser definido en concreto en \,;UlI:>¡UC¡ a las 

circunstancias propias cas0386
; esta labor debe estar a del juez constitucional, 

y y las 

los hechos. La conexión se explica por la indebida orotecc!cm 

derechos colectivos, como el ambiente sano, los derechos fundamentales pueden 

o se imposible su protección 387. El mismo Tribunal 

Constitucional afirma que en ocasiones un derecho colectivo, como el 

ambiente sano, puede convertirse en derecho fundamental dada su íntima vinculación 

con una dela como la a la o a la 

cuando de la ¡:UC\,;li:t\,; del bien colectivo Por la acción de tutela 

sano se la vulneración de derechos fundamentales de individuos 

concretos 388. Más mediante T 63/93 la Corte Constitucional 

385 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T -415/94. 
386 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T - 574/96. 

La Corte Constitucional ha señalado que para fundamentar efectivamente la decisión judicial en 
éstos casos, se requiere una global de los valores, derechos fundamentales 
de aplicación como el derecho a la vida, y de los derechos colectivos correspondientes. 
Ver Corte Constitucional de Colombia, Sentencia T- 415/93. 

388 Corte Constitucional de Colombia, sentencia T-574/96. 

http:I:-:>La.VI
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procede a unificar jurisprudencia y ratifica la categoría de derechos fundamentales por 

conexidad que permite elevar a rango de derecho fundamental el ambiente sano 389. 

Pese a existir el reconocimiento del ambiente sano como derecho colectivo, la 

Corte Constitucional ha jugado un papel relevante porque al incorporar la teoría de los 

derechos fundamentales por conexidad, ha permitido al ambiente sano, como derecho 

colectivo, reforzar sus garantías de protección. Así, por un lado como derecho 

colectivo, cuenta para su tutela con las denominadas acciones de grupo y acciones 

populares y, por el otro, como derecho fundamental, goza de una barrera anticipada de 

protección a través de la acción de tutela, mediante la categoría de derechos 

fundamentales por conexidad. 

Ahora bien, conforme a la existencia de los derechos fundamentales por 

conexidad en la jurisprudencia de la Corte Constitucional, cabria plantearse si resulta 

provechoso para el ambiente sano dejar, como está en la actualidad, que su 

reconocimiento se dé como derecho colectivo y aprovechar la protección que deviene 

de la conexidad entre derechos . Así, parecería positiva esta doble opción, pues de 

cierta manera se legitima tanto al individuo como al colectivo hacer valer este 

derecho; en todo caso, resulta claro el papel protagónico que tendrán los jueces 

constitucionales para dar cabida a esta protección extraordinaria, e ir consolidando una 

fuerte doctrina constitucional que sirva para ir llenando de contenido aquellos vacíos 

que presenta, hasta hoy, la protección del derecho al ambiente sano. 

389 La Corte Constitucional los define como aquellos " ... que no siendo denominados como tales en el 
texto constitucional, sin embargo les es comunicada esta calificación en virtud de la intima e 
inescindible relación con otros derechos fundamentales, de forma que si un fueren protegidos en 
forma inmediata los primeros se ocasionaría la vulneración o amenaza de los segundos .. . ". Ver 
Corte Constitucional de Colombia, sentencia T- 571/93. 



220 

2.3.3 El ambiente sano como componente de los derechos sociales económicos y 
culturales 

derechos sociales se manifiestan como expectativas a la 

de en como la 

vivienda, la salud, el o la educación, entre reconocimiento de estas 

a favor todas las personas, pero en especial las menos favorecidas, 

para el Estado y los positivas y para su 

satisfacción, con el fin equilibrar situaciones desigualdad material. Bajo este 

supuesto, en el II de los Derechos, Garantías y el Capítulo II de la 

Constitución Política Colombia, \.,UIlM~l referidos a 

Derechos Sociales L'-'VUV' y Culturales, en los de manera explícita aparece 

el sano como vínculo no resulta extraño, podrían 

hipótesis justifican su incorporación. 

primera de ellas, como consecuencia un hecho global que trajo 

en el orden local; es la manera los que el 

ambiente recibido por el de derechos sociales. puede sonar 

paradójico pero se explica, en una primera cuando los sujetos históricos 

ycomo la monopolísticas capital, que el 

denominado proceso de transformación social, lograron la concreción de sus 

reivindicaciones considerar el entamo ambiental. 

esta primera es válido advertir como " .. . la 

socialización de economía producida con progresivo desarrollo de la 

a costa de des-socialización la V1nt'1n~nl lo que 

condujo a actores sociales más -incluidas 

sindicales- no se percatasen, y en algunos casos sigan sin hacerlo, de graves 

390 Víctor Abramovich y Christian Los derechos sociales en el debate democrático, Fundación 
Sindical de Estudios CC.OO, Editorial 2006. 
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delitos ecológicos a menudo perpetuados en la esfera del trabajo y la producción ". 

Esto significa que, pese al reconocimiento de ciertas reivindicaciones sociales, las 

actividades productivas siguen su curso mediante la industria extractiva de energía 

que impulsa la generación de bienes de consumo. 

Más aún, existe la equivoca creencia en ciertos sectores del movimiento 

sindical que las luchas ambientalistas afectan la estabilidad laboral, y que las 

demandas ecológicas son reivindicaciones ajenas a las luchas sociales por el bienestar, 

la equidad y la democracia. Pero contrariamente a lo que se piensa, como lo expone 

A VEL LANED A , "las reivindicaciones ambientales y todas las manifestaciones de 

resistencia a la degradación ambiental están cada vez más ligadas a la mejora de las 

condiciones de vida de la población y a la denuncia del sistema capitalista y sus 

secuelas de degradación ambiental. ,,391 

Como correctivo a esta situación se da en algunos textos constitucionales, 

entre ellos el colombiano, la inclusión del tema ambiental como componente de los 

derechos sociales por un lado, es decir, ya no declarando el derecho social, que se dio 

ya en la primera fase, sino que ahora se moldean o condicionan los derechos sociales 

bajo parámetros de racionalidad ambiental o, también, condicionando ciertas 

actividades productivas con el fin , a manera de ejemplo, de controlar los niveles 

permisibles de contaminación ambiental y los riesgos que pueden ocasionar para la 

salud de las personas. 

Podría decirse que ante la presencia del componente ambiental los derechos 

sociales adquieren una nueva significación que incide a su vez para lo que CASONA 

USERA denomina el "replanteamiento completo del Estado Social ,,3 92 por el "Estado 

39 \ Alfonso Avellaneda, Tesis ambientales para el primer congreso nacional del PDA, Bogotá, 
noviembre de 2006. Alojado en http ://www.polodemocratico.net/Tesis-ambientales-para-el­
I?var recherche= "medio ambiente" . 

392 Raúl Casona Usera, "Protección de los derechos fund amentales", en Derechos Fundamentales y 

http://www.polodemocratico.net/Tesis-ambientales-para-el
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".393 unSocial ambientalmente orientado"; o por el "Estado Ambiental de , 

prestador y de sociales involucra condicionante 

ambiental, con el brindarle a grupos ;:'V"lUH;;;;:' mejorar en su calidad 

394 se haya avanzado en el 

cumplimiento de derechos sociales, por el contrario, se manifestando la 

planteamiento no 

lucha por el logro permanente del bienestar como objetivo central, 

ahora se incorpora un nuevo elemento -el ambiente sano- como condicionante las 

sociales se reflejan en: el derecho a la salud y 

ambiental, la función social y de propiedad, la educación y la 

asistencia para sectores de la población cuando sea necesario por 

razones ambientales. 

Ahora es relevante conocer la manera cómo se el al 

ambiente sano en el marco los derechos económicos, sociales y culturales, en tal 

sentido, su se en forma transversal al fundamentar o 

el ejercicio esta que se la 

relación interdependencia existente entre los mismos. 

1 salud y saneamiento ambiental 

la Colombia varios de derechos en 

el Capítulo II se como demandas reconocimiento o nuevas 

reivindicaciones grupales en las que algunos sectores sociales, tradicionalmente 

Memoria del VII congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional, comp., Miguel 
Carbonell, p. 123. 
G. Mesa Cuadros, Derechos ambientales en perspectiva de integralídad ... , 33. 

que el Estado social de derecho es una "prorroga" para el 
del antiguo concepto de Estado de en tal sentido el citado autor se pregunta si no se 

una nueva prórroga, tomando en cadena que el Estado constitucional 
también por las futuras y, por tanto, se encuentra obligado a la 
ambiente. Ver Peter El Estado Constitucional, Instituto de Serie 
Doctrina Jurídica, No. 47, México, p. 225. en http://www.bibliojuridica.orgllibros/libro.htm?I=14 

es 

394 

http://www.bibliojuridica.orgllibros/libro.htm?I=14
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desventajados o vulnerables, reclaman el ejercicio o acceso a algún Así, el 

social texto constitucional que un 

componente ambiental es el artículo a la atención de la salud y el 

saneamiento ambiental tienen todas es de naturaleza 

prestacional a del Estado quien debe asumir todo lo referido a su 

dirección y reglamentación, bajo los principios eficiencia, universalidad y 

solidaridad, para garantizar el aprovechamiento racional de los recursos y buscar la 

perdurabilidad las personas. 

cuanto al contenido del artículo 49 que ciertas que 

permiten entender su estructura. a estar en un mismo dos 

intereses a saber -salud y saneamiento ambiental- claramente identificables con 

particularidades pero Íntimamente Por un lado, el a 

la salud se entiende como el derecho individual se a la integridad personal o, 

en otros términos, es el derecho que el individuo tener el más alto nivel 

de salud y le su como ser humano; ello 

supone, la de unas condiciones ambientales óptimas, las cuales el 

mismo a la bajo el ser vulnerado. En este la 

Constitucional ha sostenido la 

".,.conforma en su un conjunto de elementos que uueur¿n 

agruparse en dos bloques: el nrlmr:m que lo como un 

inmediato del derecho a la vida, de manera que atentar contra la 

salud de las personas equivale a atentar contra su propia vida. (..) El 

segundo de elementos sitúa el derecho a la salud con carácter 
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asistencial ubicado en las funcionales del denominado 

Social de Derecho ... ,,395 

En el primer bloque, el Alto Tribunal Constitucional utilizado dicho 

racionamiento el criterio de conexidad "salud- vida- ambiente 

que su protección mediante tutela y cuando se 

compruebe que la salud resulta afectada a causa de alteraciones ambientales, al 

punto de poner en la vida de Igualmente, el a la 

salud ser entendido de manera í"t"".."-,, en relación con la calidad vida y el 

bienestar de la población. En el segundo bloque el derecho a la salud se le brinda 

un asistencial y tanto programático. 

Otro elemento que merece ser analizado es la inclusión del 

ambiental en el mismo nivel constitucional que se le da a la salud, como servicio 

público a del Estado. sano en términos de 

saneamiento ambiental que I.,;UIl:'i:1~1 debe entenderse como el conjunto 

acciones y de 

salubridad ambiental y las condiciones urbana y rural la población. 

Dentro de estas acciones se encuentran aquellas encaminadas a satisfacer el 

sanitario del agua potable, de residuales y el 

abastecimiento eficiente del agua potable, el manejo racional de los CMUUU:' sólidos y 

la disposición de la prevención y disminución de 

contaminación y la difusión del todas 

acciones encaminadas a reducir los que puedan alterar la salud los 

seres. 

395 Corte Constitucional de Colombia, Sentencias T- 484/02 Y T-330102. 



225 

han la importancia de la 

inclusión del saneamiento ambiental en el mismo articulado constitucional del derecho 

autores como AMAY A 

porque se del principio ela la salud. se 

atención prioritaria a la ejecución de saneam ambiental, como 

consecuencia lógica la obligación que tiene de asegurar a sus asociados 

condiciones suficientes para mejorar de calidad vida. 

importancia laen términos de contexto, 

parte la población mundial que a causa las graves falencias, o en el 

casos, de condiciones ambiental ven su 

Por estas razones, el debe propiciar el cuidado y la sostenibilidad de las 

ambientales en las se lUllUUll la de vida y el desarrollo 

de la población; que deben como GONZALEZ 

ARANA398
, sÍn detrimento del patrimonio natural y dentro de parámetros que 

garanticen un ambiente sano y sostenible. 

396 Osear. Amaya Navas, La constitución de Colombia ... , 150-152. 
397 2.600 millones de personas viven sin condiciones mínimas de saneamiento de estos 1.000 

millones son niños. Aunque en la actualidad el 83% de [a población del mundo utiliza fuentes 
de agua potable, 1.100 millones de habitantes se abastecen de agua provenientes de 

fuentes poco seguras. a materia de saneamiento ambiental sólo el 58% de la población 
mundial cuenta con acceso a instalaciones de saneamiento. En Colombia 20.000 niños 
mueren cada año por enfermedades diarreicas, convirtiéndose en un grave problema de salud 

que es ocasionado por el mal manejo de aguas residuales y la inadecuada disposición de 
residuos sólidos. Otra con alto es la de II millones de habitantes rurales el 
54% dispone de agua pero solo el 10% ]a tiene de buena calidad. Ver A]an Cour, "Cada 20 

un niño muere en el mundo por falta de saneamiento", en Diario el Tiempo, ed, 12, 
Bogotá, de noviembre de 2007. Alojado en web http://ww>v.eltiempo.eomlnaeionleali/2007­
11-13/articulo-web-nota interior 3812431.htm! 

398 Osear González Arana, 7:Desarrollo del control fiscal", en 15 años de la Constitución 
Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2006, pp. 27-28. 

http://ww>v.eltiempo.eomlnaeionleali/2007
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propiedad y su función 

Otro derecho condicionado por el ambiente sano es el derecho propiedad. 

Antes de ahondar en implicaciones actuales devienen de su contenido, es 

analizar la transformación en el histórico del 

colombiano tenido este derecho, es ubicar conflictivos que 

dieron tránsito consagrar primero el derecho absoluto de propiedad y a la 

propiedad que es función derivar adelante ecológica la 

misma. 

La transformación del concepto absoluto del de propiedad por un 

concepto más demuestra el que FERRAJOLI al concebir 

la propiedad privada como un derecho patrimonial disponible por su naturaleza, que 

sufrir alteraciones y hasta extinguirse por su ejercicio. característica se 

a lo acontece con derechos como el ala y 

personal debido a su indisponibilidad no son UU1UUIC;;' oa la 

Por tanto, el concepto absoluto la propiedad tiende a relativizarse 

como el a la vida y, por al 

al ambiente sano. 

En cuanto al proceso evolutivo que ha tenido el derecho de propiedad, la carta 

constitucional colombiana 1886 no explícita a la propiedad, ésta 

inmersa los llamados adquiridos" consagraba el 

artículo 31 del ordenamiento constitucional 4oo . Por otra parte el artículo 669 del 

Para FERRAJOU la relativización del derecho de se manifiesta por cuanto",. ,Los 
derechos son en la medida en que ser objeto de cambio en la 

del mercado además de resultar -por en el ordenamiento italiano, al 
artículo 42,3 de la Constitución de expropiación por causa de utilidad pública. Por 
el contrario, los derechos fondamentales son universales por cuanto excluidos de tal esfera, de 
manera que o ser o sufrir disminución en los mismos, sin que con ello 
dejen de ser o universales y, por fundamentales .. ," Ver Luigi Ferraioli. Los 
fundamentos de los derechosfimdamentales, Editorial Madrid, 2001, pp. 32 Y 33. 

400 El artícu lo 3 I de 1886 consagraba que",., .Los derechos con justo título con arrefIlO a 
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ley 1887 "el dominio 

(entendido como propiedad) el derecho en una cosa corporal para y 

disponer de ella arbitrariamente, no siendo contra la ley o contra derecho ajeno". 

a la libertad absoluta dominio que Civil, la proclamaciónel 

del artículo 31 texto constitucional 1886 restringía el privado a favor del 

público cuando '-'UIHH'-'lU::' de por la aplicación de una 

por motivos de utilidad pública. limitación se en la relativización 

un absoluto corte liberal y una manifestación clara lo el Alto 

Tribunal Constitucional llamado como la de 

propiedad" se evidencio, mas, con la constitucional 1936 cuando 

se consagró: "la propiedad es una función social" que en el sentir del legislador 

"quien tiene propiedad uso ella en forma tal no 

sólo no perjudique a la comunidad sino que sea útil a ella. ,,401 

la propiedad concebirse como un absoluto y se transforma 

en un derecho de social condicionado a la realización de 

sociales402 
• Esta transformación es interpretada la misma Constitucional 

cuando 

" .. . el derecho de dominio deviene que que el 

nrnmptrmn no es un sujeto privilegiado, como hasta el momento lo había 

sido, sino un funcionario, que debe administrar lo que posee en 

función de los intereses sociales (prevalentes respecto al suyo), 

las civiles por personas naturales na ser desconocidos ni vulneradas par 
leyes posteriores. Cuando de la aplicación de una ley expedida par motivas de utilidad pública, 
resultaren en conflicto los derechos de con la necesidad reconocida por la misma ley, 
el interés privado deberá ceder al 

401 Reinaldo "La función social y de la propiedad ... ", 27-28. 
402 Corte Constitucional de Colombia, sentencia C -293/02 y C 066193. 
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que sólo se en la órbita individual, a condición de que los fines de 

" beneficio colectivo se 

De esta cita se que el contenido las obligaciones limita el 

contenido individual las facultades o que el propietario. Así, 

la función social la como advierte LEON, en 

403 

se 

la coacción que tiene el propietario de realizar o no conductas que impone la ley con 

el el social. inobservancia este principio se traducirá en 

que lleva la y hasta la pérdida su 

titularidad404 
, como el caso la expropiación mediante judicial e 

Con el cambio constitucional 1991 se consagra en el artículo 58405 que " 

la propiedad es una función social que implica obligaciones". "; se al 

texto constitucional que ... como tal le es inherente una función ecológica ... " u 

Posteriormente, y como era se la inconstitucionalidad del 

artículo del Civil que bajo la actual constitución de 1991 era discutible su 

porque, como se ha dicho, se utilizaba el concepto uso arbitrario la 

lo cual suponía serias contradicciones. C-595/99 la 

Ibíd. 
Ponce De constitucional de la , en Lecturas sobre derecho del 

medio ambiente, Universidad Externado de Bogotá, p.508. 
405 Artículo 58. modificado por el Acto O 1 de 1999. " ... Se garantiza la propleaaa pnvaaa y 

los demás derechos a las leyes los cuales no pueden ser 
desconocidos ni vulnerados por Cuando de la de una expedida por 
motivo de utilidad pública o interés social resultaren en los derechos de los 
con la necesidad por ella el interés privado deberá ceder al interés o social. 

una función que implica obligaciones. Como tal, le es inherente una función 

El Estado y promoverá las formas asociativas y solidarias de propiedad Por motivos de 
utilidad pública o de interés social por el podrá haber mediante 
sentencia judicial e indemnización previa. Esta se fijara consultado los interese de la comunidad y 
del En los casos que determine el dicha podrá adelantarse por 
vía administrativa, sujeta a posterior acción contenciosa administrativa, incluso resoecto del 

La vroviedad es 
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la del "y 

adecuo de manera la nonnativa civil a mandatos constitucionales. 

al texto constitucional la función ecológica de la 

propiedad debe entenderse como el límite impuesto al los atributos uso, 

goce y disposición que el propietario, con el objetivo de el ambiente 

sano. a que se (UU::>IVll debe interpretarse como la o la 

protección de sano y de la vida ser. 

Constitucional ha señalado que a raíz del desarrollo económico y 

se el (,f'ln('pntf'l propiedad406 y, el que 

en la sociedad colombiana. mutación para RODRIGUEZ se evidencia al analizar 

la función social a la de la propiedad. Así, 

respecto a la función de la busca el respeto el 

derechos los asociados, por el uso la propiedad beneficia a toda la 

colectividad; mientras tanto, para la función de la propiedad lo se 

es la calidad vida de las y quienes aún no como 

también la protección de los recursos naturales y la implementación del principio de 

7desarrollo sostenible4
0 . la función va más allá; intenta que el 

uso, y disfrute proteja el entorno y los con el tin 

derechos 

406 En la sentencia C 1172 de 2004 la Corte Constitucional ha puesto de relieve la evolución que ha 
tenido el derecho de en tal sentido ha dicho que "su noción ha evolucionado en tres 

distintas que van l.desde la individualista y absolutista pregonada en la época y 
adopción del civil, 2. la de la función social introducida en la primera mitad del Sífl/O x:x 
por la doctrina solidarisla de León Duguít, 3.hasta actualmente a la función 
inherente al dominio particular por mandato del artículo 50 .'.11,,,,,,,.lm· 

407 La ley 99 de 1993 mediante la cual se crea el ministerio del medio ambiente y se reordena el sector 
público de la y conservación del medio ambientes y los recursos naturales 
renovables, consagra en el artículo 3 el concepto de desarrollos sostenible "Se entiendo por 
desarrollo sostenible el que conduzca al crecimiento a la elevación de la calidad de 
vida y al bienestar social, sin agotar la base de recursos naturales renovables en que sustenta, ni 
deteriorar el medio ambiente o el derecho de las a utilizarlo para la 

"La función ecológica de la propiedad en la ampliación, reestructuración y 408 
',",nNi!." de sus propias necesidades. 
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ecológica la 

propiedad, la Corte Constitucional ha señalado que el propietario, a pesar de la 

facultad que sobre la disposición sus bienes tiene unos Jímites409 
; como el 

cuanto a las obligaciones devienen la 

racional su aldeber mediante la 

la IUllluau, e incluso al de futuras, y a la defensa 

ambiente. 

Por tanto, cuando el propietario el en su sin 

considerar el económico y ecológico, e el preservar y restaurar 

recursos renovables, estaría inobservando el deber constitucional y 

a las y 

de la propiedad. 

términos doctrinarios se ha destacado que la función social de la propiedad 

a que la 

en sí la del :'UIJUCMU el 

al delimitar los de lo también el sano 

que se erige como un interés social. Sin embargo, en determinados contextos, es 

oportuno hacer la función la primero ante la 

vulneración sistemática del ambiente a causa de excesos que devienen 

del derecho propiedad, así medie, en este, la función social. Y, segundo, porque 

que lo su atención en la distribución equitativa 

bienes y prestación de servicios, con miras al logro de la 

material dejando en un accesorio la protección a los recursos naturales y del 

1.F;\..UÁ,1YU 

ambiente en de que el tema. 

saneamiento de 
2004. 

, en Propiedad Conflicto y Medio Ambiente, Universidad del 

http://www2. urosarío .edu .co/urweblF ASE 1 /j urisprudencial documentosl m ate rialesl funcion _ ecologic 

409 Para el Alto el derecho de no es un derecho por el contrario, éste es un 
derecho relativo por virtud de la función social y ecológica que de esta se deriva. Ver Corte 
Constitucional de Colombia, sentencia T-536/92, C-389/94, C- 126/98 y C677/98. 

http://www2
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Por todo lo anterior, se hace necesario reforzar la protección ambiental a través 

de su consagración conjunta con otros derechos sociales como es en este caso la 

propiedad. 

Así, de la función ecológica reconocida explícitamente en la Constitución, 

devienen además, en el texto constitucional, varios artículos que establecen claros 

límites al derecho de propiedad. En primer lugar, se constata el poder que tiene el 

Estado para establecer reservas al dominio privado sobre detenninados bienes que se 

han declarado inembargables, imprescriptibles e inalienables como son: los bienes de 

uso público, parques naturales, tierras comunales de grupos étnicos, tierras de 

resguardo y los que hacen parte del patrimonio arqueológico de la nación. Además, 

ese poder del Estado se manifiesta sobre el dominio exclusivo que éste detenta sobre 

los recursos naturales no renovables y los que se encuentren en el subsuelo, claro está, 

sin perjuicio de los derechos adquiridos mediante leyes preexistentes confonne se 

advierte en los artículos 63 y 322 del texto constitucional. 

En cuanto a los recursos naturales renovables, es válido advertir que la 

Constitución autoriza el dominio sobre los mismos; sin embargo, como ya se ha dicho, 

este derecho de propiedad se encuentra sujeto a ciertas restricciones con el fin de 

garantizar la protección del ambiente y asegurar el desarrollo sostenible. Bajo este 

postulado, el Alto Tribunal ha considerado procedente que cuando exista la 

apropiación privada de ciertos recursos naturales vitales, en consideración a la función 

ecológica de la propiedad y la primacía del interés general sobre el particular en 

materia patrimonial, la apropiación privada puede llegar, en determinados casos, a ser 

inconstituc ional ,,4 10. 

La función ecológica de la propiedad también trasciende al ámbito 

empresarial ; es decir, involucra el desarrollo de una labor productiva. Así, el Alto 

41 0 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-126/98. 



232 

en Sentencia reconoce la preservación y del 

adquiere mayor valor en actividades económicamente productivas. De tal 

manera, el ejercIcIo de una actividad productiva y la libre privada están 

condicionados a hacer compatible el desarrollo económico con la necesidad de 

mantener un ambiente l. Este mandato implica que el empresario o el 

como titular los patrimoniales, al su actividad económica 

observar la normatividad ambiental y cumplir con los de ley para lograr la 

preservación del entre ellos, ambientales o 

para el desarrollo la actividad económica e industrial. 


Por su parte el Título XII del Régimen Económico y Hacienda Pública en el 


Capítulo 1artículo consagra la actividad económ y la iniciativa son 

libres dentro de los límites bien común y que la libre económica es 

del 

un derecho todos que supone Por tanto, la como 

tiene una función que implica obligaciones. tal I>CUtlUV se le 

atribuye a la ley la posibilidad de delimitar el alcance de la libertad económica cuando 

lo exija la protección al sano. se a la 

libre cuando los recursos renovables o no 

renovables, advirtiéndose la importancia del bienestar colectivo sobre el interés 

particular. 

esta manera, la nueva función que la propiedad puede llevar a 

concluir que como en su momento la libertad y la propiedad constituían 

pnnclplOs el desarrollo la personalidad, porque se valoraban con la 

insustituible en el desenvolvimiento la colectiva, hoy por hoy el 

derecho al ambiente sano se en un principio ser valorado 

411 Precisamente el artículo 334 de la Constitución Política de Colombia establece como uno de los 
fines de la intervención del Estado en la economía la de del medio sano. Ver Corte 
Constitucional de Colombia Sentencia C 495/96. 
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como la condición insustituible la ser y e! otros 

derechos. 

ambiental3 

proteger el sano implica un cambio 

comportamiento denominado cambio 

contiene una dimensión moral y espiritual que es preciso fortalecer mediante procesos 

sensibilización educacional; cuyo objetivo es el individuo comprenda e 

intemalice y lleve a la práctica necesarias el l1UI¡;I,;Ul1UU manejo de los 

recursos y del ambiente en general. 

nueva racionalidad ambiental no sólo se logra mediante el reconocimiento 

formal de! derecho al ambiente sano en el texto constitucional412 sino que requiere de 

la social en tomo a se la y 

consolidación de modelos de conducta sociales que como fundamento el 

respeto al ambiente sano. la importancia que deviene los fines educativos 

!3 porqueque traza el t',staao a de con el del 

tiempo, que la sociedad al tener una alta sensibilización el ambiente, le dé el 

frente a otros valores como el consumo, ha privilegiado a lo 

del tiempo y que no han sido oportunos para ambiente. 

412 Para algunos autores el sentido de una cultura legal sobre del al ambiente va más allá del 
proceso constitucional; comprende además las tradiciones los valores y las actitudes de una nación. 
En otras involucra el ethos de su propia historia. Ver José M. Borrero Navia, Los derechos 
ambientales: Una visión desde el Sur, Fundación para la Investigación y Protección del Medio 
Ambiente (FIPMA) Centro de Asistencia 1994, p. 43. 

413 Para la Constitución debe eduear para ella misma. En palabras del autor" la voluntad de la 
Constitución en la por ejemplo comprensión de la Constitución, conocimientos 
cívicos minimos, criterios de valoración ... ·' Además sostiene que " ... Se trala más bien de 
comunicar a la Cons{Ílución como marco y afirmación de los ideales de la educación". pensar las 
Conslituciones del Estado constitucional, así como los derechos fundamentales y humanos como 
fines educativos - lo que en la docirina alemana ha desarrollado hasta ahora el término clave 
"principios constitucionales como educativos posee ahora, 


una base texlual de " Ver P. El Estado 

190 y 236. 

a los vaíses en 
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el contexto del Estado Constitucional es detenninante como advierte 

humanos 414. el caso del ambiente sano la 

intemalización se éste se convierte en uno los para 

la fonnación de la sociedad. 

denominada genera positivos, 

particularmente en el sistema jurídico se produce una configuración normativa clara y 

más nrp"pnh y menos sancionadora. se explica porque al tener el 

una mejor formación en temas con mayores 

elementos de para la creación de la nonnativa ambiental y, en el caso de los 

el aplicación y cumplimiento nonnativo. 

últimas, puede en ténninos que HÁBERLE los 

educativos y sus valores orientadores se convierten en elementos o en una 

"profesión fe" del Constitucional, que se pone de 

manifiesto en la fonna de recepción que el derecho y en la asimilación que 

tienen operadores 

embargo, es preciso como lo explican algunos la 

educación ambiental como proceso educativo no puede por sí sola lograr la protección 

del ambiente o los complejos problemas ambientales causas devienen 

6socioeconómicos y políticoS4
1 . por ello que de 

las políticas educación ambiental se requiere de "voluntad y acciones politicas, 

de 

y posible de desequilibrio 

económico para superar problemas de pobreza y garantizar a la comunidad en 

414 P. El Es/ado Constitucional., 182. 
415 Peter. Haberle, El Eslado Constilucional. .. , 188. 

J. González "Elementos para el desarrollo de la educación ambiental 
en México", en Inslitulo Nacional de 1994, p. 4. 

416 
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r;~U\;.;lal la \..-1. 1\.; H...d. 1 	 como mínimos, que 

la y el bienestar colectivo en ambíentales417 
• 

2.3.4 El derecho al ambiente sano como derecho colectivo 

primario 1 se vinculó a la tendencia del 

constitucionalismo contemporáneo que se fundamenta en reconocer y establecer 

mecanismos en materia de nuevos humanos como los denominados derechos 

colectivos, tipificados en Título II Los Las y los 

Capítulo III de Derechos Colectivos y del Ambiente. 

antes de la carta constitucional 1991 en texto constitucional 

colombiano se de manera los colectivos, 

sin embargo, a lo largo del tiempo se hicieron argumentativos para deducir 

la existencia de estos derechos. el más 

partía del supuesto "cada deber se encuentra asociado de manera indisoluble a 

un derecho"; de ello se infería que al haberse reconocido, en el texto constitucional, 

sociales 	 exigían, a su vez, la de 

o colectivos418 
• 

a esta interpretación indirecta, el la importancia de 

reconocer en el orden constitucional la categoría de porque a 

su criterio la inclusión fomentaría, entre otros la solidaridad entre los 

habitantes del territorio nacional y, además, ayudaría a la satisfacción necesidades 

de tipo y a el constituyente reconoció la dificultad 

el concepto y alcance de estos debido a que la colectividad en la 

"¿Cómo la educación ambiental contribuye a proteger el medio ambiente?: 
resultados y en Cuba", en Afinislerio de Educación, 2001, p. 

2. 
418 	G. et al, "Informe de Ponencia parar primer debate sobre Derechos Colectivos", en Diario de 

la Asamblea Nacional Constituyente No. 58-64, Biblioteca Luís Arango, p.2047. 
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que se radican carece personería jurídica formal, se de acuerdo con la 

e importancia y por ello los elevo al ámbito 

constitucional. 

Para el constituyente la dimensión de derechos colectivos se logra constatar 

cuando una vulneración o los que ellos encarnan; 

pues, en tales condiciones se produce un agravio o daño que a toda una 

colectividad y que es indispensable solucionar de forma inmediata porque, de 

contrario, se produciría en la población un o daño sería incalculable. 

Conforme a lo anterior, a manera de ejemplo, podría tratarse el caso de la 

al sano, manera la contaminación , bajo 

dicho supuesto, la puede perjudicar en forma a un conjunto o, en su 

defecto, a todos los miembros de la comunidad tanto, los límites 

la individualidad y ocasionando a la sociedad graves y al .L~"lUUV en 

casos, serias responsabilidades ante la vulneración bien jurídico tutelado. esta 

manera, se aprecia la necesidad del constituyente por consagrar en el texto 

constitucional un destinado a los derechos colectivos y a las que 

permitan su 

la consagración los y de manera el 

al sano, van a encontrar en Estado Social Derecho -como 

modelo de organización que el Estado Colombiano- el 

adecuado su defensa y posibilitar su todas vez estos 

se traducen, como lo expone RODAS MONSALVE, en "aspiraciones que 

tiene la comunidad por positivas del que contenido real a 

libertad e igualdad proclamados por el Estado liberal de derecho". 

es a través de los intereses colectivos que la comunidad reivindica la 
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protección contrarrestar o que se 

por los procesos productivos o económicos, es el caso de la contaminación 

atmosférica e hídrica, que la vida, la y el no sólo del 

individuo aisladamente considerado de colectividad en 

a que 	 el constituyente reconoció el ambiente sano como derecho 

eco a 	 las tenaenclas internaCIOnales y a 

locales, su consagración como derecho colectivo se de la misma 

opción por el constituyente y no 	 axiológicas externas que 

determinen 	 este derecho. qUIere que no en 

el ámbito constitucional una fónnula homogénea que exija a los reconocer el 

sano como derecho es la 	 que 

opta por determinar la calidad del derecho en el ordenamiento interno. En este punto 

es oportuno los textos constitucionales de y Chile 

incorporaron el sano o como derecho fundamental y no como 

derecho colectivo, como lo consagra el texto constitucional colombiano. 

se 	 teorías que a debilitar el valor 

jurídico de los colectivos por no ajustarse con la jurídica los 

intereses legítimos y los derechos subjetivos. este sentido, se imprescindible 

los 	 y derribar los que explican o 

justifican la debilitada posición derecho colectivo al ambiente sano en el 

ordenamiento constitucional. 

2.3.5 	 El derecho al ambiente sano como condicionante del modelo desarrollo 
económico 

La del derecho al ambiente sano en la Constitución Política de 

Colombia ha afectado o condicionado el ejercicio de otros reconocidos o 
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protegidos por la misma Constitucional. Dicho de otra el cumplimiento 

cabal los presupuestos ambientales en la en una 

y radical desarrollo globalizado419
. estos 

supuestos es preciso comprender cuales son los postulados del desarrollo sustentable, 

como o condicionante desarrollo económico atendiendo sus 

así como su inserción en el marco y de Colombia. 

concepto de desarrollo sostenible tiene como punto de partida la 

los entre el modelo de desarrollo y el 

planteado en el documento elaborado por el Club de Roma "Los límites 

420 el informe la Mundial del 

y 

de D::>lUI,.;UI que puso la polémica 

Ambiente y del Desarrollo, que BRUNDTLAD, más ,",VUVI.I 

como el Informe Brundtland, define sostenibilidad como un asunto vinculado con 

adopción políticas orientadas en la de la responsabilidad 

a la pobreza y la del 

poblacional421 
• 

En la Cumbre Río de el desarrollo , la Agenda 21 I,.;U!I::>l:I~l 

sostenible manera equitativamente a las 

419 Raúl Casona Usera, "Protección de los derechos fundamentales", en Derechos Fundamentales y 
Estado, Memoria del VII Iberoamericano de Derecho Constitucional, comp. 

p.l2L 
420 El documento contenía críticas al crecimiento al modelo de crecimiento adoptado; un crecimiento 

que supera los niveles de la la la de alimentos y el 
agotamiento de los recursos. Si la tendencia de este desarrollo era los limites del 
serian en los 100 años y el resultado más probable será la un descenso 
incontrolable y de la como de la industrial. 

421 Guillermo Arenas y Mario posible el desarrollo sostenihle'): 
Acercamientos conceptuales a la relación ambiente- desarrollo y economía", en Luna Azul Revista 

Universidad de p. 9. 
422 La Cumbre de Rio incluía dentro de sus varios numerales que involucran el desarrollo 

sostenible como elemento fundamental de regulación. 1: Los seres humanos 
el centro de las relacionadas con el desarrollo sostenible. Tienen derecho a una vida 
saludable y productiva en armonía con la naturaleza. Principio 4: A fin de alcanzar el desarrollo 

la orotección del medio ambiente deberá constituir parte del proceso de 
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necesidades ambientales y de desarrollo de las generaciones presentes y futuras, y 

propuso que dicho postulado se incluyera en el marco legal y en los modelos 

económicos de los 

Acogiendo los fundamentos la Declaración de Rió, la Constitución Política 

de Colombia en el el desarrollo sostenible423 que es 

incorporado a través de la 99 de 1993; normatividad que contiene una de 

principios y mandatos que el y de la política 

Colombia424 
. La normativa estipula que la sostenibilidad ser el 

la formulación, planeacíón y ejecución los procesos de desarrollo económico y 

la y la biodiversidad y, 

orientar políticas de población que involucran como componente el 

derecho a una vida plena y saludable. 

implica el desarrollo sostenible? la 

Corte Constitucional de Colombia armonizar el derecho al desarrollo con las 

humanas bajo las devienen de la protección al 

desarrollo y no podrá considerarse en forma aislada. Principio 5: Todos los Estados y todas las 
personas deberán cooperar en la tarea esencial de erradicar la pobreza como indispensable 
del desarrollo a fin de reducir las en los niveles de vida y a 
las necesidades de la mayoría de los pueblos del mundo. Principio 8: Para alcanzar el desarrollo 
sostenible y una calidad de vida para todas las personas, los Estados deberían reducir y 
eliminar las modalidades de y consumo insostenibles y fomentar 
apropiadas. Principio 9: Los Estados deberían cooperar en el fortalecimiento de su propia capacidad 
de el desarrollo aumentando el saber científico mediante el intercambio de 
conocimientos científicos y e intensificando el desarrollo, la la difusión y 
la transferencia de tecnologías, entre éstas, nuevas e innovadoras. 

423 Artículo 80 Constitución Nacional de Colombia "El Estado planificará el manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su desarrollo su 
conservación, restauración o sustitución. Además deberá prevenir y controlar los factores de 
deterioro ambiental, imponer las sanciones legales y la de os daños causados. Así 
mismo, cooverará con otras naciones en la vrotecCÍón de los ecosistemas situados en las zonas 

424 La ley 99 de 1993 su artículo 1 numero 1) condiciona el proceso de desarrollo económico a los 
de desarrollo sostenible contenidos en la Declaración de Rió. Por otro lado, en el artículo 

99 se consagra que el desarrollo sostenible debe entenderse como aquel "que conduzca 
al crecimiento económico. a la elevación de la calidad de la vida y al bienestar social, sin agotar la 
base de recursos naturales renovables en que se sustenta, ni deteriorar el medio ambiente o el 
derecho de las a utilizarlo para la satisfacción de sus propias necesidades". 
Esta definición implica que el desarrollo sostenible el de la calidad de vida 
sin que se incremente de manera desmesurada la utilización de los recursos naturales más allá de las 

que el mismo medio puede soportar. 
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medio ambiente; en los términos Alto Tribunal el desarrollo 

la calidad de vida personas y el bienestar social pero sin 

la capacidad de los ecosistemas que sirven base biológica y 

material a la actividad productiva ".425 

implica ¡I;;UI;;J\.lUUa.¡ sobre la nuevaPara la el desarrollo 

valoración como idea trae el de dignidad humana en 

relación con la problemática ambiental. es planteada 

para quien la dignidad humana se debe concebir en su relación 

con el otro, lo que en tp1"rt'\lt"\f'\ del autor el de la igual 

dignidad humana del otro .. al "otro n, "prójimo ", al "tú ", y tal 

"hermano" (en el sentido de lafraternidad de 1 hoy también a "hermana ", es 

del principio juridico-jundamental de la dignidad humana" 426una parte 

un económico sin la 

conservación los recursos naturales que mejore la calidad de vida de sujetos y 

asegure el bienestar de las futuras generaciones, siempre bajo el criterio de la 

al otro implica 

solidaridad supone, a la vez, el resoeto hacia el otro. 

términos prácticos régimen económico el artículo del texto 

constitucional el principio la libre comoetencla bajo"''-VHVUU'-'' 

responsabilidades; en tal sentido, este principio no excluye la injerencia del 

limitar tal libertad económica cuando así lo el interés social, el ambiente y 

el patrimonio cultural. se plantea en el artículo 334 la 

Estado en la explotación de recursos naturales y en el uso suelo, se a 

través la se la explotación de recursos naturales no renovables y 

derechos las territoriales tener la éstos, 

425 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia No. C 528/94. 
Peter. Haberle, El Estado eonstitucíonaL, 172. 
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como las regalías, que como contraprestación económica puedan por la 

utilización territorio para el transporte 

En las políticas planificación también se involucra el factor ambiental. 

el tema ambiental se convierte en uno de los determinantes para la 

formulación del Plan Nacional de acuerdo con la participación que 

los sectores ecológicos en el Consejo Nacional Planeación, conforme se 

consagra en el artículo 340 la Constitución. 

2.3.6 	 El derecho al ambiente sano como condicionante de la estructura y 
organización política 

de ambiente sano los 

establecidos. Por ello, y a que las políticas planificación ambiental son del 

estatal, las entidades descentralizadas no deben ser ajenas en los procesos de 

planificación ni tampoco en cumplimiento las políticas 

Bajo este postulado, la forma política que la 

a los entes territoriales como Departamentos y la 

facultad IVAUIVUll y dictar normas para el manejo, control, lllV,",IVM 

preservación y defensa del patrimonio ecológico como también, la facultad de 

el uso del 

las entidades de menor nivel se empiezan a desarrollar 

una sene de políticas normativo y administrativo en la del 

ambiente sano conforme a las peculiaridades y necesidades propias cada territorio. 

Resulta importante la posibilidad que prevé el texto constitucional para que uno o 

mediante ley puedan tener otrasvanos 

tanto la administración y la misma prestación de 

427 	 Colombia es un Estado Social de en forma de unitaria y 
descentralizada con autonomía de sus entidades territoriales. 

administrativa y fiscal para 



242 

servicios de acuerdo, entre otros aspectos, a los recursos naturales que posea. Este 

postulado permite que los Departamentos puedan tener atribuciones propias de 

entidades territoriales para mejorar la gestión de sus propios recursos naturales. 

Es necesario identificar plenamente las funciones que, en torno al ambiente, 

emanan de la Constitución y son atribuibles a la nación y a los entes territoriales. 

Radica en cabeza del Estado el deber de proteger la diversidad e integridad del medio 

ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica, y planificar el 

manejo y aprovechamiento de los recursos naturales, así como de intervenir en la 

economía por mandato de la ley cuando sea necesario para preservar el ambiente sano. 

Estas normas superiores son concurrentes para su ejecución, por un lado, se atribuye 

al Estado la obligación que debe ejercer a través del legislador y, por otro, se le 

atribuyen a los Municipios la facultad reglamentaria sobre las mismas. 

Esta concurrencia implica que el Estado debe cumplir, a través del legislador, 

con la expedición de las normas sin que su ejercicio impida el desarrollo de la facultad 

reglamentaria conferida a los entes territoriales o desvirtué la autonomía de las 

entidades territoriales sobre el manejo de los intereses estrictamente locales o de 

competencia exclusiva del Municipio o Departamento. 

Otro elemento importante que trae el texto constitucional está referido a la 

atribución de competencias a los Órganos de Control del Estado. Así, el Titulo X en 

los Capítulos 1 y Ir relativos a la Contraloría General de la República y el Ministerio 

Público, en su respectivo orden, asigna a estos órganos una serie de funciones 

puntuales sobre los recursos naturales. 

En el caso de la Contraloría General de la Nación, cuyo control fiscal debe 

fundamentarse en la eficiencia, la economía, la eficacia, la equidad y la valoración de 

los costos ambientales, se le asigna la facultad de realizar la fiscalización de los 
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recursos naturales y medio en tal el 	 de la 

Nación tiene la obligación de presentar al la República un informe anual 

sobre el de recursos naturales y 	 labor ser también 

por Contralorías que a su deben 

una fiscalización pernlanente a las entidades gubernamentales y privadas, que realizan 

actividades pueden comprometer o generar impactos a los recursos naturales y por 

al 

tanto a la Procuraduría General de la se le el deber 

colectivos en el ambiente sano. De esta manera, le 

que",.,."cnMr!" al Ministerio Público tienen bajo su 

cargo y responsabilidad la protección de los recursos renovables y del ambiente en 

la conocer 

disciplinarios contra los empleados oficiales orden nacional que el uso 

ilegal de dichos recursos. 

2.3.7 	 El derecho al ambiente sano como condicionante de la politiea regional e 
internacional 

Ya se dicho que la protección al ambiente sano es una 

mundialmente reconocida; una necesidad evidentemente sentida, un problema de 

supervivencia que u...,a...,...,,, y el 

político tema ambiental se bajo principios internacionalización porque 

bien es cierto, los problemas ambientales no conocen fronteras. 

Constitucional se ha a los problemas 

t"t'tM"'C que conducen al deterioro ambiental, como asuntos que no 

se pueden 	 bajo mirada y preocupación de un 

el la del ambiente es un que involucra a gran 
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por no decir, todos ello que a través de tratados o convenios 

se el manejo y del 

ambiente; pero además, se crean políticas y programas de cooperación entre los 

para al y controlar las explotación de 

recursos y, en general ambiental en zonas y aunque en 

ténninos de sistemas de garantías o medidas coercitivas no existan mecanismos claros, 

que vinculen a todos los el al ambiente sano, 

no puede son instrumentos que programas y metas a 

cuanto a Pactos Internacionales que abordan el tema de 

ambiental, por Colombia, puede que la fuerza t::hJ)dll:>! de su núcleo 

es el de la norma constitucional; la de ello se explica, 

lo la Corte Constitucional de Colombia, la de 

instrumentos o recursos judiciales que garantice el derecho al sano. se 

puede notar, a manera ejemplo, en el Protocolo Salvador el cual contiene un 

listado de entre los que se encuentra el ambiente sano; pese a ello, 

pueden llevarse ante la Corte Interamericana casos referidos a la y al 

sindicalismo; realidad que demuestra la de en de 

protección para adelantar casos que a los Estados garantizar los derechos 

colectivos. 

CARACTERIZACIÓN DE LAS NORVlAS QUE SE REFIEREN 
AMBIENTE SANO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
COLOMBIA. 

nonnas sobre al ambiente sano en el texto 

Constitucional Colombia se expresan, en térn1inos su estructura, como 
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principios y , una de en la que tienen mayor 

forma de estructura en términos tiene 

efectos tanto en el proceso de interpretación como en el proceso de aplicación de la 

norma. Ello se porque los la mterpretación 

de los principios y de las reglas difieren el uno del otro, dadas las características que 

tienen en cuanto a su alcance, y segundo, por las diversas repercusiones el 

jurídico tiene su implementación. 

Antes en la estructura tienen las normas de protección al 

sano en la Constitución de 1 1, vale la mencionar diferencias 

existentes entre reglas y principios. Las reglas que responden a la idea común de 

normas, constan de un hecho y una jurídica, es decir, 

admiten sólo una posibilidad de cumplimiento. términos de 

SINGH430 , son normas que ordenan que deba ser cumplido de manera 

definitiva o cerrada, permitir ningún opción, se cumplen o no. 

Contrariamente, a las reglas, los principios son normas que ordenan que algo 

sea en la mayor posible, el contexto que exUa su 

aplicación, lo que que los principios son Para DÍEZ-PICAZO los 

principios son mandatos optimización o bienes 431 , se 

por su falta de delimitación, esto hace que su interpretación sea compleja 

Teoría de los derechos fundamentales, trad. de Ernesto Madrid, Centro de 
1993, p. 81. Ronald Dworkin, Los derechos en serio, trad. de Martha 

Ariel, 1984, p. 72. 
plantea que la preeminencia de los principios sobre las es propio del Estado de derecho 

Los jurídicos expresos o implícitos subordinan al derecho 
ínfraconstítucíonal al constitucional. Ver: Jaime Cárdenas "Hacia un cambio en la cultllfa 

nacional". en Boletín Mexicano de Derecho rnmnnral1n año XL. No.119, Nueva 
p.298. 

430 Contesse Singh, Las y principios en Chile: ¿Jerarquia entre los derechos 
constitucionales?, en Anuario de Filosofía Jurídica y SociaL Sociedad Chilena de Filosofia Jurídica 
y Social No.20, Chile, 2002, p. 2. 


43 I J. Díez-Picazo. Sistema de flPrp{'hM fllndnmpnlnl 46. 
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al existir (textura abierta) la labor de interpretación y aplicación normativa va 

a depender la moral son prescri ptiva 432. 

cuanto a las de aplicación, para los principios la denominada 

ponderación que implica al valor o bien jurídico en juego, la máxima efectividad 

la 

la cual consiste en fijar si un determinado caso encaja o 

no dentro del supuesto de hecho; interpretación que no tantos conflictos porque 

las del caso concreto. que 

L"''''iU''''' es la >:un "un, 

de proceso o propio del Hl"-LV ..... V una 

lógico deductivo 433. 


a la dificultad que representa la interpretación y aplicación de los 


algunos que avances 

ordenamientos jurídicos; porque, al cambios profundos en convicciones 

con argumentos la textura de pnnclplos 

el contenido los la textura la 

norma podría interpretarse y a nuevas de la fluctuante 

realidad es decir, difícilmente se podría superar la visión formalista del derecho 

Indica que comportamientos son buenos o dado; pero 

argumentación moral debe ser respetuosa y que la democracia 

eHo da seguridad en la medida en que las soluciones, a través de tos principios, serán viables. 


433 Sobre la subsunción y la ponderación CARDENAS GR.A.CIA señala: .. .En cuanto a la 
la subsunción y la aplicación mecánica están reservadas para los en 

donde no se ponen en duda las En los casos dificiles en donde se ponen en duda las 
nn>n11W1\' se acude argumentativas diversas, de carácter retórico u airas que se apoyan en 
el principio de proporcionalidad. El silogismo y la subsunción son métodos que no 
sirven para resolver una antinomia de Éstos han venido a modificar los cimientos de la 
tradicional teoría del derecho. Las razones son las los principios ordenan observar una 
conduela en la mayor invalidar a otro, y en la solución de la 
colisión entre se busca la concordancia de principios en el ordenamiento. El principio de 

vía para resolver las colisiones de principios, está compuesto por los 
subprincipios de proporcionalidad en sentido estricto. Con el 
de idoneidad se determina si la intervención en los derechos fundamentales es adecuada o no para 
contribuir a la obtención de un fin constitucionalmente legítimo. El subprincipio de necesidad sirve 
para analizar si la medida de intervención en los es la más benigna con el 
derecho fUndamental intervenido entre todas aquellas que revisten la misma idoneidad para 
contribuir a alcanzar el objetivo propuesto. El de proporcionalidad en sentido estricto o 
nnndprnril¡n sostiene que la intervención en el derecho fundamental debe por la 

de la realización por la inlervención legislativa ... " .Ver J. Cárdenas 
Gracia, "Hacía un cambio en la culturajllrídica nacional. .", p. 3003. 
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centrada en las reglas. Sin embargo, y para evitar que los mismos principios excedan 

los límites de indeterminación y vaguedad, se asigna al desarrollo jurisprudencial un 

papel fundamental porque permite establecer parámetros que reducen el margen de 

indeterminación434 
. En este sentido, la Corte Constitucional ha considerado que en la 

aplicación del derecho al ambiente sano, es esencial apreciar las circunstancias 

específicas de la realidad y sopesar tanto los valores, principios y derechos 

constitucionales para encontrar la solución adecuada. En últimas, es enfatizar en la 

eficacia de la intervención judicial y no que ésta dependa solamente de la intervención 

legislativa. 

Vistas las particularidades entre principios y reglas, es pertinente identificar, a 

modo de ejemplo, algunos articulados del texto constitucional que, dada su estructura, 

se manifiestan bien sea como principios o reglas. Para la consagración del artículo 8 

del texto constitucional, que se cataloga como principio por hacer parte del capítulo 

dedicado a los denominados principios fundamentales, el constituyente le otorgó esa 

categoría -principio- por considerarlo un derecho de esencial importancia para la 

configuración y funcionamiento de la relación jurídica social. Por tal razón, esa 

obligación que se le asigna al Estado y a las personas, sin importar calificativo alguno, 

de proteger tanto las riquezas culturales como las naturales se convierte en el eje 

fundamental de lo que serán, en el texto constitucional colombiano, las normas 

ambientales. 

El artículo 79 del texto constitucional, como norma básica en materia 

ambiental, involucra ciertos elementos que permiten definirla, de acuerdo a su 

estructura, como una regla; debido a que su redacción no da lugar a ningún tipo de 

indeterminación porque existe claramente, en su contenido, un supuesto de hecho y 

434 J. Díez-Picaso, Sistema de derechos fundamentales, 42. 
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una consecuencia jurídica el mismo Alto Tribunal ha identificado 435 . 

embargo, a largo del texto constitucional otros que versan sobre 

el tema y se manifiestan como principios dada su como 

mandato de optimización de determinados valores o o por su 


se nota en el del que ,",VH;:,a.¡:';l la y el 


su de a laa del 

disponibilidad y los medios para la organización, dirección y reglamentación. 

435 " ... Mientras por una parle se reconoce el medio ambiente sano como un derecho del cual son 
titulares todas las a su vez están para en las decisiones 
que y deben colaborar en su conservación-, por la otra se le impone al Estado los 
deberes correlalivos de: 1) su diversidad e 2) las 
natura/es de la 3) conservar las áreas de especial importancia 4) fomentar la 
educación ambiental, 5) el manejo y de los recursos naturales para asÉ 

su desarrollo su conservación, restauración o sustitución, 6) y 
controlar los faclores de deterioro ambiental, 7) las sanciones y la 

de los daños causados al 8) cooperar con otras naciones en la protección de 
los ecosistemas situados en las zonas de frontera.. " 
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436 FERRAJOLI plantea que el hecho de que no exista la 
derecho no debe suponer, por 

CAPITULO 3. MECANISMOS DE PROTECCIÓN 

J1JRISDICCIONAL DEL DERECHO AMBIENTE SANO EN 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA 

Los mecanismos de UlCC\..\..IUIl jurisdiccional, cuya es a 

todos los asociados el disfrute y el de sus derechos o el cumplimiento de una 

obligación en el texto Constitucional, en la actual 

tiene elde una nutrida la'-'UIUIII 

colombiano al nuevo paradigma del Estado constitucional. el cual, los derechos 

en la Constitución poseen valor y cuando sujetos (individual 

o colectivos) cuenten con idóneos valer su ejercicio Ello 

significa los sujetos deben disponer mecanismos accesibles y expeditos que 

permita ante para lograr de la ru"'Atpf" ....... los derechos 

cuando fuere 

verdaderas como punto para dotar 

de valor a los se yuxtapone con la tesis defendida 

quien la garantías, no no afecta al estatuto un 

sino que comporta, desde el punto vista normativo, una indebida laguna que 

ser colmada el legislador sea ordinario, constitucional o internacional 436 
. Para 

otros autores como TOVAR y DUQUE no se trata de 

manera jurídico-fonnal en el texto constitucional las garantías necesarias para el 

pleno del derecho, de buscar el teórico-constitucional del 

mismo encuentre plena ccauuau en el contexto social y el 

o la correlativa a un 
" ... negar la existencia del derecho sujetivo estipulado por una 

se podrá sólo lamentar la laguna que hace de él -un derecho y la 
<"",'SUH1t" de colmarla.. . Ver "Los fundamentos de los derechos 

fundamentales", Editorial Trotta, pp. 48 Y 50. 
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de la política, sólo así el y que 

en la vida de los d;:'Vl.ldUV;:' 

Teniendo como marco de referencia antes planteadas, es pertinente 

son constitucionales reconocidas para el 

ambiente sano en Colombia? Una vez es indagar si éstas han 

asegurado la protección derecho al ambiente sano; para lo cual, se propone 

conocer ha el alcance mecanismos lvual'-''' de protección al 

Antes de identificar garantías constitucionales de protección del derecho 

al sano, pertinente entender la de oportuna de la 

norma desarrollo las dl.I.IVUo;;;:, y condujo a carencia de 

mecanismos idóneos que velaran manera efectiva por la protección del derecho. 

la pena que la normativa de desarrollo sólo se dictó en 1998, es 

afIas tiA"' ..... ,; de promulgado la Constitución 1991. 

omisión legislativa438 obedeció a la presión ejercida por ciertos sectores 

que sus y para no era pertinente acciones 

numerosas las de desde 1993 se al 

la República para regular estas acciones, pero infortunadamente 

terminaban en archivados Congreso. dilación a la L/'-'Á'dl::lUl del 

Pueblo I denominado "Defendamos acciones 

Sandoval, Derecho de la excevcionalidad constitucional: De los derechos 
p.27. 

438" ... La omisión se configura, cuando el no cumple en forma completa un deber 
de acción expresamente señalado por el o lo hace en forma Esto ocurre 
cuando se una de hacer, que el a cargo del 
el cual sin que medie motivo se abstiene de cumplirla, incurriendo con su actitud 

en una violación a la calta." Ver en: Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C­
225/99. 

439 El proyecto de ley fue blanco de todo tipo de artimañas para evitar su se aduce que los 
económicos eran contradictores de la del de tumo de Ernesto 

Samper Pizano. Ver Mariño Montayo y Rodrigo un instrumento de 
Pontificia Universidad Facultad de Ciencias Jurídicas Carrera de 

Bogotá, p. 87. Alojado en http://www,javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere5/TESIS53.pdf 

http://www,javeriana.edu.co/biblos/tesis/derecho/dere5/TESIS53.pdf
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el y avalar el proyecto 20 de 1993 presentado 

el movimiento logró recaudar 70.000 firmas, hecho que 

coadyuvo la ante el legislativo. un largo y 

tortuoso y en en agosto 1998
44°. 

posible la ausencia del desarrollo legislativo de las 

colectivas haya conducido a lo denomina como "la de una 

indebida lo que haberse dado tal situación441 
, conocer 

se colmó vacío y fue el papel los Altos Tribunales en este tema. 

a otro estadio temporal, una vez se expide la ley de acciones 

y se constata un y jurisprudencial 

en la ambiental. tal es pertinente analizar los avances que a 

ante la Comisión Primera de la Cámara del congreso que, por 
economía y conforme a las normas de procedimiento legislativo, ordeno se acumulara con 
los proyectos de ley por las Senadoras Vivianne Morales y Vera Grave para el trámite 
de discusión y en y debate que concluyó en mayo 15 de 1996 con la 

de de ley para ser remitido ante el Senado. Como hecho relevante el ponente 
del proyecto ante el Senado creo el necesario para que diversos sectores económicos 
sociales se durante los debates en Comisión Primera del Senado, una vez concluida las 
discusiones en dicha Comisión fue a discusión ante la Plenaria del Senado donde fue aprobado el 11 
de junio de 1997 para, ser remitido para sanción presidencial. El presidente de turno 
Ernesto objeto el proyecto, por considerar que algunos artículos eran 
inconstitucionales e inconvenientes, y lo devolvió sin sanción ejecutiva el 19 de junio de 1997. 
Posteriormente elide octubre la Cámara de en sesión plenaria dio curso favorable a 
las del proyecto de Posteriormente el Senado en sesión plenaria del 
16 de diciembre de 1997 acepto las objeciones por inconstitucionalidad y otras las 
declaro infundadas. Mientras tanto la Sala Plena de la Corte Constitucional mediante sentencia No. 
036 de 19 de febrero de 1998 resolvió declarar infundadas las obj eciones contra el articulado 9 y 40 
del e inhibirse de conocer las demás sin que ello implique ningún 
pronunciamiento de fondo sobre la constitucionalidad de las normas. En el la Corte 
Constitucional ordena el de lo en el artículo 167 que contempla que el fallo 
de la Corte al presidente a sancionar la de conformidad a la Sentencia No. C-036/98 
dictada por la Corte Constitucional de Colombia. Para conocer a fondo los antecedentes de la 
472/98 ver, entre otras, las Gacetas del de la de Colombia No.493/95, No. 
198/96, No. 498/96; No. 1 No. No. 167/97, No. 340/97. 

441 Resulta cuestionar por qué sólo hasta el año 1998 se expidió la 472/98 que desarrolla 
las acciones populares y de grupo. Como primera parecería que, pese al prolífero catalogo 
de normas constitucionales de al existiera un vaciamiento del contenido 
constitucional de las normas toda vez que éstas 
siete años, que tardo en el desarrollo legal C'f'llrrl'''onrmrl 

conduce a pensar que pese al reconocimiento del derecho al ambiente sano, la misma carencia de la 
de las constitucionales contrarresto la y por tanto la 

efectividad de la normativa ambiental; es decir, un derecho formalmente reconocido pero no 
por los procedimientos definidos constitucionalmente. 



252 

442 

través las garantías se logrado en la materia; identificando aspectos 

que lo oproblemáticos o 

análisis, llevado a cabo a través del estudio algunas sentencias 

popular, tiene por objetivo formular ciertas recomendaciones tanto para los 

como para autoridades con el fin de operadores 

y, en los señalaren los el ejercicio dichas 

importantes para la adecuada formulación de políticas públicas442en 

lo se 

Constitución Política Colombia consagra en el artículo 88 las 

denominadas acciones populares con fines concretos, para garantizar la y 

protección los e e clase o 

para la indemnización los daños a un plural 

443 De manera puntual, el artículo señala los temas que son 

a las populares entre los se encuentran el 

el la y la salubridad pública, la moral administrativa, el 

ambiente, la libre competencia económica; pero además, deja abierta la competencia 

que el legislador para otros bienes jurídicos de naturaleza y 

posibilidad le al incluir otros temas conforme 

el juez popular esta habilitado para imponer deberes a la administración, de tal manera que 
las decisiones contenidas en la sentencia se convierten en ordenes o mandatos que la administración 
debe acatar dado el carácter imperativo que deviene del contenido del fallo. En: Ruth S. Correa 

, "El control judicial de la administración: acciones constitucionales y su alto impacto en la 
defensa de los intereses colectivos y en las para su defensa", en A1emorias delll Seminario 
Internacional, Modulo IV La yel del Alcaldía de 

Secretaría General, Dirección Jurídica Distdtal, p. 13. 
443 El ambiente sano se en un derecho al amparo a través de las acciones 

y las acciones de grupo. El artículo 88 de la Constitución Política de Colombia de 1991 
establece que "La ley regulará las acciones populares para la de los derechos e 
intereses relacionados con el patrimonio, el y la salubridad 
públicos, la moral el ambiente, la libre económica y otros de similar 
naturaleza que se en ella. También regulará las acciones en los daños 
ocasionados a un número plural de personas, sin perjuicio de las correspondientes acciones 

iculares Así mismo los casos de responsabilidad civil por el daño inferido a 
los derechos e intereses colectivos. 
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446 Artículo 2359 del Código Civil de Colombia: 

intentar la acción". 

avanza el desarrollo social y nuevas situaciones colectivo 

el ordenamiento constitucional y legal, su protección eficaz, 

a que la inclusión las acciones populares y de grupo en el texto 

constitucional 1991 ha sido valorada como novedosa, su en el 

ordenamiento colombiano tiene como antecedentes444próximos, en el ámbito de 

la responsabilidad extracontractual, especiales ,",V"""'F,' en el código 

colombiano en los artÍCulos 1.005 popular los bienes 

uso público y los usuarios445 
, y el relativo al daño aún, 

en el referido estatuto normativo se encuentran algunas 'U... ' ..dUUI;;; 

como en el artículo 992 para el 

arraigado, o el artículo 994 contra que corrompan el aire y lo 

otros desarrollos que se pueden tomar como 

Infortunadamente estas regulaciones, consagradas en el código civil, no 

alcanzaron resultados se que ello obedeció, entre otras razones, a 

la como se dio su inclusión en el ordenamiento a su 

444 Estas acciones que tienen origen desde el derecho romano y el derecho inglés, y se al 
Civil Colombiano de inspiración napoleónica. Existe una basta bibliografia que expone 

pormenorizadamente el desan'ollo conceptual, sustancial y procesal de las referidas acciones. 
Artículo 1.005 del Código Civil colombiano: " la municipalidad y cualquier persona del 
tendrá afavor de los caminos, plazas u otros lugares de y para la seguridad de los que 
transitan en ellos, los derechos concedidos a los dueños de heredades o 
y que a consecuencia de una acción haya de demolerse o enmendarse una 
construcción, o de resarcirse un daño sufrido, se recompensara el actor, a costa del querellado, con 
una suma que no de la décima, ni exceda de la tercera de lo que cueste la demolición o 
enmienda, o el resarcimiento del daño; sÍn de que si se el delito o "0,71i'70,,," 

una pena pecuniaria, se adjudique al actor la mitad. En: Constitución Política de 
Editorial Legís, p. 158. 

Por se concede acción en todos los 
que por imprudencia o de alguno amenace a personas 

pero si el daño amenazare solamenle a personas determinadas, sólo algunas de 

447 Como" la acción para la del medía ambiente urbano que se encuentra en el artículo 8 de la 
Ley 9 de 1989 o Reforma Urbana y, también, las de carácter consagradas en los articulo 
118 y 139 del Decreto 2303 de 1989 para la preservación del ambiente rural y el manejo de los 
recursos naturales renovables de carácter y la defensa de los bienes de uso público ubicados 
en zonas y por último la ley 45 de 1990 sobre defensa de los usuarios de servicios 

crediticios y aseguradores. 
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campo de acción y a la falta conocimiento por parte los sectores del 

alcance y de dichas Estas razones hicieron las fueran 

en el jurídico por más años448 
• 

reconocimiento que el texto constitucional de 1 1 hace de garantías 

se directamente con dos del Estado 

humana y la 

so lidaridad449
. asociación, el contexto de la dimensión social Estado de 

constitucional colombiano como son: los principios de la 

trae en relación con 	 de 

las autoridades y con el social tiene el 

ciudadano. Así, en un primer orden, en lo que respecta a autoridades y órganos del 

deben fundar sus Ui:l:>i:lUi:1:> en el de la humana 

como, en la prevalencia del interés público acuerdo a propósitos que 

traza y persigue la sociedad45o
• un segundo orden, con relación al compromiso 

social de la se en el deber estos 

tienen por la defensa del colectivo bajo motivaciones ntprrlpnt", solidarias 

a procesos de participación comunitaria. 

otros el compromiso de implica la posibilidad 

incorporar en de propósitos compartidos como 

sería el respeto humano, la prevalencia del interés público y la defensa del interés 

que, bajo la hace posible el bienestar la colectividad. 

448 R. Correa Palacio, El control judicial de la administración ... , p. 4. 
449 Corte Constitucional de Sentencia C-569/04. 
450 	 .. .... Dentro del marco del Estado social de Derecho y de la democracia parlicipativa 

por el constituyente de 1991, la intervención acüva de los miembros de la comunidad resulta 
esencial en la defensa de los intereses colectivos que se ver por las actuaciones 
de las auloridades o de un particular. La dimensión social del Estado de derecho 
de suyo un papel activo de los y basado en la consideración de la persona 
humana yen la prevalencía del interés públíco y de los que busca la sociedad, pero al 
mismo liempo comporta el compromiso de los ciudadanos para colaborar en la defensa de ese 
interés con IIna motivación esencia/mente solidaria ". Ver Corte Constitucional de Colombia, 
Sentencia 5/99. 
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cuando se vulneran o quebrantan los propósitos la sociedad 

se a las aI.I.IUIl¡;;", con el fin evitar el 

daño a la colectividad. 

cuanto a la ha la 	 de 

acciones y se manifiesta451 el punto vista de 

la legitimación, por el hecho de materializar en el nivel normativo alto, el 

la para que lo colectivo sea un interés jurídico en el texto 

constitucional452
• Así mismo, se manifiesta, desde el punto de vista la evolución 

texto constitucional, la 	 de los esquemas 

individualistas y a la protección derechos colectivos; mediante el 

reconocimiento organizado de nuevas formas de intereses u objetos de protección y 

con relación a la titularidad 	 la y a la 

ampliación de sus campos acción. Por último, se expresa que, la práctica 

pedagógica constitucional, el hace posible el conocimiento y el de las 

acciones por los sectores al tener la obligación de 

451 Para el "con la instauración a nivel constitucional de las acciones 
dado un paso fundamental en el desarrollo de un derecho solidario que responda a 
nuevos de la como es el daño ambiental, los perjuicios de los consumidOl 
a que se ven sometidas las comunidades en su y patrimonial, los daños que se le 
causan a las mismas por el ejercicio abusivo de la libertad sin consideración a 
conduelas leales y en: Asamblea Nacional Constituyente, Informe de ponencia sobre 
derechos Ponentes Iván Guillermo Jaime ArJ 
TuJio Cuevas y GuiUermo Guerrero, en Gaceta Constitucional, ::--¡o. 46, abril 15 de 1 
21. 

452 	 Otros autores exponen que la inclusión de las acciones y de grupo en el texto 
constitucional es producto "de la inconformidad por la sociedad ante la de 
lograr que se le resarcieran sus derechos y que el grupo social ante el 
irresponsable desarrollo industrial y el ascenso de la vulneración puesta en peligro 
de los derechos de los consumidores y usuarios de servicios", Ver: E. Martínez Bautista, y 

Diez Bernal, "Acciones populares: El Ministerio Público en la defensa del medio ambiente", 
Ediciones Doctrina y Ley 1999, p. 11. 
En este la Corte Constitucional ha destacado la necesidad de promover entre los ciudadanos y 
los una sólida conciencia cívica para dar a las acciones, garantes de los 
derechos el impulso que merecen a favor de Jos cometidos 
señaló el constituyente en la Constitución del 91 en Corte Constitucional De 
T-528/92. 
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Artículo 41 

fomentarán las 

a sus asociados en derechos, y garantías constitucionales, se 

desprende del contenido del artículo 41 del texto constituciona1454 
• 

Todas estas razones sirvieron para por un lado, los 

derechos colectivos tuvieran en el texto constitucional un artículo """'1-'''''"''' como es 

el y, por el su se como una 

colectivo a los y en 455 

estas acciones se erigen en instrumentos jurídicos modernos y democráticos que 

los medios con los cuenta el colectivo frente a 

los poderes del L:>WUU a la administración pública y a los grupos económicamente 

más su correcto racionalizar la función de la 

administración justicia en términos economía , y crea en torno a 

grupos sociales un sentido solidario para lograr la defensa sus derechos. 

artículo 88 del texto constitucional es desarrollado a 

de la 472 de l , precisamente, en los artículos 2 y 3 la referida ley se 

tanto el contenido de las acciones populares 459 como el las acciones 

de la Constitueión Polítiea de Colombia "En todas las instituciones de educación, 
o privadas, serán obligatorios el estudio de la constitución y la instrucción cívica. Así 

democráticas para el de y valores de 
ciudadana. El Estado divulgara la constitución," 

455 Corte Constitucional De Colombia, Sentencia T- 437i92. 
456 C0l1e Constitucional De Colombia, Sentencia C-215/99. 

Ello tiene porque cuando el colectivo afectado una sola para hacer 
valer el derecho que le ha sido conculcado se manifiestan "economías de en términos de 
número de procesos, y y se precaven las de diversas 

de hechos por pm'te del juez, además de un crucial de economía 
procesal que reduce el desgaste del aparato judicial y tiende a ayudar en la lucha contra la 

de la administración de " Esta racionalización es entendida por la Defensoría 
del Pueblo en ocasión del proceso acción pública de inconstitucionalidad promovida por el 
ciudadano Manuel Leonidas Palacios Córdoba ante la C0l1e Constitucional de Colombia. Ver C0l1e 
Constitucional De Colombia, Sentencia C- 569/04. 

458 	Se ha argumentado que tanto el como el legislador incurrieron en el error de haber 
consagrado simultáneamente en un mismo articulado constitucional y mediante una misma ley las 
acciones y las acciones de grupo, error que ha llevado a generar ciertas confusiones. 

459 {Artículo 2. Las acciones populares. Son los la protección de los derechos e 
intereses colectivos. Las acciones populares se para evitar el daño contingente, hacer cesar 
el la amenaza, la vulneración o sobre los derechos e intereses colectivos, o 
restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible] 
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grupo 460, estableciéndose ciertos rasgos diferenciales que permiten identificar las 

particularidades existentes entre las mismas. 

Antes de ahondar en las características comparativas generales de las 

acciones populares y de grupo, es preciso puntualizar, en un primer orden, que el 

objetivo de estas acciones no es, como se pudiera pensar, el reconocimiento del 

derecho, sino la garantía del derecho mismo. En este sentido, la Corte Constitucional 

ha dicho que es un error atribuirle a las acciones el objetivo de reconocer la existencia 

del derecho al ambiente sano; error que se explica porque, previamente a la existencia 

de las acciones, el derecho al ambiente sano ya ha sido reconocido específicamente en 

el artículo 79 y, en forma relacional con otros articulados de la Constitución Política 

de Colombia461 
. Por tanto, el juez está llamado a evaluar si se han tomado o no las 

acciones correspondientes a proteger el ambiente sano y, en tal caso, reconocer la 

necesidad de proteger el derecho colectivo; mas no puede el juez, recurriendo a la 

acción popular, reconocer el derecho al ambiente sano porque ello implicaría, 

conforme lo advierte MACIAS, incurrir en el englobe de todos los demás derechos 

dentro del derecho al ambiente sano. En otros términos, sería, confundir el 

reconocimiento de un derecho con el derecho a la protección del derecho ya 

reconocido462. 

460 [ .. .Son aquellas acciones interpuestas por un número plural o un conjunto de personas que reúnen 
condiciones uniformes respecto de una misma causa que originó perjuicios individuales para 
dichas personas. La acción de grupo se ejercerá exclusivamente para obtener el reconocimiento y 
pago de indemnización de los perjuicios .. . .] 

46 1 La Corte Constitucional de Colombia ha reconocido la preexistencia de los derechos a un ambiente 
sano y su diferencia con el derecho de protección jurisdiccional, uno de cuyos mecanismos de 
defensa es la acción popular. Ver Corte Constitucional De Colombia, Sentencia C- 215/99 "Se trata 
de un mecanismo de protección de los derechos colectivos preexistentes radicados para efectos del 
reclamo judicial en cabeza de quien actúa a nombre de la sociedad". 

462 Luis F. Macías, "Acciones populares y medio ambiente. Un nuevo paradigma de militancia jurídica, 
en Revista Electrónica · de Derecho Ambienta. Alojada en la página Web 
http://www.cica.es/aliens/gimadus/07/acciones-..populares .htm 

http://www.cica.es/aliens/gimadus/07/acciones-..populares
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En un ..;7vF;uJ,j\,A orden, se debe considerar estas no suponen una 

verdadera litis463 sino que persiguen la efectividad del derecho haciendo cesar su 

o amenaza o volviendo cosas a su Así sido 

reconocidas por su autónomo y no residual; ello se traduce a que la acción 

popular, a diferencia lo acontece con la o amparo, es 

e esto la 	 otros mecanismos 

no la procedencia la acción popular ni de la acción de grup0464. 

carácter principal que la popular le permite a los sectores sociales ¡;U.,o..,C;UC;¡ 

a ella los la C;2\.IE;C;¡¡C; de otras 

o cumplir otros requisitos. 

PRINCIPALES ELEMENTOS DIFERENCIADORES 

ACCIONES POPULARES Y ACCIONES DE GRUPO 


plantear en términos los de la 

popular y la grupo, para posteriormente ahondar de manera particular 

en cada una de acciones como mecanismo ",,.,,,+PrP de protección del derecho 

al sano. este punto la Constitucional Colombia 

establecido en varias sentencias la constitucional entre acciones 

populares y las acciones de grup0465; para lo cual ha básicamente 3 

primero la finalidad la los o 

intereses protegidos, y tercero la por activa y pasiva. 

463 Las acciones populares se deben entender como soluciones que brinda el al 
ciudadano para contrarrestar los perjuicios y que se comenten contra una comunidad. Ver: 
J. Martínez Bautista y L. Diez "Acciones populares ... , l. 

464 Consejo De Estado, Sala de lo Contenciosos Administrativo, Sección Tercera. Sentencia 10 de 
febrero de 2005, radicación 25000-23-25-000-2003-00254-0l. 

465 	Corte Constitucional de Sentencias SU-067 de T-244 de 1998, T-046 de 1999, C­
215 de 1999 C-1062 de 2000. 
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tal el elemento diferenciador entre popular y la 

acción de tiene que ver con la finalidad la la la 

finalidad dada en el propósito preventivo; es decir, la acción persigue el 

hacer cesar el peligro, la amenaza, la o 

los e colectivos, y restituir cosas a su se 

identifican básicamente tres cometidos esenciales que determinan la finalidad la 

el de es el preventivo cualquier daño al ambiente 

que pudiera llegar a el segundo es la función de actos que 

suponen peligro violación de los colectivos, y el tercero la restauración o 

del derecho colectivo infringido. 

En tanto, la finalidad la acción de grupo está por la función 

o 	 por , a por menos 

que se encuentran en condiciones respecto de la causa que 

tal sentido, las accIOnes grupo no son otra cosa que una acción de 

el 

sólo el es un número plural de 

que, por economía procesal, tramitan sus diferentes individuales bajo una 

misma cuerda467 
. 

como lo señalado la Corte Constitucional que la finalidad de la 

acción de grupo es obtener la reparación por un daño subjetivo individualmente 

por la o la de una autoridad o los 

particulares. Por ello, el elemento clave para determinar la finalidad la acción de 

466 Son definidas por la Corte Constitucional de Colombia como acciones de naturaleza indemnizatoria 
que se de la de un daño que se busca reparar y en 
forma individualizada por todos aquellos que se han visto afectados. Ver: Corte Constitucional De 
Colombia, Sentencias C-2IS de 1999 y CI062 de 2000. 

467 	En este sentido el de Estado de Colombia ha sostenido que la acción de grupo es 
eminentemente reparatoria y busca una mayor econoITÚa procesal porque al grupo de 
personas, que habiendo sufrido perjuicios individuales puedan, demandar conjuntamente 
que la causa del daño y los demás elementos que la responsabilidad sean 
comunes. Ver: de Sala de lo Contenciosos Sección Auto 
de junio de 2000, exoediente No. AG 00 l. 
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la naturaleza así como el contenido 

subjetivo o individual de económico sustenta la acción 468. De esta 

se puede concluir que la acción popular no exige que exista 

un daño sobre el interés que se rw,.,tpcrp contrariamente a lo que acontece en 

grupo es, 

en la que se la existencia o que se esté 

produciendo el dañ0469
, porque lo que se busca es reparar el perjuicio generado. 

Un segundo diferenciador ver con los derechos o 

Así, mientras la acción popular derechos e 

colectivos, la de grupo recae la todo tipo de rlMPC'hr.c e 

bien sean o individuales cualquiera que sea su índole47o
, y esto se 

explica por su carácter instrumento procesal colectivo que busca de manera precisa 

468 Corte Constitucional De Sentencia C-I062/00. 

469 Corte Constitucional De Colombia, Sentencia T -678/97, 

470 En términos de la Corte Constitucional, " ... Ias acciones de grupo no hacen referencia exclusiva a 


los derechos constitucionales ni a los derechos colectivos, pues también 
('nmnn'lfld/711 a los demás derechos de origen constitucional o que necesariamente 
suponen la existencia de un reclamo o demostración de un causado. ( ..)Empero 

que el daño sea de aquellos que son causados en ciertos eventos a un número plural 
de personas que por sus condiciones y su dimensión deben ser atendidas con prontitud, inmediatez 
efectividad y sin mayores requisitos procesales dilatorios ... ". Ver: Corte Constitucional De 
Colombia, Sentencia SU067i93). el Alto Tribunal reforzando ésta posición, y en 
ocasión de una acción de inconstitucionalidad contra el artículo S S de la ley 472 de 1998, 
condiciono la constitucionalidad del dicho artículo por considerar que dicha disposición el 

de de las acciones de grupo, a que los daños que se podían indemnizar fueran 
de la vulneración de derechos e intereses colectivos. En consideración que el artículo 55 

de la ley 472 de 1998 consagra "Cuando la demanda se originado en daños ocasionados a un 
número plural de personas por una misma acción u o por varias acciones u omisiones, 
derivadas de la vulneración de derechos o intereses quienes hubieren un 
perjuicio podrán hacerse parte dentro del proceso, antes de la apertura a mediante la 
nr,p<"'mrw,,nn de un escrito en el cual se indique su nombre, el daño el del mismo y el 
deseo de acogerse al fallo y de pertenecer al conjunto de individuos que la demanda 
como un mismo grupo. no concurra al proceso, y siempre y cuando su acción no haya 

caducado de conformidad con las vigentes, podrá acogerse 
dentro de los veinte días de la sentencia, 

suministrando la información anterior, pero no invocar extraordinarios o 
para obtener una indemnización mayor y tampoco se de la condena en 

costas ", la Corte declaró la subrayado 
en la, pero condicionada a que: "su interpretación y no se excluyan de los demás 
derechos subjetivos de origen constitucional o su naturaleza, como 
derecho amparable por las acciones de clase o de y, concluyó que: 
" . .De de esa acción a una determinada de se produciría 
una restricción consecuencial de los alcances resarcitorios que con ellas se con 
abierto desconocimiento del propósito de la norma superior al establecer que también ref!Ulará las 
acciones originadas en los daños ocasionados a un numero plural de personas .. 
Constitucional de Colombia, Sentencia C-1062 de 2000. 
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reparar los daños ocasionados a individuos detenninados471 
. En este orden de ideas, 

para la Corte Constitucional el elemento común en las acciones de grupo "es el daño y 

el interés cuya lesión deber ser reparada ,,472 que es lo que justifica la actuación 

conjunta de los afectados. Es posible que en las acciones de grupo el interés protegido 

pueda verse desde la óptica de los individuos, pero hay que tener presente que éste 

instrumento persigue la protección colectiva o grupal de los intereses que han sido 

conculcados como consecuencia del daño o perJUICIO colectivo imputable a una 

persona natural o jurídica473 
. En otros ténninos, la determinación de la responsabilidad 

es 	 tramitada colectivamente en aras a una mayor economía procesal, pero las 

reparaciones concretas son individualizadas porque lo que se protege es el daño 

subjetivo de cada integrante del grupo. 

De lo anterior, se infiere la existencia en el constitucionalismo colombiano 

de la distinción que deviene entre los intereses o derechos colectivos indivisibles474 

que, como el ambiente sano, son amparados por las acciones populares, y los derechos 

o intereses divisibles e individualizables propios de las acciones de grupo a través de 

los cuales la acción es procesalmente colectiva y se indemniza al individuo como 

miembro de un colectivo. 

471 Corte Constitucional De Colombia, Sentencia C-659/04. 
472 Corte Constitucional De Colombia, Sentencia C-215/99. 
473 A partir de una tipología de los intereses jurídicamente protegidos la doctrina comparada se ha 

referido a que el objeto de las acciones de grupo es proteger "intereses de grupo con objeto 
divisible", o "intereses plurisubjetivos", o "derechos o intereses subjetivos homogéneos", a 
diferencia de las acciones populares en las que se protegen intereses de grupo con objeto indivisible 
o derechos colectivos en sentido estricto como son los intereses colectivos y los intereses difuso Ver 
Eduardo Ferrer Mac-Gregor, Juicio de amparo e interés legítimo: la tutela de los derechos difusos y 
colectivos. Editorial Porrua, México, 2003, p. 33. Pablo Moreno Cruz, El interés de grupo como 
interés jurídico tutelado, Universidad Externado de Colombia, Bogotá, 2002. 

474Los 	 derechos o bienes indivisibles, o supraindividuales son aquellos que se proyectan de manera 
unitaria a toda una colectividad, sin que una persona pueda ser excluida de su goce por otras 
personas. Es relevante considerar que ciertos sectores de la doctrina distinguen dentro de los 
derechos o intereses colectivos indivisibles, los denominados intereses difusos y colectivos. En tal 
sentido, el titular de un interés difuso esta definido por comunidades indeterminadas, en cambio, el 
titular de intereses colectivos, es una comunidad determinada e identificable bajo algún principio de 
organización. Ahora bien, esta distinción entre derechos o intereses difusos y colectivos no tiene la 
misma relevancia en el ámbito constitucional colombiano, y esto obedece a que la misma 
Constitución de 1991 no hace distinción alguna entre intereses colectivos e intereses difusos. Ver 
Corte Constitucional, Sentencias C /215 y 569 /04. 
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oportuna; k) 

artículo 4 de la de manera expresa derechos e 

. 	 l . 475mtereses ca ectlvos , en este punto es advertir las 

a dichas 	 de versarse 

sobre como lo la Constitucional cuando que 

"buscan proteger todo de "dañados" en un grupo amplio 

de no".,y,nn 	 " 476 

tercer diferenciador es la legitimación en la causa por activa y 

el artículo 12 la 472/98 otorga legitimación por activa 

para "t.,........",..." .. la acción a toda natural o jurídica, y 

personas en a principios de efectividad la norma y acceso a 

la administración de , el artículo 48 del referido marco nonnativo 

para las acciones a o jurídicas hubiesen 

sufrido el perjuicio individual. Así mismo, la Ley 472/98 faculta al defensor del 

(Articulo 40. derechos e intereses colectivos. Son derechos e intereses colectivos, entre otros, los 
relacionados con: a) El goce de un ambiente sano, de conformidad con lo establecido en la 

la ley y las b) La moralidad administrativa, c) La 
existencia del equilibrio y aprovechamiento racional de los recursos 
naturales para su conservación, restauración o sustitución. La 
conservación de las animales y la de áreas de importancia 
ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la 
comunidad relacionados con la y restauración del medio d) El goce del 

público y la utilización y de los bienes de uso e) La 
La defensa del patrimonio cultural de la Nación; g) La seguridad y salubridad públicas; 

h) El acceso a una infraestructura de servicios que garantice la salubridad pública; i) La libre 
Jmpetencia económica; j) El acceso a los servicios y a que su sea y 

La de la fabricación, importación, uso de armas químicas, 
y nucleares, así como la introducción al territorio nacional de residuos nucleares o 

1) El derecho a la y prevención de desastres técnicamente; La 
realización de las construcciones, y desarrollos urbanos las disposicil 
jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al de la calidad de vida de los 
habitantes; n) Los derechos de los consumidores y usuarios. Igualmente son derechos e intereses 
colectivos los como tales en la Constitución, las leyes ordinarias y los tratados de 
Derecho Internacional celebrados por Colombia . ...) 

476 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia 1'-067/93. 
477 Artículo 12 Titulares de las acciones. "Podrán 1. Toda persona 

natural o 2. Las No Populares, 
Cívicas o de índole similar. 3. Las entidades públicas que cumplan funciones de control, 
intervención o vigilancia, que la amenaza o vulneración a los derechos e intereses 
colectivos no se originado en su acción 11 omisión. 4. El Procurador General de la Nación, el 
Defensor del Pueblo y los Personeros Distritales y municipales, en lo relacionado con su 

5. Los alcaldes y demás servidores públicos que por razón de sus funciones deban 
promover la y defensa de estos derechos e intereses. ,. 
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pueblo, y para en nombre cualquier 

persona, que lo solicite o se encuentre en situación de desamparo o indefensión, 

dicha 

del ejercicio la la acción popular no 

porque las violaciones quedan indefectiblemente cubiertos bajo la 

norma que se indistintamente a "que hayan violado o amenacen violar los 

e intereses colectivos,,479, es una redacción no limita en el tiempo el 

ejercicio de la garantía. Contrariamente, en las acciones grupo sí un 

la se en la nonna que perjuicio de la 

individual que a la indemnización la acción 

promoverse dentro de 2 años siguientes a la en que se causo el daño o cesó la 

causante del 

al alcance de las tanto en acciones populares y 

como en las acciones grupo, existen marcadas diferencias. Así, la ley 472/98 en su 

Con 

artículo establece que la <:pnfpnr que a la popular 

omnes, es decir, el alcance de la decisión se proyecta más allá 

intervinientes, haciendo oponible sus a toda la comunidad en 

el este demandado acción 

pública de inconstitucionalidad por considerar que, dada la naturaleza jurídica 

que identifica acciones populares, la que le pone fin al proceso de acción 

478 Articulo 48. Titulares de las acciones. "Podrán presentar acciones de grupo las personas naturales 
o que hubieren sufrido un individual conforme lo establece el artículo 47. El 
Defensor del Pueblo, los Personeros y Distrilales sin del derecho 
que asiste a los acciones de grupo en nombre de cualquier persona que se 
lo solicite o que se encuentre en situación de desamparo o En este caso será parte en el 
proceso judicial junto con los agraviados. En la acción de grupo el actor o actúe 
como demandante, representa a las demás personas que hayan sido individualmente por 
los hechos vulnerantes, sin necesidad de que cada uno de los interesados por separado su 
propia acción, ni haya otorgado 
Esta interpretación, encuentra fundamento en la Sentencia C-036/98 de la Corte Constitucional de 
Colombia que establece que las acciones populares se para evitar el daño hacer 
cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos. 
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popular no puede hacer tránsito a cosa juzgada general o absoluta; sustentación que se 

fundamentó en consideración al carácter y finalidad de la protección. 

La Corte Constitucional, para argumentar que la sentencia de acción popular 

no debe hacer tránsito a cosa juzgada general, concluyó que dada la importancia de los 

derechos e intereses en juego se justifica, desde la perspectiva constitucional, un 

nuevo proceso sobre una causa decidida anteriormente, siempre y cuando exista una 

sentencia desestimatoria y, además, con posterioridad a la misma, surjan nuevos 

elementos de prueba contundentes para modificar la decisión anterior48o 
. Bajo estas 

condiciones, la Corte Constitucional declaró exequible el contenido del artículo 35 de 

la ley 472/98, bajo el entendido que las sentencias que resuelven los procesos de 

acción popular hacen tránsito a cosa juzgada respecto de las partes y del público en 

general salvo cuando surja, con posterioridad a la sentencia desestimatoria, nuevas 

pruebas que sean trascendentales y capaces de variar la decisión anterior. 

Por otro lado, las sentencias de las acciones de grupo tienen efecto ultra 

parte; es decir, beneficia a quienes fueron parte del proceso y a los sujetos que 

haciendo parte del grupo interesado no quisieron excluirse del mismo y de los 

resultados del proces0481 
. 

480 Como ejemplo valido la Corte Constitucional señalo "'", Hay derechos colectivos como el medio 
ambiente, los recursos naturales renovables y el equilibrio ecológico, entre otros, que se 
encuentran expuestos a constantes riesgos o amenazas de daño, en gran medida generados por el 
desarrollo industrial y tecnológico, y que además de resultar de dificil prueba, en un determinado 
momento, que puede coincidir con la presentación y definición de la acción popular, no se cuentan 
con los conocimientos especializados que permitan tener un cierto nivel de certeza sobre su 
amenaza o violación. En estos casos, no resultaría constitucionalmente admisible, que ante lafalta 
de prueba, la sentencia desestimatoria de una acción popular haga tránsito a cosa juzgada general 
o absoluta, impidiendo que en un proceso ulterior tales aspectos se conozcan y se acrediten, 
permitiendo definir la existencia de la amenaza o violación de los derechos colectivos, , " "' .. ,De la 
misma manera, piénsese en el caso, también supuesto, de la afectación continuada del medio 
ambiente y el equilibrio ecológico por fumigación, que inicialmente dio lugar a una sentencia 
desestimatoria en un proceso de acción popular, pero que hace imprescindible un nuevo 
pronunciamiento judicial, en la medida que con posterioridad al fallo, surgen nuevas pruebas 
técnicas que llevan a concluir que la misma conducta: la fumigación, realizada enforma sostenida, 
sí afecta diversos derechos colectivos .. , ", Ver Corte Constitucional De Colombia, Sentencia C 
622/07. 

481 	 Ley 472 de 1998 artículo 66 "La sentencia tendrá efectos de cosa juzgada en relación con quienes 
fueron parte del proceso y de las personas que, perteneciendo al grupo interesado no manifestaron 
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una regulación entre las acciones populares y acciones 

en lo referente a la jurisdicción y competencia, conforme lo contiene la 472/ 

en sus artículos 15, 16, 50 Y 51. oara las se la 

jurisdicción lo Administrativo sea la 

estos se deriven de la actividad de las entidades públicas y de personas privadas 

cuando 

se 

conocidos la jurisdicción civil ordinaria. cuanto a la competencia, tanto en las 

accIOnes grupo como en acciones populares son los Jueces Administrativos y los 

del conocen este proceso en prima instancia; en 

corresponde a la ;>IvIvIvIVJ pnmera Tribunal 

Contencioso Administrativo o la Sala Civil del Tribunal del Distrito Judicial al que 

lC;UC;L"U el se consagra para las dos 

la competencia la asumirá el juez del donde ocurrieron hechos o, en su 

defecto, competente el del domicilio del demandado o demandante. 

Conforme a las entre las populares y las 

accIOnes grupo antes señaladas, se deduce una complementariedad que puede 

brindar mejores posibilidades al colectivo para recurrir a la jurisdicción contenciosa o 

la calidad y y la finalidad que 

estos persigan hacer valer el derecho al sano o, cuando sea caso, 

resarcIr los daños ocasionados sin renunciar a accIOnes individuales 

segunda la 

oportuna y expresamente su decisión de excluirse del grupo y de las resultas del proceso" 
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ACCIONES POPULARES Y LAS ACCIONES DE GRUPO HAN 
ASEGURADO DERECHO SANO EN COLOMBIA? 

si las populares y han 

asegurado el derecho al ambiente sano es preciso anotar que debido a la demora 

por ocho tuvo el legislativo para expedir la ley reglamentaria que desarrolla 

el precepto contenido en el artículo 88 

constitucionales una labor de jurisprudencial en 

torno a los principios y valores constitucionales, para deducir el mecanismo jurídico 

a fin proteger el al sano, fue la 

tutela o acción amparo constitucional. 

bien la acción de tutela, para la defensa de derechos 

no es el instrumento el 

sano, la Constitucional buscó la salida jurídica para lograr la 

este derecho mediante la tesis de la conexidad derechos482 que permitió, como ya 

se dicho, garantizar los colectivos en con los 

fundamentales; específicamente con la vida, la salud y la integridad e intimidad 

del actor483 
• En otras palabras, durante primeros años la 

482 La Corte Constitucional de Colombia mediante Sentencia T -57lí92 establece que" .. .los derechos 
fundamentales por conexidad son que no siendo denonúnados como tales en el texto 
constitucional, sin les es comunicada esta calificación en virtud de la intima e inescindible 
relación con otros derechos de forma que si no fueron protegidos en forma 
inmediata los se ocasionaría la vulneración o amenaza a los 

483 La conexidad de derechos al constitucional realizar un análisis minucioso de los derechos 
y el acervo probatorio para, determinar si en el caso concreto la vulneración o amenaza de los 
derechos implica la violación o amenaza de los derechos fundamentales de la persona 
afectada; en otras para que sea la acción de tutela, la conexidad debe ser 
verificada y demostrada claramente en cada caso concretamente. Además para que la 
acción de tutela se cumplir los requisitos. Existencia de conexidad entre la 
vulneración del derecho colectivo y la amenaza o vulneración de un derecho b) El 
actor debe ser la persona directamente en su derecho fundamental. c) La vulneración del 
r/prprhn fundamental no debe ser hipotética sino que debe encontrarse expresamente probada en el 

d) La debe buscar el restablecimiento del nm"orhn ¡Ufu.M.<,mt'fW'A¡ E1TOf'lrU;,n 

y no del derecho aunque por de la decisión este último resulte protegido. e) Debe 
demostrarse que las acciones populares no son un mecanismo idóneo en el caso concreto para la 
protección del derecho fundamental vulnerado. Ver: Catalina Botero "La acCÍón de 
tutela en el ordenamiento constitucional colombiano", pp. 33 Y 46. Alojado en 
htppi íwww.ramajudicial.gov.coícsj-'portalíassets/O 17 -Accion%20de%20tutela­
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Constitución 1991 la Corte Constitucional garantizó el derecho al ambiente sano, 

que la desarrollo legislativo las imposibilitara su 

defensa eficaz484 
• Esta se sustenta observando el de a""IUU,,;, 

tutela interpuestas para el derecho al ambiente sano durante el tiempo 

entre 1995 a 1999. se en años 1995 Y 1997 un 

incremento en el tutelas invocadas para el derecho al 

sano, en el primero casos se 444 de tutela y en el segundo 

469. el año 1998 y 1999 se constata un de a 1 acciones 

de tutela485
. Ello se a que con la expedición de la de 1998 reglamenta 

acciones populares y grupo, el colectivo recurrió a estas acciones. 

La de tutela, en de lo el 

derecho al ambiente sano, ha servido, en principio, para abrir el camino de su 

constitucional. Mediante su ejercicio, en un primer momento, se pudo superar los 

obstáculos manera impedían su judiciabilidad a de 

colectivas por carecer últimas de desarrollo legal. Igualmente, a de 

acciones de tutela para la defensa del derecho al ambiente sano, se ha logrado 

construir un cúmulo 486 que siguen 

facilitando la solución de de complej o487. 

rdenamiento%20Cons-II. pdf 
484 Dentro del conjunto de sentencias dictadas por la Corte Constitucional referidas a la del 

ambiente por vía de tutela, sobresalen: a.) sobre la de la tutela como mecanismo directo 
de protección de derechos colectivos: sentencias T- 428/92 Y T- 45 b) la tutela por 
conexidad de la unidad de defensa: sentencias T -251/93, Y T­
444/93,T-028/94; c) sobre la tesis que la acción de tutela prima sobre las acciones populares: 
sentencias SU-442/97, d) sobre la tesis de conexidad eventual: sentencias T­
431/94, T-1451/00 y Sü-11l6/2001; e) sobre la tesis de la tutela como mecanismo transitorio T­
508/92, T-500/94, C-21S/99. 

485 Corte Constitucional, Superior De La Judicatura, Estadísticas sobre acción de tutela, 
Bogotá, 1999. 

486 Como interesante se encuentra la sentencia de la Corte Constitucional T -171194 a través 
de la cual se reconoce que un ambiente viciado amenaza grave y permanente para todos 
los habitantes de la localidad por la contaminación o de tal modo que 
atacando la causa del daño mediante el restablecimiento de las condiciones ambientales adecuadas 
se contrarresta el veliero y se la manera eficiente la salubridad común, vrolef!iendo en 
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encontrarse vulneración a los derechos fondamentales y por no 

En cuanto al ciudadano, a requisitos 

exigidos su procedencia, la acción de tutela le ha permitido contar con un 

mecanismo cercano además de garantizarle sus derechos fundamentales, n .."tpfYp 

su a un ambiente sano. 

estima que en ciertos grupos poblacionales 488 la idea que la 

acción de es el instrumento idóneo garantizar el derecho a gozar un 

sano en con el derecho a la vida o a la salud. se 

fundamenta porque los ciudadanos sienten que la tutela es un mecanismo ágil e 

informal cuya finalidad es la protección inmediata derecho fundamental invocado. 

es un mecanismo ampliamente conocido los diversos sectores 

sociales, dada la gran difusión que a lo largo su consagración en el texto 

constitucional se le ha dado, transmite en el confianza ser 

invocado y para lograr 

consecuencia el derecho a la vida de personas, que de otra manera, estarían constantemente 
expuestas a acontece con los niños de corta edad-o, cuando menos, a sufrir notorio 
menoscabo de calidad de la misma". En la misma sentencia se la procedencia de la acción de 
tutela "cuando es intentada por varias personas actuando en conjunto, así si una o varias personas 
individualmente consideradas que el mismo motivo- en este caso la perturbación del 
medio ambiente y el nocivo de las misma en la salubridad pública- esta vulnerando o 
amenazando de modo directo sus derechos fundamentales, al en peligro su vida o su 

nYl1C~~f1{' la acción de tutela para la y cierta de los derechos 
fondaméntales, sin que necesariamente el amparo deba condicionarse al ejercicio de acciones 
populares" 

487 Entre ellos se encuentra la aérea con para erradicar cultivos ilícitos, existen dos 
sentencias dictas por la Corte Constitucional la SU-67/ 93 y SU-383103 que hacen notar lo 
conflictivo del tema. La sentencia SU-67/93 declaró la acción de tutela por no 

para la protección de los 
mientras tanto, en la sentencia SC-383/03 se resuelve tutelar el derecho de los 

a la diversidad étnica y cultural, a la y libre desarrollo de la 
ordenando se consulte a las pueblos y tribales de la Amazonia colombiana 

las decisiones sobre el de Erradicación de Cultivos Uícitos que se realicen sobre sus 
territorios. En relación a la suspensión de en todo el territorio colombiano la Corte 
Constitucional señaló que e! instrumento adecuado es la acción popular. 

488 En cuatro municipios del departamento de! Choco se constato que la acción más conocida para 
proteger el ambiente sano es la acción de ésta percepción es compartida por la población en 
los municipios que representa el 60% en 54% en Bahía 61 % en Condoto y 60% en 
Istmina. Ver: Lisneider Hinestroza y Serna 

"Uso de mecanismos constitucionales para la del medio ambiente en cuatro 
municipios del departamento del Choco", en Revista Institucional. Cniversidad Tecnológica del 
Chocó No. 22. Choco. 2005. pp.102-108. 



269 

En cuanto a si las acciones populares y de grupo han asegurado el derecho al 

sano en Colombia, se que 

populares el ambiente sano ha recibido más protección que con anterioridad a 1991 

sólo eran ¡u~¡ua;:, en el no en el constitucional. Sin 

el las 

dicha afirmación no lleva a concluir que sea suficiente para este la 

protección que hasta la fecha se ha el contrario se actuar 

evitar el ambiental. En tal es que la 

mayor parte de la población conozca a fondo, tanto en lo sustancial como en 

procedimental, acciones populares y de grupo para que les sean tan próximas como 

acontece con la acción tutela. 

importante reconocer que a través de las populares se han 

asuntos que vulneran derecho al sano; a 

través de se establecen para la en 

la temática ambiental489
. recurrentes que objeto acciones 

populares son: la contaminación proveniente móviles y 

esta contaminación se agudiza por el inadecuado y tratamiento de que 

provienen de los o;;;;:,¡uuu;:, sólidos, sin desconocer los graves problemas fitosanitarios y 

se derivan de la 

489 ABRAMOVrCH destaca la de las acciones colectivas para la definición de 
publicas, en tal sentido sostiene que son" ... un mecanismo de acceso a la justicia en relación con 
temas vinculados a las de reducción de y desarrollo, son las acciones de amparo 
colectivo ° acciones de que discutir la legalidad de ciertos aspectos de 

sociales o de prestaciones de servicios a partir de estándares constitucionales ° 
internacionales. En estas acciones de._ 

de y de derechos incidir en la orientación de políticas 
::iU\;IlIH:;:S, y fiscalizar empresas de servicios o en ocasiones empresas y grupos privados que 
realizaban económicas con efectos ambientales, e incluso reclamar información y 
demandar mecanismos de en los procesos a la formulación de o al 
otorgamiento de concesiones de actividades económicas nocivas .."Ver Víctor 

" Una al de Derechos y Políticas de 
Desarrollo de América Latina", Centro de Estudios legales y p. 36. Alojado en 
http://idbgroup.orglsds/doc/SOC-Unaaproximacionalenfoque-s.pdf 

http://idbgroup.orglsds/doc/SOC-Unaaproximacionalenfoque-s.pdf
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hospitalarios490. Otro tema recurrente es Ja contaminación por la UI;;OU"-'l"-'m"-' 

prestación servicios de aseo y alcantarillad0491 cuyo se deriva, entre otros 

factores, por el inadecuado manejo y disposición de sólidos 492 que 

agudiza la contaminación de aguas subterráneas la falta de control y 

lixiviados. 

Igualmente, a través de las acciones populares se defendido los 

y las en o en extinción493
, manera los 

humedales han recibido protección por ser zonas y de importancia 

490 Para ahondar en los factores que el deficiente manejo de los residuos sólidos urbanos y las 
consecuencias ambientales de tal fenómeno. Ver Erika Castro comp. Clínica Jurídica de 
Interés Público Ambiental 1, Universidad 'Nacional de Medellin, p. 14. 

491 Varios han sido los casos fallados en torno al vertimiento y manejo de aguas residuales; en la 
mayoría de éstos la comunidad ha reclamado su derecho al ambiente sano, al y 
a la salubridad En un caso sonado a nivel nacional en tomo al vertimiento de aguas 
residuales a un caño de un barrio en Cartagena de Indias, la Sección Primera del de Estado, 
pese a negar la precedencia de la insto para que la administración pública de conformidad 
con sus competencias aseguraran que el Plan Maestro de Acueducto y Alcantarillado de 
de Indias provea la solución definitiva a la problemática que afectaba a la comunidad. Este fallo 
demuestra que el juez de acción a pesar de no reconocer la de la oriento 
a la administración para que tomara las medidas idóneas en la del servicio. 

492 Uno de Jos casos más que ha sido objeto de acción popular es el cierre definitivo del 
botadero de Navarro. Este botadero, utilizado por el municipio de Santiago de CaH viene operando 
desde para su instalación se aprovecho la cabidad que quedó de una excavación realizada por 
la Corporación Autónoma Regional del Valle (CVC) con el fin de construir un jarillón para adecuar 
un distrito de en la zona de y evitar las inundaciones del Rio Cauca. 
Como puede deducirse no existió desde sus inicios un adecuado manejo para su instalación y 
funcionamiento. Solo a través de la acción popular se ha ordenado a Serviambientales y 
técnicas medioambientales S.A localizar y acondicionar un sitio apropiado para la correcta 

y manejo de los residuos sólidos en el de Cali. Este sitio deberá 
contar con todas las autorizaciones, permisos y licencias de carácter ambientaL Conforme lo ordena 
la sentencia de acción popular el nuevo relleno sanitario deberá contar con la de un 
plan de ambiental y toda vez que existes una población que deriva 
paradójicamente fuentes de a través del de basuras y que se verían afectada por el 
sellamiento del basurero. Además la en términos de influir en la orientación de 

ha ordenado a la Corporación Autónoma del Valle del Cauca, como autoridad policiva 
de manejo ambiental se cumpla dentro del plazo señalado por 

para lo cual deberá las atribuciones que la ley 99 de 1993 le la de 
imponer sanciones a la entidad y hacer efectivas las cauciones de 

ambiental, o si es del caso, las acciones constitucionales o que se requiera para 
que se cumpla el plan. Ver Tribunal Administrativo Del Valle Del Sentencia de 9 de 
noviembre de 2001 y De Estado De Colombia, Sentencia 0357/04. En cuanto a las 
directrices en tomo a públicas el de Estado mediante Sentencia AP 02004/07 
ordena al municipio de Manaure que disponga de rubros tendientes a cofinanciar la construcción de 
un relleno sanitario, y además ordena al del Cesar prestar asistencia técnica y elaborar los 
estudios para la construcción del relleno sanitario de Manaure. 
Consejo de Estado De Colombia, Sentencia AP 194/01. 
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hídrica y ecológica494 
• ha sido motivo de el que 

ocasionar la introducción en el territorio nacionalsobre el 

modificados495 
. Otro tema que sido objeto de 

acción popular es el referido a cultivos 

organismos vivos 

y su 

tema conflictivo porque además con 

democrática del gobierno, ha generadopolíticas sociales y la 

disputas con otros por los negativos la aspersión en zonas 

496 sobre este punto, el Tribunal Administrativo 

Cundinamarca falló en primera instancia, el 13 junio de 2003 la acción popular 

para la la fumigación con glifosato en todo el t"'ITltr.,., 

El dando al principio a la 

toxicidad que produce la aspersión con glifosato, decidió acceder a la petición los 

accionantes. 

el Consejo en fallo segunda 111",1:1111.-11:1 19 de 

octubre 2004 concluyó improcedente la acción popular elementos 

probatorios que comprobar con certeza el que 

el glifosato el El contenido de la sentencia entrever las 

de Estado De Colombia, Sentencia AP-083/00, AP-140/0 1, ST-666/02. 
495 La acción popular es cuestionar, desde los derechos colectivos la omisión en que 

incurrió el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial al no a la empresa 
Monsanto Colombia ¡nc, licencia ambiental para la liberación del algodón " El 

manifestaron su por el incontrolado de semillas 
<Ou",!','-"".,v". En este caso el de Estado fallo que, para el caso en estudio, no 

era necesaria la licencia ambiental sino que solo se requería la autorización mediante 
resolución 1035 /2002 expedida por el Gerente General del lCA Colombiano de 
Agricultura), toda vez que para la de la introducción de 50.000 KG de semilla de Bt 
para un cultivo semicomercial, no estaba la ley 74012002 aprobatoria del Protocolo de 

sobre Seguridad de la Biotecnología del Convenio sobre Diversidad Biolól!ica. En el 
de para la 

comercialización de organismos vivos modificados genéticamente, se requiere de la obtención 
de la licencia ambiental y de la conformación de un Comité liderado por el Procurador 

General de la Nación e por el Ministerio de Vivienda y Desarrollo Territorial, 
el Ministerio de Salud y Protección Social y el lCA. 

496 El dilema que. se presenta en tomo a la erradicación de los cultivos ilícitos mediante aspersión con 
glifosato es el impacto que este ocasionar tanto a la comunidad como a los ecosistemas. Las 
mayores se dan ante la de fumigar con productos altamente 
contaminantes en territorios y en parques o zonas declaradas como áreas 
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contradicciones entre los de y instancia, además, 

la posición valorativa el juez las 

consecuencias sociales que puede ocasionar, para la política del la 

suspensión de fumigaciones llevar al del Estado " 

tiempo que se los distintos grupos que financian con producto del 

tráfico drogas ... ". esta decisión, para algunos cuestionable, el gobierno ha 

dado con la 

cualquier de! territorio, bajo observancia y seguimiento del plan manejo 

asoerslOn aerea oe erradlcaClOn oe CUltiVOS !llcnos en 

Contrariamente a lo que acciones populares para la 

protección del derecho al ambiente sano, acciones de no han tenido la 

mIsma el derecho al ambiente sano. posible ello se 

por su finalidad que implica ejercitar la acción sólo cuando el daño se 

ha causado, y de algunos requisitos 

que los para accIOnes entre la que la 

acción se por conducto de un abogado 497, Y la obligación completar un 

número mínimo personas para la de la misma. 

Infortunadamente, durante varios años se pensó que no cumplir con el 

número mínimo de la improcedencia la acción; tal 

tuvo como consecuencia que a la 

acción de grupo en otros los mismos jueces la Igualmente, 

llevó a que cn los estrados judicialcs se ....VU"IUO"'l<ll que el artículo 46 de la ley 472/98 

al disponer que grupo estará integrado al menos por veinte , 1 en 

472 de 1998 artículo 49 de la Acción: "Las acciones de grupo deben ejercerse por 
conduelo de Cuando los miembros del grupo otorguen a varios deberá 

un comité y el juez reconocerá como legal del grupo, a 
represente el mayor número de vÍctimas, o en su al que nombre el comité ". 

497 
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de la además vulnerar el principio de fonna el 

dignidad humana y contrariar los derechos a la igualdad (arel3 el debido 

proceso 29 C.P.) Y el acceso a la administración de justicia c.P.). 

han dado lUgar para que entre los 

cuales se LODOÑO TORO, que la debilidad que la acción 

grupo, en términos comparativos de las acciones populares, se deriva la 

Los 

que su desarrollo en cuanto a la los 

protegidos, y la COAI14COIl~ las que 

integrantes del grupo para la procedencia de la a~~IVll, requisitos que hacen la 

para accionantes498
• 

Precisamente la Constitucional mediante ;)COl!LCOIl'-1 116/08 declaró 

exequible manera condicionada el tercero del artículo de la 472/98 

colectivo, el entendido que: "Para legitimación activa en las acciones 

grupo no se requiere conformar un número veinte personas que instauren la 

sea 

..1tPOT"t' el 

a su nombre pues basta un número en 

demanda criterios que permitan establecer la identificación 

afectado ,,499 

498 Beatriz Londoño Toro,"Evolución y jurisprudencial de las acciones constitucionales en materia 
ambiental", en 15 años de la Constilución Ecológica de Colombia, Universidad Externado de 

2006, p. 480. 
la de que el grupo deba estar al menos por 

entenderse como un obstáculo para la presentación de la demanda, en 
499 Para la Corte 

cuanto no se la concurrencia de todos ellos para tal presentación, toda vez que de 
conformidad con el artículo 48 de la misma, en la acción de grupo, el actor o actúa como 
demandante representa a las demás personas que hayan sido por los hechos lesivos, 
Precisando sí, que con la presentación de la demanda se debe señalar la identidad de los miembros 
del grupo o en todo caso, establecer los criterios que su identificación, tal y 
como lo el numeral 4) del artículo 52 de la 472 de 1998. El juez deberá valorar al 
momenlO de decidir sobre la admisión de la demanda, la de la acción,,, ", En tal 
sentido, para el Alto Tribwlal, si bien la establecida en el inciso tercero del artículo 46 no 
resulta es necesario excluir cualquier 
como requisito para formular la demanda en una acción de grupo su 

que lleve a 

mínimo de veinte (20) personas, ya que basta, como lo ha dicho la Corte que "un 
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demuestran que, pese a vacíos o 

problemas técnicos en la redacción normativa que afectan la la 

acción, la Corte Constitucional y los Tribunales Administrativos a de 

fallos se han encargado de o condicionar el contenido la 472/98 en aras 

de lograr un sentido entre y el texto constitucionaL 

¿Cómo se ha manifestado la eficacia de las acciones populares y las 
acciones de grupo en la protección del derecho al ambiente sano en 
Colombia? 

significa el de del objetivo planteado en la 

norma; es decir, la causalidad existente entre el propósito buscado ésta y su 

resultado diversas razones que impiden el 

cumplimiento del objetivo oerse¡;mido en la norma o su esto sucede, entre 

otros eventos, cuando el objetivo no se percibe o infiere fácilmente, bien sea, porque 

el ámbito no hay en el título o en la de la 

norma, o porque el objetivo se puede inferir que se haga del 

proceso de creación normativa. Igualmente, el ámbito material, puede 

que al cambiar las de tiempo y espacio los objetivos que plantea la norma 

sean de alcanzar. 

En cuanto a la la norma esta emana la capacidad impositiva 

los jurídicos y de las formalidades para su puesta en obra, dicho de otro 

modo, proviene de la eficacia instrumental y la eficacia simbólica. este sentido, 

la instrumental se cuando la norma es 

representada como instrumento dirigido a la acción; ello significa que la norma no 

sólo se por su smo por la capacidad que tiene 

miembro del grupo actúe en su nombre y establezca los criterios para su identificación". Ver: Corte 
Constitucional De Colombia, Sentencia C-116/08. 
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producir un cierto comportamiento en sus destinatarios. este supuesto, la sanción 

y la de obligación que contiene la norma es esencial porque supone, en ella, la 

existencia una capacidad reguladora y del 500 Mientras 

es la nom1a sea conocida,para la eficacia 10 

comprendida y aceptada,501 en otras palabras, el sentido genérico de lo simbólico se 

en la aceptación que se el de vista 

la Corte Constitucional la jurídica es la posibilidad que la 

disposición producir efectos jurídicos. 1'\0 obstante, para el Alto Tribunal este 

concepto no puede confundirse con el de ;;;u\';i:lI.;m :'UI,;IUIU que en 

normas el objetivo y sean cumplidas y aplicadas, y en 

caso oe ser violadas se imponga una sanción al infractor. 503 Compartiendo lo 

planteado Dar LONDOÑO TORO " ... es conveniente asumir el concento 

,,504objetivo de las normas. en últimas se al 

cualquier que se obtenga los produce necesariamente efectos 

jurídicos. 

Varios autores cuestionan tanto la las normas como 

sus garantía; consideran que no han sido realmente interiorizadas ni por el 

ni las 	 si ello no la debacle ambiental; 

500 	 "Una de las condiciones para el de la instrumental del derecho está 
en la representación que los individuos y las autoridades tienen de la obligatoriedad de las 
normas" Ver Mauricio García VilIegas, en La simbólica del derecho, Ediciones Uniandes, 

1993, p. 92. 
501 GARCIA VILLEGAS intenta diferenciar la eficacia instrumental y la eficacia simbólica; "la 

eficacia instrumental el de la conducta a través de la difusión de la idea de 
obligatoriedad o de según el caso, la eficacia simbólica sus objetivos por medio de la 
difusión de una idea de o de autoridad" Ver M. García VilIegas, La eficacia simbólica 
del derecho ... , 93. 

502 

así mismo 
toda sociedad hay personas que las reglas y cooperan en su 

personas que rechazan las las consideran solo desde un 
punto de vista externo como signos de posible Ver Herbert El concepto de flPrprhn 

Buenos 1961, p. 113. 
503 Corte Constitucional de Sentencia C-443/97. 
504 Beatriz Londoño Toro, "Algunas reflexiones sobre la exigibilidad de los derechos colectivos y del 

ambiente", en Perspectivas del derecho ambiental en Universidad del Rosario, 
2006, p, 59. 
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ni tampoco, habría tanta discusión en áreas que van desde el ámbito filosófico-jurídico 

y que demuestran una visión relacional hombre-naturaleza como sería, a modo de 

ejemplo, el rechazo al planteamiento de asignar a los seres humanos deberes hacia los 

seres y objetos no conscientes, así, como tampoco sería normal el argumento que 

considera éticamente aceptable disponer o quitar la vida de un animal por simple 

placer. Así, como tampoco sería normal que se siga vulnerando el derecho al ambiente 

sano, existiendo fuertes garantías constitucionales que en principio son asequibles a la 

población. Estas razones son para REYES SARMIENTO una evidencia clara que las 

normas, y los mecanismos de garantía no están plenamente interiorizados en las 

sociedades y, por tanto, resultan ineficacesso5• 

Otro problema que LONDOÑO TORO advierte, que afecta la eficacia de la 

norma, es la ruptura entre el deber ser de la norma y el contexto real; bajo su 

percepción, parecería como si a través de la norma se quisiera hacer creer que se está 

protegiendo el ambiente cuando en efecto y conforme a los hechos reales, esto no 

sucede plenamente. 

Para comprobar la eficacia normativa GARCIA VILLEGAS propone dos 

áreas de verificación; la primera, es la correspondencia existente entre 

comportamientos prescritos en la norma y los comportamientos efectivos y, en 

segundo término, la correspondencia entre violaciones a las prescripciones y las 

sanciones efectivamente impuestas. La primera área de verificación arroja resultados 

preocupante s, no existe en el colectivo un comportamiento efectivo que sea acorde a 

lo prescrito en la norma. Son evidentes las acciones y omisiones que afectan al 

derecho al ambiente sano; así, continua en forma creciente los altos niveles de 

contaminación (hídrica, atmosférica, auditiva y visual), persiste la incorrecta 

505 Lucila Reyes Sarmiento, "Una reflexión acerca de la eficacia del derecho ambiental", en Revista de 
Temas Ambientales a través del Pensamiento Complejo. Universidad Nacional de Colombia, 
Bogotá, 2000, p.62. 
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506 

disposición final de sólidos, sigue la tala de y la 

de la biodiversidad no el cuidado debido a los 

humedales ni al nacimiento de en últimas, continua la irracionalidad que lleva a 

cometer actos desmedidos que afectan al ambiente sano. 

la de a 

en la jurisdicción penal y civil,a normas ambientales, 

estas siguen siendo laxas; sin embargo, en el caso de las garantías constitucionales al 

al ambiente sano, se una mejor correspondencia con a las 

o ¡'-'lVIl,",;:' impartidas y el cumplimiento de mismas; se constata en 

las acciones en la etapa procesal de la 

después del décimo día, por auto 

sentencia pacto de cumplimiento a la y en la 

a través del Comité para la verificación cumplimíent0 507 
. Más aún 

472 de ¡ 998 Artículo 27 Pacto de dentro de los tres días siguientes 
al vencimiento del término de traslado la citará a las partes y al Ministerio Público a una 
audiencia especial en la cual escuchará las sobre la acción 
nu,rtwYlrJn intervenir también las personas naturales y jurídicas que hayan comentarios 
escritos sobre el proyecto. La intervención del Ministerio Público y de la entidad responsable de 
velar por es derecho o interés colectivo será obligatoria. 
La inasistencia a esta audiencia por parle de los funcionarios competentes, hará que incurran en 
causal de mala conducta, sancionable con destitución del cargo Si antes de la hora señalada para 
la audiencia, de las partes prueba sumaria de una justa causa para no 
comparecer, señalará para la no antes del día siguiente ni 

no tendrá recursos, sin que pueda haber otro aplazamiento. 
audiencia podrá un pacto de cumplimiento a iniciativa del juez en el que se 

determine la forma de de los derechos e intereses colectivos y el restablecimiento de las 
cosas a su estado 
El pacto de cumplimiento así celebrado será revisado por el en un de cinco (5) días, 
contados a partir de su celebración Si observare vicios de ilegalidad en de los contenidos 
del proyecto de pacto, éstos serán corregidos por el con el consentimiento de las partes 
interesadas. La audiencia se considerará fallida en los siguientes eventos; 
a) Cuando no la totalidad de las 
b) Cuando no proyecto de pacto de cumplimiento; 
c) Cuando las partes no consientan en las correcciones que el proponga al proyecto de 

de cumplimiento. 
En estos eventos el ordenará la práctica de sin perjuicio de las acciones que 
nrncedieren contra los funcionarios públicos ausentes en el evento contemplado en el literal af 

aprobación del pacto de cumplimento se surtirá mediante sentencia, cuya parte resolutiva será 
publicada en un diario de amplia circulación nacional a costa de las parles involucradas. 

conservará la para su y designar a una persona natural o 
jurídica como auditor que asegure el cumplimiento de lafórmula de solución del conflicto. 

472 de 1998 artículo 34. Sentencia "Vencido el término para alegar, dispondrá de veinte 
días para sentencia. La sentencia que las del demandante de una 

acción DODular podrá contener una orden de hacer o de no condenar al pago de 
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cuando la orden judicial que ordena respetar o el derecho es 

incumplida, por conforme 10 prevé la ley 472/98 en 

su artículo 41. seguimiento al cumplimiento de se 

en instrumentos procesales que la de las decisiones 

judíciales508
• 

Para concluir, es oportuno entender que la los mecanismos 

protección del derecho al ambiente sano no depende solamente de sus 

ante del los ciudadanos 

de los mecanismos y de la posibilidad de a organismos creados para que 

sean ello implica superar algunos de 

procédir'nental aún en la 472/98 Y aquellos que 

permiten la participación colectiva tanto en la demanda la garantía como en el 

seguimiento la 

cuando se causado daño a un derecho o interés colectivo en de la entidad pública no 
culpable que los tenga a su cargo, y exigir la realización de conductas necesarias para volver las 
cosas al estado anterior a la vulneración del derecho o del interés colectivo, cuando fuere 
jisícamente La orden de hacer o de no hacer de manera la conducta a 
cumplír con el fin de proteger el derecho o el interés colectivo amenazado o vulnerado de 
prevenir que se vuelva a incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito para acceder a las 

del demandante, fijará el monto del incentivo para el actor La 
condena al pago de los perjuicios se hará "in genere" y se liquidará en el incidente previsto en el 
artículo del CP,C; en tanto, se le dará cumplimiento a las órdenes demás condenas, Al 
término del incidente se adicionará la sentencia con la determinación de la rnrrf?,mnndif?ntp 

condena incluyéndose la del incentivo adicional enfavor del actor, 
En caso de daño a los recursos naturales el juez procurará asegurar la restauración del área 
rlrO'rUlnn destinando para ello una parte de la indemnización. 
En la sentencia el señalará un plazo prudencial, de acuerdo con el alcance de sus 
determinaciones, dentro del cual deberá iniciarse el cumplimiento de la providencia y 

riormente culminar su ejecución. 
En dicho término el conservará la competencia para lomar las medidas necesarias para la 

de la sentencia de conformidad con las normas contenidas en el de 
Procedimiento Civí/ y conformar un comité para la verificación del cumplimiento de la 
sentencia en el cual participarán además las partes, la entidad pública de velar 
por el derecho o interés el Ministerio Público y una no gubernamental con 
actividades en el objeto delfallo, 
También comunicará a las entidades o autoridades administrativas para que, en lo que sea de su 

colaboren en orden a obtener el cumplimiento del fallo ", 
508 Gran parte del éxito de la acción popular se deriva de la existencia del Comité de Verificación y 
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3.2.2 Balance general desde el ámbito sustantivo y procedimental 

balance general el ámbito sustantivo y procedimental de 

a...,... lUHI;;;;' populares y grupo diversas Así, consideran positivo 

el éstas han facilitado el común ciudadano a ...... ;;;ua 

directamente ante la jurisdicción para presentar accIOnes protección, 

de a complicados e 1I1al"'aULa rituales 

formalismos que en últimas la realización material y efectiva del 

derecho. embargo, en el caso de grupo como ya se ha dicho 

anteriormente ciertos como es la de el 

a traves Oe abogado, que no sea la 

comunidad. Para LODOÑO lo de acciones es que personas 

puedan a\";\";\::U\::1 a a la administración de justicia para a buen 

término sus para la autora avances en materia 

acciones públicas evidenciamos en nuestro tienen ver con 

de sectores y personas directamente pueden llevar a sus 

reclamos individual (tutela) o colectiva populares) ante los 

jueces. 509 

En contraste con el balance positivo, ciertas tanto las 

como para SIO claro la 

importancia que éstas han tenido para la protección los derechos colectivos. un 

pnmer para MACIAS las populares en materia ambiental han sido 

UtlIlLaua:>, en ciertos '1tear o cuestionamientos 

para lograr protección un medio ambiente adecuado ". Para fundamentar 

esta el autor atribuye esta situación a " ... existencia luchas internas no 

del derecho ambiental en LOlOmma. 
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resueltas entre que representan, un concepción puramente 

e individualista derecho se identifican con una 

idea solidaria y humana de lo jurídico ... 510 este escenario de tensión entre 

grupos poder, se n"pep"t situaciones, primero, el sano se convierte 

de lucha contra el statuo quo o contra las políticas en una especie nuevo 

o modelo desarrollo de los gobiernos actuales; segundo, los requisitos legales y 

populares y de las iil,.;l,.;lum:;:,procedimentales, 

que 

se perciben, por como obstáculos que impiden la protección del 

que el procesal 

garantías es fundamental debido 

La anterior apreciación hace notar el problema valorativo que debe sortear el 

al momento de sooesar la del derecho sustancial sobre el derecho 

en tal evento. para MORA el juez hacer una 


ecuánime que implica no rechazar la demanda por omisiones que no sean de fondo, 


como sería, a modo de el no admitir la por falta 

de los colectivos que se buscan pero tampoco el puede 

permitir el proceso continúe su curso sin el cumplimiento mínimo 

que al demandado su y el al debido 

proceso, requisitos fondo que no pueden pasarse por alto porque se estaría actuando 

I1 todo caso no el 

sobre el sustancial. 

Otra discrepancia se suscita con relación a la legitimación por 

en "",",'HU del 

en las populares, que ésta sea controvertida por los 

510 L. "Acciones populares y medio ambiente ...",2. 

Iván Hurtado ciudadana en la 
 de la 

años de la conslítución 
ambiental 15 años 

de Colombia Universidad 
2006, pp. 216 Y 217. 

511 



281 

del a ...... duUa!aducen, entre otros temas, la falta de 

por no ser habitante del territorio en el que se genera la afectación o no 

los los este punto, el Consejo de 

que no es ll,.;; ... ,.;;;:,ai un interés como tampoco, tener el 

domicilio del lugar donde se ha ocasiona el daño al ambiente sano; ello del 

la a través la se pretendido crear un 

instrumento defensa al pudiera acceder cualquier persona, sin limitación 

alguna, es decir, una legitimación general. En opinión del Alto Tribunal no 

es dable los o a 

en la ley512; porque de lo contrario se estaría impidiendo a la colectividad 

injustificadamente el acceso a la administración un derecho que además 

ostenta el de 

Igualmente en el probatorio se aducen algunos inconvenientes por 

parte de los accionantes como es la dificultad para aportar el acervo probatorio, bien 

porque resulta costoso o porque se carece de o 

técnicos para demostrar la afectación al ambiente sano y comprobar los 

negativos que acarrea para la colectividad. 

""U11\..1"' .... la norma \.;Ul1::'i1j<,l la la al Q,v\.F!VUetl se 

mimo, que al no poder asumir dicha carga razones de orden económico o técnico, 

512 Para las acciones la ley 472 de 1998 consagra en el artículo 12 
las acciones populares: "l. Todas persona natural o jurídica. 2. Las organizacIOnes no 
gubernamentales, las cívicas O de índole similar. 3. Las entidades 

que cumplan de control, intervención o vigilancia, que la amenaza o 
vulneración a los derechos e intereses colectivos no se haya originado en su acción u omisión. 4. El 
Procurador General de la Nación, el del Pueblo y los Personeros distrilales y 
municipales, en lo relacionado a su 5. Los alcaldes y demás servidores públicos que 
por razón de susfimciones deban promover la protección y de esos derechos e intereses. 
El artículo 14 señala las personas contra las cuales se dicha acción "La acción se 

contra el persona natural o jurídica, o la autoridad cuya actuación u 
omisión se considere que amenaza, viola h ha violado el derecho o interés colectivo. En caso de 
existir la vulneración o amenaza y se desconozcan los responsables, corresvonderá al 
determinarlos" 

de Estado de Sección Quinta., Sentencia A1'-25-000-23-26-000-2000-00 112-0 1, 
4 de diciembre de 2003. 

513 
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el juez debe obtener los pn-lpnt"" probatorios pertinentes para proceder a dictar fallo 

mérito; lo cual, el acervo probatorio a la entidad cuyo 

y si ello no es objeto se el debate y con a la 

con cargo al Fondo para la dela de ordenar la de las 

los Derechos e Intereses Colectivos. 

normativas, los accionantes desestiman su a estas 

acción al ser imposible ellos aportar las pruebas. Igualmente, un aspecto crítico 

es la actitud negligente algunos que a las por falta 

de desconociendo el deber les la 

probatoria cuando fuera necesario. 

Existe otra crítica se centra en la juez porque, en nombre de lo 

y del jurídico, se ha en un del derecho en tomo 

al ambiente sano, desvirtuando la razón de ser de la acción popular que es garantizar 

este derecho. este orden se sostiene que el de la acción popular en 

cuando reconocIendo el derecho colectivo al sano, 

ante una clara militancia jurídica que pone en otro valor esencial 

preexistente a las acciones y a los derechos colectivos, como es: el debido 

514 y todo ella Social de 

términos de de sentencias, específicamente en el caso las 

acciones su imperativo 515 
, han servido para determinar e 

influir en la y ejecución políticas Ello obedece a los deberes que 

suele imponerse a la administración, una de mandato que en últimas 

desplegar y dpnt",,,, en el el 

condiciones ambientales de la comunidad sano y 

514 L. Macías, "Acciones populares y medio ambiente ... , 4. 
515 La Sección Tercera del de Estado en 2005 determino que la sentencia tenía carácter 

imperativo y no declarativo. 
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3.2.3 Análisis Estadístico a las accwn populares en materia ambiental 

objetivo este es demostrar cuáles son los derechos ambientales 

el colectivo con más solicita se garantice, a de la popular, 

para cuál es la problemática ambiental que mayor atención, y qué 

continuidad en el tiempo tiene dicha problemática o, el contrarío, se registra algún 

que trascurren años.a 

por el 

la del Pueblo en el 

público de acciones populares y grupo, conforme se prevé en el mandato contenido 

en el artículo 80 la Ley 472/98516 
• Igualmente se recurrido a la 

sobre colectivas de la 

del Rosario con el fin complementar datos consolidados, 

componentes procedencia y llegar a nuevas período analizado 

comprende el año 2004 al semestre del año 2008 debido a que 

estos años se 

se en analizar los datos 

la infnrrn acceso público; estudio es carácter 

nacional. Antes es advertir los se 

en la recolección de ellos es la información 

actualizada en las oficinas seccionales la Defensoría del Pueblo. 

constante se carecen 

del conocimiento para el manejo la información consolidada; más en el peor 

de casos desconocen que existe dicha fuente de información. Otra falencia es que, 

a el de el contenido mismo es 

incompleto, es la totalidad de la información como podría ser, 

472 de 1998 artículo 80 Público de Acciones y de Grupo. "La Defensoría 
del Pueblo un Público centralizado de las Acciones Populares y de las 
Acciones de que se interpongan en el Todo Juez que conozca de estos procesos deberá 
enviar una copia de la demanda del aulo admísorio de la demanda y del definitivo. La 
información contenida en este registro será de carácler público. " 

516 
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entre otros, los elementos esenciales del fallo, el seguimiento al pacto de 

cumplimiento o a la sentencia resolutoria. 

Por último, en la información en línea de Defensoría del Pueblo no existe 

registro sobre las acciones de grupo, por ello, en el presente análisis se prescinde de 

ésta. Las Tablas que se presentan a continuación contienen el recurso ambiental 

general afectado y sus subcomponentes. Para hacer esta identificación, se ha seguido 

la metodología utilizada por el grupo de investigación de acciones colectivas de la 

Universidad del Rosario. La sumatoria de los subcomponentes, por recurso afectado, 

permite calcular la totalidad de acciones populares presentadas en cada recurso 

general. Un primer resultado interesante es que entre los años 2004 al primer semestre 

del 2008 se registran 3.321 acciones populares presentadas. 

Tabla 4. Acciones Populares en Relación con el Derecho al Agua 2004 - 2008 

AÑO 
ITEM 2004 2005 2006 2007 12008 TOTAL 

ACCIONES POPULARES EN RELACION CON EL DERECHO AL AGUA 

Acueducto y Alcantarillado 125 1 2 128 

Acueductos Deficientes 152 6 16 17 7 198 

Acueductos Inexistentes 16 1 1 1 19 

Aeropuertos 4 4 

Agua Potable 86 3 1 1 91 

Agua No Potable 200 16 32 84 46 378 

Agua Subterránea 2 1 1 4 

Aguas Negras 7 7 

Aguas Lluvias 12 2 1 3 18 

Alcantarillado Deficiente 60 22 27 37 23 169 

Alcantarillado Inexistente 22 5 1 1 1 30 

Canales Hídricos 4 3 3 2 12 

Ciénagas 1 1 

Conservación Costera 1 1 

Contaminación de Quebradas 5 5 

Contaminación de Aguas 59 3 4 4 70 

Contaminación Marítima 3 3 
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Continuación 

AÑO 
. 

I 
ITEM TOTAL 

2004 2005 2006 2007 2008 
Descontaminación 4 4 

Embalses 1 1 

Extracción Materiales de Rio 2 2 

Humedales 16 1 2 19 

Inundaciones 13 3 1 17 

Lagunas 3 2 5 

Vertimientos 7 2 8 2 19 

Pozos Sépticos 3 3 6 

Quebradas 15 2 1 1 19 

Rios 6 1 1 8 

TOTAL 826 67 I 106 156 83 1238 
-

Fuente : Elaboración Propia con Datos de la Defensorfa del Pueblo, República de Colombia. 

De las 3.321 acciones populares sobre derecho al ambiente sano, 1.238 se 

refieren al recurso ambiental agua; los subcomponentes más sensibles hacen alusión al 

agua no potable con 378 acciones, seguido de los acueductos deficientes con 198 

acciones y alcantarillado deficiente con 169 acciones populares. Estos resultados 

evidencian el enorme peso que registra el subgrupo agua no potable como elemento 

negativo para la salubridad pública de la comunidad. En este tema las acciones 

populares han servido como medio idóneo para ordenar a las autoridades competentes, 

tanto en los niveles nacional y territorial (Departamentos y Municipios) destinen 

recursos económicos y desplieguen acciones para la construcción de acueductos y 

para mejorar la calidad del agua potable con el fin de evitar o mitigar los daños en la 

vida y en la salud de los habitantes del territorio. 

A través de las acciones se ha logrado ampliar la cobertura en el suministro 

del recurso hídrico, especialmente en sectores de bajos recursos económicos. De 

manera recurrente se manifiesta el malestar y la inconformidad de los habitantes por la 

deficiente calidad del agua que no cumple con los estándares exigidos para el 

consumo humano , así como por el inadecuado sistema de tratamiento de aguas 
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residuales que puede llegar a contaminar las aguas subterránea. En este punto resulta 

problemático la inoperancia de las empresas prestadoras del Servicio que no cumplen 

ni exigen, cuando el servicio se presta por un tercero distinto al Estado, los estándares 

físicoquímicos y microbiológicos admisibles para el consumo del recurso hídrico. 

Igualmente mediante las acciones populares se han sancionado a entidades 

del Estado que sin haber otorgado los permisos o licencias ambientales para la 

construcción de complejos habitacionales permitieron la construcción de conjuntos 

residenciales sin la infraestructura adecuada para la prestación del servicio público 

domiciliario, con el tiempo estas medidas han permitido disminuir los riesgos en los 

que se puede incurrir por la deficiente prestación del servicio. El componente menos 

sensible se refiere a ciénagas y protección costera, este hecho resulta preocupante 

porque precisamente tanto en las ciénagas como en las costas colombianas es en 

donde se concentra gran riqueza ecológica que, infortunadamente es arrasada por los 

grandes emporios hoteleros y de construcción. Como se puede observar en el cuadro 

Infra en relación con el derecho al agua, existe desde el año 2004 al 2008 como 

promedio el 65% de acciones resueltas favorablemente y el 35% de acciones resueltas 

no favorables, en este último evento las acciones no proceden porque en la mayoría 

de los casos el accionante no demuestra el interés legítimo en la causa o porque 

previamente al traslado de la acción al demando éste realiza las acciones 

correspondientes para respetar el derecho que ha sido conculcado. (Ver anexo 7) 
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Gráfico 2. Acciones Populares en Relación con el Derecho al Agua 2004 - 2008 
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Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

Tabla 5. Acciones Populares sobre Protección del Paisaje Urbano 2004 - 2008 

ITEM 
AÑO 

TOTAL
2004 2005 2006 2007 2008 

PROTECCION DEL PAISAJE URBANO 

Avisos 44 1 1 46 
Contaminación Visual 
Publicidad Exterior Visual 
1-­-

TOTAL 

39 8 
344 19 
427 j 28 

1 
48 
49 

1 
68 
69 

103 
104 

49 
582 
677 

Fuente El aboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

La protección al paisaje urbano registra 677 acciones populares; como dato 

interesante la problemática más acentuada tiene que ver con la publicidad exterior, es 

decir, existe una molestia colectiva por la contaminación visual que genera este tipo 

de publicidad y esto se hace evidente durante las campañas electorales para cargos de 

representación nacional y local. Es preciso puntualizar que en los dos ítems de 

contaminación visual y publicidad exterior visual, el componente que los diferencia es 

el referido a la publicidad; son actividades que contienen en la mayoría de los casos 

un fuerte contenido económico que se desarrollan, bien sea para favorecer algún 

producto o servicio en el mercado. (Ver anexo 1) 
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Como se observa durante el año 2005 se registra el mayor porcentaje de 

acciones favorables al alcanzar el 61 % mientras en el año 2007 solo se registra 32%. 

Las acciones que resultaron desfavorables resultan en la mayoría de casos por la falta 

de legitimación del accionante y la no evidencia de un interés legitimo representado. 

Gráfico 3. Acciones PopuJares sobre Protección del Paisaje Urbano 2004 - 2008 
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Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia 

Tabla 6. Acciones populares de Espacio Público 2004 - 2008 

ITEM 

AÑO 

TOTAL2004 2005 2006 2007 2008 

ESPACIO PUBUCO I 
I 

Bahías de Parqueo 3 3 

Bolardos 6 1 1 8 

Calles 34 34 

Cebras y Semáforos 25 5 11 2 2 45 

Cerramiento de Bien de Uso Público 28 9 8 6 4 55 

Cerramiento de Urbanización 6 1 1 8 

Cerramientos 22 3 3 28 

Cesión de Áreas Públicas 2 1 3 

Ciclorutas 6 1 7 

Cruce Peatonal 2 2 

TOTAL 134 17 21 12 ; 9 193 

Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensoria del Pueblo, República de Colombia 
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En el espacio público durante el año 2004 se presentaron en todos los 

subcomponentes acciones populares; el mayor número de acciones para ese período lo 

constituyó el subcomponente calles. En el 2007 y en lo que va del primer semestre del 

2008 declinan las acciones populares para el espacio público. El número más alto del 

total de las acciones populares se registró en el subcomponente relativo al cerramiento 

de bien de uso público con 55 acciones populares, y el segundo lugar fue con 45 

acciones populares para cebras y semáforos. En el año 2008 se registra el menor 

número de acciones populares presentadas. A pesar que el año 2008 solo 9 acciones 

populares fueron presentadas por los accionantes 7 resultaron favorables es decir un 

78%. (Ver anexo 4) 

Gráfico 4. Acciones Populares sobre Espacio Público 2004 - 2008 
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Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

Tabla 7. Acciones Populares por Desechos año 2004 - 2008 

ITEM 

DESECHOS 

Disposición de Escombros 

Parqueaderos 

Parques 

Basuras 

Reciclaje 

AÑo 
TOTAL 

3 

18 

61 

219 

6 

2004 

2 

6 

32 

131 

6 

2005 

1 

3 

15 

2006 

4 

10 

34 

2007 

3 

7 

30 

2008 

5 

9 

9 

Rellenos Sanitarios 

TOTAL 

16 

193 

7 

26 

14 

62 

42 

82 

6 

29 

85 

392 
Fuente Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 
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Las acciones populares por desechos constituyen un número significativo, en 

el cual el subcomponente de basuras supone el mayor número de acciones 

presentadas; uno de los problemas más evidentes es la disposición final de las 

mismas 517 
, adicionalmente, existe el problema del inadecuado manejo de ciertos 

desechos como botellas, latas, llantas, cajas de batería, y todo tipo de recipiente en los 

que se reposa agua y se conserva humedad que, al convertirse en reservaría, puede ser 

foco de insectos y bacterias. En estos eventos, y ante el riesgo planteado para la 

población, se exhorta a las entidades correspondientes, incrementar los planes de 

saneamiento ambiental518 y a las autoridades de policía ejercer mayor vigilancia sobre 

el manejo que hace la ciudadanía de los desechos sólidos. Igualmente, el incremento 

de escombreras clandestinas representa uno de los problemas más sentidos por la 

comunidad porque, además de generar en el colectivo fuertes enfermedades 

respiratorias y agudas dermatitis, ocasiona un gran impacto ambiental. Otro 

subcomponente es el referido al manejo de los rellenos sanitarios que incluye las 

etapas de su construcción, manejo y sellamiento; en cada una de estas etapas se 

reporta impactos al ambiente sano, entre otras causas, por el volumen de tierra 

extraída y la disposición de los residuos519
. 

Como se deduce del cuadro Infra de durante los años 2007 y 2008 se 

presenta el mayor número de acciones populares con relación al componente basuras. 

En el año 2007 se registra un incremento de acciones populares en el ítem de rellenos 

sanitarios, este incremento se justifica porque durante este período en las cuatro 

ciudades más importantes de Colombia (Bogotá, MedeJlín, Cali y Barranquilla) se 

presentaron serios problemas por superar la capacidad de los rellenos sanitarios. (Ver 

Anexo 5) 

517 Tribunal Administrativo de Nariño, Radicación proceso AP 127/04. 

518 Tribunal Administrativo del Atlántico, Radicación del proceso 2000-1667. 

519 Tribunal Administrativo del Quindío, Radicación del proceso 1427-0l. 
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Gráfico 5. Acciones Populares por Desechos 2004 - 2008 
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Fuente Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

Tabla 8. Acciones Populares en Defensa del Aire 2004 - 2008 

AÑo 
ITEM TOTAL 

2004 2005 2006 2007 2008 
._~ 

AIRE 

Contaminación del Aire 58 2 5 6 798 

Contaminación Auditiva 18 6 458 8 5 

Fumigaciones 1 1 1 3 

Plaguicidas 2 2 

17
I TOTAL I 79 9 13 12911 

- - -.­
Fuente Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

Existen 129 acciones populares que se refieren al componente ambiental aire 

y de manera específica por contaminación proveniente de fuentes fijas y móviles. En 

el primero de los casos se evidencia la contaminación atmosférica por emisión de 

desechos industriales. En ciertos sectores del país la manipulación de minerales o de 

los conductores de energía, como sería el caso del carbón que expide gran cantidad de 

polvillo, afecta la flora al impedir el fenómeno de la fotosíntesis esencial para la vida 

de las plantas y peces. Por su parte la quema de madera y de caña de azúcar, además 

de deteriorar el suelo, ocasiona graves afecciones pulmonares a la comunidad y 
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molestia por la pavesa o ceniza suspendida en el aire. En cuanto a las fuentes móviles 

se constata los altos Índices de descargas de sustancias gaseosas por los tubos de 

escape de los automotores. En los casos de contaminación auditiva comprueba los 

altos niveles de ruido provenientes de lugares que concentran espacios de recreación 

como parques de diversión, escenarios deportivos o culturales y zonas en las que los 

altos decibeles superan los mínimos permitidos52o 
• 

Gráfico 6. Acciones Populares en Defensa del Aire 2004 - 2008 
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Fuente Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

En el consolidado del componente aire durante el año 2007 se incrementa el 

número de acciones favorables a 77% y decrecen en el año 2008 a 45%. (Ver anexo 3) 

esta disminución proviene de la falta de legitimación, la imposibilidad de aportar 

elementos probatorios que permitieran determinar con precisión la afectación al 

recurso aire; por último, se presentan fallas de indole procedimental que obstaculizan 

el desarrollo y para el pleno ejercicio de la acción. 

520 Tribunal Administrativo de Tolima, Radicación del proceso 071 fecha de registro 0111 1104. 
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Tabla 9. Acciones Populares sobre Protección al Ordenamiento Territorial y Uso 
del Suelo 2004 - 2008 

AÑO 
ITEM 2004 I 2005 I 2006 ¡2007 12008 TOTAL 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y USO DEL SUELO 

Canteras 1 1 2 

Cementerios 5 4 9 

Centros Comerciales 1 1 

Contaminación de Suelos lO 1 2 2 15 

Erosión 3 2 1 6 12 

Explotación Petrolera 4 4 

Vertimientos Petroleros 3 l 4 

Legalización de Barrios 4 4 

Licencias de Construcción 9 2 1 1 1 14 

Licencias Ambientales 9 9 

Licencias de Urbanismos 3 3 

Mataderos 183 17 32 39 9 280 

Puentes Peatonales 24 12 12 24 16 88 

Necropsias 205 7 5 3 l 221 

Planes de Ordenamiento Territorial 5 1 3 9 6 24 

Ladrilleras 1 1 

Zonas Azules 3 3 

TOTAL 472 41 62 78 41 694 

Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombía. 

El ordenamiento territorial y uso del suelo es uno de los componentes 

ambientales que a través de las acciones populares ha recibido una importante 

protección. Es llamativo que el mayor número de acciones populares tiene que ver con 

el subcomponente mataderos con 280 y necropsias con 221. En el tema de los 

mataderos se presenta una constante y es la queja de la colectividad por el inadecuado 

funcionamiento que ocasiona una vulneración al derecho colectivo del ambiente sano; 

se denuncia carencia de condiciones higiénicas, sanitarias y ambientales necesarias 



294 

y residuos 

sólidos que generan una degradación de los recursos naturales especialmente el 

su el manejo inadecuado de las 

hídrico. se la inacción la entidad de 

funciones para el control y vigilancia del saneamiento ambiental y 

protección los recursos naturales521 
. 

loslas recurrentes son la 

apropiadas y el debido control para el adecuado manejo en la práctica de 

parte de hospitales y clínicas. Otro fundamento recurrente es la queja de los habitantes 

ante la autoridad municipal la ubicación de lOS cementerios muy 

al casco urbano, situación que niveles contaminac ión 

cuando se practican las a en estado descomposición y 

que exista una margue adecuada oara llevar adelante estos 

procedimientos. diversas ocasiones la autoridad administrativa ha 

de disponibilidad para la de o de 

la 

control; en estos casos, el ha desestimado tal argumento diciendo 

no es una razón válida para no las necesarias para evitar la amenaza 

o vulneración al derecho colectiv0522
. 

Con relación a los de territorial y otorgamiento de licencias 

para la son numerosos los 

alrededor uso del ello se debe a las obras de ya diversos 

planes construcción se vienen desarrollando en las grandes ciudades sin los 

la de casos, aún, se trata en 

uso del suelo el accionante el deber que tiene el Estado de rntpO"pr la 

S2l Tribunal Administrativo de Radicación procesos 00-273/04 y 00-274104. 
de Estado, Radicación del proceso 20000512 de 1 de noviembre de 2004; radicación 2001­

0280 de 1 de noviembre de 2004. 
522 
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integridad del espacio público y su destinación al uso común, el cual debe prevalecer 

sobre el interés particular. 

Gráfico 7. Acciones Populares sobre Protección al Ordenamiento Territorial y 
Uso del Suelo 2004 - 2008 
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Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensorí a del Pueblo, República de Colombia. 

Durante los años 2005 al 2008 se presenta un número representativo de 

acciones populares favorables para el ordenamiento territorial, se registra un promedio 

constante entre el 51 % Y 65% un índice importante que refleja la viabilidad de esta 

garantía constitucional para preservar el espacio destinado a actividades específicas 

como centro comerciales, parqueaderos o zonas azules, explotación petrolera , entre 

otros. Igualmente se registra un promedio de acciones populares desfavorables que 

representan entre el 36% y 42%. (Ver anexo 6) 

Tabla 10. Acciones Populares en Defensa de la Biodiversidad y Recursos 

Forestales 2004 - 2008 


AÑO 
ITEM TOTAL 

2004 2005 20072006 2008 

.BIOD/VERSIDAD y RECURSOS FORESTALES 

Árboles 11 3 6 3 5 28I 
Deforestación 5 1 6 


Recuperación Recursos Naturales 
 2 18 11 

ITOTAL 24 456 6 4 5 

Fuente Elaboración Prop ia con Datos de la Defe nsoría del Pueblo. Repúbl ica de Colombia. 



296 

IInfortunadamente en el tema de biodiversidad y recursos forestales las 

acciones populares no registran un número alto, sólo en el subcomponente de árboles 

existen 45 acciones, de las cuales la tala indiscriminada de árboles representa la mayor 

preocupación. 

En el ítem referido a la deforestación sólo existen 6 acciones populares; en 

este punto se nota un fuerte descenso a partir del año 2006 al 2007, igual situación 

acontece con la recuperación de los recursos naturales, aunque registra 11 acciones 

populares, a partir del año 2006 no existe ninguna acción popular registrada. 

En cuanto al consolidado se muestra que en el 2007 las cuatro accIOnes 

presentadas fueron improcedentes al no demostrarse el interés legítimo del 

peticionario. 

Gráfico 8. Acciones Populares sobre Biodiversidad y Recursos Forestales 2004 ­
2008 
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Fuente: Elaboración Prop ia con Datos de la Defensoría del Pueblo, Repúbl ica de Colombia. 

Para finalizar es evidente que el objeto de las acciones populares referidas al 

derecho al ambiente sano versan sobre distintas problemáticas dentro de las cuales la 

más sensible se refiere al recurso hídrico que representa el 36%, el ordenamiento 

territorial y uso del suelo el 21 %, la protección del paisaje urbano constituye el 20%, 

el espacio público el 6%, los desechos el 12%., conforme se aprecia en la gráfica 3.6 
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Los componentes que representan un porcentaje inferior en el número de 

acciones populares son la biodiversidad con 1 %., la defensa del aire con 4%, y el 

espacio público con 6%. (Ver anexo 2) 

La información aquí analizada lleva a concluir que existe en Colombia una 

garantía constitucional para el derecho al ambiente sano que reconoce, por la variedad 

temática antes expuesta, el concepto amplio de ambiente sano no limitándolo sólo a la 

protección de los elementos tradicionales naturales como el recurso hídrico o 

atmosférico; sino que además, reconoce como tal otros recursos que hasta hace poco 

no hacían parte del ambiente como es el espacio público, entre otros. 

Gráfico 9. Acciones Populares 2004 - 2008. Estadísticas Generales 
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Fuente: Elaboración Propia con Datos de la Defensoría del Pueblo, República de Colombia. 

3.3 	 ¿QUÉ MECANISMO EFICAZ PARA LA PROTECCIÓN DEL 
AMBIENTE SANO SE DEBE IMPLEMENTAR EN COLOMBIA? 

La Constitución Política de Colombia ha sido calificada como progresista en 

materia de derechos sociales y derechos colectivos; sin embargo, este avance en 

términos de reconocimiento de derechos, contrasta con la realidad social de Colombia, 

colmada de injusticias y de marcadas necesidades. Este escenario contradictorio hace 

que, en ocasiones, la judiciabilidad de los derechos sociales y colectivos sea compleja, 
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en cuanto a su realización. No obstante, el hecho de reconocer el carácter normativo 

de la Constitución y entender que las normas contenidas en ella no son simplemente 

de carácter programático, implica tomar partido a favor de la judicialización de los 

derechos colectivos, especialmente del derecho al ambiente sano. ¿Pero qué clase de 

protección resulta ser efectiva o adecuada para garantizar el derecho al ambiente sano? 

Absolver tal interrogante plantea la conveniencia de recurrir a la tesis planteada por 

UPRIMY quien al problematizar sobre la judicialización de los derechos propone 

algunos elementos que se pueden adecuar para construir una dogmática en materia del 

derecho al ambiente que oriente su protección efectiva. 

El primer elemento está encaminado a reconocer la realidad social colmada 

de carencias, ello implica que, bajo este escenario, la aceptación del ambiente como 

norma constitucional exija necesariamente la redistribución de recursos para afrontar, 

en primera instancia, la pobreza como generadora de afección ambiental; ello exigirá, 

a su vez, de una fuerte inversión social para la implementación de programas de 

sensibilización en los cuales el eje central sea la protección al ambiente sano. Este 

factor es importante porque además de concientizar al ciudadano sobre la necesidad de 

proteger los recursos, le brinda los instrumentos idóneos para conocer de primera 

mano el mecanismo constitucional correcto y, así, hacer valer su derecho y el de la 

comunidad. 

En diferentes ocasiones se ha discutido que la realización del derecho y el de 

su garantía depende de la disponibilidad económica; una disculpa sin fundamento que 

desconoce el contenido que le da la constitución a la protección de la vida digna como 

fuente de obligaciones en el Estado Social de Derecho. Bajo dichos supuestos, tanto 

los jueces como los accionantes deben asumir cierta cuota de responsabilidad para 

hacer posible el mejor mecanismo de protección ambiental. Esta afirmación lleva a 
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concluir que, a pesar de la evidencia de las debilidades que tienen las acciones 

populares, se ha demostrado que éste mecanismo es el que más ha servido para 

proteger el derecho al ambiente sano en todos sus componentes, y pese a las críticas 

que ponen en evidencia las debilidades de la garantía, ello no supone que deba negarse 

su existencia expidiendo una ley nueva que regule otro mecanismo de protección que 

podría ser ineficaz. 

En tal sentido , se comparte la opinión de LONDOÑO TORO cuando expone 

que para superar las debilidades de la acción popular sólo se requiere un cambio en la 

mentalidad de los operadores jurídicos, en el Ministerio Público y en los actores que 

impulsan el proceso para que asuman con ahínco su papel y responsabilidad dentro del 

mismo. Se evidencia que es la misma falta de conocimiento del contenido normativo 

lo que origina la ineficacia de la norma, sumado a ello, la falta de cambio de actitud 

del individuo con el entorno, porque si no existe un cambio real de respeto y 

amabilidad con el medio que nos rodea, difícilmente la mejor garantía constitucional 

que se implemente tendrá resultados positivos . 

Por último, cuando la Corte Constitucional fundamenta la cláusula de 

inmunidad de los derechos fundamentales , que consiste en reconocer su calidad de 

derechos subjetivos, consagrados en la Constitución para amparar la dignidad de las 

personas, y cuando el juez mediante la acción de tutela protege los derechos sociales o 

colectivos, está cumpliendo con un contenido constitucional, porque de no actuar así, 

la desprotección ocasionaría una afectación a la vida digna. Es por esta razón que no 

se puede estigmatizar el ejercicio de las acciones de tutela para proteger el ambiente 

sana. Basta que la vida digna sea vulnerada para que proceda la acción sin duda o 

dilación alguna. En conclusión tanto la tutela, en los casos debidos, como las acciones 
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populares son mecanismos idóneos para proteger el ambiente sano, se resalta en caso 

la cohabitación de derechos. 
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CONCLUSIONES 

La misma condición humana, cambiante e imprevisible con el entorno hace 

que las conclusiones que aquí se exponen no sean acabadas sino que, por el contrario, 

se conviertan en reflexiones que oriente el ejercicio de investigaciones futuras. 

a. En cuanto a la metodología de estudio. 

Abordar el derecho al ambiente sano desde el ámbito constitucional es una 

tarea compleja por la dificultad que tiene su significación y delimitación de su 

contenido. Para el estudio de este derecho se debe recurrir a una metodología 

interdisciplinar que involucré la comprensión de los sistemas sociales y naturales, una 

mirada de conjunto necesaria para entender su complejidad. En otras palabras, no 

conocer ni problematizar sobre los principios básicos del ordenamiento jurídico-social 

y natural de manera integral, trae como resultado la ineficacia de la norma que 

consagra, como derecho concreto o diferenciado, el ambiente sano y su garantía 

constitucional. 

b. Reconocimiento, significación y categorización del ambiente sano 

El reconocimiento, significación y categorización del ambiente sano como 

derecho, conforme a las bases teóricas tradicionales que sustentan los derechos 

humanos ocasiona numerosas discordancias; en cuanto al reconocimiento supone, 

dadas las especificidades que le son propias, su falta de adecuación o correspondencia 

con la tradicional categorización de derechos. Por tanto, no es dable, en términos 

ontológicos, insistir en la división y encasillamiento que se hace de los derechos 

humanos y de sus garantías. Es preciso ahondar en una teoría crítica de los derechos 

humanos que se fundamente en la interdependencia de los mismos, en la solidaridad 
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intergeneracional y en los límites que devienen del imperativo ambiental. El asumir 

los derechos humanos en su integridad e interdependencia, implica dar el mismo valor 

y trato a cada uno de los derechos; de tal manera que se tome como plantea Dworkin 

"los derechos en serio" en la formulación y protección efectiva de los derechos 

colectivos, y de manera especial del ambiente sano. 

c. Fundamentación constitucional del derecho al ambiente sano 

La fundamentación del derecho al ambiente sano, pese a su 

intemacionalización, debe partir, en atención a los contextos sociales, culturales, 

políticos, económicos y ambientales propios y concretos; cada sociedad tiene sus 

propias realidades, necesidades y anhelos, por ello, cualquier intención de 

universalizar en fonna homogenizante el derecho al ambiente sano, conlleva a 

desconocer las particularidades que, en términos de tiempo y espacio, este tiene en 

cada sociedad. La fundamentación del derecho al ambiente sano no tiene el mismo en 

los países desarrollados que en los países en vías de desarrollo, toda vez que las 

necesidades y la concepción que se tiene del ambiente es diferente, aunado a ellos las 

marcadas asimetrías en los niveles de desarrollo existentes entre los Estados que hace, 

a su vez, que hasta el mismo concepto de desarrollos sostenible sea diverso. Para los 

países desarrollados, el desarrollo sostenible tendrá como contenido la conservación y 

la calidad de vida; en tanto que, para los países en vías de desarrollo, el contenido 

estará dado por el derecho al desarrollo, a la supervivencia y a la satisfacción de las 

necesidades básicas. Así, dependiendo las distintas necesidades básicas vitales, se 

priorizarán las obligaciones determinadas que darán forma al contenido del derecho al 

ambiente sano. Pese a las particularidades que son propias de cada contexto y sistema 

jurídico debe asumirse una constante mínima en todos los ordenamientos, que consiste 

en incorporar en la fundamentación del derecho al ambiente sano, valores solidarios y 
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un nuevo intergeneracional, con el fin superar que, 

como el liberalismo o la redistribución, sólo sirven de excusa para no asumir "los 

derechos en 

Nueva fundamentación constitucional ambiente 

nuevo concepto de justicia intergeneracional implica el reconocimiento de 

otros la urgencia gozar un ambiente sano 

asegure su existencia y bienestar. Por no se debe desconocer las 

reiv indicaciones los individuos y del colectivo, a de las 

problemáticas que del continuo devenir, estas reivindicaciones 

traducirse en verdaderos derechos y garantías aplícables; no es dable su 

desconocimiento bajo el argumento de no haber adoptados en las de 

Se ha visto el derecho al ambiente sano se adopta en algunas 

Constituciones como derechos individuales y colectivos y, por lo tanto, su defensa 

debe contemplar mecanismos que le tanto al colectivo como al 

individuo recurrir a Justicia para su protección ningún tipo de 

restricción. Por tanto, todas limitaciones en torno a la titularidad yal 

derechos y sus garantías vulneran la esencia de la dignidad humana y ocasiona, 

sin dudar, la involución de los 

e. Un nuevo concepto de Estado ambiental 

Es avanzar en la una forma Estado que 

los tradicionales conceptos de Derecho y de Estado Social Derecho por 

un estado Ambiental en el que el al ambiente sano, 

como, los nuevos valores fundados en la solidaridad, responsabilidad y justicia 

intergeneracional. nuevo Estado Ambiental de Derecho cuente con de 
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estatutos legales en los que, de manera clara, se tipifiquen los deberes, derechos, 

limites, responsabilidades y sanciones que tienen los seres humanos con respecto a su 

entorno. Es posible que uno de los primeros avances en la construcción del Estado 

Ambiental sea precisamente la Constitucionalización del ambiente sano como derecho 

y el sistema de garantía para su protección efectiva. Otro avance importante es el 

reconocimiento constitucional a los diversos elementos que componen el ambiente 

como, podría ser, la diversidad cultural y natural que tiene el Estado. 

f. Los nuevos derechos. 

Para abordar el estudio de los nuevos derechos, y con ellos el ambiente sano, 

conviene problematizar, desde una visión histórica-crítica, el trasfondo de la evolución 

de los derechos para identificar si dicha evolución representa implícitamente los 

intereses políticos de una clase que logra establecer una estructura política y 

económica para su propio beneficio; supuesto que desconoce el valor esencial que 

subyace en los nuevos derechos colectivos como son el principio de solidaridad y la 

fortaleza de la participación democrática. Es importante aunar esfuerzos para que 

efectivamente el derecho al ambiente sano reformule las relaciones entre el ser 

humano y la naturaleza, 10 que implicaría, para el sistema jurídico-normativo, 

modificar algunas nociones clásicas del derecho por nuevos conceptos jurídicos como 

podría ser, en un primer orden, la subjetivización de la naturaleza o extender algunos 

derechos correlativos a nuestras obligaciones morales en donde el hombre la especie 

que representante a los seres que no tienen voz para hacerse escuchar. 

El hombre como ser racional, debe comprender que todo daño que cause a 

estos elementos bióticos va a influir negativamente en la misma cadena de vida de la 

que él hace parte. Esta nueva conciencia o cambio de paradigma implica toda una 
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reelaboración conceptual de principIOs éticos y morales cuyo eje central es la 

interrelación del hombre con otras especies y la responsabilidad que le asiste cuando 

por sus acciones u omisiones ocasiona daños a los demás seres vivos alterando la 

misma cadena de vida; este cambio de paradigma requiere de la transformación de los 

modelos o sistemas educativos que deberán tener como fundamento las propias 

realidades nacionales pero sin perder de vista el contexto global, es decir, la 

"glocalización " de los derechos y sus garantías. 

g. La nueva mentalidad 

Existe un hecho cierto y es la destrucción a pasos agigantados del entorno 

vital del ser vivo; un entorno que, permite el ejercicio de los derechos más esenciales 

como la vida, la libertad, y la dignidad humana, y sin el cual las generaciones de 

derechos dejaran de tener vigencia. Ante esta situación y recurriendo a la posibilidad 

que plantea la Declaración de Estocolmo de dejar abierta la opción de consagrar, 

conforme se establezca en las legislaciones nacionales, la posibilidad que tiene toda 

persona de tener derecho al ambiente de manera individual (subjetiva) o 

colectivamente (grupal) y de hacer efectiva la garantía cuando el ambiente haya sido 

objeto de deterioro o daño, es posible que el ambiente sea reconocido como derecho 

fundamental y como derecho colectivo, en consideración a la clasificación que el 

mismo Estado otorgue a este derecho. En tal sentido, se demuestra que si existe por 

parte del Estado y de los sujetos, la verdadera intención de consagrar y proteger el 

derecho al ambiente sano en el texto constitucional, no debe existir ningún tipo de 

consideración teórica que sirva de argumento para justificar la no inclusión del 

ambiente sano como derecho fundamental o la dificultad de garantizar el derecho por 

haberse consagrado como colectivo. 
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h. Derecho al ambiente sano y su reconocimiento 

El derecho del hombre al ambiente sano debe ser reconocido a nivel nacional e 

internacional de una manera explícita y clara y los Estados tienen el deber de 

garantizarlo. El contenido del derecho al ambiente sano debe comportar el derecho a 

una información adecuada para los operadores jurídicos, así como el acceso a la 

participación del sujeto y el colectivo en las decisiones que puedan tener un impacto 

ambiental. Debe reconocer a los particulares de manera individual o por vía asociativa 

un derecho de recurso ante las instancias administrativas y judiciales. Debe existir una 

instancia de jurisdicción internacional que permita tanto a los particulares como a los 

Estados, accionar en defensa del derecho al ambiente sano. Pueden coexistir dos 

mecanismos de protección al ambiente que se pueden acceder desde el ámbito 

particular como mecanismo de protección individual y desde el ámbito colectivo, sin 

que sean excluyentes uno del otro. 

l. Importancia de constitucionalizar el ambiente sano 

La consagración constitucional del derecho al ambiente sano hace que las 

normas que lo desarrollan adquiera, una efectividad que normalmente no poseen. Por 

tanto, el derecho a disfrutar de un ambiente sano tiene un contenido protegible que 

impone a los órganos competentes tener como fundamento el mandato constitucional 

de protección al ambiente, e impone a los poderes públicos el deber de velar por su 

efectivo ejercicio. Así, al fijarse en la constitución los parámetros de protección al 

ambiente los jueces tienen el deber de hacer respetar el contenido esencial de este 

derecho conforme al principio de supremacía constitucional, así mismo, los poderes 

públicos deben fijar y ejecutar políticas públicas en cumplimiento del mandato 

constitucional; igualmente los parámetros de protección ambiental deben orientar el 
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modelo de desarrollo que adopta el Estado y, en consecuencia, las prioridades para la 

inversión y el gasto público que éste señala. 

j. Cómo ha sido abordado el ambiente sano en los textos constitucionales 

Existen rasgos diferenciales en el tratamiento que, en el ámbito 

constitucional se le da al derecho al ambiente sano. El primer parámetro explicativo es 

la diversidad de métodos de recepción que tiene éste derecho. Por un lado, se le asigna 

un carácter de derecho subjetivo o colectivo, cuyo titular no solamente es el ciudadano 

individualmente considerado sino también la colectividad, o se le atribuye 

simultáneamente el carácter fundamental y colectivo, lo que conlleva, a su vez, a 

señalar diferentes fonnas de legitimidad procesal para la protección jurisdiccional. 

Además, existe un reconocimiento reforzado en sus dos dimensiones: como derecho y 

como obligación cuyos destinatarios son, a la vez, el Estado y las personas en general 

o los ciudadanos, en forma más puntual. Puede inferirse una manifestación dual con 

relación a la titularidad activa y pasiva, por cuanto, en la mayoría de ocasiones el 

sujeto titular del derecho resulta igualmente destinatario de unas obligaciones que 

suponen, entre otras, el deber de respetar el ambiente. 

Otra tendencia consiste en introducir una específica disciplina ambiental en la 

Constitución; es decir, existe una descripción minuciosa y expresa de los numerosos 

elementos que conforman el llamado derecho al ambiente. En las Constituciones de 

América Latina existe una constante y es la conformación de todo un orden "cultural ­

ambiental" que se traduce en la ampliación del bien jurídico protegido a otros 

intereses de orden económico, social y cultural. Un ejemplo significativo de ello es 

que la misma conservación de la naturaleza se basa en razonamientos de carácter 

históricos-culturales, esta asociación o vinculo directo el ambiente sano y otros 

derechos es una relación de carácter esencial porque las transfonnaciones de la 
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naturaleza y de los ecosistemas son el resultado de múltiples formas históricas de 

producción y de apropiación de los recursos. Es posible que la misma evolución del 

derecho constitucional al ambiente y la sensibilización que se tenga, permita, en el 

devenir, asimilar sin dificultades el carácter omnicompresivo de su noción conceptual. 

k. El ambiente sano en el contexto constitucional colombiano 

Existe una tendencia de concebir el ambiente sano en un sentido amplio y de 

manera totalmente detallada, esta característica deviene de todo un proceso histórico 

que plantea la necesidad de salvaguardar el ambiente sano. Así, se plantea que en la 

interacción hombre-naturaleza interviene no solo los componentes bióticos y abióticos 

del ecosistema, también intervienen los componentes sociales, políticos, económicos y 

por supuesto los culturales, que conforman lo que hoy se denomina "Dimensión 

Ambiental". Pese a este argumento, es necesario no incurrir en el error de considerar 

en un "todo" elementos que hacen parte directamente del ambiente, con otros 

mecanismos reconocidos constitucionalmente cuya función es complementaria; pero 

también resultaría problemático recurrir a una estricta delimitación teórica de los 

elementos que hacen parte del ambiente sano porque sería un obstáculo para la 

inclusión de nuevos elementos materiales que van surgiendo a través del tiempo y que 

se involucran a dicha noción. 

El texto constitucional colombiano brinda un tratamiento integral al ambiente 

sano que consiste en consagrar en un artículo específico éste derecho y la inclusión de 

la dimensión ambiental en diversos apartados de la carta constitucional. Existe todo un 

fundamento teórico constitucional que respalda el concepto de ambiente desde un 

sentido amplio o globalizador que deviene del artículo 8 de la Carta Constitucional 

Colombiana que consagra la obligación que tiene el Estado de proteger las riquezas 

culturales y naturales de la nación, y del artículo 79 cuyo contenido refleja la 
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consagración amplia de ambiente sano, al señalar que el Estado tiene el deber de 

proteger la diversidad e integridad del ambiente, sin entrar a determinar algún 

componente específico. 

En cuanto a la mal llamada clasificación, el derecho al ambiente sano es 

reconocido en el texto constitucional como derecho colectivo, sin embargo ello no es 

camisa de fuerza para que, independiente de los intereses económicos y políticos en 

juego, se pueda plantear desde la dogmática jurídica, que al ser el ambiente sano vital 

para la vida del individuo, y para la sociedad, e indispensable para alcanzar una vida 

humana en dignidad, no supone ninguna imposibilidad de elevarlo a rango de derecho 

fundamental. La primera razón que da origen a este planteamiento, estriba en el 

análisis teórico con que algunos han caracterizado los derechos fundamentales, al 

concebirlos como estrategias dirigidas a proteger los intereses y necesidades que se 

consideran vitales para la supervivencia de una sociedad; por eso, si la misma 

sociedad entiende el carácter vital que deviene del ambiente sano para la existencia de 

los seres, no habrá ningún argumento que pueda negar su carácter fundamental. 

En todo caso, para la consagración del ambiente sano como derecho 

fundamental es imprescindible para su concreción la articulación de un discurso 

crítico, político y jurídico democrático que sea capaz de deslegitimar aquellas formas 

de poder que obstaculizan la posibilidad que tienen las generaciones presentes y 

futuras de mejorar su calidad de vida y lograr el goce de su libertad. 

Cabria plantear, si resulta provechoso para el ambiente sano, mantener su 

reconocimiento como derecho colectivo y aprovechar la protección que deviene de la 

teoría de la conexidad entre derechos que ha desarrollado la Corte Constitucional para 

la protección al ambiente sano. Así, se cree que puede ser positiva esta doble opción, 

porque se legitima tanto al individuo como al colectivo hacer valer este derecho. En 
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todo caso, resulta esencial el papel de los jueces constitucionales para dar cabida a 

esta protección extraordinaria e ir consolidando una fuerte doctrina constitucional que 

sirva para permitir la viabilidad de esta doble garantía. 

1. La garantía constitucional del derecho al ambiente sano 

Los derechos no pueden existir sin sus propias garantías. Por tanto, si el 

ambiente sano ha sido promulgado como derecho en el texto constitucional pero no 

cuenta con verdaderas y sólidas garantías, pierde su valor. En consecuencia, el 

constituyente de 1991 consagró en el artículo 88 del texto constitucional las acciones 

populares y las acciones de grupo para garantizar el derecho al ambiente sano. La ley 

472 de 1998 desarrolla el contenido del artículo 88 para garantizar la defensa y 

protección de los derechos e intereses colectivos, e igualmente para la indemnización 

de los daños causados a un número plural de personas. Así, las acciones populares y 

de grupo se erigen en instrumentos jurídicos modernos y democráticos que sirven para 

optimizar los medios de defensa con los que cuenta el colectivo frente a los poderes y 

grupos económicamente más fuertes. Pese a que cada acción cuenta con ciertas 

particularidades existen ciertos elementos coincidentes en lo referente a la jurisdicción 

y competencia. Las diferencias existentes entre las acciones de populares y las 

acciones de grupo permiten deducir cierta complementariedad que puede brindar 

mejores posibilidades al colectivo para recurrir a la jurisdicción contenciosa o civil, 

dependiendo la calidad de los accionantes y demandados, y la finalidad que estos 

persigan con el fin de hacer valer el derecho al ambiente sano o, cuando sea del caso, 

resarcir los daños ocasionados, sin renunciar a las acciones individuales 

indemnizatorias. 

La demora que tuvo el legislativo para expedir la ley reglamentaria 472 de 

1998, obligó a los jueces constitucionales a buscar la salida jurídica, a través de la 
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interpretación jurisprudencial en tomo a los principios y valores constitucionales, para 

utilizar la acción de tutela como mecanismo jurídico viable para proteger el derecho al 

ambiente sano a través de la tesis de la "conexidad de derechos" que permitió 

garantizar los derechos colectivos en directa relación con los derechos fundamentales. 

El mecanismo de la tutela preventiva en defensa del derecho al ambiente sano logro 

resultados positivos porque permitió a los accionantes recurrir a una acción sin 

mayores requisitos procedimentales, haciendo que esta garantía fuera asequible para 

los individuos. 

El ejercicio de las acciones populares ha permitido que el ambiente sano sea 

protegido con más fuerza que la recibida con anterioridad a 1991 cuando sólo era 

reconocida en el ámbito legal más no constitucional. Por el contrario, las acciones de 

grupo no han tenido la misma fuerza para proteger el ambiente sano, ello se debe, 

principalmente, a su finalidad indemnizatoria, que implica ejercitar la acción sólo 

cuando el daño se ha causado y también por la existencia de requisitos procesales más 

rigurosos. La eficacia de los mecanismos de protección al ambiente sano no depende 

solamente de sus institucionalización, depende, ante todo, del conocimiento que los 

ciudadanos tengan de los mecanismos y de la posibilidad de acceder a los organismos 

creados para que los procedimientos sean ágiles; ello implica superar algunos 

obstáculos de tipo procedimental que aún persiste en la ley 472 de 1998 y resaltar 

aquellos instrumentos que permiten la participación colectiva tanto en la demanda de 

la garantía como en el seguimiento del cumplimiento de la sentencia. En el caso de las 

acciones populares se puede platear un grado de eficacia que se deriva de una mejor 

correspondencia con relación a las órdenes o sanciones impartidas y el cumplimiento 

de las mismas. 
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Del análisis realizado de las acciones populares registradas en la base de datos 

de la Defensoría del Pueblo, lleva a concluir que la acción popular es la garantía 

constitucional más recurrida para la protección derecho al ambiente sano (Ver tabla 

estadística Acciones Populares 2004- 2008, p. 290) de su ejercicio se evidencia la 

variedad temática que contiene el ambiente sano no limitando la protección solo a los 

elementos tradicionales del ambiente como el recurso hídrico o atmosférico; sino que 

además, garantiza otros elemento como el espacio público, el paisaje, el ordenamiento 

territorial, entre otros. (Ver Gráficos pp. 281 Y 286) 

La Ley 472 de 1998 reglamenta las técnicas procesales para lograr la 

protección del ambiente sano como la legitimación por activa, el comité de 

verificación y seguimiento, las medidas cautelares, audiencia especial de pacto de 

cumplimiento; es claro que el efectivo cumplimiento de estas técnicas procesales 

aseguran el ejercicio de las acciones populares, no obstante, también debe entenderse 

que solo los derechos constitucionales pueden ser efectivos si se garantiza un real 

acceso a la administración de justicia, por ello, es necesario en lo atinente a técnicas 

procesales hacer valer el carácter de regla abierta que estas pueden llegar a tener. Por 

tanto, el operador jurídico debe sopesar que cuando las técnicas procesales se 

convierten en limitante u obstáculo para acceder a la protección del derecho se impide 

el acceso a la justicia, contrariándose así la finalidad y garantía de la acción popular 

que busca la protección efectiva del derecho. 

A pesar de la evidencia de las debilidades (rigurosidad procesal y complejidad 

probatoria) que tienen las acciones populares, se ha demostrado que éste mecanismo 

es el que más ha servido para proteger el ambiente sano en todos sus componentes, y 

pese a las críticas presentadas que ponen en evidencia las debilidades de la garantía, 

no implica que deba negarse su existencia expidiendo una ley nueva que regule otro 
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mecanismo de protección. Se trata precisamente de superar las debilidades de la 

acción popular, para lo cual, es indispensable un cambio en la mentalidad de los 

operadores jurídicos, en el Ministerio Público yen los actores que impulsan el proceso 

para que asuman con ahínco su papel y responsabilidad dentro del mismo. Se 

evidencia que uno de los problemas que puede afectar la eficacia de las acciones 

populares y de grupo es la falta de conocimiento de la sociedad civil en cuanto a su 

contenido. 

Es fundamental entonces para la defensa del derecho al ambiente sano un 

cambio de actitud del individuo y la sociedad hacia el entorno. Sin embargo, es 

necesario reconocer que aspectos como la oportuna disponibilidad de información 

para la toma de decisiones, el entendimiento de la norma, la eficacia de las garantías, 

el compromiso de los diversos actores, la voluntad política, la acertada coordinación 

de políticas públicas y la disponibilidad de recursos son condiciones esenciales para el 

efectivo cumplimiento y disfrute de un ambiente sano. 

Por último es necesario afirmar que las acciones populares resultan ser el 

instrumento apropiado para que el Estado colombiano cumpla con el deber que el 

sistema interamericano de derechos humanos ha establecido como es consagrar e 

implementar de manera efectiva los recursos tendientes a tutelar los derechos 

humanos de las personas, así como garantizar su implementación a través de los 

sistemas de justicia, logrando el acceso a la justicia acceder a la justicia, protección y 

garantía del debido proceso en causas que se caracterizan por su contenido público y 

la protección de los derechos humanos . 
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Anexol. Consolidado Acciones Populares sobre Protección del Paisaje Urbano 
2004 - 2008 

ITEM AÑO F.HLO FINAL ti JU DIC tCIONES PORCENTAJE. I 
'I>eafiMnab1e 14 
FawrwbIe 11 

44 96%20114 
ISia hfoma..:i6:a 19 
'I>esBtimDto o 
I>eafiMnab1e 1 

20IIS 
"'awrwbIe o 

1 2%
Sia hfoo:..ci6a o 
IDesiotimir:ato o 
1>c:s&w>mb1c o 
,FawrwbIe o

A HSOS 2006 '­ ----­ ---­ o 0%
Sia hfOll..ci6a o 
DesistDaieato o 
I>eafiMnab1e o 

2007 
FnorahIco 

Sia fafunaaci6a 
o o 0% o 

DesisIDa.Dto o 
IDezf8OO1ab1e 1 

20lIl 
¡FawrwbIe o 

1 2%
¡Siar.ro...cm o 

"~... o 
sel B ioT..4.L '" 1004 

Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

lTEM A 190 FALLO FINAL 11 RA DICACIONES PORCENTAJE 

CONTAMINACIÓN 
VISUAL 

2004 

Desfavorable 12 

39 80%
Favorable 14 
Sin InformaCIón 12 

Desistimiento 1 

2005 

Desfavorable 5 

8 16%
Favorable 3 
Sin Información O 

Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 1 

1 2%
Favorable O 
Sin Wormación O 

Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

1 2%
Favorable I 
Sin Wormación O 

Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sm Información O 

Desistimiento O 

SUBTOTAL 49 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa, 

.. ' Continúa en la siguiente página 
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ITEM AÑO FALLO FlNAL # RADICACIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable 85 ! 

2004 
Favorable 59 

344 59%
Sin Información 195 
Desistimiento 5 
Desfavorable 5 

2005 
Favorable 14 

19 3% 
Sin informacIón O 

Desistimiento O 
Desfavorable 27 

PUBLICIDAD 
2006 

Favorable 20 48 8%EXTERIOR J!!' Información 1 
Desistimiento O 
Desfavorable 39 
Favorable 21 .' . 

2007 
Sin Información 

68 12%
3 

Desistimiento 5 
Desfavorable 61 .. ' 

Favorable 36 . . 
2008 103 18%

Sin Información O 
Desistimiento 6 

SUB TO TAL 582 100% 
., 

TOTAL 677 10Ó% .. 
Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

I J 
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Anexo2. Consolidado Acciones Populares sobre Biodiversidad y Recursos 
Naturales 2004 - 2008 

ITEM AÑO FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable 5 

2004 Favorable 4 11 39% 

Sin Información 2 
Desfavorable 3 

2005 Favorable I 4 14% 
Sin Información O 
Desfavorable 3 

.4RBOLES 2006 Favorable 2 5 18% 
Sin Información O 
Desfavorable 3 

2007 Favorable O 3 11% 
Sin Infonn ación O 
Desfavorable 3 

2008 Favorable 2 5 18% 
Sin Información O 

SUBTOTAL 28 100% 

Fuente: Elaboración Propia con información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM A1~O FALLO FINAL l/ RADICACIONES PORCENTAJE ! 
Desfavorable 2 

2004 Favorable 3 5 83% 
Sin Información O 
Desfavorable 1 

2005 Favorable O 1 17% 
Sin Información O 
Desfavorable O 

DEFORESTACIÓN 2006 Favorable O O 0% 
Sin Información O 
Desfavorable O 

2007 Favorable O O 0% 
Sin Información O 
Desfavorable O 

2008 Favorable O O 0% 
Sin Información O 

SUBTOTAL 6 100% 

Fuente: Elaboración Propia con información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AliJO FALLOF/NAL 1/ RADICACIONES PORCENTAJE I 

RECUPERACIÓN 
RECURSOS 

NATURALES 

2004 
Desfavorable 5 

8 I73%Favorable 3 
Sin Información O 

2005 
Desfavorable 2 

2 18%Favorable O 

Sin Información O 

2006 
Desfavorable O 

O 0%Favorable O 

Sin Información O 

2007 
Desfavorable 1 

1 9%Favorable O 

Sin Información O 

2008 
Desfavorable O 

O 0%Favorable O 

Sin Infom18ción O 

S{fBTOTAL II 100% 
TOTAL 45 100% 

Fuente: Elaboración Propia con [n formación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 
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Anexo3. Consolidado Acciones Populares en Defensa del Aire 2004 - 2008 

-

ITL 'ItI .41"0 FALLO FlNAL ti RADICACIONES PORCEIVTAJE 

CONTAMINACIÓN 
AIRE 

2004 

Desfavorable 16 

58 73% 
Favorable 32 
Sin Información 10 
DesIStimiento O 

2005 

Desfavorable O 

2 3% 
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 6 

8 10% 
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 3 

5 6%
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 4 

6 8% 
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 79 100% 

Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensorla del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AlVO FALLO FlNAL NRADICACIONES PORCENT..1!.É-
Desfavorable 4 

2004 
Favorable 13 

18 40% 
Sin Información I 
Desistimiento O 
DesfavoT1!ble 2 

2005 
Favorable 4 

6 13%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 3 

CONTAMINACIÓN 
-

2006 
Favorable 5 

8 18%
AUDITIVA Sio Información O 

Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable 8 

8 18%
Sin Información O 
Desistlmiento O 
Desfavorable 2 

2008 
Favorable 3 

5 11%
Sin Información O 
Desi stimiento O 

SUB TOTA L 45 100% 

Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM .'18 0 FALLO FINAL /1 RADICACIONES PORCENTA.f.!L 
Desfavomble I 

2004 
Favorable I 

2 100% 
Sin Infonnaclón O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

PLAGUICIDAS 2006 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O I 

2008 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desi stimiento O 

SUBTOTAL 2 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM ASO FA LLO FINAL 11 RADIC1CIONES PORCENTAJE 
Desfavorable O 

2004 
Favorable I 

l 33%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Des[avomble I 

2005 
Favorable O 

I 33% 
Sin In[onnación O 
Desistimiento O 
Desfovorable O 

FUMIGACIONES 2006 
Favorable O 

I 33%
Sin Infonnación I 
Desistimiento O 
Desfavorable O 
Favorable O 

O 0%2007 
Sin Infonnación O 
Des.istim iento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 3 100% 
TQTAL i 129 100% 

- - --~ ~--~ -
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 
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Anexo4. Consolidado Acciones Populares sobre Espacio Público 2004 - 2008 

ITEM ASO FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable 1 

! 

2004 
Favorable 2 

3 100%
Sin Infonnación O 
Desi stimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

BAHIASDE 
2006 

Favorable O 
O 0%

PARQUEO Sin Infonnacióo O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Wonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0% 
Sin Infonnación O 
Desi stimiento O 

SUBTOTAL 3 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

!TEM ANO FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE 

BOLARDOS 

2004 

Desfavorable 3 

6 75% 

i 

Favorable· 3 
Sin lnfonnación O 

ODesistimiento 

2005 

Desfavorable 1 

1 13%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin I.nformaciÓn O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 1 

1 13%
Favorable O 

Sin Wonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 8 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia . 

... Continúa en la siguiente página 
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/TEM ANo FALLO FINAL IJ RADICACIONES PORCENTAJE 

CALLES 

2004 

Desfavorable J3 

34 100%
Favorable 18 
Sin Información 2 
Desistimiento I 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 34 100% 
Fuente: Elaboración Propia con lnformación de la Defensoría del Pueblo de Colombta. 

ITEM ANO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE I 

CEBRAS Y 
SEMAFOROS 

2004 

Desfavorable 15 

25 56%
Favorable 8 
Sin Información 2 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable 5 

5 11 %
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 5 

11 24%
Favorable 6 

Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 2 

2 4% Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

2 4% Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUB TOTA L 45 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombta . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITI:.7>1 AÑO FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable 9 I 

2004 
Favorable 14 

28 51%
Sin Información 5 
Desistimiento O 
Desfavorable 2 

2005 
Favorable 7 

9 16%
Sin Infomación O 
Desistimiento O 
Desfavorable 1 

CERRAMIENTO 
2006 

Favorable 7 
8 15%

BIEN USO PÚBLICO Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 4 

2007 
Favorable 2 

6 11%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable I 

2008 
Favorable 3 

4 7%
Sin-Infomación O 
Desistimiento O 

S UBTOTAL 55 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM .~I\O FALLO FINAL 11 RADICAClOl\'ES PORCENTAJE 

CERRAMIENTO 
URBANIZACIÓN 

2004 

Desfavorable 3 

6 75%
Favorable 
Sin Infomaclón 

2 
1 

Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

1 13%
Favorable 1 
Sin Infomación O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 1 

1 13%
Favorable O 
Sin Infomación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infomación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 8 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM A1VO FALLO FINAL ti RADIC4CIONES PORCENTAJE 

CERRAMIENTOS 

2004 

Desfavorable 8 

22 79%
Favorable 10 
Sin Infonnación 4 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin [nfonnac¡ón O 

Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin [nfonnación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable I 

3 11%
Favorable 2 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable I 

3 11%
Favorable 2 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 28 100% 
Fuente: Elaboración P ropia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AiVO FALLO FIl\'AL 11 RA DICACIONES PORCENTAJE 

CESiÓN ANEAS 
PÚBLICAS 

2004 

Desfavorable - O 

2 67% 
.

Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable I 

I 33%
Favorable O 
Sin lnfonnación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin [nfonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 3 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

". Continúa en la siguiente página 
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ITEM Al~o FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 6 

2004 
Favorable O 

6 86% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable l 

2005 
Favorable O 

l 14%
Sm Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

CICLO RUTAS 2006 
Favorable O 

O 0%
Sin Infomación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 7 100% 
Fuente: Elaboración Propia con lnfonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

ITEM AÑo FALLO FINAL 1# RADICACIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable J 

2004 
Favorable l 

2 100%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

CRUCE PEATONAL 2006 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 2 100% 
TOTAL I!lJ 100% 

Fuente: Elaboración P ropia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombta. 
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AnexoS. Consolidado Acciones Populares por Desechos 2004 - 2008 

/TEM AÑO FALLO FlNAL 11 RADICAOONES PORCENTAJE 
Desfavorable 47 

2004 
Favorable 65 

131 60%
Sin Información 19 
DesistImiento O 
Desfavorable 2 

2005 
Favorable 13 

15 7% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 9 

BASURAS 2006 
Favorable 25 

34 16%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 11 

2007 
Favorable 19 

30 14% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 2 
Favorable 7

2008 
Sin Información O 

9 4% 

Desistimiento O 
SUBTOTAL 21 9 100% 

Fuente: Elaboración Prop ia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombta. 

I TEM A1\O FALLO FINAL /1 RADICACIONES PORCENTAJE J 

DISPOSICIÓN 
ESCOMBROS 

2004 

Desfavorable O 

2 

I 

67%
Favorable l 
Sin Información l 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

I 33%
Favorable l 
Sin InformaCIón O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 

DesistJIniento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTA L 3 100% 
F uente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombta. 

oO. Continúa en la siguientepágina 
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lTEM AÑo FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE I 

PARQUEADEROS 

2004 

Desfavorable 2 

6 
I

33%
Favorable 3 
Sin Wormación l 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorab le l 

4 22%
Favorable 3 
SIO Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 3 

3 17%
Favorable O 
Sin Wormación O 
Desi stimiento O 

2008 

Desfavorable 4 

5 28%
Favorable 1 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUB TOTAL 18 100% 

Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM ANO FALLO FINAL 11 RAJ)ICACIONES PORCENTAJE 

PARQUES 

2004 

Desfavorable 13 

32 52%
Favorable 13 
Sin Información 5 
Desi stimiento l 

2005 

Desfavorable O 

3 5%
Favorable 3 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorab le 3 

10 16%
Favorable 6 
Sin Worrnaclón I 

Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 3 

7 11%
Favorable 4 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 2 

9 15%
Favorable 7 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTA L 61 100% 
-

Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITE'" AÑO FALLO FINAL 11 RADICA.CIONES PORCENTAJE 

RECICUJE 

2004 

Desfavorable 1 

6 100%
Favorable 2 
Sin Información 3 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Des istimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin lnformación O 
Desistimiento O 

SU8 TOTAL 6 I 100% 

Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AJ\O FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE 

RELLENOS 
SANITARIOS 

2004 

Desfavorable 6 

16 19%
Favorable 8 
Sin Información 2 
Desi stimiento O 

2005 

Desfavorable 5 

7 8% IFavorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 6 

14 16%
Favorable 8 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 11 

42 49%
Favorable 31 
Sin InformaCión O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 2 

6 7%
Favorable 4 
Sin Información O 
Desistimiento O 

--~ 

SUBTOTAL 85 100% 

~ -~ 

__ TOTAL 
~~ -~ L JIJ2 100% 

Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 
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Anexo6. Consolidado Acciones Populares sobre Protección al Ordenamiento 
Territorial y Uso del Suelo 2004 - 2008 

IrEloJ AÑO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

CANTERAS 

2004 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

1 50%
Favorable l 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable l 

1 50%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 2 100% 
Fuente: E laboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Co lombIa. 

ITEM AÑo FALLO FINA L # RADICACIONES PORCENTAJE J 
Desfavorable 2 

I 

2004 
Favorable 3 

5 56% I 

Sin Infonnación O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 
Desfavorable 2 

CEMENTERIOS 2006 
Favorable 2 4 44% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 9 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

... Continúa en la siguiente página 
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I ITEM AÑO FALLO FINAL 11 RADICAOONES PORCENTAJE 
Desfavorable O 

2004 
Favorable I 

I 100%
Sin Informac ión O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

CENTROS 
2006 

Favorable O 
O 0%

COMERCIALES Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL I lOO% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AÑO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

CONTAlI.1/NACIÓN 
SUELOS 

2004 

Desfavorable 2 

10 67%
Favorable 7 

ISin Información 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable I 

I 7%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

2 13%
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 2 

2 13%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL l5 100% 
Fuente : Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

oO. Continúa en la siguiente página 
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ITEM A~O FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable I 

2004 
Favorable I 

3 25%
Sin Información I 

Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

EROSIÓN 2006 
Favorable 2 

2 17%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable 1 

I 8%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 3 

2008 
Favorable 3 

6 50%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 12 100% 
. Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM A~O FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 2 

2004 
Favorable 2 

4 100%
Sin Información O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0% I 

Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

EXPLOTACIÓN 
2006 

Favorable O 
O 0%

PETROLERA Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Dcsistinúenlo O .-

SUBTOTAL 4 100% 
F uente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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lTEM AÑo FALLO FINAL #1 RADICAG ONES PORCENTAJE 
Desfavorable O 

2004 Favorable O 
l 100%

Sin Información 1 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

LADRILLERA 2006 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 Favorable O 
O 0%

Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 Favorable O 
O 0% 

Sin Información O 
Desisti miento O 

SUBTOTAL I 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombla. 

ITEM AÑo FALLO FINAL #1 RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 3 

2004 
Favorable 1 

4 100%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

LEGALIZACIÓN DE 
2006 

Favorable O 
O 0%

BARRIOS Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin InformaciÓn O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 4 100% 
Fuente: Elaborac ión Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombla . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AÑo FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE I 

LICENCIA 
AMBIENTAL 

2004 

Desfavorable 4 

9 
I 

100% 

I 

Favorable 2 
Sin lnfonnación 3 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin InfonnaciÓn O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 9 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

ITEM Al\O FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

LICENCIA DE 
CONSTRUCCCIÓN 

2004 

Desfavorable 6 

9 64%
Favorable 2 

ISin InfonnaciÓn 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable I 

2 14%Favorable I 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable I 

I 7%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

I 7%
Favorable I 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 1 

1 7%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 14 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia . 

... Continúa en la siguiente página 
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lTEM ANo FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 2 

2004 
Favorable O 

3 100%
Sin Información I 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

LICENCIA 
2006 

Favorable O 
O 0%

URBANISMO Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 3 100% 
Fuente: E laboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

lTEM & 0 FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

MATADEROS 

2004 

Desfavorable 56 

183 65%
Favorable 95 
Sin Información 30 
Desistimiento 2 

2005 

Desfavorable 4 

17 6%
Favorable 13 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2006 

Desfavorable \3 

32 11%Favorable 18 
Sin Información I 
Des istimiento O 

2007 

Desfavorable 9 

39 14%
Favorable 30 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2008 

Desfavorable 5 

9 3%
Favorable 4 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 280 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AÑO FALLO FINAL 11 RADlCAaONES PORCENTAJE 
Desfavorable 113 

2004 
Favorable 60 

205 93%
Sin Información 31 
Desistimiento I 
Desfavorable 7 

2005 
Favorable O 7 3% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 3 

NECROPSIAS 2006 
Favorable 2 

5 2% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable I 

2007 
Favorable 2 

3 1% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable I 

2008 
Favorable O 

I 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTO TAL 221 100% 
Fuente : Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombla. 

ITEM AÑO FALLO FINAL 11 RADICACIONES PORCENTAJE 

PLAN DE 
ORDENAMIENTO 

TERRITORIAL 

2004 

Desfavorable S 

S 21%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

I 4% 
Favorable I 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 2 

3 13%
Favorable 
Sin Información 
Desistimiento 

I 
O 
O 

2007 

Desfavorable 6 

9 38%
Favorable 3 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable I 

6 25%
Favorable 5 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 24 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombla. 

" 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEMI AÑo FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

PUENTES 
PEATONALES 

2004 

Desfavorable 9 

24 27%Favorable 10 
Sin Infonnación 5 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable 7 

12 14%
Favorable 5 
Sin Información 
Desistimiento 

O 
O 

2006 

Desfavorable 5 

12 14%
Favorable 4 

Sin Infonnación 3 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable Il 

24 27%
Favorable 13 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 7 

16 18%
Favorable 9 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 88 100% 

I 

ITEM AÑ O FALLO FlNAL # RADICACJONES PORCENTAJE 
Desfavorable 3 

2004 
Favorable O 

3 75% 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonn ación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

VER TIMEN TOS DE 
2006 

Favorable 1 
l 25%

HIDROCARBUROS Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUB TO TAL 4 100% 

Fuente : E laboración Propia con Infonnación de la Defensoría de l Pueblo de ColombIa . 

Fuente: E laboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombla. 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AlVO FALLO FINAL # RADICA GONES PORCENTAJE 

ZONAS AZULES 

2004 

Desfavorable I 

3 100%
Favorable I 
Sin Información I 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0% 

I 

Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 3 100% 
TOTAL 694 100% 

Fuente: Elaboración Propia con In formación de la Defensoría del P ueblo de ColombIa. 
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Anexo7. Consolidado Acciones Populares en Relación con el Derecho al Agua 
2004 -2008 

TTEM ANO FALLO FINAL # RADICA ClONES PORCENTAJE I 

ACUEDUCTO Y 
ALCANTARILLADO 

2004 

Desfavorable 36 

125 
I 

98%
Favorable 74 
Sin Información 15 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

1 1%Favorable 1 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2006 

Desfavorable 1 

2 2%
Favorable 1 
Sin Info rmación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Informació n O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 128 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

ITEM AÑO FALLOFLNAL # RADICACIONES PORCENTAJE J 
Desfavorable 29 

2004 
Favorable 93 

152 77%
Sin Informac ión 20 
Desistimiento 10 
Desfavorable 4 

2005 
Favorable 2 

6 3%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 8 

ACUEDUCTOS 2006 
Favorable 8 

16 8%
DEFICIENTES Sin Información O 

Desistimiento O 
Desfavorable 11 

2007 
Favorable 6 17 9%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 3 

2008 
Favorable 4 

7 4%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 198 100% 
Fuente: Elaboración Propia con lnfonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombia . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AÑo FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTA JE J 

AGUA NO POTABLE 

2004 

Desfavorable 79 

200 
I 

53% 
I 

Favorable 101 
$inWonnaci6n 20 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable I1 

16 4%Favorable 5 
Sin Infonnaci6n O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable lO 

32 8%
Favorable 21 
Sin Infonnaci6n 1 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 30 

84 22%Favorable 54 
Sin Infonnaci6n O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable 16 

46 12%
Favorable 30 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 378 100% 
Fuente: Elaboración Prop ia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AÑo FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 18 

2004 
Favorable 37 

60 36% 
Sin In fonnación 4 
Desistimiento 1 
Desfavorable 14 

2005 
Favorable 8 22 13%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable 6 

ALCANTARILLADO 
2006 

Favorable 20 
27 16%

DEFICIENTE Sin Infonnación I 
Desistim iento O 
Desfavorable 13 

2007 
Favorable 24 

37 22% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable 7 

2008 
Favorable 15 23 14% 
Sin lnfonnación 1 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 169 100% 
.. - -p 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AlVO FALLOF/NAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 8 

2004 
Favorable 8 

22 73%
Sin Infonnación 6 
Desistimiento O 
Desfavorable 3 

2005 
Favorable 2 

5 17%
Sin Infonnación O , 

Desistim iento O 
Desfavorable O 

ALCANTARILLADO 
2006 

Favorable 1 
1 3%

INEXISTENTE Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable 1 

1 3% 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable 1 

1 3% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 30 100% -­
Fuente : Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

lTEM AlVO FALLOF/NAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

CANALES HíDRICOS 

2004 

Desfavorable 1 

4 33%
Favorable 1 
Sin Infonnación 2 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable I 

3 25 %
Favorable 2 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 

2006 

Desfavorable O 

3 25% 
Favorable 3 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

2 17%
Favorable 2 
Sin lnfonnación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 12 100% 
Fuente: Elaboración Propia con lnfonnación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AÑO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable O 

2004 
Favorable 1 

l 100%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 
Favorable 

~-

2005 O 
O 0% 

Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

CIÉNAGAS 2006 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimi ento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL I 100% 
Fuente : Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

TTEM AÑo FALLO FINAL # RADlCAaONES PORCENTAJE 

i 

CONSERVA ClÓN 
COSTERA 

2004 

2005 

Desfavorable O 

1 

O 

100% 

0% 

Favorable 
Sin Información 

I 
O 

Desistimiento 
Desfavorable 

O 
O 

Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

SUBTO TAL 1 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

... Continúa en la siguiente página 
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lTEM AÑO FALLO FlNAL # RADICA G ONES PORCENTAJE-
Desfavorable 17 

2004 Favorable 34 
59 84% 

Sin Información 7 
Desistimiento 1 
Desfavorable l 

2005 
Favorable 2 

3 4% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

COl\'TAJl{INACIÓN 
2006 Favorable 4 

4 6%
DEAGUAS Sin Información O 

Desistimiento O 
Desfavorable I 

2007 
Favorable 3 

4 6%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUB TO TAL 70 100% 
Fuente: E laboración Prop ia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombia. 

ITEM AÑO FALLO FlNAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 1 

2004 
Favorable 1 

3 100% 
Sin Información 1 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

CONTAMINACIÓN 
2006 

Favorable O 
O 0%MARÍTIMA Sin Información O 

Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0% 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUB TO TAL 3 100% 
p 

... Continúa en la siguiente página 
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ITEM AÑO FALLO FlNAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable O 

2004 
Favorable 5 

5 100%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

CONTAMINACIÓN 
2006 

Favorable O 
O 0%

QUEBRADA Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 5 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

-
ITEM A NO FALLO FlNAL # RADICACIONES PORCENTAJE I 

DESCONTAJl-/lNAC/Ó 
N 

2004 

Desfavorable 2 

4 

I 

100%
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Inform ación O 
Desistim iento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Si n Información O 
Desistim iento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUB TOTAL 4 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 
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IIEM AÑ O FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable O 

I 

2004 
Favorable 2 

2 100%
Sin Infonnaci6n O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin lnfonnaci6n O 
Desistimiento O 

EXTRACCIÓN 
Desfavorable O 
Favorable O

MATERIALES DEL 2006 
Sin Infonnaci6n O 

O 0% 
RIO 

Desistimiento O 
Desfavorabl e O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnaci6n O 
Desistim iento O 

SUBTO TAL 2 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Infonnación de la Defensoría del Pueblo de Colombla. 

lTEM ANO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 4 

2004 
Favorable 8 16 84%
Sin Infonnaci6n 3 
Desistimiento I 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnaci6n O 
Desistimiento O 
Desfavorable I 

HUMEDALES 2006 
Favorable O 1 5%
Sin Información O 
Desis tim iento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable 2 

2 11%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 

SUBTOTAL 19 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombla . 
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ITEM ANO FALLO FINAL # RADICA CIONES PORCENTAJE I 
Desfavorable 4 I 
Favorable 72004 
Sin Infonnación 2 

13 76% 

Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable l 

INUNDACIONES 2006 
Favorable 2 

3 18% 
Sin Infonnación O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable I 

I 6%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 17 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Info rmación de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 

l TEM AÑO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTA JE 
Desfavorable I IFavorable 2

2004 
Sin Infonnación O 

3 60% 

Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

LAGUNAS 2006 
Favorable O 

O 0% 
Sin Infonnación O 
Desisiimiento O 
Desfavorable l 

2007 
Favorable l 

2 40% 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable O 

O 0% 
Sin InfonnaciÓn O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 5 100% 
Fuente: E laboración Propia con Informació n de la Defensoría del P ueblo de Colombia. 
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ITEM AÑO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE I 

POZOS stPTlCOS 

2004 

Desfavorable 1 

3 50%
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable 2 

3 50%
Favorable 1 
Sin Información O 
Desis tim iento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 6 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

ITEM 

QUEBRADAS 

AÑO 

2004 

FALLO FINAL 
Desfavorable 3 

# RADICACIONES 

15 

PORCENTAJE I 

79%
Favorable 9 
Sin Información 3 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

2 ll%
Favorable 1 
Sin Información 1 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Wormación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 1 

I 5%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

I 5%
Favorable I 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 19 100% 
Fuente: E laboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 
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lTEM AÑO FALLO FINAL # RAD/CA QONES PORCENTAJE 

RIOS 

2004 

Desfavorable 3 

6 75%
Favorable 2 
Sin Información .1 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable 1 

1 13%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable 1 

1 13%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
favorable O 
Sin Info rmación O 
Desisiim iento O 

SUBTOTAL 8 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

l TEM AÑO FALLO FlNAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

VERTIMIENTOS 

2004 

Desfavorable 3 

7 37%
Favorable 4 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable I 

2 11% 
I 

Favorable 
Sin Infornlación 

1 
O 

Desistimiento O 

2006 

Desfavorabl e 4 

8 42%
Favorable 4 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

2 11%
Favorable 2 
Sin Infornlación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 19 100% 
Fuente : Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 
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ITEM AÑo FALLO FINAL # RADICA GONES PORCENTAJE 
Desfavorable 3 

2004 
Favorable 6 16 84%
Sin Información 7 
Desistimiento O I 
Desfavorable 1 

2005 
Favorable O 

l 5%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

ACUEDUCTOS 
2006 

Favorable 1 
1 5%

INEXISTENTES Sin Información O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

O 0%
Sin Infomlación O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2008 
Favorable 1 

1 5%
Sin Información O 
Desislim iento O 

SUB TO TAL 19 100% 

I 

Fuente : Elaboración Propia con Información de la Defensoria del Pueblo de ColombIa. 

ITEM AÑo FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE J 

AEROPUERTOS 

2004 

Desfavorable 3 

4 100%
Favorable O 
Si n Información 1 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorab le O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infomlación O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 4 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia . 
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lTEM AÑO FALLO FINAL # RADICAG ONES PORCENTAJE ' 

AGUA POTABLE 

2004 

Desfavorable 20 

86 

I 

95%
Favorable 50 
Sin Información 16 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable 1 

3 3%
Favorable 2 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

I 1%
Favorable 1 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2007 

Desfavorable I 

I 1%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento U 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

, 

SUBTOTAL 91 100% 
F uente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 

l TEM AÑo FALLO F1NAL # RADICACIONES POR CENTAJE 
Desfavorable O 

2004 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable O 

O 0%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 1 

AGUA 
2006 

Favorable 1 2 50%
SUBTERRIÍNEA. Sin Info rmación O 

Desistimíento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable 1 

I 25%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable 1 

2008 
Favorable O 

I 25% 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 4 100% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa . 
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ITEM AÑo FALLOF/NAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

AGUAS NEGRAS 

2004 

Desfavorable 2 

7 100%
Favorable 4 
Sio Infomlación 1 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Información O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 7 lOO% 
Fuente: Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de Colombia . 

ITEM AÑo FALLO FINAL # RA DICACIONES PORCENTAJE 
Desfavorable 3 

2004 ~rable 6 
12 67% 

Sin Información 3 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

2005 
Favorable 2 

2 11%
Sin Información O 
Desistimiento O 
Desfavorable O 

AGUAS LLUVIAS 2006 
Favorable 1 

J 6% ::S¡;;-¡-~ormación O 
Desistim iento O 
Desfavorable O 

2007 
Favorable O 

3 17%
Sin Infomlación O 
Desistimiento O 
Desfavorable 2 

2008 
Favorable I 

O 0%
Sin Información O 
Desis timiento O 

SUBTOTAL 18 100% 
Fuente: Elaboración Propia con l nfonnación de la Defensoria del Pueblo de Colombia . 
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ITEM AÑO FALLO FINAL # RADICACIONES PORCENTAJE 

EMBALSES 

2004 

Desfavorable O 

O 0% 
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2005 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Inform ación O 
Desistimiento O 

2006 

Desfavorable O 

1 100%
Favorable l 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

2007 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Información O 
Desistim iento O 

2008 

Desfavorable O 

O 0%
Favorable O 
Sin Infonnación O 
Desistimiento O 

SUBTOTAL 1 100% 
TOTAL 1238 100% 

Fuente : Elaboración Propia con Información de la Defensoría del Pueblo de ColombIa. 


